




Cuarto Trimestre. Año 2011

nº40

Revista de la

asociación española

de abogados

especializados en

Responsabilidad

civil y seguRo

asociacionabogadosrcs.org



sumaRio Revista nº 40

editoRial

Un paso adelante y un paso atrás en la Sala 1ª del Tribunal Supremo

Por Javier López y García de la Serrana .......................................................................................................................................................5

doctRina

Tratamiento jurisprudencial de gastos asistenciales futuros

Juan Antonio Xiol Ríos .....................................................................................................................................................................................................................9

La ambigüedad de la jurisprudencia civil sobre la reparación íntegra y vertebrada

Mariano Medina Crespo ...........................................................................................................................................................................................................25

Perjuicios causados por la paralización del vehículo siniestrado

Juan F. Garnica Martín ...............................................................................................................................................................................................................43

•

•

•

JuRispRudencia

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 19 de octubre de 2011
RESPONSABILIDAD CIVIL Reclamación por responsabilidad patrimonial 
interpuesta por un trabajador contra la Mutua de Accidentes y contra el centro 
Rehabilitador, al ser declarado en situación de incapacidad absoluta a raíz del  
tratamiento recibido tras sufrir una contractura muscular en el ejercicio de su 
 profesión de albañil. Desestimación de las pretensiones del trabajador, al no  
apreciarse ni una errónea valoración de la prueba, ni una falta de consentimiento 
informado; y ello, al no existir relación causa efecto entre la asistencia médica  
prestada y las secuelas finales .................................................................................................................................................................................................................69

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª), de 27 de octubre de 2011.
RESPONSABILIDAD CIVIL: Responsabilidad profesional del letrado del 
perjudicado por un accidente de circulación al prescribir la acción de
responsabilidad patrimonial de la Administración por importe de 259.641,60 euros, 
condenándose al letrado demandado y a su aseguradora al pago de 1.700 euros 
por daño moral ligado a la pérdida de oportunidad procesal, sin considerar otro  
daño patrimonial resarcible debido a la contribución del lesionado en el resultado 
del accidente. No se aprecia notoria desproporcionalidad entre el daño patrimonial 
sufrido y la indemnización fijada ..............................................................................................................................................................................................79

n

n

Tribunal Supremo



Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª), de 30 de noviembre de 2011.
RESPONSABILIDAD CIVIL: Acción de tutela del derecho al honor, como consecuencia 
de la inclusión del perjudicado en los denominados “registros de morosos”, apreciándose 
caducidad de la acción, al considerarse como día a quo el momento en el que se notifica 
al perjudicado la inclusión en dichos registros. Resuelve nuestro Alto Tribunal, casando la 
sentencia recurrida, al entender que el inicio del cómputo se hará desde que concurran los 
dos requisitos para considerar que se ha producido un ataque contra el honor, esto es, la 
inclusión en el registro y que se pruebe que dicha inclusión es errónea, coincidiendo  
el inicio del plazo para reclamar con la producción del resultado definitivo .................................................87

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 7 de diciembre de 2011.
RESPONSABILIDAD CIVIL: Responsabilidad de las administraciones públicas por 
accidente de tráfico al caer la conductora de un ciclomotor por la carretera que 
circulaba, como consecuencia del mal estado de la vía, deslizante por el agua,  
barro y polvo. Se condena a la Administración titular de la vía y a su aseguradora 
a abonar a la actora la suma de 204.900 euros. Compatibilidad de dicha 
indemnización con las cantidades percibidas por la Seguridad Social en  
concepto de invalidez permanente absoluta, así como por su compañía  
aseguradora, en concepto de invalidez permanente derivada de accidente ........................93

n

n

❖

❖

➡

peRlas cultivadas

Pronunciamientos relevantes

Por José Mª Hernández-Carrillo Fuentes ...............................................................................................................................................99

entRevista a...

legislación

Manuel Estrella Ruiz

Por Mª Carmen Ruiz-Matas Roldán .....................................................................................................................................................................111

Acuerdo sobre criterios de admisión de los recursos de casación y 
extraordinario por infracción procesal .........................................................................................................................................................115

Baremo 2012 (última hora legislativa) .........................................................................................................................................................127

noticias

Jornadas sobre Valoración del daño. Últimas tendencias. Conmemoración X  
Aniversario de la Asociación. Madrid, 17 y 18 noviembre 2011 .........................................................................133



edita:

Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro

C/Trajano, 8, Esc. 1ª - 1ºC · 18002 Granada · Tel.: 902 361 350

C.I.F.: G-18585240

Presidente:

Mariano Medina Crespo

director:

Javier López y García de la Serrana

subdirectora:

María del Carmen Ruiz-Matas Roldán

consejo de redacción:

Javier López y García de la Serrana, Mariano Medina Crespo, Andrés Cid Luque, José María Hernández-Carrillo 
Fuentes, Andrés López Jiménez, Fernando Estrella Ruiz, José Félix Gullón Vara, María Fernanda Vidal Pérez, 
José Manuel Villar Calabuig, Josep Viella i Massegú, Carmelo Cascón Merino, Isidro Tormos Martínez, Víctor 
Martín Álvarez, Celia Pita Piñón, Ubaldo González Garrote, Samuel Pérez del Camino Merino, Guillermo Muzas 
Rota, Celestino Barros Pena, Pedro Méndez González, Pedro Torrecillas Jiménez, José Luis Nava Meana, Javier 
Muro Insausti, Susana Sucunza Totoricagüena y José Antonio Badillo Arias.

MieMbros de Honor:

Mariano Yzquierdo Tolsada, Miquel Martín Casals, Fernando Pantaleón Prieto, Jesús Fernández Entralgo, Eugenio 
Llamas Pombo, Ricardo de Ángel Yágüez, José Manuel de Paúl Velasco, Fernando Reglero Campos (†), Miguel 
Pasquau Liaño, Juan Antonio Xiol Ríos y José Manuel López García de la Serrana.

diseño:

Aeroprint Producciones S.L.

Tlf. 958 292 739 • info@aeroprint.es

iMPriMe:

Aeroprint Producciones S.L.

www.aeroprint.es

D.L. GR-1228/02

ISSN 1887-7001

asociacionabogadosrcs.org



editorial

Un paso adelante y un 
paso atrás en la Sala 1ª 

del Tribunal Supremo

mos de forma integra en nuestro apartado de le-
gislación. Ese es el paso adelante de la Sala Prime-
ra del Tribunal Supremo, por una parte presionar al 
legislativo, como me consta que hizo el presidente 
de la Sala 1ª, Juan antonio Xiol Ríos, para acabar 
con esta situación anacrónica desde mi punto 
de vista, pues muchos asuntos muy interesantes 
sólo llegaban al TS si superaban los 150.000 euros, 
aunque su resolución tuviera un alto interés por 
las contradicciones entre audiencias provinciales, 
como así ocurría con los asuntos de RC o de acci-
dentes de circulación. Y por otra parte, la Sala 1ª ha 
fijado inmediatamente a través de Acuerdo de 30 
de diciembre pasado, las nuevas reglas del juego 
para poder acceder a la casación, al objeto de que 
no se tenga duda sobre cuándo puede plantearse 
un Recurso de Casación.

Se ha reducido por tanto el recurso de casa-
ción por razón de la cuantía a una modalidad ex-
cepcional (cuando la cuantía supere los 600.000 
euros), pero se garantiza por el contrario la igual-
dad entre todos los litigantes, cualquiera que sea 
el nivel económico del asunto al establecer con 
carácter general el recurso de casación por razón 
de interés casacional, que se basa en la necesidad 
de unificación o fijación de la interpretación de la 
ley como presupuesto que da lugar a la admisibi-
lidad del recurso, cualquiera que sea la forma de 
tramitación y la cuantía del asunto. En suma, la 
baja cuantía del asunto no opera a partir de la re-
forma como impedimento para la admisibilidad del 
recurso de casación. Paralelamente, el carácter ex-
cepcional del recurso de casación por razón de la 
cuantía comporta la necesidad de una interpreta-
ción rigurosa de esta modalidad para que manten-
ga su finalidad de unificación de la aplicación de la 
ley civil y mercantil, y no se convierta en una vía de 
acceso al TS carente de justificación institucional.

Señala expresamente que “este nuevo Acuer-
do es expresión del parecer unánime de la Sala 

L
a Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medi-
das de Agilización Procesal, ha modifica-
do de manera sustancial la regulación en 
la LEC de los recursos de casación y ex-

traordinario por infracción procesal. Ya el proyecto 
de Ley había levantado polémica, pues se había 
manifestado desde algunos medios que se preten-
dían limitar algunos recursos judiciales, llegándo-
se a decir por algún conocido diputado que esta 
reforma ofrece soluciones "injustas" y "arbitrarias" 
para pretender acabar con el colapso en la Admi-
nistración de Justicia, añadiendo que "estas me-
didas constituyen el mayor recorte de derechos 
civiles en el ámbito de la Justicia que he conocido 
en tres décadas, desde que tenemos democracia", 
y en otros medios se dijo “Una justicia para ricos y 
grandes cuentas”, cuando lo cierto es que el eje de 
la reforma radica en la universalización del recurso 
de casación por razón de interés casacional, que 
es la modalidad que mejor permite al TS, cumplir 
de forma más eficaz con el fin de unificación de la 
aplicación de la ley civil y mercantil.

En este sentido se pronuncia el Acuerdo so-
bre criterios de admisión de los recursos de ca-
sación y extraordinario por infracción procesal, 
aprobado por la Sala 1ª del Tribunal Supremo el 
pasado 30 de diciembre de 2011 y que reproduci-

por Javier López y García de la Serrana
Director
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Primera del TS y tiene carácter orientador para la 
unificación de las prácticas procesales. Responde 
a una interpretación de la Ley 37/2011 tendente a 
conseguir que el recurso de casación cumpla sus 
fines constitucionales y no se transforme, como lo 
fue hace algunos años, en un instrumento de dila-
ción indebida del proceso civil  —con efectos ne-
gativos para la seguridad jurídica y la vida social y 
económica—”.

Por otra parte, este acuerdo fija las reglas del 
juego, como ya he dicho, para que no tengamos 
duda sobre cuando podemos o no presentar un 
Recurso de Casación, enumerando y desarrollan-
do claramente las causas de inadmisión del recur-
so de casación y del recurso extraordinario por 
infracción procesal, así como qué resoluciones son 
recurribles, aclarando qué se entiende por interés 
casacional y qué motivos de recurso hay. Por últi-
mo se expone el criterio de la Sala Primera del TS 
sobre la aplicación temporal de la modificación in-
troducida en la LEC en el régimen de los recursos 
de casación y extraordinario por infracción proce-
sal. En definitiva, se despejan dudas y se fijan cri-
terios, lo que siempre es positivo.

El paso atrás de la Sala Primera del Tribunal 
Supremo lo constituye por el contrario su Sen-
tencia de 25 de octubre de 2011, ponente Arroyo 
Fiestas, la cual supone un  retroceso en la dinámi-
ca que venía siguiendo la Sala 1ª de avanzar en el 
estudio del Derecho de Daños, pues dejan mucho 
que desear la mayoría de sus apreciaciones sobre 
competencia de jurisdicción, “baremo” aplicable, 
etc., pero lo más sorprendente llega en el funda-
mento CUARTO, cuando analiza, al cuantificar la 
indemnización que corresponde por el accidente 
laboral sufrido, si deberían descontarse las canti-
dades ya cobradas de la Seguridad Social, de la 
Mutua de Accidentes y de lo seguros concertados 
en base al convenio colectivo, como así lo hace la 
sentencia de esa misma Sala 1ª de 24 de julio de 
2008, afirmando que “dicha sentencia no consti-
tuye doctrina jurisprudencial por su carácter aisla-
do” rechazando este argumento porque “la recu-
rrente es la aseguradora de la póliza que determi-
na una cobertura cuantitativa y en base a la misma 
se fija una prima, y, ahora, pretende enriquecerse 
la Compañía de seguros afrontando un pago me-
nor del que se comprometió en el contrato de se-
guro. En este sentido el art. 101 de la LCS impide 
a la aseguradora descontar cantidad alguna por 
la existencia de varios seguros de accidentes. Lo 
pretendido por la aseguradora viola el art. 1 de la 
LCS, en cuanto no cumpliría con las obligaciones 
pactadas”. 

Lo reflejado en la misma tendría sentido si el 
seguro de RC de la empresa fuera un seguro de 

accidentes, pero no lo es, por lo que no le es de 
aplicación el art. 101 de la LCS. También estaría 
muy bien oponerse a la compensación si los segu-
ros de accidentes del convenio colectivo  hubieran 
sido pagados por la víctima del accidente, pues en 
ese caso es lógico que no se descontaran de la in-
demnización ya que nada tendrían que ver con el 
empresario y su responsabilidad civil cubierta por 
su aseguradora, pero se da la circunstancia de que 
los seguros de convenio, al igual que la práctica to-
talidad de las prestaciones de la seguridad social, 
son abonadas por la empresa con el objeto, entre 
otros, de reparar el daño patrimonial que un acci-
dente o cualquier vicisitud pueda causar al traba-
jador, por lo que no estamos ante el supuesto de 
descuento de un seguro de accidentes que pueda 
tener concertado la víctima, como ingenuamente 
pretende hacer ver la referida sentencia.

Es claro que la circunstancia de haberse ob-
tenido con cargo al sistema público de asegura-
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damno", compensación derivada del principio jurí-
dico, amparado en el artículo 1-4 del Código Civil, 
de que nadie puede enriquecerse torticeramente 
a costa de otro. Por ello, cuando existe el derecho 
a varias indemnizaciones se estima que las diver-
sas indemnizaciones son compatibles, pero com-
plementarias, lo que supone que, como el daño 
es único y las diferentes indemnizaciones se com-
plementan entre sí, habrá que deducir del monto 
total  de la indemnización reparadora lo que se 
haya cobrado ya de otras fuentes por el mismo 
concepto. La regla general sería, pues, el cómputo 
de todos los cobros derivados del mismo hecho 
dañoso, mientras que la acumulación de indemni-
zaciones sólo se aceptaría cuando las mismas son 
ajenas al hecho que ha provocado el daño, pues 
la regla de la compensación es una manifestación 
del principio que veda el enriquecimiento injusto. 

Así lo entendió ya la Sala 1ª del TS en su sen-
tencia en 15 de diciembre de 1981, donde se afirma-
ba que "el perjudicado no podrá recibir más que el 
equivalente del daño efectivo y que, en su caso, 
de haber obtenido alguna ventaja, ésta habrá de 
tenerse en cuenta al cuantificar aquel resarcimien-
to (compensatio lucri cum damno), siempre, por 
supuesto, que exista relación entre el daño y la 
ventaja, según la opinión de autorizada doctrina, 
lo cual, en definitiva, no es más que la aplicación 
del tradicional y siempre vigente principio del enri-
quecimiento injusto". Para concluir, resaltar que la 
idea es que cabe que el perjudicado ejercite todas 
las acciones que le reconozca la Ley para obtener 
el resarcimiento total de los daños sufridos, pero 
que esta acumulación de acciones no puede llevar 
a acumular las distintas indemnizaciones hasta el 
punto de que la suma de ellas supere el importe 
del daño total sufrido, ya que, como ha señalado 
algún autor, de forma muy resumida, la finalidad 
de las diversas indemnizaciones es "reparar" y no 
"enriquecer".

El principio comentado de la "compensatio 
lucri cum damno" fue aceptado por la Sala 4ª del 
Tribunal Supremo hace muchos años, y lo ha ve-
nido aplicado, entre otras, en sus sentencias de 
30-9-1997 (Rec. 22/97), 2 de febrero de 1998 (Rec. 
124/97), 2 de octubre de 2000 (Rec. 2393/99), 
10 de diciembre de 1998 (Rec. 4078/97), 17 de 
febrero de 1999 (Rec. 2085/98), 3 de junio de 
2003 (Rec. 3129/02) y 9 de febrero de 2005 (Rec. 
5398/03), 1 de junio de 2005 (Rec. 1613/04) y 24 
de abril de 2006 (Rec. 318/05). En ellas, resumida-
mente, se afirma que, como el daño a reparar es 
único, las diferentes reclamaciones para resarcir-
se del mismo que pueda ejercitar el perjudicado, 
aunque compatibles, no son independientes, sino 
complementarias y computables todas para esta-
blecer la cuantía total de la indemnización.

miento social una determinada suma no excluye, 
pues, la posibilidad de obtener la indemnización 
que corresponda al amparo de las normas civi-
les, como reiteradamente dice la doctrina, pero el 
problema consiste en determinar hasta dónde lle-
ga esa compatibilidad, pues como dice yzquieRdo 
tolsada, el que exista una concurrencia de indem-
nizaciones complementarias basada en la inicial 
diversidad de la causa de pedir no puede deter-
minar que se obtenga una duplicidad indemniza-
toria,

Así, la STS (Sala 4ª) 10 diciembre 1998 estable-
cía que, si el Derecho ha de ser interpretado como 
un todo armónico en el que los distintos órdenes 
jurisdiccionales no pueden ser concebidos como 
compartimentos estancos independientes entre sí, 
el quantum indemnizatorio ha de ser único. Como 
ya he dicho, la mayoría de la doctrina, cuando exis-
te derecho a percibir varias indemnizaciones, es 
partidaria de la llamada  "compensatio lucri cum 
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Sentado lo anterior, lo correcto es que la com-
pensación, practicada para evitar enriquecimiento 
injusto del perjudicado, se efectúe por el juzgador, 
tras establecer los diversos conceptos indemniza-
bles y su cuantía, de forma que el descuento por 
lo ya abonado opere, solamente, sobre los con-
ceptos a los que se imputaron los pagos previos, 
es decir que la compensación de indemnizaciones 
solo opera sobre conceptos homogéneos, por lo 
que de la indemnización que corresponde por un 
accidente laboral calcula usando como referencia 
el “Baremo” de tráfico, que está compuesta por la 
reparación del daño fisiológico y moral a través de 
la indemnización básica y algunos factores comple-
mentarios y por la reparación del daño patrimonial 
a través del factor corrector por perjuicio económi-
co y una parte del factor correcto por incapacidad 
permanente, solo estos último serían compensable 
con las prestaciones de la seguridad social recibi-
das, al ser conceptos homogéneos, es decir, que 
sólo el 10 o 15% de una indemnización va a poder 
compensarse con lo ya recibido por el trabajador.

Por tanto, esta sentencia de 25 de octubre de 
2011 de la Sala 1ª del Tribunal Supremo, descono-
ce alguno de los principios en los que se basa el 
derecho de daños, como son la vertebración de la 
indemnización y la compensación de las distintas 
indemnizaciones para evitar un posible enrique-
cimiento injusto, pero realizando dicha compen-
sación por conceptos homogéneos, tal y como 
establecen las dos STS (Sala 4ª) de 17 de Julio de 
2007 (ponente López García de la Serrana) y las 
que han confirmado esta teoría como son las STS 
fecha 2 de octubre de 2007, 3 de octubre de 2007, 
21 de enero de 2008, 30 de enero de 2008, 22 de 
septiembre de 2008, 20 de octubre de 2008, 3 
de febrero de 2009, 14 de julio de 2009, 14 y 15 de 
diciembre de 2009 y 24 de noviembre de 2010, 
entre otras.

Por último, no quiero dejar de hacer mención 
a la competencia jurisdiccional en este tipo de 
asuntos, Mariano Yzquierdo Tolsada, ha puesto de 
manifiesto en innumerables ocasiones que la fal-
ta de unidad jurisdiccional que ha habido hasta la 
fecha, ha impedido la formación de una doctrina 
consolidada en torno a un importante problema: 
saber si, cualquiera que sea el juez ante el que se 
deba dilucidar la responsabilidad civil del empre-
sario, deberá tener en cuenta a la hora de calcular 
la indemnización que corresponda las cantida-
des ya percibidas por el trabajador en concepto 
de prestaciones sociales o si se trata de concep-
tos por completo independientes. El panorama es 
sencillamente indignante según este autor, pues 
ante una siniestralidad laboral como la española, 
que triplica la media europea en accidentes, los 
trabajadores no saben con certeza ni ante qué 

juez deben acudir, ni tampoco cuál va a ser el 
montante indemnizatorio a recibir.

Para poner freno a este problema la Ley 
36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la ju-
risdicción social, viene a establecer claramente 
en su artículo 2 b) que será el orden jurisdiccional 
social el competente en materia de accidentes de 
trabajo, siguiendo de esta forma lo manifestado 
unánimemente por la jurisprudencia de la Sala 4ª 
del TS, pero esto ya fue reconocido por la Sala 1ª 
del TS en su sentencia de pleno de 15 de enero de 
2008, donde estableció que "Las reclamaciones 
por responsabilidad del empresario que sean con-
secuencia del incumplimiento del contrato de tra-
bajo, de cuyo contenido forman parte las obliga-
ciones relativas a la seguridad de los trabajadores, 
son competencia de la jurisdicción social". Lo que 
ocurre es que esta sentencia también estableció 
que "Si se demanda a personas completamente 
ajenas al mismo, en virtud de la vis atractiva de 
la jurisdicción civil establecida en el art. 9.2 LOPJ, 
debe declararse la competencia de esta jurisdic-
ción para conocer de la acción de responsabilidad 
interpuesta", quizás por ello  el nuevo artículo 2 
b) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social 
quiere solucionar el problema del todo, incluyendo 
también dentro de la competencia de la jurisdic-
ción social el enjuiciamiento de terceras personas 
responsables, no sólo del empresario. 

Por último, es de destacar que la Disposición 
Adicional 5ª de esta reciente Ley 36/2011, regula-
dora de la jurisdicción social, viene a establecerse 
la obligación del Gobierno de aprobar, en el plazo 
de seis meses desde la entrada en vigor de la Ley, 
un sistema de valoración de daños derivados de 
accidentes de trabajo y de enfermedades profe-
sionales, mediante un sistema específico de bare-
mo de indemnizaciones actualizables anualmente, 
para la compensación objetiva de dichos daños en 
tanto las víctimas o sus beneficiarios no acrediten 
daños superiores. Evidentemente dicho plazo no 
va poder cumplirse, pero deja clara la voluntad del 
legislador de extrapolar la experiencia del conoci-
do “baremo” (sistema legal valorativo) de los acci-
dentes de tráfico a los accidentes laborales, pero 
salvando muy claramente el principio de repara-
ción integra de daño al terminar diciendo expresa-
mente “en tanto las víctimas o sus beneficiarios no 
acrediten daños superiores”, frase que nos debe 
hacer reflexionar a todos los que formamos par-
te de la Comisión de Reforma del Sistema para la 
valoración de los daños y perjuicios causados a las 
personas en accidentes de circulación, sobre todo 
cuando toque fijar los parámetros de la reparación 
del daño patrimonial.

Enero 2012
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1. El problema: la modificación legislativa so-
bre los gastos asistenciales

La LRCSCVM (TR aprobado por el RD le-
gislativo 8/2004, de 29 de octubre) contiene 
en el Anexo, primero, 6, del Anexo, como uno 
de los “[c]riterios para la determinación de la 
responsabilidad y la indemnización”, la siguien-
te regla:

 «Además de las indemnizaciones fijadas 
con arreglo a las tablas, se satisfarán en 
todo caso los gastos de asistencia médica, 
farmacéutica y hospitalaria en la cuantía 
necesaria hasta la sanación o consolidación 
de secuelas, siempre que el gasto esté de-
bidamente justificado atendiendo a la natu-
raleza de la asistencia prestada.

 »En las indemnizaciones por fallecimiento 
se satisfarán los gastos de entierro y funeral 
según los usos y costumbres del lugar don-
de se preste el servicio, en la cuantía que se 
justifique».

Este texto fue introducido por el artículo 1, 
diecisiete, de la Ley 21/2007, de 11 de julio.

El texto anteriormente vigente –que arran-
caba de la modificación introducida por la DA 
octava de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, 
de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados en la Ley de Uso y Circulación de Ve-
hículos de Motor, texto refundido aprobado por 
Decreto 632/1968, de 21 de marzo, la cual cam-
bió su denominación por la de “Ley sobre Res-
ponsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de 
Vehículos a Motor”)– decía así:

 «Además de las indemnizaciones fijadas 
con arreglo a las tablas, se satisfarán en 
todo caso los gastos de asistencia médica 
y hospitalaria y además, en las indemniza-
ciones por muerte, los gastos de entierro y 
funeral».

Pues bien, la norma sobre gastos asisten-
ciales que sustituye el texto original –incorpo-
rado al texto refundido– supone, cuando menos 
formalmente, una modificación de este llevada 
a cabo por otra norma de igual rango legal. No 
me refiero a la especial referencia a los gastos 
farmacéuticos y a la necesidad de justificación 
del gasto, puesto que los primeros deben con-
siderarse incardinados en los gastos de asisten-
cia médica y sobre la segunda no parece haber 
existido duda alguna. Me refiero a que, con toda 
claridad, el texto leal modificado limita los gas-
tos de asistencia médica, farmacéutica y hospi-

talaria “hasta la sanación o consolidación de se-
cuelas”, mientras que el texto original recogido 
en la refundición no contenía esta limitación de 
orden temporal.

No es necesario llamar la atención sobre la 
extraordinaria importancia que tiene esta cues-
tión en relación con el principio de íntegro re-
sarcimiento del daño que inspira el sistema de 
valoración de daños corporales derivados de la 
circulación (el llamado “baremo”), especialmen-
te a medida que han ido perfeccionándose los 
tratamientos asistenciales en los padecimientos 
de carácter crónico. Debe tenerse en cuenta 
que los tribunales consideran gastos asimilados 
a gastos médicos los gastos de adquisición e 
implantación de prótesis, los gastos de trans-
porte vinculados al tratamiento médico o qui-
rúrgico y los gastos derivados de la necesidad 
de un tratamiento rehabilitador1.

2. Régimen anterior a la reforma

Con arreglo al texto vigente a partir de la 
Ley 30/1995, la jurisprudencia del TS interpretó, 
ante las vacilaciones existentes entre las AAPP, 
que no solamente están comprendidos los gas-
tos anteriores a la sanidad o a la consolidación 
de las secuelas, sino también los posteriores 
siempre que merezcan la calificación de gastos 
de asistencia médica, farmacéutica u hospitala-
ria, sean necesarios y estén causalmente rela-
cionados con el hecho productor de su necesi-
dad.

La SSTS de 22 de junio de 2009, 22 de no-
viembre de 2010, RC n.º 400/2006, y 8 de junio 
de 2011, RC n.º 1067/2007, declaran que el sis-
tema de valoración incluye la indemnización de 
los gastos médicos futuros ocasionados por el 
accidente de tráfico, los cuales, antes la reforma 
llevada a cabo en el año 2007, debían indemni-
zarse íntegramente. La segunda de las senten-
cias citadas dice así:

 «Además, sin necesidad de acudir a la doc-
trina sobre el lucro, existen razones que 
también apoyan la estimación de la pre-
tensión de resarcimiento de los gastos re-
clamados, al margen del momento en que 
el perjudicado deba satisfacerlos, y por 
tanto, aun cuando se trate de gastos que 
hayan de abonarse después de alcanzarse 
la sanidad, una vez que no se ha puesto 
en duda lo esencial: su nexo causal con el 
siniestro.

1 Véase la STS de 22 de junio de 2009, y el comentario de 
Ángela FernÁndez arévalo en Civitas, 83.
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 »Así, resulta determinante a la hora de esti-
mar este motivo que según el criterio o regla 
sexta del apartado Primero del Anexo, en 
redacción vigente a fecha en que sucedie-
ron los hechos (la fecha del siniestro deter-
mina el régimen legal aplicable), los gastos 
de asistencia médica y hospitalaria se han 
de satisfacer en todo caso, además, esto 
es, con independencia, de la indemnización 
que con arreglo a las tablas proceda conce-
der por el resto de conceptos indemnizato-
rios (muerte, lesiones permanentes, deter-
minantes o no de invalidez e incapacidades 
temporales, regla 5ª del mismo apartado 
Primero), siendo también relevante que la 
regla 7ª señale que la indemnización de los 
daños psicofísicos ha de entenderse “en su 
acepción integral de respeto o restauración 
del derecho a la salud”. Por su parte, los 
Principios de Derecho Europeo de Respon-
sabilidad Civil consideran daño patrimonial 
resarcible toda disminución del patrimonio 

de la víctima causada por el evento dañoso 
y, al referirse a la indemnización del dicho 
daño corporal, establecen (artículo 10:202) 
que dicho daño patrimonial incluye “la pér-
dida de ingresos, el perjuicio de la capaci-
dad de obtenerlos (incluso si no va acom-
pañado de una pérdida de los mismos) y los 
gastos razonables, tales como el coste de la 
atención médica”.

 »Este marco normativo ampara la posibi-
lidad de indemnizar como perjuicio patri-
monial los gastos sanitarios que traigan 
causa del accidente, entendidos en sentido 
amplio, ya se trate de gastos derivados de 
actos médicos curativos, paliativos del do-
lor, de rehabilitación, etc; bien estén enca-
minados al restablecimiento del derecho a 
la salud o al menos, dirigidos a asegurar a 
la víctima un mínimo de calidad de vida en 
atención a la pérdida de salud que conlleva 
el menoscabo psicofísico sufrido».
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3. Régimen posterior a la reforma: posibles 
soluciones

Sin otro ánimo que contribuir a la solución 
del problema, que probablemente correspon-
derá a la Sala Primera del TS, dada la diferencia 
de criterio existente entre las AAPP, me propon-
go hacer algunas reflexiones a la vista de la ju-
risprudencia del TC y del TS2.

3.1 Primera solución: la posible inconstituciona-
lidad de la norma

Como primera solución, cabría plantearse 
la posible inconstitucionalidad de la norma con-
trovertida.

Para reflexionar sobre ella puede ser opor-
tuno examinar las razones por las cuales la Sala 
Primera del TS no considera inconstitucional la 
falta de previsión del sistema de valoración en 
relación con el lucro cesante, que aparecen ex-
puestas en la STS de 25 de marzo de 2010, RC 
n.º 1741/2004:

 «Se ha planteado la duda de si los pronun-
ciamientos de inconstitucionalidad que 
efectúa el TC, los cuales literalmente solo 
afectan al apartado B) de la Tabla V del 
Anexo, pueden aplicarse a los factores de 
corrección por perjuicios económicos de las 
Tablas II y IV, aparentemente idénticos.

 »A juicio de esta Sala, la respuesta debe ser 
negativa, pues la jurisprudencia constitucio-
nal, en cuantas ocasiones se ha planteado 
por la vía del recurso de amparo la exten-
sión de la doctrina formulada en relación 
con la Tabla V a las restantes tablas, ha con-
siderado que la interpretación judicial con-
traria a la expresada extensión no incurre en 
error patente ni en arbitrariedad ni vulnera 
el derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC, 
entre otras, 42/2003, 231/2005). La STC 
258/2005 declara que “el evento generador 
de la responsabilidad civil, la muerte de una 
persona, como el sujeto acreedor al pago, 
los padres, son distintos a los dispuestos en 

2 Doy por supuesta la solución contraria al abono de los gas-
tos posteriores a la sanación o consolidación, aceptada por 
Vicente Magro Servet en “Análisis del tratamiento de los gas-
tos de asistencia médica, hospitalaria y farmacéuticos en los 
accidentes de circulación”, Premio Fernando reglero CampoS 
otorgado por la Asociación Española de Abogados Especia-
lizados en Responsabilidad Civil y Seguro en el VIII Congre-
so Nacional celebrado en Santander (noviembre de 2008). 
Tampoco examino aquí las soluciones mediante las cuales se 
propone incluir los gastos futuros en factores de corrección 
distintos del que luego se examinará, pues considero que, 
siendo muy razonables, no solucionan todos los casos.

aquella, donde el evento es la lesión corpo-
ral con efectos de incapacidad temporal y el 
sujeto acreedor el propio accidentado.”

 »Esta jurisprudencia constitucional, según 
se desprende de la última cita, tiene una 
justificación en que la naturaleza del lucro 
cesante desde el punto de vista de la impu-
tación objetiva al causante del daño es dis-
tinta en el supuesto de la Tabla V, pues se 
trata de un perjuicio ya producido, frente a 
los supuestos de las Tablas II y IV, en que se 
trata de daños futuros que deben ser pro-
bados mediante valoraciones de carácter 
prospectivo, y en que la Tabla II el perjudi-
cado no es la víctima, sino un perjudicado 
secundario. Resulta, pues, que el TC rechaza 
que el resarcimiento de lucro cesante futuro 
constituya una exigencia constitucional en 
el ámbito del régimen de responsabilidad 
civil por daños a las personas producidos 
en la circulación de vehículos de motor.

 »Asimismo, al menos en un caso no se ha 
admitido un recurso de amparo contra una 
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sentencia en las que se incluía la indemni-
zación del lucro cesante futuro (ATC de 26 
de mayo de 2003 [en realidad, se trata de 
una providencia]). El TC ha considerado, en 
suma, que la cuestión acerca de la posibili-
dad de incluir o no el lucro cesante futuro 
en la reparación de daño corporal sufrido 
en accidentes de circulación de vehículos 
de motor es una cuestión de legalidad ordi-
naria.

 »De esto se sigue la improcedencia del 
planteamiento de una cuestión de incons-
titucionalidad por no admitir el Sistema de 
valoración la indemnización íntegra de lucro 
cesante futuro según la prueba practicada 
ante el tribunal en los casos de incapaci-
dad permanente y la necesidad de que la 
antinomia planteada entre el principio de 
reparación integral del daño (que juega 
no sólo en el ámbito de su determinación, 
sino también en el de su cuantificación) y 
la cuantificación insuficiente de lucro cesan-
te mediante la aplicación de los factores de 
corrección sea resuelta, en el ámbito de la 

legalidad ordinaria, en la medida en que lo 
permitan los límites tabulares establecidos 
en el Sistema de valoración. Este es el límite 
que se impone en la jurisdicción ordinaria, 
en virtud del principio de imperio de la ley, a 
la que consideramos lógica extensión de la 
doctrina sentada por el TC en relación con 
la indemnización por incapacidad temporal 
(Tabla V) a la indemnización por incapaci-
dad permanente (Tabla IV)».

En el supuesto de gastos asistenciales no 
se dan las razones expresadas (concentradas 
en las palabras que he resaltado), puesto que 
aquellos, en alguna ocasión, pueden presen-
tarse efectivamente como “daños futuros que 
deben ser probados mediante valoraciones de 
carácter prospectivo”, pero existen otras en las 
cuales los referidos daños no tienen carácter 
futuro, sino que pueden corresponder a gastos 
ya realizados, aunque sean posteriores a la con-
solidación de las secuelas, susceptibles de ser 
valorados en el momento de la liquidación lle-
vada a cabo, si procede, por el tribunal (estaría-
mos, en consecuencia, ante un supuesto similar 
al que llevó a declarar la inconstitucionalidad de 
la Tabla V). Por otra parte, el grado de certe-
za que cabe predicar de los gastos futuros en 
este supuesto es mucho mayor del que puede 
predicarse del lucro cesante por disminución de 
ingresos económicos.

Desde esta perspectiva, puede plantearse 
si la exclusión de determinados gastos asisten-
ciales (de carácter médico, farmacéutico y hos-
pitalario), que derivan directamente del daño 
causado a la integridad física, es incompatible 
con la dignidad de la persona. La duda surgiría 
porque la exclusión parece carecer de cualquier 
justificación desde el punto de vista asistencial 
y estar fundada exclusivamente en razones eco-
nómicas o procesales (ajenas al estado de salud 
de la víctima), pero no médicas –siempre, por 
supuesto, que concurra de un nexo de causali-
dad probado entre el accidente de circulación y 
los gastos asistenciales de que debe responder 
el conductor en virtud del riesgo creado y de la 
adecuada calificación de estos gastos–.

No parecen existir razones para sostener 
que los gastos asistenciales posteriores a un de-
terminado momento en la evolución de la salud 
de la víctima deban correr a cargo de esta. Pue-
de que la ley parta de la base de que la sanación 
o consolidación de las secuelas hace superfluo, 
abusivo o de imposible prueba cualquier gasto 
sanitario posterior, pero no es menester un gran 
esfuerzo para advertir la debilidad de esta pre-
sunción, incluso en términos de la dignidad de 
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la víctima, frente al derecho de esta a obtener 
el debido resarcimiento de los gastos asisten-
ciales necesarios para el restablecimiento y el 
mantenimiento de su salud, proclamado por la 
LRSCVM, en consonancia con la naturaleza del 
bien jurídico atendido, “en todo caso”. En con-
secuencia, podría resultar una exclusión injusti-
ficada contraria al artículo 15 CE.

Razones para defender esta postura pare-
cen encontrarse en los términos que se recogen 
en la STC 181/2000, FJ 9, sobre las limitaciones 
constitucionales a que está sujeto el legislador 
cuando traduce en términos económicos las 
consecuencia de la responsabilidad por daños 
a la vida o a la integridad física (respecto a la 
dignidad del ser humano e integridad de todo 
su ser, sin exclusiones injustificadas):

 «Se comprende así por qué el mandato 
constitucional dirigido al legislador, en or-
den a que adopte los remedios normativos 
necesarios para ofrecer una satisfactoria 
protección jurídica de la vida y la integri-
dad personal (art. 15 CE), es difícilmente 
conciliable con cualquier intento de valo-
ración y cuantificación de los daños pro-
ducidos a aquellos bienes jurídicos, y que 
pueda variar significativamente en función 
de las circunstancias particulares de su ti-
tular. Si en el ámbito de la responsabilidad 
civil, la vida y la integridad (física y moral) 
han de ser objeto de cuantificación dinera-
ria o patrimonial, el más elemental respeto 
a la dignidad humana (art. 10.1 CE) obliga 
a que aquélla sea la misma para todos. Por 
esta razón, el art. 15 CE solo condiciona al 
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concepción ha de entenderse superada a 
raíz de la doctrina sentada por el Pleno de 
esta Sala en STS de 25 de marzo de 2010, 
RC n.º 1741/2004, seguida por la STS de 29 
de marzo de 2010, RC n.º 40/2005, para la 
cual, aún cuando el lucro cesante por dismi-
nución de ingresos de la víctima en caso de 
incapacidad permanente no es susceptible 
con arreglo al Sistema de valoración de ser 
resarcido íntegramente, sí puede ser com-
pensado proporcionalmente (mediante la 
aplicación del factor de corrección por ele-
mentos correctores) por encima de lo que 
pueda resultar de la aplicación de los facto-
res de corrección por perjuicios económi-
cos y por incapacidad permanente cuando 
concurran circunstancias que puedan cali-
ficarse de excepcionales, sin necesidad, en 
este caso, de limitarlo a los supuestos de 
prueba de la culpa relevante por parte del 
conductor, doctrina que parte de considerar 
que el Sistema legal de valoración del daño 
corporal está integrado por normas que de-
ben interpretarse con arreglo a los princi-
pios del ordenamiento, entre estos, el de la 
total indemnidad del perjuicio sufrido.

 »En consecuencia, el criterio seguido por 
la Audiencia Provincial para rechazar la in-
demnización solicitada no se compadece 
con la doctrina expuesta.

3.3 La doctrina del Tribunal Supremo sobre la 
aplicación del factor de corrección al daño 
emergente o lucro cesante futuros

Conviene, antes de extraer conclusiones, 
que recordemos el alcance de la doctrina del 
TS sobre la aplicación del valor de corrección al 
daño emergente o lucro cesante futuros.

La STS de 25 de marzo de 2010, RC n.º 
1741/2004 considera aplicable el factor de co-
rrección de la tabla IV sobre elementos co-
rrectores del Anexo, primero, 7, del Anexo de 
la LRCSCVM para indemnizar el lucro cesante 
futuro:

 “En suma, el lucro cesante por disminución 
de ingresos de la víctima en caso de inca-
pacidad permanente no es susceptible con 
arreglo al Sistema de valoración de ser re-
sarcido íntegramente, pero sí de ser com-
pensado proporcionalmente (mediante la 
aplicación del factor de corrección por ele-
mentos correctores) por encima de lo que 
pueda resultar de la aplicación de los fac-
tores de corrección por perjuicios económi-
cos y por incapacidad permanente cuando 

legislador de la responsabilidad civil en dos 
extremos: en primer lugar, en el sentido de 
exigirle que, en esa inevitable tarea de tra-
ducción de la vida y de la integridad perso-
nal a términos económicos, establezca unas 
pautas indemnizatorias suficientes en el 
sentido de respetuosas con la dignidad que 
es inherente al ser humano (art. 10.1 CE); y 
en segundo término, que mediante dichas 
indemnizaciones se atienda a la integridad 
–según la expresión literal del art. 15 CE– de 
todo su ser, sin disponer exclusiones injusti-
ficadas».

Sin embargo, la conclusión acerca de la in-
constitucionalidad de la norma –que no puede 
ser declarada por los tribunales ordinarios, sino 
por el TC mediante el planteamiento de una 
cuestión de inconstitucionalidad– en este, como 
en cualquier otro caso, no puede ser aceptada 
a la ligera. Antes es necesario examinar si la ley 
ordinaria permite soluciones adecuadas a la CE, 
pues así lo exige el principio de interpretación 
de las normas conforme a la Constitución que 
consagra el artículo 5 LOPJ y reiterada jurispru-
dencia del TC y del TS.

3.2 Segunda solución: aplicación del factor de 
corrección por elementos correctores de 
aumento

La segunda solución que parece posible a 
tenor de la jurisprudencia es la de aplicar al su-
puesto de gastos asistenciales posteriores a la 
consolidación de las secuelas la doctrina que el 
TS mantiene en relación con el lucro cesante. 
No se trata de una mera hipótesis, puesto que, 
aunque no resolviendo directamente el proble-
ma, ha sido una solución claramente apuntada 
por la jurisprudencia de la Sala Primera del TS, 
como puede verse a continuación.

La STS de 22 de noviembre de 2010, RC n.º 
400/2006, cuya doctrina se ratifica por la STS 
de 8 de junio de 2011, RC n.º 1067/2007, apunta 
obiter dicta a la procedencia de aplicar el factor 
de corrección por elementos correctores de au-
mento a este supuesto:

 «La sentencia recurrida descarta la posibi-
lidad de indemnizar los gastos futuros por 
entender, que como venía siendo tradicio-
nal en la doctrina menor, que fuera de los 
supuestos de acreditación de culpa relevan-
te del conductor, en relación a los concep-
tos incluidos en el apartado B) de la Tabla 
V del Anexo (afectada por la declaración 
de inconstitucionalidad) no cabe indemni-
zar la totalidad del daño acreditado. Esta 
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concurran circunstancias que puedan cali-
ficarse de excepcionales, sin necesidad, en 
este caso, de limitarlo a los supuestos de 
prueba de la culpa relevante por parte del 
conductor.

 “[...] La solución que permite la interpreta-
ción de la ley aplicable, que seguidamente 
se desarrollará, puede estimarse, sin duda, 
no plenamente satisfactoria. Nuestra fun-
ción es la de establecer cuál es la correcta 
interpretación de la ley con fines de seguri-
dad jurídica y unificación de criterios en la 
aplicación de la ley por los tribunales civi-
les. Esta unificación permitirá al legislador, 
si lo estima conveniente, adoptar las me-
didas oportunas para modificar el régimen 
de indemnización de lucro cesante por da-
ños corporales en accidentes de circulación 
si considera que éste, cuya interpretación 
ahora definitivamente fijamos, no es el más 
adecuado a los intereses generales.

 “[...]

 “De lo razonado se sigue que el factor de 
corrección de la Tabla IV que permite te-
ner en cuenta los elementos correctores del 
Anexo, primero, 7, debe aplicarse siempre 
que:

 “1) Se haya probado debidamente la exis-
tencia de un grave desajuste entre el factor 
de corrección por perjuicios económicos y 
el lucro cesante futuro realmente padeci-
do.

 “2) Este no resulte compensado mediante 
la aplicación de otros factores de correc-
ción, teniendo en cuenta, eventualmente, la 
proporción en que el factor de corrección 
por incapacidad permanente pueda con-
siderarse razonablemente que comprende 
una compensación por la disminución de 
ingresos, ya que la falta de vertebración de 
la indemnización por este concepto de que 
adolece la LRCSCVM no impide que este se 
tenga en cuenta.

 “A juicio de esta Sala, la aplicación del ex-
presado factor de corrección debe sujetar-
se, además, a los siguientes principios:

 “3) La determinación del porcentaje de au-
mento debe hacerse de acuerdo con los 
principios del Sistema y, por ende, acudiendo 
analógicamente a la aplicación proporcional 
de los criterios fijados por las Tablas para si-
tuaciones que puedan ser susceptibles de 

comparación. De esto se sigue que la correc-
ción debe hacerse en proporción al grado 
de desajuste probado, con un límite máximo 
admisible, que en este caso es el que corres-
ponde a un porcentaje del 75% de incremen-
to de la indemnización básica, pues este es el 
porcentaje máximo que se fija en el factor de 
corrección por perjuicios económicos.

 “4) La aplicación del factor de corrección 
de la Tabla IV sobre elementos correctores 
para la compensación del lucro cesante ha 
de entenderse que es compatible con el 
factor de corrección por perjuicios econó-
micos, en virtud de la regla general sobre 
compatibilidad de los diversos factores de 
corrección.

 “5) El porcentaje de incremento de la in-
demnización básica debe ser suficien-
te para que el lucro cesante futuro quede 
compensado en una proporción razona-
ble, teniendo en cuenta que el sistema no 
establece su íntegra reparación, ni esta es 
exigible constitucionalmente. En la fijación 
del porcentaje de incremento debe tenerse 
en cuenta la suma concedida aplicando el 
factor de corrección por perjuicios econó-
micos, pues, siendo compatible, se proyecta 
sobre la misma realidad económica.

 “6) El porcentaje de incremento sobre la 
indemnización básica por incapacidad per-
manente no puede ser aplicado sobre la 
indemnización básica concedida por inca-
pacidad temporal, puesto que el Sistema de 
valoración únicamente permite la aplicación 
de un factor de corrección por elementos 
correctores de aumento cuando se trata de 
lesiones permanentes a las que resulta apli-
cables la Tabla IV”.

La STS de 31 de mayo de 2010, RC n.º 
1221/2005, ratifica esta doctrina, declarando que 
los elementos correctores de apartado primero 
del número 7 de Anexo han de ser entendidos 
en sentido amplio a fin de comprender también 
los fundados en circunstancias excepcionales 
relacionadas con las personales y económicas 
de la víctima. En el caso, probada la existencia 
de un grave desajuste entre el factor de correc-
ción por perjuicios económicos, en su aplicación 
sobre la indemnización básica por lesiones per-
manentes, y el lucro cesante realmente padeci-
do, como factor de corrección por concurrencia 
de la circunstancia excepcional de existencia de 
lucro cesante no compensado, debe aplicarse 
un porcentaje del 50% sobre la indemnización 
básica por lesiones permanentes:
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La importante SAP de Álava (Sección 2.ª, 
Penal) de 12 de abril de 2011, n.º 180, considera 
procedente la indemnización del lucro cesante 
en favor de la viuda por el desfase entre lo con-
cedido por aplicación del factor de corrección 
por perjuicios económicos y el lucro cesante 
real acreditado por medio de dictamen pericial. 
Concede un incremento de un 50% sobre la in-
demnización básica reconocida a la viuda. Para 
justificar esta solución, se invoca la jurispruden-
cia de la Sala Primera del Tribunal Supremo y el 
principio de analogía. Transcribo lo que interesa 
de la expresada sentencia, subrayando lo más 
importante:

 «Pues bien, recordando la jurisprudencia in-
vocada, la sentencia número 228/2010 del 
TS, Sala 1ª, de 25 de marzo de 2010, recurso 
1741/2004, reiterada en la sentencia número 
321/10, de 31-5-2010, rec. 1221/2005, señala 
que “el factor de corrección de la Tabla IV 
que permite tener en cuenta los elementos 
correctores del Anexo, primero 7, debe apli-
carse siempre que:

 »1) Se haya probado debidamente la exis-
tencia de un grave desajuste entre el factor 
de corrección por perjuicios económicos y 
el lucro cesante futuro realmente padecido.

 »2) Este no resulte compensado mediante 
la aplicación de otros factores de correc-
ción, teniendo en cuenta, eventualmente, la 
proporción en que el factor de corrección 
por incapacidad permanente pueda con-
siderarse razonablemente que comprende 
una compensación por la disminución de 
ingresos, ya que la falta de vertebración de 
la indemnización por este concepto de que 
adolece la LRCSCVM no impide que este se 
tenga en cuenta...

 »3) La determinación del porcentaje de au-
mento debe hacerse de acuerdo con los 
principios del Sistema y, por ende, acudiendo 
analógicamente a la aplicación proporcional 
de los criterios fijados por las Tablas para si-
tuaciones que puedan ser susceptibles de 
comparación. De esto se sigue que la correc-
ción debe hacerse en proporción al grado 
de desajuste probado, con un límite máximo 
admisible, que en este caso es el que corres-
ponde a un porcentaje del 75% de incremen-
to de la indemnización básica, pues éste es el 
porcentaje máximo que se fija en el factor de 
corrección por perjuicios económicos.

 »4) La aplicación del factor de corrección 
de la Tabla IV sobre elementos correctores 

para la compensación del lucro cesante ha 
de entenderse que es compatible con el 
factor de corrección por perjuicios econó-
micos, en virtud de la regla general sobre 
compatibilidad de los diversos factores de 
corrección.

 »5) El porcentaje de incremento de la in-
demnización básica debe ser suficien-
te para que el lucro cesante futuro quede 
compensado en una proporción razona-
ble, teniendo en cuenta que el sistema no 
establece su íntegra reparación, ni ésta es 
exigible constitucionalmente. En la fijación 
del porcentaje de incremento debe tenerse 
en cuenta la suma concedida aplicando el 
factor de corrección por perjuicios econó-
micos, pues, siendo compatible, se proyecta 
sobre la misma realidad económica.

 »6) El porcentaje de incremento sobre la 
indemnización básica por incapacidad per-
manente no puede ser aplicado sobre la in-
demnización básica concedida por incapa-
cidad temporal, puesto que el Sistema de 
valoración únicamente permite la aplicación 
de un factor de corrección por elementos 
correctores de aumento cuando se trata de 
lesiones permanentes a las que resulta apli-
cables la Tabla IV”.

 »Frente al criterio que sostiene la entidad 
aseguradora apelada, compartiendo la pos-
tura de los apelantes, la doctrina del TS 
puede ser aplicable a la Tabla II, pudiendo 
producirse supuestos en que efectivamente 
las cantidades establecidas en la Tabla I, aun 
modificadas por los factores de corrección 
previstos en la Tabla II, no lleguen a cubrir 
el lucro cesante, y tiene razón la parte recu-
rrente cuando señala que existe una analo-
gía entre ambas.

 »Efectivamente, la sentencia del TS, Sala 1ª, 
de 18-6-2009, nº 443/2009, rec. 2775/2004 
abona tal postura, cuando manteniendo la 
parte recurrente en tal recurso de casación 
que “la identidad de razón en los casos de 
incapacidad temporal y los de incapacidad 
permanente y muerte es la misma, por lo 
que es aplicable por analogía y procede la 
corrección del 10% en lugar del 5% aplicado 
en las sentencias recurridas...” contesta el 
TS que “La razón de analogía que invoca la 
parte recurrente sustenta la aplicación del 
factor de corrección en el grado mínimo de 
la escala correspondiente al factor de co-
rrección por perjuicios económicos en caso 
de lesiones permanentes (Tabla IV del Ane-
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xo LRCSVM) respecto de la víctima en edad 
laboral que no acredita ingresos”.

 »Más precisamente para sostener tal ana-
logía puede servir la sentencia del TS, Sala 
2ª, S 20-12-2000, nº 2011/2000 que sienta 
que “es de obligado cumplimiento por par-
te de los Tribunales de justicia(el Baremo). 
En el supuesto que nos ocupa, por muy di-
fícil que resulte cuantificar y poner precio 
a una vida humana, y al lucro cesante que 
ha generado tal pérdida, como sucede asi-
mismo en los casos de incapacidad perma-
nente, hay que partir de la premisa de que 
el baremo de valoración de daños de la Ley 
sobre Responsabilidad Civil y Seguros en 
la Circulación de Vehículos a motor resul-
ta obligatorio...” y añade en la misma línea 
que la argumentación podría extenderse a 
“otros daños corporales previstos en la Ley 
como sería el de cuantificación del lucro 
cesante en casos en casos de muerte o le-
sión permanente”.

 »Partiendo de tal aplicación analógica, he-
mos de comprobar, pues, si concurren los 
presupuestos o criterios marcados por tal 
doctrina legal del TS.

 »La parte apelante ha hecho un esfuerzo 
probatorio para tratar de acreditar el lucro 
cesante mediante un informe pericial reali-
zado por una experta en aspectos econó-
micos y fiscales, que es cuestionado en al-

gunos de sus aspectos, lo que abordaremos 
posteriormente, pero no es impugnado en 
cuanto a su fuerza probatoria intrínseca.

 »En este momento, basta por señalar que 
existe tal informe pericial elaborado y prac-
ticado con todas las garantías en el juicio, 
y el Juzgado de Instrucción básica o sus-
tancialmente no lo ha valorado, lo que nos 
permite como Tribunal de Apelación to-
marlo en consideración, asumiéndolo o no, 
sin tener que revisar o fiscalizar la labor del 
Juzgado, máxime cuando el informe peri-
cial fundamentalmente está documentado, 
por lo que la posición institucional de esta 
Sala, con respecto al Juzgado, es funda-
mentalmente la misma, a diferencia de lo 
que podría ocurrir con una prueba testifi-
cal.

 »Pues bien, contamos únicamente con tal 
informe, sin que la contraparte haya elabo-
rado otro informe contradictorio que cues-
tione las bases de tal dictamen.

 »Debemos insistir nuevamente en que la ac-
ción civil derivada del delito es una acción 
civil, y, por ello, el grado de certeza exigible 
en este ámbito para acreditar un determina-
do hecho no es él propio del ámbito penal 
(más allá de la duda razonable), sino el pro-
pio de un proceso civil, esto es, que la tesis 
de una parte sea preponderante frente a la 
otra.
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bidamente, con la certeza exigible, la exis-
tencia de un grave desajuste entre el factor 
de corrección por perjuicios económicos 
que hemos concedido (a la víctima que 
los reclama 5.960,01 euros) frente al lucro 
cesante realmente padecido por la viuda 
(68.863,95 euros).

 »En segundo término, ese lucro no se puede 
compensar por la aplicación de los factores 
de corrección determinados en la Tabla II, 
porque ninguno de los otros factores cubre 
ese desfase.

 »En tercer lugar, el límite máximo del 75% 
al que alude la jurisprudencia del TS tam-
bién está contemplado en el factor de co-
rrección por perjuicios económicos de la 
Tabla II, y el cálculo de 58.971,11 euros (75% 
respecto de la indemnización básica conce-
dida a la viuda 78.628,14 euros), que fija la 
parte apelante como dicho límite para este 
caso es correcto.

 »La parte apelante propone un 50% de in-
cremento sobre la indemnización básica 
concedida a la viuda y redondea la canti-
dad en 40.000 euros, en el entendimiento 
de que las sentencias del TS en un caso han 
fijado un 40%, en otra un 50% y en la últi-
ma en el 60% de incremento. Compartimos 
por su razonabilidad la propuesta de ese 
aumento del 50%, pero no admitimos el re-
dondeo, porque el Baremo, interpretado a 
la luz de la doctrina del TS, no autoriza el 
mismo, por lo que es de conceder la can-
tidad de 39.314,07 euros, con los intereses 
solicitados del artículo 576 LEC, desde la 
fecha de esta sentencia.

 »Finalmente, esta suma es compatible con 
la que hemos otorgado en el fundamento 
de derecho tercero a las apelantes.

 »[...]

 »Teniendo en cuenta la relevancia que pue-
de tener esta resolución, aunque no sería 
estrictamente necesario, creemos conve-
niente contestar los argumentos expuestos 
por las partes apeladas, en la línea de una 
motivación contradictoria, que refuerza la 
decisión adoptada.

 »El Sr. Mateo señala que las sentencias del 
TS parten de una realidad muy diferente y 
siempre tienen como referencia personas 
vivas, sin que aquél haya analizado un caso 
de lucro cesante por fallecimiento.

 »Por ello, valorando los datos o bases eco-
nómicas que el informe pericial toma en 
consideración, probados por otras pruebas 
documentales, la metodología utilizada; la 
edad tomada en consideración para fijar 
el tiempo límite (78 años), se puede con-
siderar justificada la cantidad de 68.863,95 
euros que propone la parte apelante como 
lucro cesante.

 »También debemos señalar que existen as-
pectos del informe que exceden lo que de-
bería ser objeto de una prueba pericial, que 
nunca debe realizarse sobre el Derecho apli-
cable. Todas las consideraciones que se rea-
lizan en el apartado de “Dictamen”, a partir 
del “Cálculo de la compensación del lucro 
cesante...”, resultan improcedentes, porque 
en última instancia le corresponde con exclu-
sividad a los órganos de la jurisdicción ordi-
naria la aplicación del Derecho y en particu-
lar de las sentencias del TS al caso concreto.

 »Sentado lo anterior, volvemos a reiterar 
que la parte apelada no ha propuesto otro 
informe pericial que permita que el Tribunal 
tenga dudas sobre el resultado de la pericia 
ofrecida por la parte que ejerce la acción ci-
vil (igual que si fuera la parte demandante).

 »Si tenemos en cuenta aquella suma por lu-
cro cesante, más allá, reiteramos, de lo que 
exprese la perito, a pesar de lo que sostiene 
la sentencia impugnada, se ha probado de-
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 »Básicamente ya hemos dado respuesta a 
este tema, aludiendo básicamente a la apli-
cación analógica de la jurisprudencia del TS, 
pero podemos añadir que la jurisprudencia 
del TS en muchas ocasiones se modifica 
por las tesis o posturas que mantienen las 
Audiencias Provinciales. Como no ha sido 
analizado por el TS, ello nos permite reali-
zar una reflexión jurídica que ha tenido por 
base la propia doctrina del TS para un caso 
que puede ser análogo, porque tal analogía 
se ha reconocido por el TS en relación a las 
Tablas II y IV.

 »En lo que concierne a las consideraciones 
ofrecidas por la aseguradora, ya hemos in-
dicado que respetamos la doctrina del TC, 
como lo ha hecho el TS, y, dentro de la doc-
trina del TC y del TS, hemos interpretado las 
Tablas I y II del Baremo.

 »En el mismo sentido, las sentencias de al-
guna Audiencia y del TC que cita la parte 
apelada no pueden ser válidas para este 
supuesto, porque son anteriores a esta re-
ciente doctrina legal del TS, que no se opo-
ne a la postura del TC, sino que más bien 
reinterpreta en el plano de la legalidad or-
dinaria dicha doctrina del máximo exegeta 
de la Carta Magna.

 »En concreto, la mencionada sentencia del 
TS número 229/10, de 29 de marzo, frente 
al criterio de la apelada, puede corroborar 
nuestra postura, puesto que esta resolución 
no aplicó el factor de corrección porque no 
había prueba directa sobre la cuantía del lu-
cro cesante, lo que no ha ocurrido en este 
supuesto, en que los denunciantes lo han 
demostrado mediante una prueba eficaz, 
no impugnada.

 »Ya hemos indicado que no resulta directa-
mente aplicable la doctrina del TS, porque 
es obvio que en este supuesto no se ha pro-
ducido una incapacidad permanente, sino 
un fallecimiento, pero los criterios ofrecidos 
por el TS pueden servir de fundamento para 
su aplicación a la Tabla II porque se puede 
aplicar analógicamente.

 »No se trata de plantear una cuestión de 
inconstitucionalidad sobre las Tablas II o 
IV, porque el propio TS no ha considerado 
procedente la misma, sino si la Tabla II pue-
de ser analizada desde la perspectiva her-
menéutica que el TS ofrece para la Tabla IV, 
y creemos, por lo que hemos expuesto que 
tal opinión es mantenible, sin que tampoco 

esta Sala considere procedente preguntar al 
TC sobre la concordancia del Baremo con la 
Ley Fundamental.

 »En lo que concierne a lo contraargumen-
tado en la alegación cuarta, en ella se hace 
mención a una jurisprudencia del TC sobre 
la Tabla V y en nuestro supuesto se trata de 
constatar si, aceptando la postura de aquel 
órgano constitucional, la doctrina del TS 
con relación a la Tabla IV es extensible a la 
Tabla II, lo que es de contestar en sentido 
afirmativo, conforme venimos sosteniendo.

 »El propio recurrente, con base a la juris-
prudencia del TC, aduce que la Tabla V es 
diferente a los supuestos de las Tablas II y 
IV, en que se trata de daños futuros, “que 
deben ser probados mediante valoraciones 
de carácter prospectivo”, lo que quiere sig-
nificar que las Tablas II y IV son fundamen-
talmente idénticas en cuanto a tal valora-
ción, y si bien es cierto que en la Tabla II 
el beneficiario de la indemnización no es la 
víctima, sino un perjudicado secundario, en 
las Tablas II y IV se toma como referencia a 
la víctima en cuanto a la factores de correc-
ción.

 »Por otro lado, no creemos necesario plan-
tear una cuestión de inconstitucionalidad, 
que nadie la ha solicitado, sino resolver 
nuestro caso interpretando el Baremo, a la 
luz de la jurisprudencia del TS, que todavía 
no ha solucionado un caso parecido a éste, 
pero que es bastante probable que lo pu-
diera resolver como en las sentencias arriba 
mencionadas.

 »Finalmente, entrando ya en el contenido 
del propio informe pericial, en el último pá-
rrafo de la alegación cuarta, la asegurado-
ra aduce en primer término que el informe 
aportado adolece de la objetividad y serie-
dad necesarios, que hacen que no quede 
acreditado el grave desajuste exigido.

 »Pues bien, el informe pericial llamado vul-
garmente “de parte”, más precisamente 
aquél en que el perito es designado por una 
de las partes, conforme a la regulación pre-
vista en la LEC 2000, de aplicación supleto-
ria en este proceso penal (artículo 4 LEC), 
es una prueba eficaz para acreditar ciertos 
extremos fácticos en el ámbito puramente 
civil, y su valor probatorio viene dado por la 
racionalidad de las bases de su elaboración, 
su base científica (y no tanto por el hecho 
de que sea designado por las partes o el 
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Juez), y en tal sentido estimamos que tiene 
bases sólidas, máxime cuando no se ha rea-
lizado otro que lo contradiga o desvirtúe su 
fuerza acreditativa.

 »Mayor relevancia persuasiva puede tener 
el segundo de los argumentos esgrimidos 
por la aseguradora, como es que el cónyu-
ge supérstite se beneficiaría, en todo caso, 
únicamente de la mitad de las rentas del 
fallecido, porque al menos de la otra mitad 
se aprovecharía el difunto, puesto que éste 
generaría una serie de gastos, que ya no se 
producirán y que deberían minorar la pérdi-
da de ingresos que se reclama, añadiendo 
en la misma línea que en el dictamen no se 
tienen en cuenta, en los cálculos efectua-
dos para fijar el desajuste pretendido, la 
cuota de autoconsumo de la víctima y que 
parte de sus ingresos se destinaban a sus 
propios gastos personales y ya no se gene-
rarán.

 »Es obvio, según máximas de experiencia 
común, que del conjunto de rentas deja-
das de percibir como consecuencia de la 
muerte algunas habrían sido gastadas para 
su supervivencia por parte de la víctima 
fallecida, sin conocerse exactamente qué 
cantidad, porque muchos de los gastos ne-
cesarios para aquélla, en particular los de 
vivienda, se generan igualmente en una 
cantidad sustancialmente igual con indife-
rencia de que sea una o dos las personas. 
No se puede, pues, establecer la mitad de 
los ingresos como la suma que correspon-
dería a la persona fallecida ni se sabe qué 
porcentaje de gastos existía entre fallecido 
y viuda.

 »Para rechazar este argumento también 
podríamos argüir que se ha considerado un 
incremento del 50% sobre la indemnización 
básica y se podría haber determinado una 
suma superior (hasta el 75%).

 »Ahora bien, la razón fundamental para 
rechazar esa sugerente motivación de la 
aseguradora apelada es que cuando se de-
termina el lucro cesante se está fijando la 
ganancia dejada de obtener, una ganancia 
que en estos casos es básicamente la bru-
ta, esto es, qué rentas se dejan de perci-
bir como consecuencia del óbito, porque si 
redujéramos los gastos a tales ganancias y 
sólo fijáramos las ganancias netas, tal vez 
podría ocurrir que no debiéramos estable-
cer ninguna suma, lo que resulta absurdo 
(piénsese el caso en que la persona que ob-

tenía los ingresos sustancialmente gastaba 
todo el dinero).

 »En el caso de lesiones permanentes que 
resuelve el Tribunal Supremo, en modo al-
guno se plantea que se reduzca la suma 
concedida en función de los gastos que, sin 
duda, tendría la persona perjudicada por el 
siniestro, sino que se otorga una suma en 
base a los criterios señalados.

 »En la época anterior a la del Baremo (pre-
via a la Ley 30/1995), en la que era relati-
vamente frecuente la fijación de indemni-
zaciones por lucro cesante en el caso de 
personas fallecidas (padres de familia, hijos 
que mantenían a sus padres, viudas que 
quedaban desamparadas, etc.), que tenía 
como fundamento los ingresos dejados de 
percibir, se establecía el lucro cesante so-
bre la base de los ingresos netos que la per-
sona fallecida habría obtenido, sin tener en 
cuenta los gastos que ésta persona hubiera 
devengado, porque éstos sería imposible 
conocer.

 »Por ello, no consideramos procedente la 
reducción de la suma postulada, máxime 
cuando hemos fijado en un 50% la cantidad 
resarcible.

 »En tal sentido, debemos estimar este mo-
tivo del recurso y asimismo el recurso de 
apelación y se ha de revocar parcialmente 
la sentencia apelada».

3.4 Aplicación al supuesto examinado de la ju-
risprudencia sobre la aplicación del factor 
de corrección por elementos correctores de 
aumento al lucro cesante

Las SSTS que he citado no se pronuncian 
directamente sobre la cuestión planteada, pues 
se refieren a gastos sometidos al régimen ante-
rior a la modificación legal que estamos exami-
nando. Sin embargo el TS, ante el nuevo texto 
legal, dice que debe desecharse con carácter 
general, a la vista de la doctrina jurisprudencial 
sobre el lucro cesante, la idea de que los gastos 
asistenciales futuros están excluidos. No creo, 
pues, excesivo extraer de esta doctrina la con-
clusión de que la doctrina sobre el lucro cesante 
es, en principio, aplicable a los gastos asisten-
ciales producidos con posterioridad a la conso-
lidación de la secuelas.

En efecto, la producción de estos gastos 
constituye una circunstancia no prevista por el 
legislador pero que guarda cierta analogía con 
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otras previstas en el Anexo, primero, 7 (como 
la producción de invalideces concurrentes). En 
consecuencia, nada impide que sea considera-
da como una de las “circunstancias excepcio-
nales que puedan servir para la exacta valora-
ción del daño causado” y así lo entienden las 
sentencias citadas. No puede entenderse que 
el legislador (cualquiera que sea la intención 
subjetiva de quienes aprobaron la norma) ten-
ga objetivamente el propósito de excluir estos 
gastos3, pues, como se ha examinado, esta 
exclusión podría incurrir en arbitrariedad. Por 
otra parte, el Anexo primero, 7, prevé expresa-
mente la aplicación de elementos correctores a 
los gastos de asistencia médica y hospitalaria 
(“Son elementos correctores de disminución en 
todas las indemnizaciones incluso en los gastos 
de asistencia médica y hospitalaria y de entierro 
y funeral [...]”).

La aplicación de esta doctrina, visto su al-
cance, no puede considerarse, en principio, 
como plenamente satisfactoria desde la pers-
pectiva dominante en la materia, derivada de 
la efectividad del principio de total indemnidad 
proclamado en el Anexo primero, 7, de la LRC-
SCVM.

Sin embargo, en su aplicación a los gastos 
asistenciales, han de tenerse en cuenta algunas 
matizaciones que pueden modificar de manera 
sustancial esta primera apreciación.

La primera de ellas se refiere a los gastos 
médicos, farmacéuticos y hospitalarios produ-
cidos antes de la liquidación aunque con poste-
rioridad a la consolidación de la secuelas.

La razón por la cual los daños futuros no 
pueden resarcirse en su integridad radica, según 
expresa la jurisprudencia, en el hecho de que por 
su carácter futuro su determinación resulta más 
incierta que la de los daños que ya han acaeci-
do y debe hacerse mediante medios de prueba 
de carácter prospectivo que implican aprecia-
ciones de futuro sujetas a circunstancias que no 

3 La solución que examino aquí se aproxima bastante a la se-
guida por la SAP Sevilla, Sección 4.ª, de 10 de abril de 2006. 
En esta sentencia, por vía interpretativa, se entiende que la 
expresión controvertida no supone una limitación temporal, 
sino la cobertura de todos los gastos sin limitación cronoló-
gica y sin más requisito que el de su justificación. Solo cabe 
preguntarse hasta qué punto el tenor literal de la ley sopor-
ta esta interpretación. Podría entenderse que: (a) no puede 
decirse que el legislador haya tenido el propósito objetivo 
de excluir tales gastos, puesto que no existe una prohibición 
o mandato claro de exclusión; (b) tampoco puede decirse 
que los haya incluido, puesto que solo incluye los anteriores 
a la sanación o consolidación de las secuelas; (c) en conse-
cuencia, se trata de gastos no previstos.

pueden preverse sino en términos estadísticos 
o actuariales, pero no con el grado de certeza 
con el que habitualmente se solventa la carga 
de la prueba. Pues bien, en el caso de los gastos 
asistenciales, médicos y farmacéuticos puede 
ocurrir que los gastos se hayan producido des-
pués de la consolidación de las secuelas, pero 
antes de la liquidación, caso en el que no puede 
decirse que concurra ese elemento de falta de 
certeza. Dada la ausencia de límites con los que 
aparece el factor de corrección sobre elementos 
correctores de aumento en la Tabla IV —y como 
en este caso la analogía no debe hacerse en re-
lación con el factor de corrección por perjuicios 
económicos, sino en relación con la regla gene-
ral de abono de los gastos de asistencia médica, 
hospitalaria y farmacéutica anteriores a la con-
solidación de la secuelas—, puede llegarse a la 
conclusión de que el abono debe realizarse en 
su integridad en aplicación del factor.

Tratándose, en cambio, de gastos futuros 
respecto al momento de la liquidación, cuyo 
abono se solicite en el momento de esta, pare-
ce también aceptable, de acuerdo con la juris-
prudencia del TS, la aplicación del factor de co-
rrección que acaba de expresarse. Pero en este 
caso la aplicación debe hacerse con arreglo a 
estos principios:

(i) Como exigencia del carácter futuro del 
daño, debe determinarse la cantidad prevista 
para la asistencia teniendo en cuenta la aplica-
ción de los factores que influyen en la determi-
nación de los daños futuros, como son, en este 
caso, la esperanza de vida y la posibilidad de 
mejora o curación, apreciados con pruebas de 
carácter técnico.

(ii) Como exigencia de las limitaciones del 
sistema de valoración en este punto, debe te-
nerse en cuenta el principio de “compensación 
en una proporción razonable”, que no alcanza 
la “íntegra reparación”, el cual se justifica por 
el carácter de difícil apreciación que (normal-
mente) tienen los daños futuros. Sin embargo, 
en este caso tampoco juega el límite de 75%  
–que el Tribunal Supremo considera aplicable al 
factor de corrección por elementos correctores 
de aumento cuando se trata de lucro cesante–, 
pues también en este caso la analogía no se da 
en relación con los factores relacionados con el 
lucro patrimonial, sino en relación con la regla 
general sobre abono íntegro de los gastos de 
asistencia médica, farmacéutica y hospitalaria 
anteriores a la consolidación de las secuelas. 
Podría entenderse, en consecuencia, que el su-
puesto se rige por un principio de aproximación 
racional al importe íntegro del daño previsto.
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Estas soluciones son en principio aplicables 
a las lesiones permanentes. En el caso de tratar-
se de lesiones temporales parece que, siguiendo 
la línea antes apuntada sobre la analogía con el 
supuesto de lesiones permanentes, podría plan-
tearse llegar a una idéntica solución. No hace 
falta decir que la Tabla V, a diferencia de lo que 
ocurre con el lucro cesante, no se halla en este 
punto afectada por la STC 181/2000 –y la poste-
rior modificación legal– y, en consecuencia, per-
mitiría esta solución si se admitiese la aplicación 
de la vía analógica (aplicada al lucro cesante 
por la SAP de Álava, Sección 2.ª, Penal, de 12 de 
abril de 2011, n.º 180, que antes he citado).

3.5 Tercera solución: la aplicación del régimen 
correspondiente a los daños sobrevenidos

Según el Anexo primero, 9, de la LRCSCVM 
“[l]a indemnización o la renta vitalicia solo po-
drán ser modificadas por alteraciones sustan-
ciales en las circunstancias que determinaron la 
fijación de aquellas o por la aparición de daños 
sobrevenidos”. Estas alteraciones sustanciales o 
la aparición de daños sobrevenidos son suscep-
tibles de motivar una revisión de la indemniza-
ción no solamente cuanto se trate de una renta 
vitalicia, sino también cuando la indemnización 
se ha abonado de una sola vez, pues así se des-
prende del tenor literal de este “criterio para la 
determinación de la responsabilidad y la indem-
nización”.

Tratándose de gastos asistenciales poste-
riores al momento de la secuela puede aceptar-
se que se hallan en uno de los dos siguientes 
casos:

(i) o bien se trata de gastos que no pudie-
ron ser previstos en el momento de la conso-
lidación de las secuelas por responder a una 
agravación de estas;

(ii) o bien se trata de gastos que pudiendo 
ser previstos en el momento de la consolidación 
de las secuelas no respondían a la necesidad de 
atender al paciente en la actualidad o hasta el 
momento de la liquidación, sino en el futuro.

En el primer caso parece indiscutible que 
el mecanismo de liquidación en caso de agra-
vación de las secuelas previsto en la LRCSCVM 
es aplicable, puesto que se trata de gastos de-
terminados por una agravación de las secuelas 
que hubieran podido incluirse en la liquidación 
inicial en el caso de que esta agravación se hu-
biera producido con anterioridad, puesto que 
entonces no hubieran podido tenerse aquellas 
por consolidadas.

En el segundo caso parece que puede en-
tenderse que los casos responden a daños so-
brevenidos, pues el concepto de daño no es 
equiparable al de siniestro (el accidente o la 
lesión causada) sino al menoscabo de la salud 
originado como consecuencia del siniestro y, en 
consecuencia, se prolonga a lo largo del tiempo 
posterior a su consolidación como daño de los 
llamados continuados por la jurisprudencia. El 
concepto de daños sobrevenidos parece sus-
ceptible de una interpretación extensiva para 
referirse a la continuación de los daños con 
posterioridad a la consolidación de las secuelas, 
al menos si se parte de la base de la necesidad 
de lograr una interpretación del supuesto acor-
de con la CE.

4. El papel de la jurisprudencia

Parece evidente que el problema planteado 
reclama la intervención del TS en el que direc-
tamente se aborde y resuelva la cuestión, pues, 
dado el carácter discutible de las soluciones 
apuntadas, solamente un pronunciamiento ju-
risprudencial del TS puede fijar el criterio apli-
cable en la interpretación de la ley. No cabe, sin 
embargo, descartar un pronunciamiento del TC, 
el cual tiene competencia para pronunciarse so-
bre la constitucionalidad de la norma aplicable.

Ciñéndonos al ámbito de la jurisprudencia 
civil podemos preguntarnos si, de acuerdo con 
la nueva Ley 37/2011, de Agilización procesal, 
es factible interponer un recurso de casación 
para reclamar la solución de este problema uni-
ficando la doctrina existente en la materia. La 
respuesta, sin duda, es positiva. Para defender 
esta conclusión basta con citar una de las afir-
maciones que se contienen en el Acuerdo sobre 
criterios de admisión del recurso de casación y 
extraordinario por infracción procesal aprobado 
con carácter orientativo por la Sala Primera del 
Tribunal Supremo el 30 de diciembre de 2011:

 «La Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medi-
das de Agilización Procesal, ha modificado 
de manera sustancial la regulación en la LEC 
de los recursos de casación y extraordinario 
por infracción procesal.

 El eje de la reforma radica en la universa-
lización del recurso de casación por razón 
de interés casacional, que es la modalidad 
que mejor permite al TS, en palabras del 
Preámbulo de la Ley 37/2011, «cumplir de 
forma más eficaz los fines legalmente esta-
blecidos». Estos fines son los de unificación 
de la aplicación de la ley civil y mercantil y 
corresponden a la Sala Primera del TS como 
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órgano jurisdiccional superior en el orden 
civil. Se reduce de este modo el recurso de 
casación por razón de la cuantía a una mo-
dalidad excepcional y se garantiza la igual-
dad entre todos los litigantes, cualquiera 
que sea el nivel económico del asunto.

 El recurso de casación por razón de interés 
casacional, en efecto, estaba hasta ahora 
limitado a los asuntos que se tramitan es-
pecíficamente por razón de la materia –son 
los asuntos que la LEC ordena dirimir en un 
procedimiento determinado al margen de 
las normas generales de fijación de la clase 
de procedimiento, que atienden a la cuan-
tía: artículo 248.3 LEC–. La Ley 37/2011 es-
tablece con carácter general la existencia 
de un interés casacional –que consiste, en 
síntesis, en la necesidad de unificación o fi-
jación de la interpretación de la ley– como 
presupuesto que da lugar a la admisibilidad 
del recurso, cualquiera que sea la forma de 
tramitación y la cuantía del asunto. Se ex-
ceptúan los asuntos que no se tramitan por 
razón de la materia y que tienen una cuantía 

superior a 600.000 euros, en los cuales el 
recurso es admisible sin que concurra aquel 
presupuesto. En suma, la baja cuantía del 
asunto no opera a partir de la reforma como 
impedimento para la admisibilidad del re-
curso de casación. Paralelamente, el carác-
ter excepcional del recurso de casación por 
razón de la cuantía comporta la necesidad 
de una interpretación rigurosa de esta mo-
dalidad para que mantenga su finalidad de 
unificación de la aplicación de la ley civil y 
mercantil, y no se convierta en una vía de 
acceso al TS carente de justificación institu-
cional».

Creo que esta posición de la Sala Primera 
del TS garantiza que –en contra de lo que a ve-
ces se ha dicho– podamos tener, en los próxi-
mos años, independientemente de la cuantía 
del asunto, jurisprudencia del TS sobre el sis-
tema legal de valoración de daño corporal en 
todos aquellos casos en los que exista discre-
pancia de criterio entre las AAPP o se introduz-
can modificaciones legales necesitadas de una 
interpretación unificadora.
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I. Proemio conclusivo

El estudio de la jurisprudencia civil valora-
tiva permite captar su ambigüedad, su doble 
sentido, con una inequívoca tendencia a no 
resaltar la operatividad técnica del principio 
institucional de la reparación íntegra1, pese a 
su continua proclamación, enfatizándose más 
la libertad apreciativa que su efectivo cumpli-
miento a través de unas respuestas resarcito-
rias desvertebradas que quedan (casi siempre) 
privadas de rango demostrativo y, por tanto, 
persuasivo.

II. El principio de la integridad reparatoria

1. Su consistencia objetiva y funcional

El principio de reparación íntegra (restitu-
tio in integrum, compensatio in integrum, re-
pensatio in integrum, reductio ad integrum) 
debiera ser objeto de un estudio sistemático 
que tendría que articularse mediante una mo-
nografía de verdadera entereza, analizando su 
consistencia, su significación funcional, su afir-
mación histórica, su evolución, su fundamento, 
el sentido de su indeterminación, su inequívo-
co rango normativo, su arraigo constitucional 
(o no), su extensión (cualitativa y cuantitativa), 
sus excepciones (con su indeclinable justifica-
ción) y sus vulneraciones por defecto o por 
exceso2. Tal investigación no se ha realizado 
efectivamente en España, quizá porque hay 
mucho que construir y poco que copiar; y no 
me consta que se haya realizado tampoco en 
ninguno de los países de nuestro entorno. La 
inexistencia del estudio señalado explica que la 
jurisprudencia no haya superado la ambigüe-
dad a la que me refiero, pues la indetermina-
ción del principio se encuentra también en la 
doctrina de los autores que se ocupan de él 

1 Sobre el principio institucional de la reparación completa 
me remito a las consideraciones contenidas en La valoración 
civil del daño corporal. Bases para un Tratado, Dykinson, Ma-
drid, t. 1, Los fundamentos, 1999, pp. 135-156; también en Da-
ños Corporales y Carta Magna, Dykinson, Madrid, 2003, pp. 
30-40; y, con mayor amplitud técnica, en Los principios ins-
titucionales de la valoración del daño, conferencia de clau-
sura del Curso de Valoración del Daño Corporal 2006/2007, 
de la Fundación de Estudios y Prácticas Jurídicas de Gra-
nada, pronunciada en 26 de enero de 2007, texto incluido 
como epílogo en Manual de Valoración del Daño Corporal, 
dir. FranCiSCo-Javier lópez garCía de la Serrana, Thomson/
Aranzadi, Cizur Menor, 2007, prólogo de Juan-anTonio Xiol 
ríoS, pp. 325-347. 

2 Ello comporta el estudio de diversas materias: la determi-
nación de los perjuicios relevantes; nominalismo/valorismo; 
denuncia de la injusticia intrínseca del resarcimiento de los 
perjuicios futuros con indemnización a tanto alzado; función 
de la renta vitalicia; compensatio lucri cum damno.

para referirse a su significación utópica como 
ideal inalcanzable y abstenerse de concretar 
las consecuencias que derivan del reconoci-
miento de un carácter normativo que, en rigor, 
dejan de asumir en gran medida.

En virtud del principio de integridad repa-
ratoria o de la reparación entera, íntegra, inte-
gral, plena, plenaria, total o completa, cualquier 
sistema de valoración del daño –de tipo judi-
cial o de tipo legal– ha de estar enderezado a 
proporcionar una reparación que comprenda 
todos y cada uno de los daños padecidos, con 
referencia tanto a los extrapatrimoniales como 
a los patrimoniales, habiéndose de socorrer so-
lamente el daño, pero sin dejar de resarcir daño 
alguno relevante. 

Constituye un feliz acuñamiento del prin-
cipio la expresión a la que acude la doctrina 
francesa, en el sentido de que debe repararse el 
daño, todo el daño y nada más que el daño (le 
dommage, tout le dommage, mais rien que le 
dommage3), ni más ni menos (tout le préjudice 
et rien que le préjudice, pas plus; pas moins4). 
De esta forma, queda apuntado que dicho prin-
cipio puede vulnerarse por exceso, por rebasar 
su límite vertical superior (sobrerresarcimiento) 
y por defecto, por no alcanzar el límite vertical 
inferior (infrarresarcimiento), debiéndose evi-
tar cualquier enriquecimiento, pero también la 
persistencia en el empobrecimiento. Por eso se 
dice que la (total) indemnidad constituye la fi-
nalidad y, al tiempo, el límite de la responsabi-
lidad civil, pues ésta se pone al servicio de res-
taurar el empobrecimiento5 que causa el daño 
padecido, evitando, a su vez, cualquier beneficio 
o lucro sobrerrestaurador que de suyo se sitúa 
extramuros de ella. Véase en este sentido la STS 
(Sala 1ª) de 19 de junio de 1984 (Pte. Excmo. Sr. 
Serena velloSo), a cuyo tenor, hay que integrar 
“los elementos todos conducentes a un pleno y 
satisfactorio resarcimiento, sin otro límite que la 
indemnidad del patrimonio económico o la evi-
tación del enriquecimiento”. Y es que la repara-
ción de los daños y perjuicios se ha de producir 
para que la víctima, como escribiera FranCiSCo 
de viToria, non perdat statum suum; expresión 
que, coincidente con la indicada sentencia, es 
concorde sólo con el ámbito reparatorio de la 
perjudicialidad patrimonial.

3 andré Toulemon/Jean-gaSTon moore, Le préjudice corporel 
et moral en Droit commun, Sirey, Paris, 1955.

4 Yvonne lamberT-Faivre, La victime d’un dommage corporel et 
son avocat, Gazette Palais, 03-09-1999, Doctrine, p. 5.

5 Lato sensu, comprensivo del estricto empobrecimiento y 
de la falta de enriquecimiento.
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Afirmada la función reparatoria –reequili-
brante– del instituto de la responsabilidad civil, 
su consecución se traduce en que, producido un 
daño e imputado al responsable, éste ha de ha-
cerse cargo de él y de todas sus consecuencias 
perjudiciales, habiendo de resarcir, por tanto, 
todo el daño y nada más que el daño. Se afirma 
así este principio finalista, en su doble dimensión, 
cuantitativa (todo el daño) y cualitativa (tanto 
el daño patrimonial, como el extrapatrimonial o 
personal, con las consecuencias perjudiciales –
perjuicios– de una y otra índole), definiendo el 
pleno cumplimiento de la función señalada bajo 
la perspectiva de que el daño (injusto) consti-
tuye el fundamento y, al tiempo, el límite de la 
responsabilidad civil extracontractual.

A modo de simple boceto, debe aseverarse 
que la necesidad de que el daño sea reparado 
íntegramente no aparece recogida en los Códi-
gos civiles decimonónicos, constituyendo una 
omisión perfectamente coherente con el pensa-
miento individualista que les sirvió de sustrato; 
pensamiento progresivo en sus albores, pero 
regresivo, a la postre, por la insolidaridad de su 
razón. Lo que interesaba en aquéllos era afirmar 
el monismo de la culpa, marginando los pocos 
casos registrados en que podía establecerse la 
responsabilidad civil sin su presencia (hereda-
dos algunos del Derecho romano –también del 
germánico– y mantenidos durante la Edad Me-
dia y la Edad Moderna); y, erigida la culpa en el 
criterio de imputación por excelencia (concep-
ción monogenética de la responsabilidad civil), 
la función reparadora del instituto estaba modu-
lada (mediatizada, desnaturalizada, adulterada) 
por la función expiativa de raigambre canónico-
mosaica que se predicaba como reacción repre-
siva frente a la ilicitud moral del hecho dañoso. 
Lo que importaba fundamentalmente era san-
cionar (reprimir) un hecho dañoso reprochable 
por ser culpable (quia peccatur). Pero cuál fue-
ra el alcance de la sanción era, en cierto modo, 
secundario. Se buscaba no tanto reparar como 
expiar, es decir, reprimir obligando a la repara-
ción (y ello al concebirse la responsabilidad civil 
como un correlato de la criminal; de ahí la pre-
sunción de inocencia del agente dañoso, sien-
do necesario enervarla para aplicar el art. 1902 
C.c.); y, desde el momento en que se establecía 
esta jerarquía, el alcance de la reparación no era 
objeto de una particular preocupación, al igual 
que tampoco lo era el propio daño, dejándose 
por ello deferida la cuestión valorativa al poder 
discrecional del juez; lo que se ha interpretado 
como una remisión legal a la regulación judicial6 

6 Véase al respecto su formulación tradicional en los artí-
culos 103 y 104 del Código penal derogado por el de 1995.

o, más propiamente, como una verdadera abdi-
cación legislativa7. 

2. Algunas indicaciones históricas 

Según ha apuntado SanTiago CavanillaS mú-
giCa, el principio de la reparación íntegra pudo 
instaurarse cuando, en lugar de ponerse el 
acento primordialmente en el autor del daño, se 
puso en la víctima, pues se capta entonces que 
sus perjuicios constituyen el genuino eje del De-
recho de la responsabilidad civil. De esta forma, 
el principio virtual de la parcialidad cede ante el 
principio normativo de la integridad, afirmado 
como el quicio del Derecho de daños8.

El monismo teórico y real de la culpa con-
lleva dejar de enfatizar, en un primer momento, 
la necesidad de que la reparación sea completa. 
Esta exigencia sólo se afirma después a medi-
da en que progresa la depuración del instituto 
y se liga su finalidad exclusiva al cumplimiento 
de la función reparadora, marginando la función 
preventivo-punitiva –ut ne peccetur– (eliminán-
dola o dejándola en un alejado segundo plano). 
Es en este momento, en el que ya es detectable 
el papel sobresaliente que el seguro juega en la 
definición real del instituto, cuando la jurispru-
dencia, al desempeñar su labor complementaria 
del ordenamiento y ante la ausencia de una ex-
presa proclamación legal, acuña el principio de 
la reparación completa, aunque su realización 
dista mucho de ser cierta durante una larga eta-
pa que sólo se supera cuando empieza a cons-
truirse una cultura jurídica del daño en la que se 
incluye el daño personal (el que la doctrina ita-
liana de hoy llama existencial –por afectar al ser 
de la persona–, en contraposición con el daño 
material, que es el que afecta a su tener), prime-
ro el corporal –damnum corpore datum: el que 
afecta a la vida y a la integridad psicofísica de 
la persona– y después el estrictamente personal 
–damnum anima datum: el que afecta a los bie-
nes extracorpóreos de la personalidad–. 

Durante el largo período en que el princi-
pio de la reparación completa se traducía en in-

7 Frase que cuenta con algún argumento de autoridad. Así, 
enrique ruiz vadillo escribió que “cuando la ley abdica de su 
función y transfiere indebidamente sus potestades al juez, el 
principio de legalidad quiebra” (La razonable valoración del 
daño corporal, R. Der. Circ., 1991/5, p. 259); y que la ausencia 
de normas valorativas constituye una imprevisión legislativa 
imperdonable (La valoración de la vida humana en el Pro-
yecto de Ley de modificación de la legislación reguladora de 
los seguros privados, R. Resp. Civ. Circ. Seg., 1994/2, p. 51).

8 SSTS (Sala 1ª) de 27 de julio de 2006 (Pte. Excmo. Sr. Xiol 
ríoS), 12 de mayo de 2009 (Pte. Excmo. Sr. Xiol ríoS) y 27 de 
octubre de 2011 (Pte. Excmo. Sr. Xiol ríoS).
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demnizaciones verdaderamente insignificantes, 
no se puso en tela de juicio, pues, en definiti-
va, privado de un verdadero rango jurídico, se 
contemplaba su existencia como un mero ideal, 
como una expresión judicial retórica de signo 
autocomplaciente. Pero, cuando las indemni-
zaciones empezaron a dejar de ser héticas, por 
la decantación de los diversos perjuicios re-
sarcibles y por la sensibilidad extensiva de su 
valoración, es decir, en el momento en que el 
principio de la integridad resarcitoria dejó de 
ser una mención exquisitamente literaria para 
pergeñarse como un principio técnico (sin ha-
berse elaborado todavía como tal), empezó a 
discutirse la conveniencia de su mantenimiento 
y surgieron las voces partidarias de desmante-
larlo, blandiendo un conjunto de razones por las 
que las indemnizaciones tenían que restringirse; 
y ello, debe insistirse, sin haberse implantado de 
verdad. 

3. Su impertinente vinculación exclusiva al tí-
tulo culposo de atribución

Es entonces cuando se dice que pueden y 
deben limitarse las responsabilidades que se 
contraen sin título culposo, para afirmar que 
sólo cuando los daños se han producido en 
virtud de una culpa relevante, es irrazonable fi-

jar cortapisa alguna a su resarcimiento, lo que 
supone que, en ausencia de culpa (relevante), 
resulta razonable que la reparación deje de ser 
completa, siendo éste el pensamiento que con-
forma, en una fecha sorprendente, la dicotomía 
trazada por la STC 181/2000, de 29 de junio 
(Pte. Excmo. Sr. garCía manzano) en relación 
con el sistema valorativo de la Ley 30/1995. Se 
liga así la reparación plenaria a la imputación 
culpable y se la desliga de la que es fortuita 
(causal, pero casual), sin que esta diferenciación 
halle el más mínimo asidero en los preceptos 
del C.c.: si el art. 1902 proporciona al perjudi-
cado una reparación completa, la misma tutela, 
con igual extensión, proporcionan los arts. 1905 
y 1910. De esta forma, quedan planteadas dos 
cuestiones distintas de gran relevancia, consis-
tentes, la primera, en determinar si el principio 
de la reparación completa tiene un rango legal 
(normativo), con concreción de su alcance y de 
sus posibles excepciones y, en su caso, si tiene 
un rango constitucional, con expresión de sus 
posibles condicionamientos.

La conclusión es que el principio finalista 
de la integridad reparatoria se proyecta sobre 
el instituto de la responsabilidad civil, con inde-
pendencia de cuál sea el criterio de su imputa-
ción, sirviendo, pues, cuando la responsabilidad 
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es la subjetiva (culposa) y también cuando es 
la atenuadamente objetiva, es decir, cuando el 
riesgo específico (periculum) constituye el títu-
lo de su imputación; y lo mismo sucede cuan-
do la responsabilidad objetiva se establece en 
virtud del sacrificio (sacrificum) como título de 
imputación, por más que en estos casos el re-
sarcimiento suela estar limitado al valor de los 
bienes sacrificados. 

4. La indeterminación del concepto 

La noción de reparación plenaria es, cierta-
mente, un concepto indeterminado; y su falta 
de determinación se debe a la indeterminación 
de su propio sustrato, pues la previa noción del 
daño reparable se caracteriza por su falta de 
concreción. Pero hoy, después de las induccio-
nes obtenibles a través de la práctica judicial y, 
sobre todo, a partir de las aportaciones doctri-
nales realizadas en los países de nuestro entor-
no (Francia, Bélgica e Italia, particularmente), 
pueden efectuarse las adecuadas determinacio-
nes, para que la noción del daño y sus diversos 
componentes queden concretados y para que 
quede demostrativamente nutrida la reparación 
completa.

La idea clave es que tradicionalmente el re-
sarcimiento íntegro ha constituido un concepto 
carente de elementos normativos de determi-
nación. Téngase en cuenta que, como puntuali-
za JoSé puig bruTau9, el art. 1902 C.c. no contiene 
regla alguna con que valorar el daño, ni se re-
fiere al momento considerable para ponderarlo; 
ausencia de reglas secundarias que la jurispru-
dencia se ha ocupado de resaltar (STS, Sala 1ª, 
de 15 de diciembre de 1981; Pte. Excmo. Sr. vega 
benaYaS)10; sin que aquel precepto establezca 
el más mínimo módulo de cuantificación (STS, 
Sala 1ª, de 13 de noviembre de 1981; Pte. Exc-
mo. Sr. FernÁndez rodríguez) y sin que tampoco 
el art. 1106 contenga reglas de valoración en tal 
sentido. Por eso ha dicho la jurisprudencia con 
razón, mediante una frase que le es muy cara, 
que la cuantificación del daño no está sujeta a 
previsión normativa alguna. Propiciada la plena 
discrecionalidad judicial por un marco anómico 
en verdad, el mandato reparatorio se articu-
la mediante una norma genérica de remisión a 
un arbitrio –libre albedrío– que funciona siem-
pre como una norma en blanco para valorar los 

9 Fundamentos de Derecho civil, t. 2, vol. 3, Enriquecimiento 
injusto. Responsabilidad extracontractual. Derecho a la inti-
midad, Bosch, Barcelona, 1983, p. 180.

10 Sentencia que, atinente a los daños causados por un ca-
mión en un edificio que hubo de demolerse, se refiere ex-
presamente a la figura de la compensatio lucri cum damno.

daños y perjuicios; como un cheque que, según 
apunta la STS (Sala 2ª) de 10 de junio 1987, gira 
su expedidor con cargo al responsable. Cuando 
la regulación legal es tan genérica y poco preci-
sa, hay, con palabras de la magistrada argentina 
maTilde-maría zavala de gonzÁlez11, una completa 
orfandad normativa, pues ni quedan definidos 
los supuestos de hecho (los perjuicios resarci-
bles) ni se definen sus consecuencias jurídicas 
(los importes resarcitorios).

5. Su doble dimensión, cualitativa y cuantitativa

Según ha quedado señalado, el principio 
de la reparación íntegra o de la [total] indem-
nidad (expendere omnes casus) se predica de 
los perjuicios patrimoniales, pero también de 
los extrapatrimoniales, manifestándose en este 
caso su expresión cualitativa, pues se trata de 
que no haya ningún perjuicio personal (moral) 
relevante que quede privado de tutela compen-
satoria. Si, por ejemplo, al valorar los perjuicios 
morales sufridos por los padres de un fallecido, 
no se pondera expresamente que el difunto era 
su único hijo y, por tanto, el plus perjudicial que 
ello conlleva, el principio de la reparación com-
pleta queda vulnerado. 

La idea indicada aparece reconocida de 
modo explícito en la STS (Sala 3ª) de 17 de abril 
de 1998, que, mediante una expresión algo equí-
voca, afirma que la perjudicialidad moral y la 
patrimonial constituyen, dentro de la responsa-
bilidad patrimonial de las Administraciones Pú-
blicas, títulos indemnizatorios distintos y que el 
principio de indemnidad debe proyectarse so-
bre ellos de forma independiente. 

Constituye una necesidad (más que una 
alta conveniencia), perfectamente casable con 
el cumplimiento efectivo del principio de la inte-
gridad, que los perjuicios extrapatrimoniales se 
valoren de acuerdo con parámetros y cánones 
establecidos por la Ley de modo convencional, 
sin que las razones de certidumbre que justifi-
can la intervención legislativa deban convertirse 
en pretexto para la marginación o relativización 
de dicho principio. Incluso debe aseverarse que 
la legalidad valorativa, más que ser compatible 
con el cumplimiento del principio, constituye la 
garantía de su realización.

En todo caso, sea bajo las pautas tradicio-
nales de la pura judicialidad valorativa, sea bajo 
las modernas pautas de la legalidad valorativa 

11 Resarcimiento de daños, t. 2, Daños a las personas, vol. 2a, 
Integridad psicofísica, Hammurabi/Depalma, Buenos Aires, 
2ª ed., 1990, pp. 608, 619.
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(con su variable intensidad), debe recordarse 
la plena vigencia de lo que decían los herma-
nos Henri Y léon mazeaud12, en el sentido de que 
la valoración de los perjuicios ha de efectuarse 
siempre in concreto, “porque el daño se avalúa 
a través de la víctima”; y la implantación de una 
legalidad valorativa no puede implicar en ab-
soluto que la valoración se realice in abstracto, 
pues siempre han de ponderarse las específicas 
circunstancias de cada perjudicado, las cuales, 
por otra parte, son, en su inmensa mayoría, per-
fectamente tipificables mediante la recurrencia 
a patrones especiales que completen y aquila-
ten los generales; y siempre debe quedar abier-
ta la posibilidad de ponderar las circunstancias 
excepcionales o singulares, es decir aquéllas 
que, de suyo, no pueden ser tipificadas en una 
regulación general, así como aquéllas que, pu-
diendo serlo, no han sido codificadas por falta 
de previsión.

Curiosamente, la mejor expresión teórica 
del principio de la reparación completa se ha-
lla, quizá, en el filósofo y jurista italiano melCHio-
rre gioia13 (verdadero adelantado a su tiempo y 
precursor del tratamiento resarcitorio del daño 
corporal), quien en 1821 escribió lo siguiente: la 
satisfacción debe ser completa y lo es cuando 
se extiende tanto a los daños emergentes como 
a los lucros cesantes; cuando se proporciona en 
atención a su cantidad, a su calidad y a su inten-
sidad; cuando repara todas sus consecuencias 
físicas y morales; cuando suministra compen-
sación por las sensaciones dolorosas que las 
acompañan, tanto las de manifestación sensible 
como las que están separadas de ellas; porque, 
en definitiva, la palabra daño incluye las altera-
ciones que afectan al orden visible de las co-
sas, pero también al orden invisible de los sen-
timientos. 

Es el calvinismo jurídico el que circunscri-
be el principio a la perjudicialidad patrimonial. 
Debe disentirse, en definitiva, de la opinión de 
andré TunC14 cuando afirma que su proyección 
sobre los daños morales carece de sentido; pos-
tura que en nuestro país adopta Ángel-Fernando 

12 Tratado de la Responsabilidad Civil, 5ª, ed., trad. niCeTo al-
CalÁ-zamora CaSTillo, Ejea, Bs. As., t. 2, vol. 1, 1977, ap. 2393, 
p. 588.

13 Dell’ingiuria dei danni del soddisfacimento e relative basi 
di stima avanti i tribunali, Pirotta, Milano, 1821, t. 1, Teoria, pp. 
260-261.

14 Rapport de Synthèse, en AAVV, L’évaluation du préjudice 
corporel dans les pays de la CEE. Actes du Colloque du 18 
novembre 1998, dir. André Dessertine, Litec, Paris, 1990, p. 
340.

panTaleón prieTo15, para quien, “a poco que se re-
flexione”, se apreciará que el principio del resar-
cimiento completo sólo puede regir en el ám-
bito del daño patrimonial [dado que en él cabe 
recuperar el status quo ante], pues, referido al 
daño extrapatrimonial, constituye un “sinsenti-
do”. Se dice así que el principio de la reparación 
íntegra no es aplicable a los daños personales 
porque la indemnización no puede cumplir la 
misión de devolver a la víctima la situación en 
la que estaba antes del accidente16 y porque, en 
este caso, la utilidad del dinero es cero.

La idea es que los perjuicios patrimoniales 
se reparan verdaderamente, mientras que los 
personales (extrapatrimoniales) sólo se com-
pensan, por lo que se dice que son objeto de 
una reparación “imperfecta”, que se diferencia 
de la “perfecta” propia de la perjudicialidad pa-
trimonial en la que opera el mecanismo de la 
equivalencia. Partiendo de que la reparación de 
los daños personales y de sus consecuencias 
estrictamente personales es el resultado de la 
tensión existente entre la imposibilidad y la ne-
cesidad de valorarlos, el principio de integridad 
se manifiesta en su dimensión cualitativa, en el 
sentido de que cualquier circunstancia personal 
de índole dañosa ha de ser objeto de específica 
ponderación.

La responsabilidad civil sirve para repa-
rar los daños que afectan tanto al patrimonio 
económico de la persona, como a su patrimo-
nio personal, diferenciándose, dentro de éste, 
su patrimonio biológico, fisiológico, somático o 
corporal (daños a la vida y a la integridad psi-
cofísica) y su patrimonio espiritual o estricta-
mente personal (atentados a los otros bienes 
de la personalidad); y se resarcen, de un lado, 
las consecuencias patrimoniales de los daños 
materiales y sus consecuencias estrictamente 
personales (daños morales), y, de otro, las con-
secuencias estrictamente personales (daños 
morales) de los daños inmateriales y sus even-
tuales consecuencias patrimoniales.

En el caso de los perjuicios patrimoniales, 
la función es estrictamente reparadora, pues, en 
definitiva, el daño se restaura mediante un equi-
valente dinerario con el que alcanzar –aunque 
sólo sea mediante una gran aproximación– una 

15 Indemnizaciones tasadas, subvenciones indirectas: la va-
loración de los daños personales en el Proyecto de Ley de 
Supervisión de los Seguros Privados, R. Resp. Civ. Cir. Seg., 
1995/5, p. 389.

16 Definición que se inserta en el prejuicio historicista deci-
monónico (asumido por el marxismo jurídico) de que no hay 
más perjuicios resarcibles que los patrimoniales.
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compensación “perfecta”, si bien, con mayor 
precisión, debiera denominarse “simétrica”. Esta 
compensación consiste en que el perjudicado 
obtenga del responsable una indemnización de 
tal calibre que alcance el umbral de la indiferen-
cia entre la situación a la que llega con el resar-
cimiento del daño padecido y la existente antes 
de sufrirlo, quedando íntegramente restaurado 
y, por tanto, jurídicamente indemne. 

El carácter perfecto (simétrico) de este tipo 
de compensación no significa en absoluto que 
se efectúe mediante unos cálculos sencillos ni 
tampoco que los cálculos sean completamen-
te precisos. Hay, efectivamente, muchos su-
puestos en que la valoración ha de realizarse 
mediante el uso de parámetros que, montados 
sobre la probabilidad, sólo permiten fijar indem-
nizaciones de tipo aproximativo y fuertemente 
presuntivo. Particularmente relevante son las 
dificultades existentes para la ponderación del 
lucro cesante, tanto cuando deriva de un daño 
material como, en particular, cuando emerge de 
un daño estrictamente personal. Razones de di-
verso signo determinan que nuestro “Derecho 
vivo” de la responsabilidad civil se caracteri-
ce por que el resarcimiento del lucro cesante, 
sobre todo cuando lo causa un daño personal 
(particularmente, corporal), constituya una ver-
dadera “asignatura pendiente”, por la frecuente 
identificación de su invocación con las simples 
conjeturas, aseverándose que la realidad no 
puede confundirse con el deseo, cuando lo cier-
to es que la dificultad de la valoración no puede 
identificarse con la ensoñación perjudicial.

En el caso de los perjuicios morales, la fun-
ción reparadora (su profundo sentido) es esen-
cialmente la misma, aunque su sustracción al 
mercado de bienes y servicios obliga a acudir 
a una valoración convencional con lo que la 
compensación constituye siempre, en términos 
filosóficos, una ficción –una mera ilusión–, aun-
que su reconocimiento no empaña el sentido 
reparador (equilibrante) de la indemnización 
establecida. Estamos ante la que se denomina 
compensación “imperfecta” o, preferiblemente, 
“asimétrica”, que es el resultado de resolver la 
dialéctica que plantea la imposibilidad de valo-
rar estos perjuicios y la necesidad de hacerlo. 

Por eso, no puede trazarse una frontera de 
incomunicación entre la función reparadora que 
desempeña la responsabilidad civil por daños 
materiales y la que desempeña por daños per-
sonales, aunque la compensación ofrece perfiles 
diversos en uno y otro caso, pudiéndose decir 
que en el primero es estrictamente resarcitoria, 
mientras que en el segundo es estrictamente 

amortiguadora, paliativa o consoladora, según 
ha destacado la doctrina17 y la jurisprudencia de 
forma continuada.

Hay, desde luego, un sinfín de sentencias 
que proclaman la vigencia del principio de la 
reparación completa18, enlazando con una tra-
dición supercentenaria19 que siempre ha soste-
nido que la indemnidad constituye el designio 
del Derecho de la responsabilidad civil, es decir, 
la finalidad de esta institución; pero lo normal 
es que quede inexpresada su exacta significa-
ción como principio institucional del Derecho 
de daños, con lo que queda abstraído de su real 
encarnadura normativa y de la efectividad de su 
proyección aplicativa.

El principio de la reparación completa apa-
rece acogido de forma coincidente en la juris-
prudencia civil de las diversas Salas del Tribunal 
Supremo. En todo caso, debe advertirse que la 
continua proclamación del principio no viene 
acompañada de la demostración de que se ma-
neje como un principio técnico, hasta el punto 
que la búsqueda de una sentencia que estime 
un recurso de casación por haberse vulnerado 
este principio, pese a su reconocimiento juris-
prudencial, equivale a buscar una aguja en un 
pajar. No obstante, la hay, aunque en el orden 
contencioso-administrativo, pues la STS (Sala 
3ª) de 23 de marzo de 2009 (Pte. Excmo. Sr. 
Herrero pina) acogió la parte de un motivo de 
casación que denunciaba la infracción del prin-
cipio de la reparación completa, en su expresión 
cualitativa, al haberse dejado de resarcir los da-
ños ligados a 480 días de baja. Dicha sentencia 
declaró que el expresado principio informa la 
materia relativa a la responsabilidad patrimonial 
de las Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el art. 106.2 CE, estando reconocido en múl-
tiples sentencias que cita20, con proclama de la 

17 A la reparación de los daños morales causados por una 
lesión corporal (mutilatio) se refería Juan dunS eSCoTo –JoHn 
dunS SCoT (1266-1308)– diciendo que servía como placatio y 
consolatio frente a la desolatio.

18 SSTS (Sala 1ª) de 21 de julio de 2000 (Pte. Excmo. Sr. marín 
CaSTÁn), 8 de febrero de 2001 (Pte. Excmo. Sr. marín CaSTÁn), 
27 de julio de 2006 (Pte. Excmo. Sr. Xiol ríoS), 3 de octubre 
de 2006 (Pte. Excmo. Sr. almagro noSeTe), 4 de octubre de 
2006 (Pte. Excmo. Sr. SeiJaS quinTana), 11 de mayo de 2007 
(Pte. Excmo. Sr. garCía varela) y 14 de junio de 2007 (Pte. 
Excmo. Sr. Sierra gil de la CueSTa).

19 Ya la sentencia de 24 de abril de 1863 afirmó que “el que 
por culpa de otro sufre daño en su patrimonio, sin razón 
legal, tiene el incuestionable derecho a ser completamente 
indemnizado por el que lo causó”.

20 Son legión las sentencias que, en el orden administrativo, 
invocan la necesidad de que las indemnizaciones se ajusten 
a dicho principio: sentencias de 7 de octubre de 1980, 4 de
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necesidad de conseguir la indemnidad del per-
judicado21.

Así, la La STS (Sala 2ª) de 20 de enero de 
1976 (Pte. Excmo. Sr. vivaS marzal), al afirmar 
que la palabra indemnización quiere decir que 
quien la percibe quede indemne y ello significa 
que abarca los perjuicios que se padezcan tanto 
en el orden material como en el moral, exten-
diéndose tanto al daño emergente como al lucro 
cesante; y, en concreto, en relación con la res-
ponsabilidad civil ex delicto, señala que el espí-
ritu de los preceptos que integran dicha regula-
ción es claramente extensivo, pues el Legislador 
(rectius: la mens legis) quiere que los perjudica-
dos sean resarcidos de forma cabal e íntegra, 
alcanzándose la total indemnidad. Hoy se consi-
dera que el principio de la reparación completa 
se positiviza en los artículos 110 y 113 C.p.

El orden contencioso-administrativo es el 
que enfatiza más el principio de la reparación 
íntegra como un imperativo valorativo, quizá 
como reacción frente a una jurisprudencia an-
tecedente que, durante bastante tiempo, con-
sideró que las Administraciones Públicas eran 
inmunes a la reparación de determinados daños 
(así, los morales, por no reputarlos susceptibles 
de ser evaluados económicamente), habiendo 
también una neta tendencia a fijar indemniza-
ciones por cuantías inferiores a las que se esta-
blecían en el orden civil y en el penal. 

A su vez, la vigencia del principio, con su 
manejo como principio institucional del Dere-
cho de daños, aparece reconocida por la STS 
(Sala 4ª) de 17 de julio de 2007 (Pte. Excmo. Sr. 

diciembre de 1980, 14 de abril de 1981, 13 de octubre de 1981, 
12 de mayo de 1982, 16 de julio de 1982, 16 de septiembre 
de 1983, 10 de junio de 1985, 12 de noviembre de 1985, 22 
de noviembre de 1985, 14 de mayo de 1993, 22 de mayo de 
1993, 22 de enero de 1994, 29 de enero de 1994, 2 de julio 
de 1994, 11 de febrero de 1995, 25 de febrero de 1995, 9 de 
mayo de 1995, 6 de febrero de 1996, 12 de noviembre de 
1996, 24 de enero de 1997, 19 de abril de 1997, 31 de mayo 
de 1997, 20 de octubre de 1997, 14 de febrero de 1998, 14 de 
marzo de 1998, 6 de noviembre de 1998, 28 de noviembre 
de 1998, 13 de febrero de 1999, 20 de febrero de 1999, 13 de 
marzo de 1999, 29 de marzo de 1999, 12 de junio de 1999, 26 
de junio de 1999, 17 de julio de 1999, 24 de julio de 1999, 30 
de octubre de 1999, 27 de diciembre de 1999, 5 de febrero 
de 2000, 18 de marzo de 2000, 13 de noviembre de 2000, 
27 de noviembre de 2000, 31 de diciembre de 2001, 25 de 
noviembre de 2004, 29 de enero de 2007, 8 de marzo de 
2007, 27 de marzo de 2007, 4 de julio de 2007.
21 Para un comentario de alcance de esta resolución, me re-
mito a andréS lópez Jiménez, Responsabilidad patrimonial por 
prestación sanitaria. Principio de reparación integral, infringi-
do al no considerar determinados conceptos indemnizables. 
Comentario a la STS (Salas 3ª) de 23 de marzo de 2009, Re-
vista de la Asociación Española de Abogados Especializados 
en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 33, 2010/1 T, p. 88.

lópez garCía de la Serrana, J. m.) al declarar lo 
siguiente: “En la materia que nos ocupa, la juris-
prudencia ha establecido desde antiguo, pese a 
que ningún precepto legal lo diga expresamen-
te, que la indemnización de los daños debe ir 
encaminada a lograr la íntegra compensación 
de los mismos, para proporcionar al perjudicado 
la plena indemnidad por el acto dañoso”. A su 
vez, en un pasaje posterior, la sentencia puntua-
liza que el principio de integridad reparatoria 
se extrae de los artículos 1101 y 1106 del Código 
civil; inducción que tiene expresada reiterada-
mente la doctrina de los autores y también la 
jurisprudencia de las diversas Salas. 

6. La parcialidad resarcitoria como excepción 
necesitada de justificación

Afirmado el carácter institucional (norma-
tivo) del principio de la reparación completa, el 
criterio de la limitación o parcialidad resarcito-
ria constituye una excepción que ha de estable-
cer la legislación de forma expresa y justificada, 
dando lugar a que las normas que la conformen 
queden sustraídas a la interpretación extensiva, 
sin que puedan expandirse mediante el meca-
nismo integrativo de la analogía. La efectividad 
del principio no significa que siempre y necesa-
riamente hayan de resarcirse todos los perjuicios 
padecidos, sino que han de repararse siempre 
que no haya explícitas razones que justifiquen el 
resarcimiento parcial o la negación del rango re-
sarcible de algunos de ellos. Su juego operativo 
se traduce en que, mientras no se establezca lo 
contrario de forma meridiana, la reparación del 
daño cuenta sólo con el límite indefectible del 
valor del propio daño, sin rebasarlo y sin reba-
jarlo. Constituye, en consecuencia, una exigencia 
institucional (intrínseca) de la responsabilidad ci-
vil que cualquier limitación de la reparación ínte-
gra haya de establecerse de forma expresa, con-
formando una regla excepcional que implica la 
imposibilidad de presumirla y de expandirla, de 
modo que debe quedar circunscrita al específico 
ámbito en el que, por razones singulares, se esta-
blezca (odiosa sunt restringenda).

Un estudio en profundidad del principio de 
integridad reparatoria exige realizar una orde-
nación sistemática de los correctivos que ate-
núan su propio enunciado, entre los que se en-
cuentran los impuestos, de un lado, por el juicio 
selectivo de la causalidad, y, de otro, por el jue-
go modulador de la equidad (art. 1103 C.c.), se-
gún la referencia que hiciera SanTiago CavanillaS 
múgiCa en su inédita tesis doctoral (1984)22. Los 

22 Responsabilidad y riesgo: sus respectivos fundamentos, pre-
supuestos, límites y efectos, Univ. Granada, 1984, t. m., 503 pp.
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primeros se articulan a través del nexo que tie-
ne que existir entre el daño producido por el he-
cho dañoso y sus diversas consecuencias perju-
diciales; y los segundos, a través de la facultad 
moderadora que corresponde al juzgador, se-
gún el texto positivo, cuando el daño no ha sido 
causado dolosamente, ejercitable siempre que 
medien circunstancias justificativas (según los 
casos) que, sin tipificarse legalmente, tiene que 
concretar la doctrina judicial. Como mecanismo 
con el que realizar la función reparatoria de la 
responsabilidad civil, el principio se proyecta, en 
definitiva, no sólo sobre el quantum, sino tam-
bién, previamente, sobre el qualis: la determina-
ción selectiva de los perjuicios con rango resar-
cible. Por ello, aquellas reglas que sirvan para 
negar el rango compensable de algunos perjui-
cios han de contar con una justificación expre-
sa y razonable que case y no entre en colisión 
arbitraria con el cumplimiento de dicha función. 

El perjuicio moral que sufre quien es víctima 
del incumplimiento injustificado de la promesa 
de matrimonio es un perjuicio personal, real y 
causal, pero carece de relevancia resarcitoria a 
tenor del art. 43 C.c.; precepto que constituye 
una excepción al principio de la reparación ín-
tegra, en aras a la preeminencia de la libertad 
nupcial, que es incompatible con cualquier tipo 
de constreñimiento23. También, según la doctri-
na dominante, constituye una excepción justifi-
cada el alcance de la responsabilidad en que in-
curre quien se beneficia de los daños causados 
por otro sujeto en estado de necesidad, pues 
no tiene que reparar todo el daño, sino sólo en 
proporción al perjuicio que se le evitó (art. 118.1, 
3º, C.p.); aunque es idea que, nacida de un de-
fectuoso entendimiento del precepto regulador, 
debe revisarse, para, en definitiva, negarla por 
completo. 

A su vez, se niega normalmente relevancia 
resarcitoria al evidente perjuicio moral que sufre 
el hermano del fallecido, cuando éste deja cón-
yuge, hijos o padres, en atención a un criterio 
técnico de concentración selectiva, hondamen-

23 La SAP de Barcelona (Sección 16ª) de 8 de octubre de 
2004 (Pte. Ilmo. Sr. alavedra Ferrando) revocó la senten-
cia que había reconocido indemnización a la actora como 
consecuencia del daño padecido por la ruptura de promesa 
matrimonial por parte del demandado. La Sala entendió que 
la decisión del demandado de no contraer matrimonio su-
ponía una justa causa, sin que quepa buscar culpabilidades, 
pues ello atentaría a la libertad de conciencia. Por otra parte, 
se adujo que no cabe incluir una indemnización por daños 
morales en tanto que no existe obligación alguna de indem-
nizar a la novia o al novio abandonado, ni tampoco tener en 
cuenta el lucro cesante por la ganancia dejada de obtener 
por alquileres que la demandante perdió al desalojar la vi-
vienda que iba a ocupar con su prometido.

te arraigado, pero que carece de sentido en la 
sociedad actual. Lo mismo sucede con el perjui-
cio moral que sufren los padres por las lesiones 
temporales de su hijo, pues el resarcimiento se 
concentra selectivamente en el propio lesiona-
do (véase en este sentido la STC 9/2002, de 15 
de enero); y con el que sufren los familiares más 
allegados de quien está afectado por una lesión 
permanente, salvo que sea constitutiva de una 
gran invalidez, aceptándose así el principio 13 
de la Resolución 75/7, del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa. 

7. El acomodo del sistema legal valorativo a la 
excepción de la parcialidad resarcitoria

Sentado lo anterior, debe resaltarse que, 
en mi concepto, no hay razones que justifiquen 
que el sistema legal valorativo (Ley 30/1995) 
constituya una excepción al principio de repa-
ración íntegra, sin que realmente haya razón 
alguna para insertar la responsabilidad civil au-
tomovilística por daños corporales en un princi-
pio excepcional de reparación parcial; y, cuando 
éste se proclama, es porque se cede a la presión 
de las fuerzas socio-económicas interesadas en 
impedir la materialización de la reparación ple-
naria. A su vez, la cabal interpretación de la nor-
ma del inciso segundo de la regla general 7ª del 
apartado primero del sistema conduce a la con-
clusión de que éste se ajusta a las exigencias 
que impone el principio de indemnidad.

Pero no hay ninguna sentencia que declare 
seriamente que el referido sistema se acomo-
da en verdad al principio de total indemnidad, 
pese a que lo proclama dicha regulación como 
finalidad que trata de asegurar, sin que, en ge-
neral, se haya abordado la interpretación de tal 
expresión, como si simplemente no existiera o 
fuera, cual expresión de una especie de cinis-
mo legislativo, una proclama retórica inserta 
ad pompam et ostentationem, al servicio de su 
efectiva negación (doctrina del sí pero no), pro-
porcionándose gato valorativo (el no) en lugar 
de la liebre prometida (el sí).

En cambio, hay sentencias que proclaman 
la existencia del principio, pero sostienen que 
no rige cuando se trata de daños corporales 
producidos en el tránsito motorizado, al enten-
der que la reparación que impone el sistema es 
(o puede ser) sólo parcial; tesis interpretativa 
que se expresa de forma apriorística, sin el apo-
yo de los argumentos conducentes; y, cuando 
se intentan expresar, no resultan convincentes. 
En esta línea se insertan las sentencias de 10 de 
febrero de 2006 (Pte. Excmo. Sr. Xiol ríoS) y 2 
de marzo de 2006 (Pte. Excmo. Sr. Xiol ríoS), a 
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cuyo tenor el sistema legal valorativo aparece 
concebido como una excepción expresa (ex-
plícita o implícita) al principio de la integridad 
reparatoria; doctrina jurisprudencial que llega a 
su ilustrado cénit con la sentencia plenaria núm. 
228, de 20 de marzo de 2010 (Pte. Excmo. Sr. 
Xiol ríoS)24, que viene a afirmar que es de esen-
cia al sistema la parcialidad resarcitoria que se 
proyecta in casu sobre la ratio decidendi de su 
pronunciamiento rescisorio (reparación razona-
ble [?] pero incompleta del lucro cesante acre-
ditado). De aquí surge la impertinencia de que 
el sistema se aplique de modo mecánico a los 
daños corporales causados fuera del tránsito 
motorizado25.

II. El principio de la reparación integrada

1. Su consistencia objetiva y funcional

La ambigüedad jurisprudencial a la que me 
he referido se ha de poner en conexión con el 
desconocimiento de la operatividad técnica del 
principio de la reparación vertebrada26 que sólo 
se admite implícitamente cuando se maneja el 
sistema legal para valorar los daños corporales, 
bien para aplicarlo dentro de su específico ám-
bito (el accidente de circulación) o fuera de él 

24 Para un estudio de esta sentencia, me remito a Lucro ce-
sante causado por lesiones permanentes. Comentarios sus-
citados por la STS (Sala Primera), 228/2010, de 25 de marzo, 
Sepín, Las Rozas de Madrid, 2011.

25 Sobre esta cuestión, me remito a Reflexiones críticas so-
bre la aplicación del sistema fuera del tránsito motorizado, 
ponencia sostenida en Jornada sobre Valoración del daño. 
últimas tendencias, de Inese, en conmemoración del X Ani-
versario de la Asociación Española de Abogados Especiali-
zados en Responsabilidad Civil y Seguro, Madrid, 2011, nov. 
(pendiente de publicación).

26 Sobre el principio institucional de la integración reparato-
ria o de la reparación vertebrada, me remito a las conside-
raciones contenidas en La valoración civil del daño corporal, 
cit., t. 1, Los fundamentos, cit., pp. 46-61; en Daños Corpora-
les y Carta Magna, cit., pp. 33-40; y en Los principios institu-
cionales de la valoración del daño, cit. pp. 325-328, 347-351. 
Patrice Jourdain dice que el Tribunal de Casación debería 
imponer a los Tribunales inferiores la necesidad de una “ven-
tilación detallada de las sumas indemnizatorias correspon-
dientes a cada uno de los conceptos dañosos apreciados”; 
y añade: “la evaluación global (confusión de todos los con-
ceptos perjudiciales) se nos muestra como técnica arcaica 
que favorece la arbitrariedad e impide un verdadero control 
de la aplicación del principio de la reparación íntegra” y que 
“no podrá alcanzarse ningún progreso serio en la racionali-
zación de la valoración de los daños mientras tal práctica no 
resulte claramente condenada”, puntualizando además que 
tal ventilación es particularmente indispensable cuando se 
trata de daños corporales (en g. vineY/p. Jourdain, Les effets 
de la responsabilité, LGDJ, Paris, 2ª ed., 2001, ap. 66, p. 137). 
Con tales aseveraciones queda perfectamente razonado el 
carácter adjetivo o instrumental del principio institucional 
de la vertebración.

(accidente ajeno al tránsito motorizado), dado 
que la actual doctrina judicial se muestra procli-
ve a aceptar las reglas del sistema como bases 
jurídico-valorativas con que operar en la valora-
ción de daños corporales de diverso origen.

El principio de integración o vertebración 
consiste en la necesidad de separar, de un lado, 
los daños extrapatrimoniales –rectius: persona-
les– y, de otro, los patrimoniales (nivel básico o 
primario de la individualización dañosa), para, 
a su vez, dentro de cada una de las dos espe-
cies, catalogar los diversos subconceptos daño-
sos y traducirlos en las correlativas subpartidas 
resarcitorias. De esta manera, la indemnización 
por daños morales (personales) resulta de su-
mar la cantidad que se asigne a cada uno de 
los subconceptos apreciados; y la indemniza-
ción por daños patrimoniales fluye de sumar el 
importe de cada una de las subpartidas de tal 
signo; y una y otra dan lugar al importe total 
con el que se obtiene, de forma estructurada, la 
cabal personalización del resarcimiento, sin que 
tenga nada que ver con las clásicas soluciones 
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abstraídas, adoptadas tradicionalmente con el 
patrón intuitivo y ensimismado de la pura equi-
dad administrada por el juez de modo decretal 
(puro iussum).

El principio de vertebración se opone al 
tradicional (hondamente arraigado en la prác-
tica judicial) de la globalidad o promiscuidad 
indemnizatoria y sirve, frente a las valoracio-
nes realizadas per lancem saturam, con la téc-
nica de los platos combinados, para obtener la 
liquidación cualitativa o analítica (taxonómica, 
linnana) de cualesquiera daños (daños mate-
riales, con sus perjuicios consecuenciales; da-
ños corporales, con sus perjuicios consecuen-
ciales; y daños estrictamente personales, con 
sus perjuicios consecuenciales), brindando a la 
indemnización establecida un imprescindible 
valor demostrativo que lo torna en persuasivo. 
Con él se evitan las indemnizaciones decretales, 
cuantificadas ad baculum, puros decisa, sin una 
plasmación estructurada. Se trata por eso de un 
principio instrumental (adjetivo, procesal), pues 
constituye el medio técnico con el que obtener 

la realización del principio finalista (material) de 
la reparación completa.

Mediante el principio de vertebración, se 
obtiene una plena individualización dañosa y 
resarcitoria que se remata, a la postre, con una 
indemnización final estructurada que aquilata el 
daño (con todas sus consecuencias perjudicia-
les), en su unitaria dimensión global; y ello es 
así porque la atomización de conceptos y sub-
conceptos dañosos es puramente instrumental 
y se pone al servicio de la consecución de una 
reparación que atienda a la globalidad del me-
noscabo padecido. Por eso hay que rescatar el 
genuino sentido de la globalidad indemnizato-
ria para afirmar que la indemnización final co-
rresponde al menoscabo sufrido por la persona 
como tal, con su carácter inescindible; conside-
ración ésta muy importante a la hora de definir 
las exigencias procesales de la congruencia, de 
modo que puede suceder perfectamente que el 
juez valore una concreta subpartida dañosa en 
suma superior a la postulada, siempre que no se 
rebase el total de la indemnización pretendida.

2. Vertebración versus globalidad: La motiva-
ción (iuris dictio) como remedio frente a los 
decretos indemnizatorios (iuris datio)

Sin contar con los imprescindibles basa-
mentos doctrinales, el mecanismo de la verte-
bración indemnizatoria aparece definido, aun-
que de forma algo tosca, en la STS (Sala 2ª) de 
7 de octubre de 1985 (Pte. Excmo. Sr. vivaS mar-
zal), al decir que, “para la fijación exacta de los 
daños y perjuicios, puede ser práctica recomen-
dable la de descomponer la indemnización en 
tantas partidas como sean los conceptos repa-
rables”. Pero lo lamentable es que esa técnica se 
planteara sólo como una posibilidad recomen-
dable, pues, a continuación, declara que nada 
impide que los diversos conceptos dañosos se 
aglutinen de forma prudencial en una única in-
demnización alzada, sin que esta práctica cons-
tituya una corruptela o usus fori vituperable. Se 
bendice así la globalidad y se desconoce que la 
vertebración constituye una exigencia indecli-
nable de la razón valorativa. En igual sentido, la 
STS (Sala Contencioso-administrativa) de 16 de 
julio de 1984 (Pte. Excmo. Sr. reYeS monTerreal) 
declaró expresamente que la cantidad global-
mente fijada como indemnización no tiene que 
representar la suma de las cantidades parciales 
con las que se cuantifique cada uno de los con-
ceptos tomados en consideración.

Pero la STC 78/1986, de 13 de junio (Pte. 
Excmo. Sr. leguina villa), vino a declarar con 
cierta timidez que la vertebración indemnizato-
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ria constituye una manifestación de la indeclina-
ble motivación de las sentencias (art. 120.3 CE), 
dado que otorgó el amparo impetrado porque 
“la sentencia impugnada no ha determinado 
en forma pormenorizada los daños causados, 
ni ha expuesto los fundamentos legales que le 
permiten establecerlos, así como tampoco ha 
razonado los criterios por los que ha calculado 
el “quantum” indemnizatorio correspondiente a 
las lesiones derivadas del hecho punible”. Lo la-
mentable es que esta sentencia, al cabo de los 
años, ha quedado reducida a una expresión in-
sular, desplazada por la Ley de Gresham, pues 
en resoluciones posteriores el Tribunal Consti-
tucional se ha mostrado bastante benigno en la 
censura de la falta de motivación, por conside-
rar suficiente alguna motivación insuficiente.

El principio de la reparación vertebrada o 
integrada ha sido tradicionalmente descono-
cido por completo por nuestra jurisprudencia 
que, rindiendo culto, de forma complacida, a la 
virtud autolocutoria de la iudicis prudentia, ha 
permanecido anclada en el principio tradicional 
de la globalidad, dando lugar ésta a que la re-
paración íntegra aparezca como un enunciado 
literario que no resiste su contraste probatorio, 
al carecer las indemnizaciones fijadas con rigor 
contrastable y contrastado.

Efectivamente, el principio de la globalidad, 
es decir, el principio de las indemnizaciones des-
vertebradas, da lugar a que opere el principio 
de la reparación íntegra mediante la que debe 
denominase versión atmosférica, consistente en 
que la respuesta resarcitoria dada a supuestos 
idénticos se traduce en indemnizaciones com-
pletamente dispares (y, también, en que se brin-
da la misma respuesta resarcitoria a supuestos 
netamente distintos), correspondiendo siempre 
a la proclamada reparación “íntegra” de los da-
ños producidos, con lo que la individualización 
dañosa se caracteriza por la inversión del pro-
tagonista, pues, en lugar de serlo el damnifica-
do, lo es el juez, como artífice regulador de la 
indemnización, en virtud de su poder soberano 
o, dicho con suavidad expresiva de signo eufe-
místico, en virtud de su puro arbitrio27.

27 Sobre el arbitrio judicial en su proyección sobe la cuestión 
valorativa, es de muy recomendable lectura la STS (Sala 2ª) 
de 5 de octubre de 2007 (Pte. Excmo. Sr. andréS ibÁñez) de-
claratoria de un error judicial, por la arbitrariedad en que in-
currió la AP de Granada (Sección 2ª) que, en un supuesto de 
muerte causada en accidente de circulación y acaecida el 
día 3 de septiembre de 2000, teniendo la fallecida 63 años 
y dejando cónyuge viudo, en lugar de fijar la suma tabular 
ascendente a 87.134,54 Ptas., confirmó la sentencia dictada 
por el JP que la había establecido en 65.349 euros, justifi-
cándose esta suma porque “hasta la saciedad se ha pronun-
ciado esta Sala sobre que la cuestión relativa a la responsa-

El principio de la reparación 
vertebrada o integrada ha sido 
tradicionalmente desconocido por 
completo por nuestra jurisprudencia 
que, rindiendo culto, de forma 
complacida, a la virtud autolocutoria 
de la iudicis prudentia, ha 
permanecido anclada en el principio 
tradicional de la globalidad
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Se producen así las valoraciones globales 
(in globo) que la doctrina italiana denomina 
“esferecuaciones”, censuradas por el Tribunal 
de Casación. Frente a la querencia asfixiante de 
la globalidad, se ha alzado la doctrina francesa 
que, con expresión común, preconiza la “ven-
tilación” de las indemnizaciones. A su vez, en 
nuestro país, resalta la crítica de Ángel-Fernando 
panTaleón prieTo28, así como la de luiS díez-piCa-
zo ponCe de león29, quien, con correcta dureza y 
cierta resignación, se ha referido a que “nuestra 
práctica jurídica y nuestros tribunales” persisten 
en la inadmisible y errónea tendencia de eng-
lobar en una cifra los daños patrimoniales y los 
morales. De igual forma, enrique ruiz vadillo, en 
su inequívoca lucha porque se alcanzara la ra-
cionalidad valorativa, postulaba en 1993 que “la 
indemnización debe desglosarse en función del 
perjuicio, estableciendo las correspondientes 
partidas, evitando la concesión de una cuantía 
global cuya crítica y revisión resulten muy difíci-
les o imposibles”; y, tras ello, se hacía eco de las 
“dificultades” que ello comporta, pero añadía 
que “había que intentarlo”30.

bilidad civil nacida de la infracción penal es una cuestión de 
hecho (…) reservada al libre arbitrio judicial y, a menos que sea 
arbitrario, incoherente, errado o ilegal, debe prevalecer sobre 
el de la parte, dada la obviedad de que el criterio judicial es 
objetivo e imparcial y el de la parte subjetivo e interesado”. 
Pues bien, el TS estimó que la suma fijada había sido arbitra-
ria, incoherente, errada e ilegal, por lo que acogió la demanda 
de error judicial mediante una sentencia en la que frente a lo 
afirmado por la AP, puntualiza que “no existen zonas dejadas 
al arbitrio judicial”, porque arbitrio es la facultad que tiene el 
hombre de adoptar una resolución con preferencia a otra (pri-
mera acepción del Diccionario), por lo que el juez nunca pue-
de producirse en régimen de libertad, sino con sometimiento 
a las reglas de la argumentación racional, pues, en otro caso, 
el arbitrio se degrada a una mera voluntad no gobernada por 
la razón, sino por el apetito o el capricho (tercera acepción del 
término); y, sentado ello, resalta que la imparcialidad no cons-
tituye un atributo ontológico del juez, pues no forma parte 
de su ser, sino que es el resultado de un esfuerzo consciente 
de adaptación de su actividad enjuiciadora al imperativo le-
gal deontológico, insertándose en su deber ser; y, finalmente, 
resalta que la cuestión suscitada en el recurso de apelación 
resuelto por la AP no era de mero hecho, sino estrictamen-
te jurídica, por corresponder a un problema de subsunción, 
resuelto en este caso con una incorrecta aplicación de la dis-
posición que tenía que aplicarse dentro del sistema legal valo-
rativo, el cual tiene un carácter imperativo para los supuestos 
comprendidos dentro de su propio ámbito, por lo que, al se-
pararse de la previsión legal, incurrió en un error que generó 
un indudable perjuicio injusto a los demandantes.
28 Los baremos indemnizatorios en la valoración de los daños 
a las personas, en AAVV, Coloquio sobre la responsabilidad 
civil del automóvil. XXX Aniversario de los Coloquios de Bil-
bao, Document. Jur., núm. 81, 1995, p. 176.

29 Derecho de daños, Cívitas, Madrid, 1999, pp. 21-25, 324.

30 La valoración judicial del daño corporal y de la pérdida 
de la vida humana, en AAVV, Derecho de la Circulación (As-
pectos civiles y penales), C. Ests. Juds., Min. Just., dir. diego-
manuel luzón peña/FranCiSCo SoTo nieTo, Madrid, 1993, p. 110. 
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resulten muy difíciles o imposibles”



38 39

d

o

c

t

R

i

n

a

Revista de Responsabilidad Civil y seguRo

Se dice al respecto que nuestro ordena-
miento no contiene norma alguna que esta-
blezca con carácter general la necesidad de 
estructurar o vertebrar las indemnizaciones, por 
lo que éstas pueden fijarse (tal como efectiva-
mente se hace) de acuerdo con la cómoda téc-
nica global. Bien miradas las cosas, ello significa 
que los jueces pueden atenerse a unas pautas 
ajenas a la racionalidad valorativa y desconocer 
que la vertebración constituye el mecanismo 
por el que se cumple el mandato constitucional 
de la motivación. 

Como queda dicho, nuestra jurisprudencia 
se ha atenido secularmente y se sigue atenien-
do (cuando no utiliza el sistema legal valorativo) 
a la técnica de la valoración global de los da-
ños y perjuicios de diversa índole; y, a tal efecto, 
gusta de decir que la suma global establecida 
resulta de una apreciación conjunta y racional, 
aunque no matemática, de todas las circunstan-
cias concurrentes, limitándose como mucho a 
mencionarlas de forma sinóptica. 

Contrasta esta práctica inveterada con la 
que, en los últimos años, está diseñando el Tri-
bunal italiano de Casación, el cual declaró en 
sentencia de 22 de abril de 1993 que, cuando el 
juez procede a la liquidación equitativa del daño 
resarcible (ex art. 1226 Codice, ante la imposibi-
lidad o importante dificultad de fijar su preci-
so importe), incumple el deber de proporcionar 
una motivación congrua y adecuada si acude a 
la “apodíctica y tautológica afirmación de la jus-
ticia o equidad de la determinación adoptada”, 
dando lugar a una solución resarcitoria arbitris-
ta y arbitraria. 

La clave radica en que cualquier apreciación 
racional tiene que tener fuerza persuasiva, tiene 
que demostrarse y no simplemente proclamar-
se; y es evidente que la globalidad impide des-
entrañar la estructura de la indemnización fijada 
(normalmente, porque no la tiene, al responder 
a un mero criterio intuitivo de equidad; o, como 
mucho, adoptando una postura concesiva, por 
quedar in pectore) y, por lo tanto, impide com-
probar que constituya un iussum verdadera-
mente racional y razonable. Frente a la opaci-
dad de la indemnización global, debe postular-

se, como una exigencia indeclinable de la razón 
valorativa, la transparencia de la indemnización 
vertebrada.

Resultan por ello irónicas las críticas que 
algunos órganos jurisdiccionales proyectaron, 
en su primera época, sobre el sistema valorati-
vo de la Ley 30/1995; críticas que después han 
desaparecido de forma sorprendente. Botón de 
muestra es la STSJ de Asturias (Sala Contencio-
so-administrativa) de 23 de septiembre de 1999 
que, al hacer referencia a la tabla III, declaró que 
no parece justo ni razonable que se reconozca 
la misma indemnización a un lesionado de 65 
que a uno de 82. Aparte de que sólo se trata de 
una misma indemnización básica, sujeta a los 
aumentos variables que resultan de los facto-
res de corrección, hay que señalar que, si pro-
yectamos ese puntillismo valorativo sobre los 
resultados de la pura judicialidad valorativa, nos 
topamos con una desestructuración que incluso 
impide manejar los términos de la comparación 
pretendida. Reproche el señalado que deja de 
tomar en consideración que la simplificación in-
dividualizadora de la fórmula legal constituye, 
en definitiva, una concesión parcial a la práctica 
judicial antecedente que, si por algo se caracte-
riza, es por su drástica simplicidad.

3. Su articulación a través de la teoría del do-
ble trípode de las circunstancias nocivas

El principio de la vertebración dañosa e in-
demnizatoria se articula a través de la teoría del 
doble trípode de circunstancias de índole daño-
sa; y ello significa, en primer lugar, que tienen 
que separarse de forma radical, con vistas, pri-
mero, a su identificación y, después, a su valo-
ración, los daños y perjuicios personales de los 
daños y perjuicios patrimoniales, para, a su vez, 
dentro de cada una de estas dos manifestacio-
nes nocivas, atenerse a la individualización de 
los perjuicios detectables, a cuyo efecto hay que 
acudir a la distinción entre perjuicios generales, 
comunes u ordinarios, perjuicios particulares, 
especiales o extraordinarios y perjuicios singu-
lares o excepcionales, los cuales corresponden, 
respectivamente, a los tres niveles sucesivos de 
la individualización perjudicial.

Partiendo de la dualidad discriminada de los 
ámbitos básicos de la perjudicialidad –nivel pri-
mario de la individualización perjudicial–, la ver-
tebración (indemnización de los diversos con-
ceptos dañosos) se articula mediante la distin-
ción de las circunstancias nocivas ponderables, 
diferenciándose así los tres niveles consecutivos 
de la individualización perjudicial. Se construye 
de este modo el doble trípode dañoso que lleva 

Lo cierto es que la dificultad a la que verdaderamente se 
refería este autor no corresponde a una dificultad intrínse-
ca para efectuar al determinación de las indemnizaciones 
de acuerdo con las exigencias del principio de vertebración, 
sino que estriba en la que resulta de vencer la comodidad 
que supone atender al principio de globalidad y en lo difícil 
que resulta cambiar unos hábitos arraigados a lo largo de 
más de una centuria.
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a valorar, dentro de cada ámbito, en primer lu-
gar, los perjuicios generales, ordinarios o comu-
nes, como primer nivel (elemental y común) de 
la individualización perjudicial; luego, los perjui-
cios especiales, particulares o extraordinarios, 
como segundo nivel; y, finalmente, como tercer 
nivel, los perjuicios singulares o excepcionales, 
que son los que, precisamente por su singulari-
dad, no son susceptibles de tipificación general.

Pero el concepto de perjuicios excepcio-
nales debe ser objeto de una importante pun-
tualización. Lo son aquéllos que, por su propia 
singularidad, no son susceptibles de tipificación 
normativa, los que están afectados por la impo-
sibilidad técnica de tipificarlos o codificarlos a 
través de una concreta regulación prevista para 
el resarcimiento de los perjuicios generales y 
particulares. Mas, junto a estos perjuicios intrín-
secamente excepcionales, hay los que, siendo 
susceptibles de tipificación normativa, no han 
sido nominados, sin que los contemple la con-
creta regulación legal. Esto determina que, de 
existir, estos perjuicios, no excepcionales, fun-
cionen como si lo fueran. Por eso se dice que 
son extrínsecamente excepcionales. De esta 
forma, queda expresada, aunque de forma bas-
tante elemental, la consistencia de la teoría del 
doble trípode perjudicial a la que tiene que ate-
nerse cualquier regulación legal o judicial ati-
nente a la valoración de los daños resarcibles.

4. Un caso encomiable de utilización del prin-
cipio en el orden social

Desmarcándose del panorama general, la 
STS (Sala 4ª) de 17 de julio de 2007 (Pte. Exc-
mo. Sr. lópez garCía de la Serrana, J. m.)31 ha re-
conocido expresamente la fuerza normativa del 
principio de vertebración, al declarar lo siguien-
te: “El juzgador, por imperativo de lo dispuesto 
en los arts. 24 y 120.3 de la Constitución, 218 de 
la Ley de enjuiciamiento civil, 97.2 de la Ley de 
procedimiento laboral y Resolución 75-7 del Co-
mité de Ministros del Consejo de Europa del 14 
de marzo de 1975 (principio general 1.3 del ane-
xo), debe motivar suficientemente su decisión 
y resolver todas las cuestiones planteadas, lo 
que obliga a razonar la valoración que hace del 
daño y la indemnización que reconoce por los 
diferentes perjuicios causados. Ello supone que 
no puede realizar una valoración conjunta de los 
daños causados, reservándose para sí la índo-

31 Los criterios doctrinales del indicado ponente, fundamen-
tal aceptados por el Pleno de la Sala, fueron anticipados en 
La valoración del daño corporal en la jurisdicción social y la 
compensación de las indemnizaciones derivadas del acci-
dente de trabajo, R. Asoc. Esp. Abogs. Espcs. Resp. Civ. Seg., 
núm. 22, 2007/2 T, pp. 31-40.

le de los perjuicios que ha valorado y su cuan-
tía parcial, sino que debe hacer una valoración 
vertebrada del total de los daños y perjuicios a 
indemnizar, atribuyendo a cada uno un valor de-
terminado. Esa tasación estructurada es funda-
mental para otorgar una tutela judicial efectiva, 
pues, aparte que supone expresar las razones 
por las que se da determinada indemnización 
total explicando los distintos conceptos y su-
mando todos los valorados, no deja indefensas 
a las partes para que puedan impugnar los cri-
terios seguidos en esa fijación, por cuanto cono-
cerán los conceptos computados y en cuánto se 
han tasado. Una valoración vertebrada requerirá 
diferenciar la tasación del daño biológico y fisio-
lógico (el daño inferido a la integridad física), de 
la correspondiente a las consecuencias perso-
nales que él mismo conlleva (daño moral) y de 
la que pertenece al daño patrimonial, separan-
do, por un lado, el daño emergente (los gastos 
soportados por causa del hecho dañoso) y, por 
otro, los derivados del lucro cesante (la pérdi-
da de ingresos y de expectativas). Sólo así se 
dará cumplida respuesta a los preceptos legales 
(...) citados, como se deriva de la STC 78/1986, 
de 13 de junio, donde se apunta que el princi-
pio de tutela judicial efectiva requiere que (…) 
la sentencia (…) fije (…) de forma pormenoriza-
da los daños causados, los fundamentos lega-
les que permiten establecerlos, así como que se 
razonen los criterios empleados para calcular el 
“quantum” indemnizatorio del hecho juzgado”.

5. Una sentencia civil representativa del male-
ficio de la desvertebración

Lo cierto es que mientras la jurisprudencia 
no vertebre las indemnizaciones y mientras no 
se censure de forma drástica la falta de verte-
bración, no podrá en absoluto decirse que se 
realiza ni una mínima aproximación a la razón 
valorativa. Muchas SSTS (Sala 1ª), atinentes al 
daño corporal y a su valoración, pueden servir 
como ejemplo de esta falta de razón. A tal efec-
to, puede ser interesante hacer un análisis del 
enfoque de la cuestión valorativa en la senten-
cia de 10 de septiembre de 2007 (Pte. Excmo. 
Sr. almagro noSeTe) que se encausa en un ac-
cidente laboral producido el día 2 de enero de 
1991, resultando fallecido un trabajador que su-
frió una descarga eléctrica en momento en que 
realizaba trabajos de pintura en la caseta de un 
transformador de alta tensión.

La viuda del fallecido y sus dos hijos que 
eran ya mayores de edad en la fecha del sinies-
tro, promovieron juicio de menor cuantía contra 
la empresa en reclamación de 20.297.200,- Ptas. 
Tramitado el procedimiento, el JPI, mediante 
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sentencia de 25 de noviembre de 1998, desesti-
mó la demanda al apreciar que el fallecimiento 
se había producido por la exclusiva culpa de la 
víctima. Tramitado recurso de apelación, la SAP 
de Tarragona (Sección 1ª), mediante sentencia 
de 29 de mayo de 2000, acogió el recurso y, 
estimando parcialmente la demanda, condenó 
a la demandada a que abonara a los actores de 
10.000.000,- Ptas., con apreciación de que la 
culpa de la demandada y de la víctima habían 
concurrido en la causación del accidente.

Es de significar que la esposa del falleci-
do se encontraba legalmente separada de él 
al tiempo del fallecimiento, discutiéndose en 
el pleito su legitimación para obtener indemni-
zación alguna como consecuencia del falleci-
miento de su marido, habiendo resuelto la AP, 
según registra el TS, que, aunque ni la esposa 
ni los hijos convivían con el fallecido, procedía 
reconocerles la correspondiente indemnización 
por su daño moral, así como por el perjuicio 
económico igualmente padecido, dado que los 
tres dependían económicamente del interfecto 
a virtud de la pensión fijada en la sentencia de 
separación, sin que se especifique el importe de 
aquélla ni la parte correspondiente a cada be-
neficiario, ni la duración de una y otra, ni tampo-
co las prestaciones que percibiera, al menos, la 
viuda, con cargo a la Seguridad Social.

Recurrida en casación la sentencia apela-
toria por la entidad demandada, el motivo que 
interesa aquí denunciaba la infracción de los ar-
tículos 1902 y 1903 C.c., contrayéndose a la ne-
gación de legitimación de la viuda del fallecido 
para obtener cualquier indemnización, al no ha-
ber sufrido perjuicio alguno como consecuen-
cia del fallecimiento, dada su separación legal, 
registrando también el TS que se negaba que 
los hijos del fallecido, al no depender económi-
camente de él y no convivir con él32, hubieran 
padecido perjuicio económico alguno. 

El motivo señalado se desestimó, pues el TS 
se hace eco de que el sentenciador había con-
siderado acreditada la dependencia económica 
de los demandantes respecto del trabajador fa-
llecido, mediante una declaración que no puede 
ser combatida sino a través de la denuncia de 
un error de derecho en la valoración de la prue-
ba, con lo que tacha el recurso de incurrir en 
una petición de principio o en hacer supuesto 

32 Es de señalar que el TS, al reseñar el motivo negador de 
que el hijo del fallecido tuviera perjuicio alguno, no extien-
de la negativa al otro hijo, aunque da la sensación de que 
se trata de una omisión y que el motivo pondría en tela de 
juicio que uno y otro hijo hubieran sufrido perjuicio alguno 
como consecuencia de la muerte de su padre.

El motivo que interesa aquí denunciaba la infracción de los artículos 1902 y 1903 C.c., 
contrayéndose a la negación de legitimación de la viuda del fallecido para obtener cualquier 
indemnización, al no haber sufrido perjuicio alguno como consecuencia del fallecimiento, dada 
su separación legal
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de la cuestión, quedando así su alegato privado 
de fundamento. Adviértase que el TS se refie-
re sólo a que la AP había dado por probada la 
dependencia económica de los demandantes y 
que, según se desprende de lo que previamente 
se había registrado respecto a la existencia de 
separación legal entre la esposa y el fallecido, 
éste subvenía económicamente a las necesi-
dades de su esposa y de sus hijos, mediante la 
pensión establecida en la sentencia de separa-
ción, sin que se haga concreción alguna en tal 
sentido, con lo que realmente queda sin saberse 

El motivo que interesa aquí denunciaba la infracción de los artículos 1902 y 1903 C.c., 
contrayéndose a la negación de legitimación de la viuda del fallecido para obtener cualquier 
indemnización, al no haber sufrido perjuicio alguno como consecuencia del fallecimiento, dada 
su separación legal
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el grado de una dependencia afirmada de for-
ma bastante apodíctica. Pero adviértase que 
el TS no hace la más mínima referencia al daño 
moral que padecieran la viuda y los hijos por 
el fallecimiento del padre, sin que sea suficien-
te para tenerlo por probado que la sentencia 
apelatoria recurrida se refiera a la existencia de 
este perjuicio de carácter personal, pues, desde 
luego, en lo que concierne a la viuda, dada su 
situación de separación legal, puede afirmarse 
de forma contundente que no padecería ningún 
perjuicio moral (perjuicio existencial o de afec-
ción por el doloroso vacío dejado por la muerte 
del ser querido) que justificara por tal concepto 
el más mínimo resarcimiento; y, respecto de los 
hijos, aunque los mismos han de gozar de una 
presunción violentísima de sufrir algún perjuicio 
moral (afectivo, coexistencial) por la muerte del 
padre, pese a no convivir con él, sería necesario 
que constaran algunos datos para brindar asi-
dero a su existencia y, por lo tanto, a la proce-
dencia de su resarcimiento.

De cualquier forma, puede afirmarse de for-
ma tajante que la viuda no sufriría perjuicio mo-
ral alguno que mereciera resarcimiento y que 
tendría derecho exclusivamente a ser resarcida 
por los perjuicios patrimoniales de lucro cesan-
te que le causara la muerte del marido respecto 
al importe de la pensión que le había reconoci-
do la sentencia de separación legal, aunque, na-
turalmente, teniendo en cuenta que, como con-
secuencia de la muerte del marido, se converti-
ría en perceptora de una pensión de viudedad, 
debería necesariamente computarse su importe 
de acuerdo con la regla de la compensatio lu-
cri cum damno, y fijar el resarcimiento por los 
perjuicios económicos en la medida en que la 
capitalización de la pensión compensatoria ma-
trimonial supusiera una cantidad superior a la 
capitalización de la pensión social de viudedad.

Si la indemnización fijada por la AP hubie-
ra quedado vertebrada y se hubiera distinguido 
entre el resarcimiento de los perjuicios perso-
nales (morales) y el de los patrimoniales y se 
hubiera distinguido además la cantidad asigna-
da por uno y otro concepto a cada uno de los 
tres perjudicados, se estaría en condiciones de 
censurar de forma convincente la solución re-
sarcitoria adoptada, pues no puede servir una 
mera declaración general de que la viuda pade-
ciera un perjuicio moral en un supuesto en que 
lo normal es que no existiera; y era preciso cal-
cular los perjuicios económicos de acuerdo con 
parámetros objetivos y verificables contraídos a 
los que anteriormente han quedado señalados, 
respecto a la cantidad de la que se beneficiaba 
la viuda y, en su caso, los hijos con cargo a los 

ingresos del marido, con su compensación con 
las prestaciones de índole social.

Pues bien, aunque no lo dice el TS, puede 
perfectamente afirmarse que la cantidad que 
reclamaron los demandantes era la que resulta-
ba de la utilización del sistema legal de valora-
ción, de acuerdo con las cuantías actualizadas 
a 1998 en que se presentara la demanda. Efec-
tivamente, de acuerdo con la Resolución de 24 
de febrero de 1998, por un fallecido que no tu-
viera cumplidos los 66 años, correspondería al 
cónyuge viudo una suma básica de 12.632.000,- 
Ptas. y a cada hijo mayor de edad menor de 
25 años una de 2.105.000,- Ptas., de tal ma-
nera que, sumando estas cantidades, resulta 
una suma básica para los tres perjudicados de 
18.842.000,- Ptas., a cuya cantidad se aplicaría 
el incremento del 10% por el factor de correc-
ción por perjuicios económicos de la tabla II y 
arroja ello la suma de 20.726.200,- Ptas. Con-
trástese esa cifra con la que fue reclamada en 
la demanda, ascendente a 20.297.200,- Ptas. y 
no parecer nada temerario llegar a la conclusión 
de que los cálculos económicos para formular la 
pretensión económica se efectuaron con base 
en el sistema legal valorativo, de acuerdo con la 
actualización señalada. Así las cosas, se está en 
condiciones de vertebrar las indemnizaciones 
pedidas y tendría que llegarse a la conclusión 
de que la viuda, pese a estar legalmente separa-
da de su marido, solicitó, en concepto de perjui-
cios morales, 12.632.000,- Ptas. que tendría que 
haber sido rechazada, mientras que cada uno 
de los hijos mayores reclamó 2.105.000,- Ptas. 
también como suma básica; y que los deman-
dantes pidieron por el factor de corrección por 
perjuicios económicos 1.263.200,- Ptas. para la 
viuda y 210.500,- Ptas. para cada hijo.

En este caso, la aceptación por parte del TS 
de una indemnización que, según resulta de su 
sentencia, se fija globalmente, sin tener en cuen-
ta su verdadera estructuración interna, com-
plicaba la labor de diferenciar el resarcimiento 
(indebido) por los (inexistentes) perjuicios mo-
rales de la viuda y por los perjuicios personales 
reales de los hijos; y, desde luego, imposibilita-
ba, por falta de datos, un control racional de la 
corrección de la indemnización establecida por 
perjuicios económicos causados a los tres; de 
tal manera que, en definitiva, el lector de la sen-
tencia, adoptada una perspectiva mínimamente 
crítica, gustaría de conocer los datos omitidos 
para propiciar una opinión al respecto y aceptar 
que verdaderamente hubiera perjuicios econó-
micos que pudiera ser que inexistieran, pese a 
la apodíctica declaración a la que se aferra el TS 
respecto a la efectuada por la AP.
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1. Introducción 

Uno de los conceptos que con frecuencia 
integra la acción de resarcimiento de los daños 
y perjuicios sufridos como consecuencia de un 
accidente de circulación es el relativo a la recla-
mación derivada de la paralización del vehículo 
dañado para su reparación. 

Los problemas que estas reclamaciones 
originan son diversos. De una parte y de for-
ma fundamental, si estos daños son resarcibles; 
de otra, cuál es su justa medida, esto es cómo 
debe procederse a su cuantificación.

El estudio que nos proponemos hacer de 
estas cuestiones es de carácter eminentemente 
práctico y se basa en el estudio de los criterios 
seguidos por nuestras audiencias provinciales, 
fundamentalmente dictadas dentro del último 
año. Constituye una nota sobresaliente del mis-
mo la dispersión de criterios, el diferente trata-
miento que un mismo problema recibe por cada 
uno de los tribunales que se ha ocupado de él.

Los daños de los que se debe responder 
en el caso de que el vehículo deba permanecer 
paralizado, para su reparación o por cualquier 
otra causa, como consecuencia de un accidente 
de tráfico están constituidos tanto por el daño 
emergente como por el lucro cesante. Es decir, 
utilizando otra terminología muy al uso, podría-
mos decir que están integrados tanto por los 
daños propiamente dichos como por los perjui-
cios.

2. Su conceptuación como daño emergente o 
como lucro cesante

La reclamación de los daños derivados de 
la paralización tanto puede hacerse en concep-
to de daño emergente como de lucro cesante.

Estaríamos ante una reclamación por daño 
emergente, por ejemplo, cuando, ante la parali-
zación, el titular del vehículo siniestrado ha acu-
dido a su sustitución temporal por otro a tra-
vés del alquiler; se trataría de una reclamación 
por lucro cesante cuando esa sustitución no se 
hubiera producido y se reclame el importe de 
las ganancias dejadas de percibir como conse-
cuencia de la privación de su uso.

Por consiguiente, que estemos ante daño 
emergente o lucro cesante, con las importantes 
consecuencias a ello inherentes, suele depender 
en exclusiva de la voluntad de quien ha sufrido 
el daño, que puede optar por acudir al alquiler 
de un vehículo de sustitución o no hacerlo. Aun-

que no es infrecuente que el vehículo de sus-
titución le sea atribuido al usuario del vehículo 
siniestrado por causas distintas a su voluntad, 
o al menos a su iniciativa. Así podría ocurrir en 
los casos en los que la cobertura de su propio 
seguro establezca la prestación de un vehículo 
de sustitución durante los días en los que se va 
a ver privado del siniestrado, o bien cuando en-
tran en juego las empresas que se dedican por 
propia iniciativa a facilitar vehículos de sustitu-
ción y, en contraprestación, adquieren el crédito 
del titular del vehículo siniestrado.

Si se reclama por un concepto o por otro no 
es una cuestión nimia, porque las reglas del en-
juiciamiento de los daños son distintas en cada 
uno de los casos. No obstante, cosa distinta es 
que deba optarse por una u otra forma de re-
clamación, ya que no existe incompatibilidad 
entre la reclamación por daño emergente y por 
lucro cesante, siempre que no se incurra en una 
duplicidad de reclamación, esto es, en enrique-
cimiento injusto.

El problema se encuentra en que no es in-
frecuente que se entremezclen uno y otro con-
cepto, sea en la demanda o bien en la senten-
cia, con el resultado de que no se conozca bien 
qué se está resarciendo propiamente. Así ocu-
rre en el caso resuelto por la SAP Cáceres de 6 
de octubre de 2011 (ROJ: SAP CC 720/2011), en 
el que, según se deriva de la propia sentencia, 
se había reclamado el lucro cesante derivado 
de la paralización del vehículo de una autoes-
cuela, pretensión que resultó desestimada en 
la primera instancia. La audiencia, que acoge la 
reclamación, no se limita a argumentar sobre la 
existencia del lucro sino que razona que existe 
un daño emergente relacionado con la amorti-
zación proporcional del coste de adquisición del 
vehículo, sus gastos fijos, etc. En sentido similar 
puede verse SAP Huesca de 17 de mayo de 2011 
(ROJ: SAP HU 179/2011), en el caso de paraliza-
ción de un camión, en el que también se había 
reclamado por lucro cesante, en la que también 
se razona que la paralización derivada de un ac-
cidente, ocasione o no un lucro cesante, supone 
de por sí un daño emergente, por la privación 
de uso de un bien que tiene no sólo un coste de 
adquisición a amortizar y disfrutar durante toda 
la vida útil del vehículo y, además, unos gastos 
de seguro e impuestos de circulación.

En realidad, lo que estas sentencias hacen 
no es conceder indemnización por daño emer-
gente allí donde se había reclamado por lucro 
cesante, supuesto en el que habrían incurrido 
en incongruencia, sino algo distinto, se limitan 
a razonar la existencia de un daño por parali-
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zación que está en la naturaleza de las cosas y 
que justifica que se conceda indemnización. Lo 
que ocurre es que esa forma de argumentar, si 
bien puede parecer sugerente, no está exenta 
de serios inconvenientes: el principal de ellos 
que se difumine el debate y que no se sepa bien 
qué es lo que se está resarciendo.

Si se quiere evitar ese riesgo es preciso so-
licitar en la demanda resarcimiento por un con-
cepto y por el otro de forma acumulada. Por 
ejemplo, se puede reclamar por lucro cesante, 
que es el concepto más amplio, y, subsidiaria-
mente, hacerlo por daño emergente, para el 
caso de que no prosperara la primera. Hacerlo 
de forma indiscriminada, esto es, sin calificar si 
se reclama por daño emergente o por lucro ce-
sante, puede parecer otra opción, aunque más 
problemática porque puede originar una nota-
ble confusión en el debate de cómo probar y 
cuantificar el daño, que es distinto en cada caso.

Más adelante me ocuparé como mayor de-
talle de esta cuestión, que ahora dejo solamente 
apuntada.

3. El principio de íntegra reparación y sus límites

Sea como daño emergente o como lucro 
cesante, el titular del vehículo siniestrado tiene 
derecho a la íntegra reparación de los daños su-
fridos, lo que incluye tanto la reparación de los 
daños sufridos por el vehículo como los deriva-
dos de la imposibilidad de su utilización durante 
el tiempo necesario para la reparación. Y, den-
tro de estos últimos, tanto el daño emergente 
como el lucro cesante.

El límite en uno y en otro caso es el mis-
mo: los daños y perjuicios efectivamente sufri-
dos. Ni menos que los efectivamente sufridos, 
porque no existe ningún límite al resarcimiento, 
pero tampoco más, porque la propia naturaleza 
del derecho de resarcimiento impide que pueda 
existir un enriquecimiento injusto por parte de 
la víctima como consecuencia del accidente.

La forma de evitar que exista enriqueci-
miento injusto consiste en enjuiciar correcta-
mente el daño que se está resarciendo. El ries-
go de enriquecimiento injusto se produce, de 
forma esencial, en el caso de reclamaciones 
por lucro cesante, cuando no se enjuicia con 
rigor si efectivamente el beneficio reclamado 
se habría producido naturalmente. Y digo con 
rigor, no con carácter restrictivo, pues son dos 
cosas distintas. El enjuiciamiento del lucro no 
tiene por qué hacerse con carácter restrictivo, 
como reiteradamente vino afirmando una juris-

prudencia que ya puede considerarse anticua-
da, sino con seriedad, con rigurosidad, como 
todo el enjuiciamiento debe ser hecho. Pero no 
con mayor rigor o nivel de exigencia sino con 
el mismo que el del daño emergente. La dife-
rencia está en que en el caso del daño emer-
gente se enjuicia sobre hechos y en el del lucro 
cesante sobre hipótesis, pero ello no significa 
que ese enjuiciamiento sobre lo que podría ha-
ber ocurrido y no sucedió no deba hacerse con 
seriedad y que, ante la dificultad probatoria, se 
acuda a expedientes que simplifiquen en ex-
ceso esas dificultades pero no impidan que se 
esté dando lugar a un enriquecimiento injusti-
ficado.

Otro de los límites del principio de la ín-
tegra reparación se encuentra en el deber de 
mitigar el daño, que corresponde a quien lo 
ha sufrido. El deber de mitigar el daño exige 
al acreedor del resarcimiento la adopción de 
todas aquellas medidas que, atendidas las cir-
cunstancias del caso, se estimen razonables 
para evitar o paliar la propagación de las con-
secuencias del daño causado1. Aunque no se 
trata de un deber que se encuentre expresa-
mente previsto en el Código Civil, expresa un 
criterio de racionalidad jurídica que en nuestro 
ordenamiento puede conectarse con las exi-
gencias de la buena fe2.

4. El deber de mitigar el daño acudiendo al 
alquiler de vehículo de sustitución

He anticipado que la posibilidad de acudir a 
un vehículo de sustitución del vehículo siniestra-
do es una simple opción de quien ha sufrido el 
daño. No obstante, esa opción puede constituir 
un verdadero deber jurídico cuando, siendo po-
sible la sustitución, el importe del lucro cesante 
derivado de la privación del vehículo pudiera ser 
superior al coste del vehículo de sustitución. Así 
resulta del deber de mitigar el daño que pesa 
sobre quien lo ha sufrido, como he referido en el 
apartado anterior.

Por consiguiente, podría considerarse que 
el costo de un vehículo de sustitución opera 
como límite máximo del resarcimiento que se 
puede obtener en concepto de lucro cesante, 
en el caso de que no se hubiera optado por la 
sustitución sino por la directa reclamación del 
lucro cesante.

1 Soler preSaS, El deber de mitigar el daño (a propósito de 
la STS, 1.ª, de 15 de noviembre de 1994), en ADC, 1995, pág. 
960.

2 díez-piCazo, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, II 
(ed. 2008), p-ag. 783.
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Ello no significa que el precio del vehículo 
de sustitución sea, en todo caso, indicativo del 
daño por paralización, sino lo que se ha afirma-
do, que actúa como límite máximo al realizar la 
cuantificación del lucro cesante por la imposi-
bilidad de utilizar el vehículo siniestrado. Pero, 
para que proceda el resarcimiento, tanto en el 
caso de reclamación por daño emergente como 
de lucro cesante, será preciso, previamente ana-
lizar si realmente concurren otros requisitos, a 
los que más adelante me referiré.

Y, por otra parte, para que ese límite que re-
presenta el costo de la sustitución efectiva, pue-
da entrar en juego es preciso que exista una real 
posibilidad de sustitución, cosa que no siempre 
ocurre, atendido que la actividad desarrollada 
por el titular del vehículo siniestrado no siem-
pre se puede desarrollar con otro distinto, como 
ocurre, por ejemplo, en el caso de auto-taxi, o si 
bien se puede desarrollar con otros vehículos, 
no existe un mercado de alquiler de los mismos 
al que acudir para realizar la sustitución.

Una segunda manifestación de ese deber 
de mitigar el daño es que no se pueda reclamar, 
en todo caso, por la simple paralización, sino ex-
clusivamente por la que estrictamente sea con-

secuencia del accidente. Una parte sustancial 
de la litigiosidad que se plantea en supuestos 
de reclamación por paralización tiene que ver 
precisamente con esta cuestión, con el perío-
do por el que se puede reclamar, esto es, los 
días efectivos de paralización que son imputa-
bles al autor del daño cuando hayan acontecido 
circunstancias que hayan prolongado el tiempo 
estricto preciso para la reparación.

5. La paralización relevante

Otra cuestión frecuente en la jurisprudencia 
menor es la relativa a qué paralización es la que 
se puede tomar en consideración a los efectos 
de conceder indemnización por este concepto: 
si exclusivamente la precisa para la reparación o 
también incluye la necesaria para otros concep-
tos, tales como la evaluación de los daños por el 
asegurador o por peritos de parte, aunque final-
mente no se llegue a reparar porque se juzgue 
antieconómico.

Como punto de partida debe tomarse en 
consideración que lo que realmente ocasiona el 
daño es la imposibilidad de utilizar el vehículo 
siniestrado como consecuencia del accidente. 
Por consiguiente, el derecho al resarcimiento 
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por este concepto puede existir siempre que 
exista imposibilidad de uso efectivo, aunque 
sea evidente que el vehículo no puede ser ob-
jeto de reparación, dada la gran entidad de los 
daños. En tal caso, lo que podrá ser objeto de 
indemnización es precisamente la imposibi-
lidad de utilizar el vehículo durante el tiempo 
preciso para que su titular lo reponga. Dado 
que ese lapso temporal puede ser muy distinto 
en función del tipo de vehículo, o de su mar-
ca o modelo, para juzgar si el periodo por el 
que se reclama es excesivo, habrá que estar a 
lo que se pruebe sobre el tiempo medio que se 
puede tardar para conseguir un vehículo igual 
o similar al siniestrado. Si el propietario ha op-
tado por un modelo distinto, y esa opción ha 
comportado un plazo de espera superior al que 
se habría producido en el caso del vehículo 
siniestrado, el mayor plazo debe correr de su 
cuenta, pues no puede ser considerado como 
imputable al hecho dañoso sino a su propia de-
cisión. En cambio, si opta por el mismo modelo, 
aunque el plazo de entrega sea muy superior a 
otros de su misma categoría, no parece que se 
pueda negar indemnización.

En el plazo de tiempo que se puede recla-
mar debe incluirse el preciso para realizar la 
búsqueda en el mercado de un vehículo simi-
lar, por lo común unos pocos días, ya que debe 
partirse de circunstancias normales en quien 
ha sufrido el daño, esto es, que debe continuar 
con su actividad profesional y no le puede ser 
exigido que se dedique en exclusiva a ello. No 
obstante, más allá de lo que pueda considerarse 
como un plazo común, el usual que cualquier 
usuario medio precisaría, no puede considerar-
se imputable al autor del daño, sino que debe 
correr de cuenta de quien lo ha sufrido.

 También debe incluir el plazo por el que se 
puede reclamar el preciso para que, según las 
circunstancias del caso, el propietario del vehí-
culo decida si le conviene reparar u opta por la 
sustitución. Con frecuencia se trata de una deci-
sión difícil, que se demora en el tiempo. De esa 
demora únicamente es razonable que se pueda 
trasladar al causante del daño el tiempo que se 
considere razonable que hubiera empleado un 
usuario medio, no el que en cada caso se haya 
tomado el que lo ha sufrido, cuando el plazo 
ha sido excesivo, esto es, superior al que cabría 
presumir como medio.

En todos esos casos, lo que es preciso exa-
minar es si existe nexo causal entre la privación 
del uso que debe sufrir el titular del vehículo si-
niestrado y el accidente. Mientras el nexo causal 
no se vea afectado por ninguna circunstancia 

distinta, como pueda ser la libre elección del 
propietario, existirá derecho a la indemnización.

Ejemplo de esta problemática, aunque re-
suelto de forma dudosamente acertada, es el 
que ofrece la SAP Toledo, Sec. 2.ª, de 20 de Abril 
de 2011 (ROJ: SAP TO 439/2011). Se había recla-
mado la cantidad de 91.564,14 euros por la para-
lización de un camión siniestrado. El juzgado de 
primera instancia había desestimado la indem-
nización de este concepto con el argumento de 
que el demandante conocía desde momentos 
próximos al accidente que no se iba a reparar y 
la audiencia la confirma, no sin antes haber ar-
gumentado que la cosa hubiera sido distinta si la 
reclamación se hubiera limitado al tiempo en el 
que tardó en adquirir otro. Coincido con el argu-
mento: lo procedente en ese caso hubiera sido 
limitar la reclamación al tiempo preciso para ad-
quirir otro vehículo de condiciones similares. No 
obstante, de lo que discrepo es de que la solu-
ción correcta sea la desestimación de esta pre-
tensión; en mi opinión, lo correcto hubiera sido 
su reducción a la indemnización correspondiente 
al período preciso para la sustitución del vehícu-
lo, lo que no es algo sustancialmente distinto a 
lo reclamado sino solo menos de lo mismo re-
clamado. Probablemente el problema se pudie-
ra encontrar en que la discusión en el proceso 
hubiera quedado desenfocada, de manera que 
no se hubiera practicado prueba en torno a cuál 
hubiera sido el plazo razonable para esa sustitu-
ción. Pese a ello, no creo que pueda justificar la 
íntegra desestimación de esa pretensión, pues 
nada le hubiera impedido al tribunal utilizar cri-
terios extraídos de las máxima de la experiencia 
humana y reducir la indemnización al valor del 
vehículo de sustitución (que se había utilizado 
como base para realizar la reclamación) durante 
unos días o unas semanas, en función de las ca-
racterísticas del vehículo a adquirir3.

Otro ejemplo, en el que resulta aún más du-
doso que se resolviera correctamente, es el que 

3 La resolución nos da cuenta de la argumentación del ape-
lante que justificaba la reclamación aludiendo al derecho del 
propietario a decidir durante un tiempo si reparaba o sustituía, 
tras la calificación de la aseguradora de la reparación como 
antieconómica, pero no el lapso temporal al que se refiere la 
reclamación de los gastos de sustitución. Ello nos lleva a opi-
nar que hubiera sido razonable haber indemnizado por todo 
el tiempo que se tomó el asegurador en emitir el informe y, al 
menos, una semana más, dentro de la cual el propietario, que 
no tenía por qué haber seguido el criterio del asegurador, sino 
que podría haber optado por la reparación, siempre que su 
coste no fuera desproporcionado respecto del valor venal del 
vehículo, hubiera podido optar por una u otra solución. Que 
finalmente optara por no reparar no le puede situar en una 
posición desfavorable a si hubiera optado por reparar, como 
probablemente hubiera podido legítimamente hacer.
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proporciona la SAP Madrid, 14.ª, de 18 de mayo 
de 2011 (ROJ: SAP M 6403/2011). Se trataba de 
la reclamación efectuada por una empresa que 
se dedicaba al alquiler de vehículos sin conduc-
tor por los daños sufridos por uno de los ve-
hículos que explotaba, vehículo que ostentaba 
en condición de arrendataria. Reclamó por el 
período en el que se vio privada del uso, esto 
es, el periodo situado entre el accidente y el 
informe definitivo de considerarlo siniestro to-
tal. No está claro si la reclamación se hizo por 
daño emergente o por lucro cesante. Lo cierto 
es que tanto el juzgado como la audiencia la re-
chazaron íntegramente con una argumentación 
un tanto confusa, mezcla de la falta de acredi-
tación de la cuantía de los perjuicios sufridos y 
(esencialmente) porque se había demorado en 
exceso (26 días) la peritación para declarar el 
vehículo como siniestro total.

El supuesto de hecho del caso anterior nos 
ofrece datos de mucho interés para analizar 
cómo debería haberse hecho la reclamación 
y también sobre cómo resolverla. En cuanto a 
lo primero, se debería haber distinguido entre 
daño emergente y lucro cesante y optado con 
claridad sobre lo que se estaba reclamando en 
cada caso. Si se considera que la empresa de 
alquiler de vehículos venía pagando un alquiler 
mensual por el vehículo, la privación de él po-
día reclamarse como daño emergente, distribu-
yendo la cuota del alquiler mensual entre cada 
uno de los días de privación. Esa reclamación 
se puede complementar con la que correspon-
dería a lucro cesante, si bien incluyendo en ésta 
estrictamente el beneficio que se podría haber 
obtenido por la explotación, deducido el costo 
del vehículo para no duplicar la solicitud de re-
paración. Si se hubiera reclamado en esos tér-
minos, que no lo parece (a partir de lo que en la 
sentencia se argumenta) probablemente el des-
enlace hubiera sido distinto. Por otra parte, tan-
to si lo que se reclama era exclusivamente lucro 
cesante como en el caso de que se hubiera re-
clamado daño emergente, no es suficiente para 
justificar su íntegra improcedencia el hecho de 
que se hubiera demorado con exceso en deci-
dirse por no reparar sino que debió al menos 
haberse indemnizado la parte correspondiente 
a los días que se hubieran considerado razona-
bles. ¿Cuántos? Los que el tribunal hubiera juz-
gado oportunos a la vista de las circunstancias 
del caso que le resultaran conocidas. En mi opi-
nión, no menos de 8-10 días.

En cambio, debe excluirse del plazo el pe-
ríodo de tiempo en el que, si bien existió una 
abstracta falta de disposición del vehículo por 
parte de su usuario, en cambio no existió una 

real privación del uso por otras circunstancias, 
tales como las propias lesiones sufridas por el 
usuario como consecuencia del propio acci-
dente, o incluso otras circunstancias externas. 
No sería de aplicación esta circunstancia en el 
caso de que el vehículo se utilizara por diversos 
usuarios y se hubiera acreditado una efectiva 
privación del uso.

Una buena aplicación de ese principio nos 
lo proporciona la SAP León, 1.ª, de 31 de mayo 
de 2011 (ROJ: SAP LE 773/2011), que juzga un 
caso en el que se reclamaban 1.628,54 euros por 
el alquiler de una furgoneta con la que sustituir 
la accidentada. Tanto el juzgado como la au-
diencia denegaron la indemnización con el cri-
terio de que todo el período reclamado corres-
pondía al periodo durante el cual el propietario 
del vehículo, a la vez que conductor único, se 
encontraba de baja para la actividad profesio-
nal como consecuencia de las lesiones sufridas 
por consecuencia del propio accidente. La au-
diencia razona con acierto que la indemnización 
que tiene derecho a percibir por consecuencia 
de los días de incapacidad temporal supone el 
íntegro resarcimiento de sus daños.

6. Sobre el cómputo del plazo de paralización

Una de las cuestiones que más conflicto 
plantea es la relativa al cómputo del plazo de 
paralización que se debe tomar en considera-
ción para fijar el resarcimiento.

El plazo de la efectiva reparación, que es 
lo que se suele reclamar, no siempre es el me-

Si se considera que la empresa de 
alquiler de vehículos venía pagando 
un alquiler mensual por el vehículo, 
la privación de él podía reclamarse 

como daño emergente, distribuyendo 
la cuota del alquiler mensual entre 

cada uno de los días de privación. Esa 
reclamación se puede complementar 

con la que correspondería a lucro 
cesante, si bien incluyendo en ésta 

estrictamente el beneficio que 
se podría haber obtenido por la 

explotación, deducido el costo del 
vehículo para no duplicar la solicitud 

de reparación
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jor parámetro indicativo del daño que se pue-
de reclamar. Por ello, lo razonable es limitarse 
a considerarlo como lo que efectivamente es, 
esto es, una frontera del daño reclamable, un 
límite máximo, pero no una circunstancia in-
dicativo de la reclamación que efectivamente 
procede.

Para poder determinar por qué plazo se 
puede efectivamente reclamar es preciso pre-
guntarse si ese plazo es, todo él, imputable al 
accidente, pues únicamente se responde del 
daño causalmente consecuencia del accidente 
producido. Por consecuencia, es preciso hacer 
un examen preciso de qué concretos días son 
imputables al hecho dañoso y qué concretos 
días no lo pueden ser. Se trata de un análisis 
que no está desprovisto de serias dificultades, 
porque las circunstancias concretas a tomar en 
consideración no aparecen suficientemente cla-
ras. Desde una perspectiva restrictiva o estric-
ta, podría pensarse que los días de paralización 
por los que se responde son los estrictamente 
necesarios para llevar a cabo la reparación, de 
forma que no se incluirían los días que median 
entre el accidente y el inicio de la reparación o 
bien los imputables a su demora una vez inicia-
da por la falta de disponibilidad de las piezas de 
recambio precisas. Desde una perspectiva más 
amplia o flexible, en cambio, se podría conside-
rar que todos esos días se deben incluir en la 
reparación, al menos cuando tampoco sean im-
putables a quien haya sufrido el daño. 

Personalmente estimo que la perspectiva 
correcta es la segunda, pues la demora en re-
parar por no disponibilidad de las piezas o por 
saturación de trabajo del taller no la elije quien 
sufre el daño sino que es una circunstancia ex-
terna con la que se encuentra.

En lo que, en cambio, existe coincidencia 
es en que no son incluibles aquellos días de de-
mora injustificada que se puedan imputar ex-
clusivamente a la voluntad de quien ha sufrido 
el daño. Cosa distinta es que, como he adelan-
tado, puede entenderse como demora injustifi-
cable imputable a quien haya sufrido el daño. 
Por ejemplo, no creo que tenga ese carácter el 
tiempo de reflexión necesario para adoptar la 
decisión de si reparar o reemplazar, en aquellos 
casos en los que sea dudosa la decisión y razo-
nable decantarse tanto por una como por otra 
opción. Para determinar ese plazo debe acudir-
se a criterios medios, esto es, a criterios objeti-
vos, no a los sujetivos que haya podido experi-
mentar el que haya sufrido el daño, cuando su 
plazo de reacción haya sido superior al que pu-
diera estimarse como medio razonable.

No puede incluirse en el plazo de demora 
el que sea consecuencia del retraso producido 
por el ejercicio del derecho de retención por 
parte del titular del taller ante el impago de la 
factura. Como obligado al pago debe conside-
rarse, como regla, al propietario del vehículo. 
Sus dificultades financieras únicamente a él le 
son imputables, desde una perspectiva de im-
putación causal, que es desde la que se está 
analizando este problema. Y lo mismo ocurriría 
en el caso de que sea su asegurador el obligado 
al pago. La imputación causal sigue dentro de la 
esfera de quien ha sufrido el daño y no la puede 
repercutir a quien lo ha causado porque ése es 
un riesgo del que no puede responder. En cam-
bio, si el obligado al pago es el asegurador del 
vehículo responsable, es obvio que ese periodo 
de tiempo se debe incluir en la reclamación.

En principio, el plazo preciso para que el 
asegurador que deba responder de los daños 
efectúe su peritación debe considerarse inclui-
do en la reparación, al tratarse de una circuns-
tancia inherente a este tipo de daños. No obs-
tante, ese plazo debe ser el estrictamente nece-
sario, unos pocos días a lo sumo, en atención a 
las circunstancias del caso, esto es, la dificultad 
que la propia peritación plantee, el lugar en el 
que el accidente se haya podido producir, etc. 
De lo que no puede responder el que ha causa-
do el daño es de una demora excesiva en la pe-
ritación de los daños que sea imputable al peri-
to del asegurador propio de quien los ha sufri-
do. Debería sufrir la demora que sea imputable 
al perito propio, esto es, del propio asegurador, 
pero nunca la del ajeno, como resulta lógico.

En cuanto a las demoras que sean imputa-
bles al taller, en principio no deben considerarse 
relevantes al efecto de excluir los días que co-
rrespondan a ellas, salvo que se acredite que se 
podrían haber evitado por el propietario del ve-
hículo siniestrado acudiendo a un taller distinto, 
pues en tal caso la demora es imputable a su 
decisión y no al hecho dañoso. 

7. Sobre la prueba del plazo de paralización

Por lo común, la prueba del plazo de pa-
ralización se efectúa tras haberse efectuado la 
reparación y los medios de prueba que se apor-
tan al proceso consisten en las certificaciones 
expedidas por el dueño o encargado del taller 
que hizo la reparación o bien su declaración 
testifical. No obstante, nada evita que se pue-
da acudir a medios de prueba distintos. Un caso 
peculiar es el que se objeto de consideración 
por la SAP Huesca, Sec. 1.ª, de 31 de mayo de 
2011 (ROJ: SAP HU 213/2011), en un supuesto en 
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el que lo que se había aportado era la certifica-
ción expedida por un taller de chapistería que 
indicaba que el vehículo (un autotaxi aún no re-
parado) debía permanecer para la en sus ins-
talaciones durante tres días para llevar a cabo 
la reparación. El juzgado no consideró con ello 
acreditada la paralización y no concedió indem-
nización por este concepto. La audiencia, en 
cambio, si bien no consideró que fuera prueba 
suficiente para estimar que la paralización se 
había producido durante los 3 días que la cer-
tificación afirmaba, consideró acreditado que 
se había producido paralización durante un día, 
atendido que había resultado acreditado que la 
reparación se había producido, y concedió la in-
demnización correspondiente a este período.

El criterio que esa sentencia aplica me pare-
ce correcto. El hecho de que no exista un medio 
de prueba que sea directo, cuando podía existir, 
ya que la reparación se había producido efectiva-
mente, debe conducir a no conceder credibilidad 
a medios menos confiables, como era el aporta-
do a aquellas actuaciones. No obstante, que ese 
medio de prueba no sea fiable no tiene por qué 
conducir a no conceder reparación alguna cuan-
do en el proceso existan datos que permitan co-
nocer con razonable seguridad que se produjo 
daño por paralización. En la propia naturaleza 
de las cosas se encuentra que una reparación de 
chapistería, por mínima que sea, comporta la pri-
vación del vehículo durante al menos una jorna-
da. Por esa razón, al menos había que conceder 
indemnización por ese período.

Esa misma regla se puede aplicar para apre-
ciar que, en el caso concreto, el plazo de parali-
zación había sido sustancialmente mayor, cuan-
do así se derive de las circunstancias del caso. 
Nada irregular existe en ello. El juez se limita a 
utilizar máximas de la experiencia humana ad-
quirida para dar por fijado un hecho que indi-
rectamente está acreditado por otras circuns-
tancias. De manera que lleva a cabo un juicio 
valorativo utilizando un instrumento válido para 
ello como es la utilización de las máximas de la 
experiencia.

8. La prueba de la paralización es requisito 
para la indemnización pero no la determina

Por otra parte, que se pruebe el plazo du-
rante el cual el vehículo no se ha podido utili-
zar, si bien es condición necesaria para que se 
pueda conceder la indemnización, no tiene por 
qué ser un dato definitivo. Para que exista dere-
cho a la indemnización debe existir daño, esto 
es, un verdadero perjuicio patrimonial para el 
titular del vehículo siniestrado. Ese perjuicio se 

puede presumir en la mayor parte de las ocasio-
nes pero no tiene por qué existir siempre. Buen 
ejemplo de ello nos lo proporciona el caso re-
suelto por la SAP de Burgos, 3.ª, de 27 de mayo 
de 2011 (ROJ: SAP BU 508/2011). Se trataba 
de daños sufridos por un autobús dedicado al 
transporte escolar y que fue reparado durante 
las vacaciones escolares, esto es, entre los días 
28 y 31 de diciembre. La indemnización fue co-
rrectamente rechazada tanto en primera como 
en segunda instancia4. Para que la indemniza-

4 Aunque es cierto que no únicamente porque no se con-
siderara acreditado que fuera objeto de otros usos sino 
también (de forma fundamental) porque la reclamación de 
daños por paralización se consideró que se había efectuado 
de forma extemporánea, mediante un escrito de ampliación 
posterior a la demanda.



51

d

o

c

t

R

i

n

a

www.asociacionabogadosrcs.org

ción pueda prosperar en un caso como éste hu-
biera sido preciso, al menos, que se acreditara 
que el autobús se aplicaba a otros usos y que 
no pudo ser objeto de aplicación a ellos durante 
los días en los que fue objeto de reparación.

Por consiguiente, la paralización del vehí-
culo no es más que un dato instrumental que 
no equivale por sí mismo a prueba de daño 
emergente o de lucro cesante. Es decir, no exis-
te daño in re ipsa por el mero hecho de la pa-
ralización, dado que es perfectamente conce-
bible que resulte absolutamente inocua desde 
la perspectiva del daño. Piénsese en los casos 
en los que el titular del vehículo que la sufre no 
utiliza el vehículo más que de forma ocasional 
o esporádica o bien dispone de una pluralidad 

de vehículos. En tales casos, no existe daño por 
el mero hecho de la paralización, de forma que 
si se pretende resarcimiento por el mero hecho 
de la privación del uso habría que añadir alguna 
circunstancia adicional que lo justificara.

No quiero decir con ello que de la simple 
privación del uso no pueda resultar ningún dato 
de interés para determinar si existe daño sino 
que puede no ser suficiente. La privación del 
uso de un vehículo constituye un indicio de la 
posible existencia de un daño patrimonial resar-
cible. Lo que ocurre es que ese indicio puede no 
verse confirmado por otros que aparezcan en el 
proceso, de forma que se considere que no es 
suficiente para estimar acreditada la existencia 
de un daño real y efectivo.

Cuando se trata de vehículos utilizados para 
usos industriales, la tendencia general lleva a 
considerar que existe un daño in re ipsa, esto es, 
que la mera paralización es indicativa de la exis-
tencia del daño. Así ocurre en los casos de au-
totaxis, prácticamente sin excepción, o bien en 
el de camiones. La SAP Granada, Sec. 3.ª, de 18 
de marzo de 2011, considera que se trata de un 
supuesto evidente de perjuicio la paralización 
del vehículo único de una autoescuela, aunque 
no se acreditara un efectivo perjuicio en forma 
de pérdida efectiva de horas de clase, ya que las 
mismas se recuperaron más tarde, si bien ello 
no evitó la improductividad durante los días de 
paralización.

En el mismo sentido pueden verse las consi-
deraciones que se hacen en la SAP Huesca, Sec. 
1.ª, de 17 de mayo de 2011 (ROJ: SAP HU 179/2011), 
si bien realizadas más desde la perspectiva del 
daño emergente que la del lucro cesante.

La excepción está representada por los ca-
sos en los que los vehículos no se explotan de 
forma separada sino que forman parte de una 
flota, supuesto en el que existe una gran disputa 
en los tribunales, con división de opiniones. Más 
adelante me referiré con detalle a este supuesto.

Cuando se trata de vehículos de particu-
lares la cuestión es distinta a la de vehículos 
industriales. En tal caso resulta mucho más 
complicado poder presumir que la simple pa-
ralización presupone el daño, si bien una amplia 
corriente de la jurisprudencia menor se ha de-
cantado durante por últimos años por la idea de 
presumir también el daño en este caso. También 
más adelante me ocupo con detalle de esta 
cuestión, al afrontar el examen de la reclama-
ción del vehículo de sustitución, esto es, en el 
apartado siguiente.
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9. La reclamación de los gastos correspon-
dientes al vehículo de sustitución como daño 
emergente

Es muy abundante la producción de di-
versas audiencias provinciales respecto de la 
cuestión del vehículo de sustitución, particular-
mente de las diversas secciones de la Audiencia 
de Barcelona, al ser en su territorio donde tie-
nen una especial implantación empresas cuyo 
objeto social ha consistido en la facilitación de 
vehículos de sustitución a usuarios que habían 
se habían visto privados del suyo mientras se 
prolongaba la reparación. El problema de fondo 
que estos casos plantean consiste en si es sufi-
ciente la acreditación de la privación del uso o 
es preciso que también se acreditara un requi-
sito adicional, esto es, la concreta necesidad del 
vehículo de sustitución. Junto a ese problema 
se ha suscitado otro instrumental, si esas em-
presas pueden considerarse legitimadas para 
efectuar esta reclamación de daños.

El problema de la legitimación activa ha 
sido resuelto en sentido favorable, al aparecer 
las empresas que lo han cedido como acreedo-
ras del crédito reclamado por virtud del con-
trato de cesión suscrito entre las mismas y el 

usuario en el momento de entrega del vehículo 
de sustitución.

Tradicionalmente se había venido exigiendo, 
para estimar la reclamación por este concepto, 
que resultara probada la necesidad del vehícu-
lo de sustitución, prueba que correspondía a la 
parte actora. El fundamento de esa exigencia 
se encuentra en el mismo concepto de daño re-
sarcible, que no es todo desembolso que esté 
relacionado con el hecho dañoso y sus conse-
cuencias, sino exclusivamente aquellos gastos 
imprescindibles, esto es, aquellos que sean con-
secuencia necesaria del hecho dañoso. Respec-
to de los que no sean consecuencia necesaria 
del hecho dañoso se podría decir que falta el 
nexo de causalidad, razón por la que no habría 
razón para responder de ellos. Si ello se conecta 
con el deber de mitigar el daño, que tiene su 
fundamento en el principio general de buena fe 
consagrado en el art. 7 CC5, conforme al cual es 
contrario a la buena fe aprovechar un accidente 
culposo para agravar la situación del causante 
del daño, debe reconocerse que resulta dudoso 
que pueda concederse indemnización por este 
concepto sin una mínima actividad probatoria 

5 díez-piCazo, Derecho de daños, Civitas, 1999, pág. 322.
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dirigida a acreditar la necesidad de la sustitu-
ción.

El criterio seguido por algunas secciones 
de la Audiencia Provincial de Barcelona en esta 
materia ha tendido a considerar que la necesi-
dad se presume a partir de la simple posesión 
del vehículo siniestrado. Ejemplo de ello son las 
siguientes resoluciones: 

1.ª) SAP Barcelona, 17.ª, de 7 de julio de 2011 
(ROJ: SAP B 9134/2011), en la que puede leerse 
lo siguiente: «no siendo discutido que Don. Ben-
jamín disponía normalmente del vehículo que 
resultó afectado por el accidente y cuya repara-
ción determinó la necesidad de su inmovilización 
durante su estancia en el taller, cabe presumir 
la necesidad de un vehículo de sustitución que 
reemplazara durante esos días al vehículo pro-
pio para que el perjudicado pudiera desarrollar 
las mismas actividades a las que normalmente 
destinaba el automóvil de su propiedad, sin re-
querirse que se precisen los concretos usos que 
realizaba y sin que ello dependa del destino do-
méstico y/o industrial a que viniera afectado el 
vehículo siniestrado. En este mismo sentido se 
pronuncia la sentencia de la Sección 16ª de esta 
Audiencia, antes citada, cuando señala que “la 
mera titularidad de un vehículo de motor parti-
cular implica un facultad indiscriminada de goce 
del mismo por parte del titular o de quien éste 
designe, cuya privación ilegítima constituye por 
sí misma un perjuicio resarcible, aunque el turis-
mo en cuestión no resulte imprescindible para el 
desarrollo de la vida diaria de su propietario, ya 
que se trata de un bien de primera necesidad de 
uso masivo, particularmente apto para satisfa-
cer el derecho de libertad deambulatoria de las 
personas físicas”».

2.ª) SAP Barcelona, 16.ª, de 8 de julio de 2011 
(ROJ: SAP B 6797/2011), en la que puede leer-
se lo siguiente: «ni es exigible prueba de que el 
afectado precisase el vehículo para trabajar, ni 
de que lo precisara para desplazarse a su domi-
cilio. Cualquiera que tiene un vehículo tiene de-
recho a utilizarlo y, si se ve privado de esa posi-
bilidad, ha de ser compensado en la única forma 
posible, que es proporcionando un vehículo de 
sustitución o pagando su coste».

3.ª) SAP Barcelona, 1.ª, de 14 de junio de 2011 
(ROJ: SAP B 6080/2011), que estima que el per-
juicio existe por el mero hecho de la inmoviliza-
ción.

En un sentido similar pueden verse la SAP 
Madrid, 12.ª, de 30 de junio de 2011 (ROJ: SAP M 
10083/2011), que estima que la necesidad está 

implícita en la propia posesión y la SAP Valen-
cia, 8.ª, de 23 de junio de 2011, que cita en el 
mismo sentido la SAP Sevilla de 22 de septiem-
bre de 2005. 

El criterio que estas resoluciones expre-
san me parece desacertado, porque no tiene 
en cuenta ni el deber de mitigar el daño ni si-
quiera la exigencia de conexión causal entre el 
hecho dañoso y el daño reclamado. Para que 
esa conexión exista no basta con acudir a cri-
terios más o menos laxos que permitan enla-
zar el hecho del accidente con la decisión de 
alquilar sino que es preciso acudir a criterios 
más serios, que permitan fundar la existencia de 
relación de causalidad. En mi opinión, para que 
exista causalidad no basta que la decisión de al-
quilar un vehículo de sustitución pueda respon-
der a la exclusiva voluntad de quien ha sufrido 
el daño. Menos aún cuando en realidad ha sido 
la voluntad de un tercero, que ha hecho de ello 
actividad lucrativa induciendo a la producción 
de gastos que normalmente no se habrían pro-
ducido. En tales casos, cuando se ha dejado de 
examinar si la sustitución obedecía a una razón 
objetiva, lo que se está haciendo es dejar sin 
examinar si existe relación causal entre el daño 
y el hecho que presuntamente lo genera, lo que 
me parece especialmente grave.

Más acertado me parece el criterio que ex-
presa la SAP Barcelona, 13.ª, de 8 de junio de 
2011 (ROJ: SAP B 7322/2011), dictada en un 
caso en el que, como las anteriores, la actora 
suministra vehículos de sustitución, cuando el 
“cliente” ha sufrido un accidente, sin coste para 
éste, pero “a cambio” de la cesión de cuantos 
derechos y acciones pudieran corresponder a 
aquél. He entresacado algunos párrafos de esta 
resolución que creo que resumen la doctrina 
que la sigue:

«Sin duda, la utilización de un vehículo de 
sustitución puede ser daño emergente indem-
nizable, en la medida que consta efectivamente 
realizado y claramente conectado con el evento 
lesivo (consecuencia necesaria, natural, adecua-
da y suficiente con el hecho generador); y “pue-
de ser”, de considerarse necesario o ineludible 
(conforme a los criterios normalmente acepta-
dos, como puedan ser motivos laborales), en 
relación con los dos principios que rigen esta 
materia, el de indemnidad o integridad y el de 
la proscripción del enriquecimiento injusto (…).

Tampoco consta que el vehículo en sustitu-
ción fuese necesario para el perjudicado, en el 
sentido de que la paralización del vehículo en 
reparación causase “per se” un perjuicio a dicho 
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cesionario (no bastan hipótesis, ni perjuicios du-
dosos o contingentes, y el “deudor” puede opo-
ner al cesionario del crédito todas las cesiones 
que tuviera frente al cedente), y que el coste 
suplementario –importe de alquiler de vehículo 
sustitutivo, que no deja de ser daño emergen-
te– se encaminase a aminorar o evitar, precisa-
mente, el lucro cesante que la privación tempo-
ral del bien comporta, por la actividad a que se 
dedica el vehículo que justifique la necesidad de 
alquilar otro; no consta que lo necesitase por 
motivos laborales o que el usuario era autóno-
mo, ni se llama al mismo como testigo».

En ese mismo sentido puede verse la SAP 
Barcelona, Sec. 11.ª, de 28 de junio de 2011 (ROJ: 
SAP B 6962/2011), que exige que la necesidad 
del perjudicado de disponer de un vehículo de 
sustitución quede acreditada, siquiera sea a tra-
vés de elementos indiciarios, correspondiéndo-
le la carga al perjudicado, que es quien se en-
cuentra en mejor situación para ello.

Y también en ese sentido se pronuncia la 
SAP Alicante, 6.ª, de 30 de junio de 2011 (ROJ: 
SAP A 1951/2011).

No creo que sea acertado exonerar a quien 
reclama daño emergente por el alquiler de un 
vehículo de sustitución de todo prueba sobre 
su necesidad porque ello implica tanto como 
exonerarle de la prueba del nexo causal entre 
el hecho dañoso y el daño. El problema se debe 
plantear de otra forma, dado que en realidad se 
encuentra en la prueba del requisito de la rela-
ción causal, no en su exoneración. En ese senti-
do sí que coincido en que es preciso introducir 
en el enjuiciamiento principios que tiendan a ali-
gerar el esfuerzo probatorio que debe hacer el 
perjudicado. Y entre esos principios ocupa un 
lugar muy destacado la prueba por indicios. La 
propia decisión de alquilar, cuando no ha sido 
inducida por terceros, sino que se ha llevado a 
cabo a instancia del titular del vehículo sinies-
trado, puede ser un valioso indicio de la nece-
sidad de su utilización. Más dudoso me parece 
que también pueda considerarse como indicio 
la simple posesión, como algunas resoluciones 
sugieren. No obstante, tampoco me parece 
censurable que se pueda utilizar ese parámetro 
como un dato más indicativo de la necesidad, 
atendido que no deja de ser cierto que si se dis-
pone de un vehículo es para utilizarlo, no para 
no utilizarlo. Ahora bien, lo que no puede consi-
derarse ese dato es como determinante, porque 
la experiencia humana pone de manifiesto que 
no todos los poseedores de un vehículo hacen 
uso a diario de él. Y probablemente ni siquie-
ra la mayor parte. Por consiguiente, el exceso 

que cometen las resoluciones criticadas no se 
encuentra en utilizar ese indicio sino en abusar 
de él y quererlo convertir en prueba de la nece-
sidad.

Por otra parte, el principio de la aminoración 
de las consecuencias del daño resulta incompa-
tible con la presunción de que existe necesidad 
por la simple posesión porque el enjuiciamiento 
de la necesidad de la utilización de un vehículo 
de sustitución no es incompatible con la exis-
tencia de un cierto sacrificio por parte de quien 
ha sufrido el daño. Como dice díez-piCazo6, el 
deber de mitigar existe en aquellos casos en 
que el resultado de la reducción del daño puede 
obtenerse adoptando medidas que no entrañen 
para el perjudicado sacrificios desproporciona-
dos o que no le coloquen ante nuevos riesgos. 
El límite no es el sacrificio sino el sacrificio in-
justificado. Por consiguiente, lo que será preciso 
enjuiciar en cada caso, para valorar si el daño es 
resarcible, es si prescindir del vehículo le com-
porta a su titular un sacrificio desproporciona-
do. Dudo mucho que así sea cuando se trate de 
un particular que utilice su vehículo de forma 
ocasional o bien de forma regular para acudir 
a su lugar de trabajo pero disponga de medios 
públicos de transporte cuya utilización no le su-
ponga un trastorno significativo.

10. Problemas concretos derivados de la recla-
mación de los daños derivados de la paraliza-
ción como lucro cesante

Aunque ya se ha visto que la reclamación 
derivada de la paralización del vehículo para 
su reparación integra conceptos susceptibles 
de ser considerados como daño emergente, lo 
más frecuente es que se reclame como lucro 
cesante. En este caso, a los problemas que se 
han adelantado deben añadirse los específicos 
derivados del resarcimiento del lucro cesante.

La jurisprudencia ha seguido criterios un 
tanto inciertos para el resarcimiento. En una 
primera época aplicó criterios muy restrictivos. 
Ejemplo de ello es la STS, 1.ª, de 22 de junio de 
1967, que resumió la doctrina sobre el lucro ce-
sante en los siguientes términos:

 «…el lucro cesante o ganancia frustrada 
ofrece muchas dificultades para su determi-
nación y límites, por participar de todas las 
vaguedades e incertidumbres propias de los 
conceptos imaginarios, y para tratar de re-
solverlas el Derecho científico sostiene que 
no basta la simple posibilidad de realizar ga-

6 díez-piCazo, op. cit. pág. 322.
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nancia, sino que ha de existir una cierta pro-
babilidad objetiva, que resulte del decurso 
normal de las cosas y de las circunstancias 
especiales del caso concreto, y nuestra ju-
risprudencia se orienta en un prudente cri-
terio restrictivo de la estimación del lucro 
cesante, declarando con reiteración que ha 
de probarse rigurosamente que se dejaron 
de obtener las ganancias, sin que éstas sean 
dudosas o contingentes y sólo fundadas 
en esperanzas, pues no pueden derivarse 
de supuestos meramente posibles pero de 
resultados inseguros y desprovistos de cer-
tidumbre, por lo que estas pretendidas ga-
nancias han de ser acreditadas y probadas 
mediante la justificación de la realidad de tal 
lucro cesante».

Esa doctrina jurisprudencial exige certeza 
respecto de las gananci as, que las mismas no 
sean contingentes o inseguras, esto es, que no 
pueden derivarse de supuestos meramente po-
sibles, pero de resultados inseguros y desprovis-
tos de certidumbre. Además, era una constante 
en la doctrina jurisprudencial la afirmación del 
carácter restrictivo con el que hay que proceder 
en el resarcimiento del lucro cesante. 

Ese planteamiento jurisprudencial al que 
acabamos de hacer referencia puede parecer 
que todavía se encuentra vigente, pues en al-
gunas sentencias en las que se quiere funda-
mentar que no existe lucro cesante se acude a 
fórmulas similares para justificar esa idea. No 
obstante, creemos que se trata más bien de una 
argumentación de conveniencia. Nuestra actual 
doctrina jurisprudencial no exige certidumbre 
sobre la ganancia sino que se conforma con 
mucho menos, como puede verse en la STS, 1ª, 
de 8 de julio de 1996: «las ganancias que pueden 
reclamarse son aquellas en las que concurre ve-
rosimilitud suficiente para poder ser reputadas 
como muy probables, en la mayor aproximación 
a su certeza efectiva».

Por consiguiente, no resulta indispensable 
la certeza absoluta sobre la ganancia, algo difí-
cil de lograr cuando la misma aún no se ha pro-
ducido, sino que basta una alta probabilidad, 
rayana en la certeza, pero en definitiva proba-
bilidad. En la STS (1ª) de 15 de julio de 1998 (RJ 
1998/5550) se baja incluso más el listón y se 
habla de “ganancias frustradas o lucro cesante 
que, con cierta probabilidad, fuera de esperar 
en el desarrollo normal de las circunstancias del 
caso”.

En sentencias mucho más recientes se ha-
bla más abiertamente de que el principio básico 

en la determinación del lucro cesante se funda 
en un juicio de probabilidad (SSTS 26 de sep-
tiembre de 2002 –RJ 2002/8094- y de 14 de ju-
lio de 2003 -RJ 2003/4629-, entre otras). En la 
STS de 29 de diciembre de 2001 (RJ 2001/1474) 
se precisa que debe tratarse de una “cierta pro-
babilidad objetiva”, que resulte del decurso nor-
mal de las cosas y de las circunstancias especia-
les del caso concreto.

 La STS de 21 de Abril del 2008 (ROJ: STS 
4757/2008) afirma lo siguiente: «En cuan-
to a los conceptos que se reclaman por lu-
cro cesante, esta Sala tiene declarado que 
el quantum [cuantía] de la indemnización 
por lucro cesante, cuando éste se refiere 
a beneficios futuros, debe obtenerse me-
diante apreciaciones prospectivas (juicio 
de probabilidad, según la STS de 14 de julio 
de 2003, rec. 3427/1997), fundadas en crite-
rios objetivos de experiencia, entre los que 
pueden servir los que operan en el mundo 
económico, contable, actuarial, asistencial 
o financiero según las disciplinas técnicas 
o científicas correspondientes, de acuerdo 
con el examen y la ponderación de las cir-
cunstancias de cada asunto; pero la existen-
cia del perjuicio por este concepto debe ser 
probada con una razonable verosimilitud, 
cosa que no ocurre cuando la ganancia o 
beneficio futuro se presenta como mera-
mente posible o hipotético, existen dudas 
sobre su producción o no se aprecia su exis-
tencia en el marco de una lógica presunción 
sobre cómo habrían sucedido los aconteci-
mientos en el caso de no haber tenido lugar 
el suceso dañoso (SSTS de 6 de septiembre 
de 1991, 5 de octubre de 1992, 4 de febrero 
de 2005, rec. 3744/1998, 31 de mayo 2007, 
18 de septiembre de 2007, rec. 4426/2000). 
Como consecuencia de ello se impone a 
la parte actora la carga de ofrecer los da-
tos que, a tenor de la situación existente al 
presentar la demanda o en el momento de 
practicar la prueba, mediante su proyección 
sobre el período futuro objeto de reclama-
ción, permitan un cálculo prospectivo del lu-
cro cesante (STS 31 de octubre de 2007, rec. 
3537/2000)».

En conclusión, la jurisprudencia no exige 
certeza absoluta sobre la existencia de las ga-
nancias futuras frustradas, lo que resultaría una 
exigencia excesiva porque resulta imposible 
acreditar la existencia de algo que aún no se ha 
producido, sino una fundada probabilidad de 
que las mismas se produzcan en el normal de-
sarrollo de las circunstancias del caso. Se trata, 
por consiguiente, de un juicio de probabilidad 
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respecto del advenimiento de esas ganancias 
esperadas que no se producirán o que ya no se 
han producido. Como tal juicio no puede produ-
cirse sobre hechos concretos siempre será un 
juicio hipotético, que debe ser realizado a partir 
de juicios de valor. Por esa razón ocupa un lu-
gar destacado en él el parámetro de la norma-
lidad. Por consiguiente, para que las ganancias 
frustradas se estimen acreditadas basta que se 
llegue a la conclusión de que se habrían normal-
mente producido de no mediar el hecho gene-
rador de responsabilidad.

El lucro cesante se apoya en la presunción 
de cómo se habrían sucedido los acontecimien-
tos en el caso de no haber tenido lugar el acon-
tecimiento dañoso7. Este juicio de probabilidad 
plantea los siguientes problemas:

1º)  ¿En qué momento debe hacerse?
2º) ¿Quién debe hacerlo?
3º) ¿Con qué criterio?

Respecto al primero de esos puntos, el jui-
cio sobre el lucro cesante es siempre un juicio 
de pronóstico, un juicio respecto de algo que 
debería haberse producido en el futuro, tal y 
como el Tribunal Supremo ha reiterado durante 
los últimos años (SSTS de 21 de abril del 2008 
-ROJ: STS 4757/2008-, 25 de marzo de 2010 
-ROJ: STS 1664/2010-, entre otras muchas). No 
obstante, el juicio de pronóstico debe hacerse 
en referencia al propio momento en el que el 
daño se produjo, particularmente en el caso de 
responsabilidad extracontractual.

En cuanto al segundo problema, el juicio de 
probabilidad en que consiste el juicio sobre el 
lucro cesante no puede ser un juicio subjetivo, 
esto es, un juicio realizado por el propio perju-
dicado, sino un juicio objetivo, realizado por un 
tercero, sea el propio juez o bien un perito.

En cuanto a los criterios a tomar en consi-
deración para realizar es juicio de pronóstico, 
son criterios de normalidad, que los podemos 
ver constantemente expresados en la jurispru-
dencia con la referencia a «según el curso nor-
mal de los acontecimientos».

El juicio sobre las ganancias es un juicio 
de probabilidad, sí, pero un juicio que se debe 
efectuar con parámetros objetivos. Cuando no 
es posible objetivar esos parámetros nos en-
contramos ante lo que la jurisprudencia viene 
denominando como meros “sueños de fortu-

7 SanToS briz, La responsabilidad civil, Madrid, 1993, pág. 290 
y ss.

na”, esto es, situaciones en las que las ganan-
cias no se pueden representar como probables 
sino más bien como contingentes o fundadas 
en meras esperanzas o expectativas sin susten-
to real. En tales casos no se puede considerar 
que estemos ante un verdadero lucro cesan-
te que se deba resarcir (SSTS 2 Oct. 1999 –RJ 
1999/7849). Ni siquiera con fundamento en la 
equidad puede procederse a resarcir ese tipo 
de expectativas, porque las mismas no pueden 
ser consideradas como daño (STS 6 de Sept. 
1991 –RJ 1991/6045).

10.1. La prueba del lucro cesante

La jurisprudencia, cuando se trata de la 
prueba del lucro cesante, viene haciendo invo-
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caciones constantes al rigor o criterio restrictivo 
con el que se debe valorar la existencia del mis-
mo. No obstante, no faltan pronunciamientos en 
los que se afirma que «lo verdaderamente cier-
to, más que rigor o criterio restrictivo, es que se 
ha de probar como en todo caso debe probarse 
el hecho con cuya base se reclama una indem-
nización, se ha de probar el nexo causal entre 
el acto ilícito y el beneficio dejado de percibir 
–lucro cesante– y la realidad de éste, no con 
mayor rigor o criterio restrictivo que cualquier 
hecho que constituye la base de una preten-
sión (SS. 8.7.96 EDJ 1996/3549 y 21.10.96 EDJ 
1996/6432)”»8.

8 SAP Córdoba (1ª) de 30 de marzo de 2004 (EDJ 
2004/14477).

La única diferencia que realmente existe en-
tre la prueba del lucro cesante y la prueba de 
cualquier otro hecho constitutivo de una pre-
tensión es que el lucro cesante no está referi-
do a un hecho acontecido sino a un hecho que 
podría haber acontecido y que no se produjo. 
De ello se derivará una consecuencia esencial: 
el objeto de la prueba no podrá ser nunca de 
forma directa la propia ganancia frustrada sino 
otros hechos que sean indicativos de que la 
misma se habría realmente producido.

Esa forma de probar está expresamente 
prevista por el legislador al regular las presun-
ciones. En el art. 386.1 (presunciones judiciales) 
se dice que a partir de un hecho admitido o 
probado, el tribunal podrá presumir la certeza, a 
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los efectos del proceso, de otro hecho, si entre 
el admitido o demostrado y el presunto existe 
un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano.

Por otra parte, también debe distinguirse 
entre los problemas que plantea la prueba de 
la existencia de la ganancia frustrada y los que 
plantea la prueba de su cuantía, que son muy di-
versos.

En cuanto a la prueba de la ganancia en sí 
misma, el problema consiste en convencer al 
juez de su existencia, lo que puede ser senci-
llo cuando la propia naturaleza de las cosas la 
conlleve, o más complicado, cuando escape a 
los parámetros de normalidad. Así, en la pro-
pia naturaleza de las cosas está que el propie-
tario y conductor de un auto-taxi se va a ver 
privado de ganancias durante el tiempo en que 
resulte imposibilitado para conducirlo, particu-
larmente en el caso de que el propio vehículo 
haya quedado dañado y deba permanecer en 
el taller para ser reparado, pero también cuan-
do él personalmente resulte imposibilitado para 
su conducción. Por consiguiente, la prueba de la 
existencia de ganancias frustradas en estos ca-
sos es una prueba fácil: basta con acreditar que 
el dañado es el titular de un auto-taxi y que va 
a resultar impedido para ejercer su oficio o bien 
para utilizar el vehículo para tal fin. 

En cambio, para cuantificar el lucro los pro-
blemas son mucho mayores, porque su importe 
dependerá de muchas circunstancias distintas, 
como el número de horas que trabaje el taxista 
afectado o la posibilidad que haya tenido de ser 
sustituido en la conducción.

10.2. La prueba de la existencia del lucro

La carga de la acreditación del lucro le co-
rresponde al que lo reclama, al tratarse de un 
hecho constitutivo de su pretensión (art. 217.2 
LEC).

Se trata de una prueba que debe hacerse 
de manera indirecta, a través de indicios, ya 
que, por concepto, no pueden existir medios 
de prueba directos de algo que no ha llegado 
a existir. La prueba por indicios es relativamen-
te frecuente en el enjuiciamiento civil en todos 
aquellos supuestos en los que no se dispone de 
medios de prueba directos.

Así, para acreditar la ganancia frustrada de un 
negocio que se ha debido cerrar se deberá acudir 
a la prueba de hechos indirectamente indicativos 
de los mismos, tales como las ganancias experi-

mentadas durante el año anterior, sea en el mismo 
período del cierre, o bien sea en término medio. 
A su vez, tales ganancias tampoco resultan fáci-
les de acreditar y es preciso acudir a medios de 
prueba tales como la propia contabilidad del co-
merciante afectado o sus declaraciones fiscales o 
bien a una pericial que las determine de acuerdo 
con criterios medios, esto es, las ganancias habi-
tuales o normales en el sector de actividad para 
un establecimiento como el afectado.

Como se puede apreciar, todos esos pará-
metros indirectos que permiten determinar si 
han existido ganancias frustradas pueden pare-
cer discutibles, pero más desde la perspectiva 
de la concreción de su importe que de la exis-
tencia o inexistencia de la propia ganancia. Por 
consiguiente, la prueba de la existencia del lucro 
puede representarse a priori como extraordina-
riamente más fácil que la prueba de su importe.

Con todo, no se trata de una prueba que no 
plantee serios inconvenientes. El problema fun-
damental que esta prueba plantea es el de la in-
tensidad probatoria precisa para que se pueda 
estimar acreditada la ganancia frustrada. Esa in-
tensidad no tiene por qué exasperarse sino que 
tiene que ser la razonable, en función de:

1º) Las dificultades probatorias que en el 
caso de plantean, esto es, de las abstractas po-
sibilidades de prueba que se encuentren a dis-
posición de las partes; y,

2º) El grado de previsibilidad de esas mis-
mas ganancias. Sólo cuando las mismas se se-
paren de la normalidad es cuando cabe exigir 
un mayor grado de esfuerzo probatorio.

Por otra parte, para que el lucro cesante se 
pueda resarcir no basta con acreditar su existen-
cia genérica sino que también debe probarse su 
entidad o alcance, lo que es algo distinto a su va-
loración propiamente dicha. La prueba de la ex-
tensión o conceptos a los que alcanza la ganancia 
frustrada es la prueba de la relación de causalidad 
entre los concretos conceptos que lo integran y 
el hecho del que se deba responder. Cuando las 
ganancias frustradas que se reclamen sean muy 
diversas no es posible tratarlas a efectos proba-
torios como un todo único sino que resulta indis-
pensable hacer esfuerzo probatorio para acredi-
tar que en cada uno de los casos la ganancia se 
ha frustrado y que lo ha sido por consecuencia 
del hecho dañoso del que se debe responder.

Con suma frecuencia ocurre que el daño en 
el que consiste el lucro cesante derivado de la 
paralización de vehículos industriales cabe de-
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ducirlo de la propia imposibilidad de uso, esto 
es, se trata de un daño ex re ipsa, de forma que 
no precisa de ninguna prueba adicional.

La SAP de Cáceres, sección 1.ª, de 6 de Oc-
tubre del 2011 (ROJ: SAP CC 720/2011), enfoca 
muy bien la cuestión cuando afirma que: «… el 
mero hecho de la paralización o privación del 
uso de un vehículo implica un perjuicio real que 
debe ser objeto de indemnización, con indepen-
dencia de su cuantía».

Se trata de un planteamiento correcto de 
la cuestión que se puede extender a la práctica 
totalidad de vehículos dedicados a su explota-
ción industrial. Que existe un perjuicio para el 
titular está en la naturaleza de las cosas, de ma-
nera que el tribunal no puede exigir una prueba 
adicional.

10.3. La prueba de la cuantía de la ganancia 
frustrada

La prueba de la cuantía de la ganancia frus-
trada plantea problemas mayores que los de la 
propia ganancia en sí. En cualquier caso, acre-
ditada la ganancia, las dificultades probatorias 
respecto de su cuantía no debieran determinar 
que no se conceda resarcimiento. Con frecuen-
cia, en cambio, los tribunales dejan de conce-
der indemnización por las ganancias frustradas, 
no porque éstas no se hayan determinado sino 
porque consideran que no se ha probado ade-
cuadamente su cuantía, lo que creemos que 
constituye un grave error de concepto porque 
incurren en una indeseable confusión de pla-
nos9. Una cosa es la prueba del daño y otra la 
de su cuantía; mezclar ambas cuestiones no tie-

9 Claro ejemplo de ello lo constituye la SAP de Zaragoza 
(Sec. 5ª) de 30 de mayo de 2005 (EDJ 2005/70667). Se 
trataba de una reclamación por lucro cesante a consecuen-
cia de la paralización de un vehículo de auto-escuela. Acre-
ditada la paralización, la pretensión se desestima porque 
para fundar el importe a percibir únicamente se aporta una 
certificación del Secretario de la Asociación Provincial de 
Autoescuelas de Zaragoza expresiva del precio de una clase 
para un vehículo como el siniestrado. En opinión de la Au-
diencia tal certificación no era prueba suficiente de la cuan-
tía del daño porque la autoescuela, que sólo contaba con 
dos vehículos, tenía a su disposición otros medios de prue-
ba que permitieran conocer con mayor exactitud la entidad 
del daño. Otro ejemplo, aún más discutible, es el de la SAP 
Zamora de 14 de Septiembre de 2005. Se trataba de un ca-
mión que hubo de permanecer paralizado por consecuencia 
de un accidente. La Audiencia estima plenamente acredi-
tada la existencia de ganancia frustrada, si bien desestima 
la demanda porque el criterio utilizado por la parte actora 
para cuantificarla (un certificado del observatorio de costes 
de Comité Nacional de Transportes por Carretera) no le pa-
rece una prueba suficientemente objetiva. Lo mismo puede 
decirse de la SAP Zaragoza, sección 4.ª, de 10 de Octubre 
del 2011 (ROJ: SAP Z 2548/2011) que confirma la desesti-

ne justificación alguna y lleva a consecuencias 
completamente irracionales y no queridas por 
nuestro ordenamiento. Las reglas del enjuicia-
miento de cada una de esas cuestiones es di-
versa, razón por la que la mezcla indiscriminada 
de una con otra lleva a resultados indeseables e 
inadmisibles.

En otros ordenamientos jurídicos, como 
ocurre en el italiano, se autoriza expresamente 
al juez a usar criterios de equidad para cuantifi-
car el daño si el mismo no ha resultado posible 
probarlo en su debida entidad. Así se dispo-
ne en el art. 1226 del Código Civil (en sede de 
obligaciones contractuales, aunque con aplica-
ción también al daño contractual por la expresa 
disposición del art. 2056, 1 CC): «si el daño no 
puede ser probado en su debida entidad, pue-
de liquidarlo el juez según su prudente crite-
rio de equidad»10. El recurso a la equidad para 
proceder a la cuantificación del daño tampoco 
es extraño a nuestra tradición jurídica. En los 
arts. 103 y 104 del Código Penal de 1973 tam-
bién se establecía que para la cuantificación de 
los daños y perjuicios se procedería según la 
regulación del tribunal, expresión en la que se 
consideraba insita una referencia a la equidad 
hasta el extremo que la cuantificación realiza-
da por el juez se consideraba inatacable por vía 
de recurso. Y no es el único supuesto en el que 
se recurre a la equidad: también en el art. 1103 
del CC (que la jurisprudencia suele considerar 
aplicable también a la culpa extracontractual) 
se faculta al juez para moderar la responsabili-
dad. Si bien lo más usual es que se trata de una 
facultad que permite a los tribunales reducir el 
importe del resarcimiento, creemos que en su 
interior encierra la posibilidad de acudir a crite-
rios de equidad para fijar el importe efectivo del 
daño cuando no haya podido ser acreditado de 
otro modo.

En nuestros tribunales es frecuente que se 
recurra a la valoración por estimación del tri-
bunal cuando se considera que no ha existido 
prueba de la cuantía, o bien que el tribunal no 
comparta los criterios que ha utilizado la actora 
para ello. Así puede verse que se hace en la SAP 
de Huesca de 15 de mayo de 2011 (ROJ: SAP HU 

mación de la reclamación efectuada por el juzgado de pri-
mera instancia con fundamento en que únicamente se ha-
bía aportado un certificado expedido por la Federación de 
Empresas de Transporte de Mercancías de Zaragoza para 
acreditar la cuantía del daño. No se había cuestionado, en 
cambio, por lo que resulta de esta sentencia, la paralización 
del camión como consecuencia del daño que le causó otro 
vehículo industrial.
10 Sobre el particular puede verse en DE CUPIS, A., El daño, 
trad. de Martínez Carrión, A., Bosch, 1975, pág. 548 y ss.
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179/2011) más arriba citada, supuesto en el que 
el reclamante había aportado, para acreditar el 
lucro cesante derivado de la paralización de un 
camión, una certificación emitida por una aso-
ciación de transporte que calculaba la indemni-
zación de acuerdo con el art. 22 de la Ley de Or-
denación del Transporte Terrestre. La audiencia 
considera que las tarifas que aplica no acreditan 
el daño porque tienen un carácter sancionador 
y procede a aplicar, en su lugar, una valoración 
estimativa.

Algo muy similar es lo que hace la SAP Pa-
lencia, 1.ª, de 19 de abril de 2011 (ROJ: SAP P 
167/2011), en un caso en el que se reclamaba por 
la paralización de un vehículo de alquiler, para lo 
que la actora acudió al precio medio del alquiler 
de un vehículo de similares características, que 
fijaba en la cantidad de 130 euros el certificado 
expedido por otra empresa de alquiler de vehí-
culos. La Sala no se cree que esa cantidad sea 
indicativa del precio real del alquiler y procede 
a fijar equitativamente en la cantidad de 90 eu-
ros/día el perjuicio.

La dificultad para cuantificar la ganancia 
frustrada reside en que las bases a partir de las 
cuales se puede llevar a cabo esa valoración 
no resultan fáciles de determinar y menos aún 
de acreditar. Por tal razón se ha tendido en la 
práctica de los tribunales a acudir a criterios 
estandarizados, como por ejemplo, los criterios 
según los cuales por cada día de inactividad de 
un vehículo la ganancia frustrada se traduce en 
una cantidad concreta. Tales criterios pueden 
ser objetables por muchas razones, pero consti-
tuyen un valioso instrumento de cuantificación 
del lucro cesante, dado que su aplicación se en-
cuentra completamente generalizada. 

El fundamento de esos criterios se encuen-
tra en la propia experiencia humana: son crite-
rios de valoración que aplican los jueces a partir 
de datos de la experiencia práctica. Su funda-
mento se encuentra en el principio de normali-
dad, del que son aplicación.

Tales criterios creemos que son admisibles, 
como de hecho viene siendo considerado por 
la mayor parte de la denominada jurispruden-
cia menor, y constituyen un parámetro inesti-
mable para proceder a la valoración del daño, 
en la medida en que constituyen una alternativa 
razonable a las dificultades de su acreditación. 
No obstante, tampoco creemos que deban 
constituirse como el parámetro fundamental, 
que desplace a la verdadera prueba del daño. 
Al contrario, creemos que deben ser aplicados 
como un parámetro más, como un indicio, en-

tre otros, para proceder a la valoración del lucro 
cesante.

Esos criterios a los que acabo de hacer re-
ferencia son fundamentalmente los siguientes:

A) De una parte, el que resulta de normas 
legales, como ocurre con el art. 22 LTT, antes 
referido. La SAP de Burgos, Sec. 2.ª, de 26 de 
mayo de 2011 (ROJ: SAP BU 521/2011), lo utiliza 
para cuantificar el daño en el caso de la parali-
zación de una plataforma de un vehículo articu-
lado. La particularidad del caso es que se había 
concedido indemnización según lo pedido por 
el demandante, que había aportado una solici-
tud de alquiler de un vehículo no identificado y 
de fecha anterior al propio accidente, reclaman-
do a razón de 500 euros/día. Fue la condenada 
quien solicitó que se acudiera a las cuantías in-
dicadas en el art. 22 LTT, que eran notablemen-
te inferiores (199,68 euros/día).

B) De otra, las certificaciones de organis-
mos o entidades profesionales, tales como aso-
ciaciones de taxistas o de autoescuelas. Ejem-
plo de resoluciones que aplican este criterio son 
multitud de sentencias de las diversas audien-
cias provinciales. A título de mero ejemplo cito 
la SAP Baleares de 18 de abril de 2011 (ROJ: SAP 
IB 1000/2011), que hace referencia a abundan-
te doctrina de la propia Audiencia en el mismo 
sentido y hace una interesante aplicación de 
este criterio en un caso de paralización de un 
vehículo de una autoescuela, por la que se ha-
bía reclamado a razón de 266,24 euros/día. La 
audiencia lo toma como referencia, si bien apli-
ca un porcentaje de descuento de un 20% para 
calcular el lucro cesante.

C) Para otras audiencias hay que acudir a 
criterios de la experiencia humana tales como 
las cuantías normalizadas que se vienen apli-
cando en la práctica de los tribunales. En este 
último sentido puede verse la SAP Madrid (Sec. 
10ª) de 16 de mayo de 2005 (EDJ 2005/79587). 
En el mismo sentido la SAP Madrid (Sec. 11ª), de 
13 de diciembre de 2002 (AC 2003/374) o la 
SAP Zaragoza (Sec. 4ª) de 8 de septiembre de 
1998 (AC 1998/6345).

D) La mayoría acepta como criterio deter-
minante la cuantía que resulte de las declaracio-
nes fiscales del perjudicado.

No creemos que se pueda establecer una 
regla general sobre cuáles de esos datos son 
preferibles. Los procedentes de la esfera in-
terna pueden parecer más sospechosos, pero 
son también más directamente indicativos. Si 
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se consigue dotarlos de objetividad, demostrar 
que no se han manipulado, son el mejor pará-
metro para la prueba del lucro cesante. Los ex-
ternos pueden parecer a priori más objetivos, 
pero también están más alejados del objetivo 
que se pretende: son indicativos de las ganan-
cias de otros, no de las propias. La combinación 
de unos y otros es siempre el mejor remedio. 
Ejemplo de la utilización de los beneficios de la 
propia empresa en el año anterior como indica-
tivo de los perjuicios sufridos lo proporciona la 
SAP Ciudad Real de 27 de septiembre de 2011 
(ROJ: SAP CR 714/2011), en un caso de paraliza-
ción de un camión.

11. Paralización y daño emergente en el caso 
de vehículos integrados en una flota

La paralización de vehículos que integran 
parte de una flota es un clásico de las contra-
dicciones en que incurre la jurisprudencia me-
nor en esta materia cuando la cuestión se plan-
tea desde la perspectiva que es más frecuente, 
esto es, la de reclamación de lucro cesante por 
la imposibilidad de utilización del vehículo du-
rante el lapso temporal que estuvo paralizado, 
cuestión que analizaré en el apartado siguiente.

Cuando lo que se reclama es daño emer-
gente la cuestión es distinta, si bien no exis-

ten muchos casos en la jurisprudencia que nos 
permitan hacer un análisis de detalle. Un su-
puesto de interés, para efectuar una reflexión, 
es el que proporciona la SAP Madrid, 14.ª, de 
18 de mayo de 2011 (ROJ: SAP M 6403/2011). 
Las dificultades de prueba del daño emergente 
son muy distintas a las del lucro cesante por-
que la prueba sobre el daño emergente versa 
sobre algo que existe en la realidad, mientras 
que la del lucro versa sobre una oportunidad 
perdida, esto es, sobre algo que hay que repre-
sentarse como posible pero que no haya llega-
do a existir.

Si me detengo especialmente en el exa-
men del supuesto de hecho de esta sentencia, 
que no en la sentencia en sí, que no dice nada 
especialmente relevante, es porque el mismo 
permite que se pueda hacer una reflexión de 
profundidad sobre los problemas principales 
que plantea el resarcimiento de los daños (tan-
to daño emergente como lucro cesante) que 
se están planteando en el caso de vehículos 
integrados en una flota (vehículos de alquiler, 
autoescuelas, autobuses de transporte de via-
jeros, etc.).

En el caso sobre el que versa esa senten-
cia, el vehículo accidentado formaba parte de 
una flota de vehículos de alquiler. La particu-
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laridad es que no era propiedad de quien lo 
explotaba sino que lo disfrutaba en régimen 
de alquiler. Por consiguiente, la paralización 
del mismo determinaba por si misma un daño 
emergente, porque la titular de la flota siguió 
viéndose forzada a pagar el alquiler en los días 
consecutivos sin la contraprestación de po-
derlo utilizar. Y, si bien podría argumentarse 
que no es seguro que pudiera utilizarlo, por-
que ello dependería del nivel de ocupación de 
los vehículos, lo cierto es que al menos ha per-
dido la posibilidad de determinar que sea ése 
vehículo y no otro de la flota el que alquila a 
terceros. Por consiguiente, está pagando por 
algo que no puede utilizar y que ni siquiera 
puede ofertar.

Cuando no se trata de vehículos en alqui-
ler sino de vehículos adquiridos por el titular 
de la flota la cuestión de si puede reclamarse 
por daño emergente por los días de paraliza-
ción es menos clara. No obstante, no se puede 
ignorar que incluso en estos casos existe daño 
emergente, porque el propietario sigue pagan-
do seguro por un vehículo que no puede utilizar 
y está soportando una amortización (esto es 
una imputación del precio de adquisición dis-
tribuida durante todo el periodo de utilización) 
que no se corresponde con una posibilidad de 
explotación efectiva. Por consiguiente, la recla-
mación se puede hacer por estos conceptos11. 
Que no se haga habitualmente es otra cosa. Y 
la razón de ello se encuentra en que resulta más 
fácil acudir a la reclamación por lucro cesante, 
en la que se entienden incluidos todos los con-
ceptos. O quizá fuera más oportuno expresarlo 
de otra forma: lo que ocurre es que la reclama-
ción se hace de forma global, incluyendo tanto 
el lucro cesante como el daño emergente, aun-
que sin detallarlos ni especificarlos. Si bien, para 
cuantificar el daño se acude a mecanismos que 
son más propios del lucro cesante que del daño 
emergente.

11 Así lo considera la SAP Huesca, Sec. 1.ª, de 17 de mayo de 
2011 (ROJ: SAP HU 179/2011), en el caso de un camión no in-
tegrado en una flota. Lo razona así: «la paralización derivada 
de un accidente, por sí misma, ocasione o no un lucro cesan-
te (y en la demanda se reclama por paralización o privación 
temporal del vehículo), supone de por sí un daño emergente, 
por la privación de uso de un bien que tiene no sólo un coste 
de adquisición a amortizar y disfrutar durante toda la vida 
útil del vehículo, sino que tiene, también, por ejemplo, unos 
gastos de seguro e impuestos de circulación, cuyos benefi-
cios no se pueden disfrutar durante todo el tiempo que el 
vehículo está paralizado por causa ajena a la voluntad de 
su dueño, de modo que, por el mero hecho de la paraliza-
ción –exista o no, además, un lucro cesante–, hay un daño 
emergente relacionado proporcionalmente con el coste de 
adquisición del vehículo, sus gastos fijos y con las molestias 
e incomodidades inherentes a tal privación de uso».
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El procedimiento de reclamación elegido 
en aras de la simplicidad tiene el inconveniente 
de que no permite defender adecuadamente 
el resarcimiento del daño emergente porque 
con mucha frecuencia los tribunales no toman 
en consideración otras circunstancias que las 
relativas a éste. Para evitar ese inconveniente 
es preciso complicar un poco más las cosas, 
ostensiblemente más, podría decirse, deslin-
dando entre cada uno de esos conceptos del 
daño.

12. Paralización y lucro cesante en el caso de 
vehículos integrados en flotas

La posición de la jurisprudencia menor so-
bre la reclamación de lucro cesante por para-
lización de vehículos integrados en flotas se 
integra en dos posturas netamente diferencia-
das:

A) Primera, la que entiende que para con-
ceder la indemnización no basta que se acredite 
la paralización sino que exige un dato añadido, 
que se acredite que se ha perdido una efectiva 
oportunidad de negocio.

B) Segunda, la que sostiene que basta con 
la paralización y que no empece a la indemni-
zación el que pudiera ser el vehículo sustituido 
por otro.

12.1. Corriente que exige la prueba del perjuicio

Ejemplo de la primera corriente son la SAP 
Murcia, 5.ª, de 14 de abril de 2011 (ROJ: SAP MU 
1002/2011), la SAP Pontevedra, 1.ª, de 1 de ju-
nio de 2011 (ROJ: SAP PO 1528/2011) o la SAP 
Vizcaya de 12 de mayo de 2011 (ROJ: SAP BI 
565/2011).

Lo que esta resolución afirma que convie-
ne para el caso de un transportista individual, 
supuesto en el que cabe presumir el perjuicio, 
no resulta de aplicación para una empresa en 
la que haya una multitud de vehículos. La ra-
zón con la que se pretende justificar esa con-
clusión es que la clave del trato desigual se 
encuentra en que, en el caso de camionero in-
dividual o del taxista individual, cabe presumir 
que de la paralización se deriva el perjuicio, 
mientras que en el caso de la flota no ocurre lo 
mismo porque existe una posibilidad adicional 
con la que no cuentan los anteriores: la sus-
titución de un vehículo con otro de la propia 
flota. Lo que puede entenderse que sostiene 
esta corriente jurisprudencial no es tanto que 
el propietario de un camión que sufre la pa-
ralización tenga un derecho incuestionable a 
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percibir el lucro cesante derivado de la parali-
zación sino a que se presuma que se le ha pro-
ducido ese daño, esto es, se le ha exonerado 
de la necesidad de acreditarlo utilizando una 
simple presunción de que el daño existe, por-
que está en la naturaleza de las cosas o porque 
puede presumirse que lo esté. Mientras, por el 
contrario, eso no ocurre en el caso de vehícu-
los integrados en una flota, a consecuencia de 
que, ante la paralización de uno de ellos, existe 
la posibilidad de sustituirlo por otro sin que, 
por tanto, pueda sostenerse aquella presun-
ción de perjuicio.

La SAP Murcia, 5.ª, de 14 de abril de 2011 
(ROJ: SAP MU 1002/2011), antes referida, lo 
justifica de forma similar. Parte del supuesto de 
que la regla es presumir la existencia de daño 
siempre que se paraliza un vehículo destinado 
a una utilización industrial, si bien razona que 
se trata de una regla general no exenta de ex-
cepciones, entre las que se encuentra el caso 
en el que el vehículo pertenece a una empresa 
que lo explota dentro de una flota, ya sea por 
haberlo adquirido o por tenerlo en régimen de 
leasing.

El caso resuelto por la SAP Pontevedra, 1.ª, 
de 1 de junio de 2011 (ROJ: SAP PO 1528/2011), 
es el de un autobús de línea que hubo de per-
manecer durante un día en talleres para su re-
paración. La audiencia razona, para justificar la 
desestimación de resarcimiento por paraliza-
ción, que no se había acreditado que se haya 
dejado de obtener ganancias propias del ejer-
cicio de la actividad de transporte regular de 
viajeros ni tampoco que se hayan suspendido 
viajes o bien acudido al alquiler de un vehículo 
sustitutivo.

12.2. Corriente que presume el perjuicio

Para otras audiencia provinciales, en cam-
bio, no se debe exigir prueba alguna de que 
existe un perjuicio efectivo por la paralización 
sino que estiman que el mismo se deriva de la 
simple paralización, con independencia de que 
haya podido ser sustituido por otro.

La SAP Madrid, Sec. 11.ª, de 6 de mayo 
de 2011 (ROJ: SAP M 5701/2011), en un caso 
en el que la paralización afectaba a un ve-
hículo integrado en una flota de alquiler sin 
conductor estima que la simple exclusión del 
vehículo de la posibilidad de ser entregado 
en alquiler comporta un quebranto para la 
entidad que lo explota, con independencia 
de que efectivamente se hubiera podido lle-
gar a alquilar.

En el mismo sentido se pronuncia la SAP 
Madrid, Sec. 10.ª, de 13 de julio de 2011 (ROJ: 
SAP M 8872/2011), en un caso muy similar, 
considerando que es patente que la paraliza-
ción produce un perjuicio evidente.

Un caso muy particular es el resuelto por 
la SAP Pontevedra, 6.ª, de 30 de junio de 2011 
(ROJ: SAP PO 1751/2011), también en el caso 
de alquiler de un vehículo integrado en una 
flota de alquiler. El juzgado había concedi-
do la indemnización por 5 días, período que 
consideró estimativamente como de efectiva 
privación de alquiler, si bien había considera-
do acreditados 9 días de paralización. Recu-
rrió exclusivamente la aseguradora condenada 
aduciendo que la actora no había probado los 
efectivos días de privación de la posibilidad 
de alquilar, lo que debía conducir a la deses-
timación de la demanda. La respuesta de la 
audiencia es que la falta de prueba sobre los 
concretos días en los que no resultó posible el 
alquiler no puede impedir la indemnización, ya 
que las dificultades de prueba de estos perjui-
cios justifican que se pueda acudir a criterios 
estimativos, tal y como hizo la resolución re-
currida.

La peculiaridad de este último caso es que 
se sitúa en una tesis intermedia, pues si bien 
presume el perjuicio por el mero hecho de es-
tar acreditada la paralización, no se limita a 
indemnizar por todos y cada uno de los días 
de paralización sino que, al cuantificar el daño, 
acude a un criterio estimativo y descuenta al-
gunos días, dando por hecho que no toda la 
flota está ocupada todos los días.

En la misma línea que la anterior puede ci-
tarse la SAP Baleares de 18 de mayo de 2011 
(ROJ: SAP IB 906/2011), en un caso en el que 
el vehículo accidentado se estaba utilizando 
para su alquiler en la isla de Ibiza y que el ac-
cidente se produjo durante la temporada alta, 
si bien la reparación se produjo ya en tempo-
rada alta. No se había practicado prueba algu-
na indicativa del nivel de ocupación, lo que no 
impide a la audiencia presumir el perjuicio, si 
bien lo modera estimativamente12.

12 Lo de menos es que el procedimiento de moderación al 
que acude sea la rebaja del precio de indemnización por 
cada día de baja de paralización, en lugar de acudir a rebajar 
los días indemnizables.
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Jurisprudencia Menor del siglo XXI en materia de paralización de vehículo

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias de 9 de enero de 2001, en la que se manifies-
ta que no podrá repercutir negativamente la aplicación de un convenio a un tercero perjudicado, 
por lo que la aseguradora responsable del accidente deberá de abonar en concepto de lucro ce-
sante el periodo íntegro de paralización de su vehículo.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla de 27 de julio de 2001, que establece que de 
no poder determinarse por parte de la demandada la existencia de un ánimo dilatorio por parte del 
perjudicado, habrá de indemnizarlo por el tiempo real de paralización.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada de 24 de noviembre de 2001, que dispone 
que el negocio jurídico que vincula a las Cías. de Seguros no ha de vincular a un tercero ajeno al 
convenio. 

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias de 8 de febrero de 2002, en la que se acoge 
como criterio de carácter orientativo la aplicación de la Orden Ministerial para determinar el lucro 
cesante ocasionado a vehículos industriales.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias de 18 de septiembre de 2002, en la que se 
viene a acudir a criterios estandarizados tales como los certificados emitidos por las asociaciones 
gremiales, para determinar la cuantía diaria de paralización.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 13 de diciembre de 2002, en la que se es-
tablece que podrá ser utilizado como parámetro las declaraciones fiscales del perjudicado sujeto al 
sistema de módulos, al tratarse de una aproximación de los ingresos medios que obtiene el perju-
dicado en el desarrollo de su actividad.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Lleida de 25 de febrero de 2003, que determina que 
el responsable del daño deberá de responder por todos los días que el vehículo permaneciera pa-
ralizado, por causas no imputables al perjudicado.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Cádiz de 4 de diciembre de 2003, en la que se argu-
menta que la existencia de un convenio privado entre Cías. de Seguros no puede desfavorecer a un 
tercero perjudicado.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Tarragona de 23 de enero de 2004, en la que se dis-
pone que la acción del perjudicado para reclamar el lucro cesante será la del artículo 1902 CC, sin 
que le puedan alcanzar los convenios privados entre las Cías. de Seguros.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 7 de octubre de 2004,  en la que al no po-
der determinar el lucro cesante de acuerdo con la comparativa de las declaraciones fiscales al estar 
el perjudicado sujeto al sistema de módulos, se opta por utilizar como criterio el certificado emitido 
por la Asociación gremial.

 - Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias de 28 de febrero de 2005, que establece 
que el responsable del daño deberá de responder por el tiempo real de inactividad y no por el 
tiempo teórico de reparación.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Baleares de 8 de marzo de 2005, en la que se mani-
fiesta que no podrá repercutir negativamente la aplicación de un convenio a un tercero perjudica-
do.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada de 19 de abril de 2005, en la que se admite el 
certificado emitido por la Asociación gremial para determinar el detrimento económico padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante de 20 de abril de 2005, en la que se determina 
que la Cía. de Seguros responsable del accidente deberá de responder por el tiempo de efectiva per-
manencia del vehículo en el taller.
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- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Zamora de 30 de mayo de 2005, en la que ha-
biendo quedado acreditada la existencia de la 
ganancia frustrada, se desestima la demanda al 
considerar que no se ha aportado prueba sufi-
ciente para demostrar el perjuicio padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Zamora de 14 de septiembre de 2005, en la que 
habiendo quedado acreditada la existencia de 
la ganancia frustrada, se desestima la deman-
da al considerar que no se ha aportado prueba 
suficiente para demostrar el perjuicio padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 17 de febrero de 2006, en la que se 
admite el certificado emitido por la Asociación 
gremial para determinar el detrimento econó-
mico padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 24 de febrero de 2006, en la que 
se tienen en cuenta, además del certificado de 
la asociación gremial otros medios de prueba 
que vienen a evidenciar la realidad de tal per-
juicio.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Alicante de 28 de febrero de 2006, en la que se 
desestima la pretensión indemnizatoria en con-
cepto de lucro cesante por falta de prueba.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 12 de mayo de 2006, en la que se 
admite el certificado emitido por la Asociación 
gremial para determinar el detrimento econó-
mico padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Navarra de 26 de junio de 2006, en la que se de-
termina que al importe interesado en concepto 
de lucro cesante habrán de detraerse aquellos 
gastos que no se generan como consecuencia 
de la paralización.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 14 de julio de 2006, en la que se 
opta por acudir al certificado de la asociación 
gremial del taxi para calcular del detrimento 
económico al no obtenerse información algu-
na de las declaraciones fiscales de la activi-
dad.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de A 
Coruña de 19 de julio de 2006, que argumen-
ta que al no ser una decisión del perjudicado 
acudir al convenio celebrado entre compañías 
de seguros, en nada le puede desfavorecer tal 
aplicación.
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- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Málaga de 23 de noviembre de 2006, en la que 
se viene a acudir a criterios estandarizados ta-
les como los certificados emitidos por las aso-
ciaciones gremiales, para determinar la cuantía 
diaria de paralización.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Málaga de 21 de diciembre de 2006, en la que 
se viene a  indemnizar a la autoescuela perjudi-
cada por la paralización del vehículo de autoes-
cuela, dado que durante el periodo en el que el 
turismo permaneció en el taller dejó de realizar-
se una actividad productiva.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Madrid de 12 de junio de 2007, en la que se de-
termina que al importe interesado en concepto 
de lucro cesante habrán de detraerse aquellos 
gastos que no se generan como consecuencia 
de la paralización.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 20 de julio de 2007, en la que se 
admite el certificado emitido por la Asociación 
gremial para determinar el detrimento econó-
mico padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Navarra de 25 de julio de 2007, en la que se de-
termina que al importe interesado en concepto 
de lucro cesante habrán de detraerse aquellos 
gastos que no se generan como consecuencia 
de la paralización.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Asturias de 5 de octubre de 2007, en la que al 
no poder determinar el lucro cesante de acuer-
do con la comparativa de las declaraciones fis-
cales al estar el perjudicado sujeto al sistema 
de módulos, se opta por utilizar como criterio 
el certificado emitido por la Asociación gremial.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 30 de noviembre de 2007, en la que 
se admite el certificado emitido por la Asocia-
ción gremial para determinar el detrimento eco-
nómico padecido.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Málaga de 22 de diciembre de 2007, en la que 
se otorga plena validez al certificado emitido 
por la Asociación Gremial, en el que se viene a 
cuantificar el tiempo diario de utilización del ve-
hículo de autoescuela y el precio por hora de 
una clase práctica.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Granada de 22 de febrero de 2008, en la que se 
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viene a manifestar que no puede ser exigida a la parte actora una prueba tan rigurosa y despropor-
cionada que la convierta en una prueba diabólica.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada de 30 de mayo de 2008, en la que se esta-
blece que aquellas clases que no se pudieron impartir como consecuencia de la paralización del 
vehículo en el taller no se recuperaron con posterioridad, dado que el retraso de las mismas provo-
có que no se pudieran impartir nuevas clases durante los días siguientes a la salida del vehículo del 
taller, puesto que no pudieron ser simultaneadas, al encontrarse el funcionamiento de la autoes-
cuela al máximo de su capacidad.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Jaén de 23 de septiembre de 2008, en la que se de-
termina que procederá indemnizar a la autoescuela perjudicada no solo por el tiempo que el ve-
hículo haya permanecido en el taller para su reparación, sino también durante el tiempo que tuvo 
que permanecer paralizado a la espera de ser peritado.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga de 4 de febrero de 2009, en la que se mani-
fiesta que no es necesario justificar con precisión el beneficio concreto que se pudiera haber ob-
tenido con el vehículo de autoescuela, dado que la mayoría de las veces resulta de muy difícil o de 
imposible demostración, debiendo de tener presente que no se intenta demostrar lo que se ganó, 
sino lo que se habría ganado. 

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada de 15 de julio de 2009, en la que se viene a 
conceder la indemnización interesada por la paralización del vehículo de autoescuela, al considerar 
aceptable y proporcionado el número de clases que no se pudieron impartir de acuerdo con el cer-
tificado de la Asociación de Autoescuelas, en el que se determina el número de horas semanales 
que habitualmente suele dar un vehículo de estas características.

 - Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada de 14 de mayo de 2010, en la que se 
otorga plena validez probatoria tanto al certificado de la Asociación Provincial de Autoescuelas de 
Granada, como al estudio económico en cuyos datos se ampara el certificado para determinar el 
precio de la clase práctica.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Jaén de 22 de junio de 2010, que concede la indemni-
zación interesada en concepto de lucro cesante al quedar verificado con la testifical practicada en 
el acto de la vista, tanto los datos indicados en el certificado de la asociación gremial, como en el 
estudio económico en el que se efectúa el cálculo de rentabilidad contenido en el certificado.

- Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada de 18 de mayo de 2011, en la que se justifica 
que procede la indemnización interesada por la paralización del vehículo de autoescuela, puesto 
que habrá que compensar económicamente a quien se ha visto privado de su herramienta de tra-
bajo, dada la actividad económica que se desarrollaba con el vehículo siniestrado.
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Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- La Sala de instancia desestima en su 
sentencia el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto contra la resolución desestimato-
ria presunta de la reclamación de responsabi-
lidad patrimonial que había deducido el actor. 
Por ser de interés para el análisis de los motivos 
de casación, conviene ante todo transcribir los 
fundamentos de derecho primero y tercero de 
dicha sentencia. Dicen así: "PRIMERO.- El recu-
rrente, mientras prestaba sus servicios labora-
les como albañil por cuenta ajena, sufrió el 23/
mayo/2001 una contractura en la musculatura 
dorsal izquierda debido a un sobreesfuerzo, 
siendo atendido en la Clínica Antares de Puerto 
de Sagunto, concertada con la Mutua Fremap; 
según reseña en su demanda, en dicho centro 
se actuó con falta de diligencia, pues hubo un 

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL

Reclamación por responsabilidad patrimonial 
interpuesta por un trabajador contra la Mutua de 

Accidentes y contra el centro Rehabilitador, al ser 
declarado en situación de incapacidad absoluta a raíz 

del tratamiento recibido tras sufrir una contractura 
muscular en el ejercicio de su profesión de albañil. 

Desestimación de las pretensiones del trabajador, al 
no apreciarse ni una errónea valoración de la prueba, 

ni una falta de consentimiento informado; y ello, al 
no existir relación causa efecto entre la asistencia 

médica prestada y las secuelas finales.
Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª),

de 19 de octubre de 2011.
Ponente: Excmo. Sr. D. Segundo Menéndez Pérez
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error en el diagnóstico y en el tratamiento reha-
bilitador prescrito, que generó fuertes dolores 
en el hombro derecho, que hasta entonces es-
taba sano, que degeneraron en una incapacidad 
funcional que requirió intervención quirúrgica 
el 13/marzo/2002 y finalmente en una situación 
de incapacidad absoluta para todo tipo de tra-
bajo.

Así las cosas, el actor formuló diversas re-
clamaciones rechazadas frente a la Adminis-
tración autonómica, la Mutua, el INSALUD, o el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, hasta 
culminar con la presente reclamación de res-
ponsabilidad patrimonial, en la que Fremap no 
cuestiona su legitimación pasiva, discrepando 
exclusivamente en razón del fondo de la pre-
tensión. Analicemos, pues, las razones de fondo 
y en el caso de estimarse procedente la recla-
mación, se determinaría cual sea el organismo 
o Administración responsable de hacerle frente. 
[...]

TERCERO.- En el caso de autos, frente a las 
alegaciones del recurrente, la Mutua FREMAP 
niega categóricamente que se hayan infringido 
los deberes profesionales por parte de los fa-
cultativos que le diagnosticaron y trataron. Así 
planteado el debate, y en lo que se refiere a la 
distribución de la carga de la prueba, en virtud 
de la remisión normativa establecida en el art. 
60.4 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, rige en el 
proceso contencioso-administrativo el principio 
general, derivado del art. 1.214 C.Civ, que atribu-
ye la carga de la prueba a aquél que sostiene 
el hecho ("semper necesitas probandi incumbit 
illi qui agit"), así como los principios consecuen-
tes recogidos en los brocardos que atribuyen la 
carga de la prueba a la parte que afirma, no a la 
que niega (ei incumbit probatio qui dicit non qui 
negat) y que excluye de la necesidad de probar 
los hechos notorios (notoria non egent proba-
tione) y los hechos negativos indefinidos (nega-
tiva no sunt probanda).

En definitiva, cada parte soporta la carga de 
probar los datos que, no siendo notorios ni ne-
gativos y teniéndose por controvertidos, consti-
tuyen el supuesto de hecho de la norma cuyas 
consecuencias jurídicas invoca a su favor (Ss. 
TS. Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 
29/enero y 19/febrero/1990, 13/enero, 23/mayo 
y 19/septiembre/1997, 21/septiembre/1998), y 
ello, sin perjuicio de que la regla pueda intensifi-
carse o alterarse, según los casos, en aplicación 
del principio de la buena fe en su vertiente pro-
cesal, mediante el criterio de la facilidad, cuan-
do hay datos de hecho que resultan de clara 
facilidad probatoria para una de las partes y de 

El actor formuló diversas 
reclamaciones rechazadas frente a la 
Administración autonómica, la Mutua, 
el INSALUD, o el Ministerio de Trabajo 

y Asuntos Sociales, hasta culminar 
con la presente reclamación de 

responsabilidad patrimonial, en la que 
Fremap no cuestiona su legitimación 

pasiva, discrepando exclusivamente en 
razón del fondo de la pretensión
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difícil acreditación para la otra (Ss. TS de 29/
enero, 5 y 19/febrero/1990, y 2/noviembre/1992, 
entre otras). Establecido lo anterior y atendido 
el material probatorio que obra en autos, puede 
concluirse que la tesis inculpatoria del recurren-
te sólo viene avalada por el informe del Profesor 
titular de Cirugía ortopédica D..., obrante a los 
fols. 43 a 46 del expediente administrativo, que 
afirma que el plan de rehabilitación intensivo 
al que se somete al paciente y los importantes 
esfuerzos que requiere en el hombro derecho, 
suponen que, pese a continuar la sintomatolo-
gía del hombro izquierdo, se produzca también 
en el derecho un dolor intenso y continuado así 
como una gran limitación de la movilidad, acon-
sejando una intervención quirúrgica –acromio-
plastia– tras la cual se le dio el alta con secuelas, 
consistentes en el dolor continuado en ambos 
hombros y una limitación de su movilidad supe-
rior al 50% también en ambos hombros.

Pero propiamente, de dicho informe no de-
riva que tal situación de dolencias y secuelas 
sea la consecuencia de un erróneo diagnóstico 
o equivocado tratamiento, sino que se afirma 
que el cuadro clínico en cuestión "parece lógi-
co" atribuirlo al programa de rehabilitación ya 
que se inició y empeoró en relación directa con 
los ejercicios; por el contrario, y frente a esa 
mera coincidencia cronológica, en el informe 
realizado por el Dr..., que atendió al recurrente 
en el Centro Asistencial de Fremap en Pobla 
de Farnals, donde fue remitido desde la Clínica 
Antares, de Puerto de Sagunto, se destacan los 
antecedentes que éste posee de Diabetes Mi-
llitus tipo 2 con posibilidad, por tanto, de de-
sarrollar la patología de "hombro diabético", y 
en el que tras el oportuno control radiológico 
no se evidencia patología aguda, sino cuadro 
degenerativo de artrosis acromio-clavicular, 
con diagnóstico de "tendinitis manguito rotador 
hombro izquierdo"; y tras describir en dicho in-
forme el tratamiento rehabilitar prescrito, según 
los protocolos que rigen la materia, se concluye 
que la aparición del dolor en el hombro derecho 
no fue consecuencia de la rehabilitación, pues 
la misma se llevó a cabo sobre el hombro iz-
quierdo –el paciente, tras el accidente laboral, 
acudió a la consulta médica aquejado de fuerte 
distensión muscular en el hombro izquierdo– y 
sólo se empezó a tratar el derecho cuando el 
paciente presentó queja en el mismo; las infil-
traciones tampoco provocaron ninguna rotura 
pues en la Resonancia magnética practicada 
el 7/diciembre/2001, tras aquellas, se constata 
la integridad del tendón conjunto del mangui-
to rotador, lo que se confirma en el protocolo 
quirúrgico de la intervención practicada el 13/
marzo/02 y en la resonancia magnética de 17/

La tesis inculpatoria del recurrente sólo 
viene avalada por el informe del Profesor 

titular de Cirugía ortopédica D..., que 
afirma que el plan de rehabilitación 

intensivo al que se somete al paciente y 
los importantes esfuerzos que requiere 

en el hombro derecho, suponen que 
se produzca también en el derecho un 

dolor intenso y continuado así como una 
gran limitación de la movilidad



72 73

J

u

R

i

s

p

R

u

d

e

n

c

i

a

Revista de Responsabilidad Civil y seguRo

julio de ese año. En definitiva, se concluye en di-
cho informe que el paciente tenía antecedentes 
previos al accidente, de artropatía degenerativa 
de carácter bilateral, así como de diabetes; el 
accidente descompensó el estado patológico 
previo que se había mantenido asintomático, y 
el tratamiento efectuado con arreglo al proto-
colo médico no solucionó de forma efectiva las 
dolencias, por lo que, agotadas las posibilida-
des terapéuticas se le dio el alta con secuelas.

Por último, y respecto de consentimiento 
informado, aún cuando éste obviamente no 
puede requerirse respecto de complicaciones 
que sean imprevisibles, como lo sería la acti-
vación de un cuadro denegerativo preexistente 
y asintomático, lo cierto es que se afirma en 
el informe que en todas las consultas médicas 
a las que asistió, siempre acompañado de su 
esposa, se les explicó la razón de las infiltra-
ciones y de la cirugía que se le iba a practicar. 
Por otra parte, en el dictamen que efectúa la 
Dra. Dª..., del Instituto Médico de Valoración del 
Daño Corporal, tampoco se constata ninguna 
vulneración de la lex artis en el diagnóstico y 
tratamiento del recurrente; la lesión inicial del 
mismo se centró en su hombro izquierdo, sien-
do sometido a tratamiento médico conserva-
dor, junto con rehabilitación e infiltraciones, así 
como a controles de glucemia; en el contex-
to de dicho tratamiento y al manifestar el pa-
ciente dolor en el hombro derecho, se practica 
RNM que evidencia una importante degenera-
ción que afecta al espacio subacromial, por lo 
que se le somete a tratamiento médico inicial y 
posteriormente a una intervención quirúrgica, 
que es efectiva en el hombro derecho, según 
evidencian los Rx y RNM, ya que aunque per-
sisten cambios degenerativos, se visualizan co-
rrectamente los tendones de los músculos ro-
tadores proximal y distalmente a dicha región 
anatómica.

Cabe, pues, concluir, que los síntomas pre-
sentados por el recurrente no precisaban de 
ninguna prueba complementaria o adicional 
más, aparte de las que se practicaron en un 
primer momento; que el diagnóstico no consta 
que fuera erróneo, y que la lesión sufrida pos-
teriormente en el hombro derecho, no se ha 
acreditado que traiga causa del proceso de re-
habilitación al que estuvo sometido, aparecien-
do por el contrario, vinculada más propiamente 
al cuadro degenerativo que padecía, y que se 
constata en las RNMs de 7/diciembre/2001 y 2/
mayo/2003, y en el propio informe del equipo 
médico evaluador del INSS de 6/septiembre/02, 
sin que ninguna pericial médica haya desvirtua-
do su existencia.

En consecuencia, y a la vista del resultado 
de la prueba practicada, no puede concluirse 
que exista en el diagnóstico y tratamiento reali-
zados por los facultativos de la Mutua, ninguna 
vulneración de la lex artis, por lo que no cabe la 
estimación del presente recurso". 

SEGUNDO.- Conviene también recordar que 
la Sección Primera de esta Sala inadmitió por 
Auto de 26 de marzo de 2009 el tercero de los 
motivos de casación.

E igualmente es oportuno afirmar ahora, en 
cuanto sirve para concretar desde el inicio los 
motivos que merecen atención, que ese mismo 
pronunciamiento procede para el octavo, pues 
en él se denuncia la infracción de la jurispruden-
cia aplicable y, sin embargo, olvidando lo que 
dispone el art. 1.6 del Código Civil, sólo se citan 
y trascriben en parte sentencias dictadas por 
Tribunales Superiores de Justicia.

TERCERO.- Los restantes motivos de casación 
pueden ser resumidos en estos términos: El pri-
mero, formulado al amparo del art. 88.1.c) de 
la Ley de la Jurisdicción (LJ), denuncia dos vi-
cios de incongruencia omisiva: Uno, en cuanto 
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prueba y la del art. 348 de la LEC en cuanto a la 
valoración de la pericial. Se refiere en su párrafo 
inicial al deber de motivar las resoluciones ju-
diciales, enunciado con carácter general en los 
artículos 120.3 CE y 248.3 LOPJ; al mandato de 
detallar en los antecedentes de hecho de la sen-
tencia "las pruebas que se hubiesen propuesto 
y practicado y los hechos probados en su caso" 
(art. 219.2 LEC); a la exigencia de exhaustividad 
que impone el art. 218.2 de ésta; a que no es 
suficiente que el juzgador refleje los motivos en 
que se ha apoyado para valorar la prueba, pues 
esta motivación ha de estar además dotada de 
razón; y a la vigencia del principio de inmedia-
ción en el procedimiento probatorio, con cita de 
los artículos 229.2 LOPJ y 289.2 LEC. Por todo 
ello, afirma después, la Sala de instancia debió 
explicar por qué toma una decisión contraria a 
la que se deriva del primer dictamen al que se 
refiere, dotado de todas las garantías de impar-
cialidad y objetividad; y, además, por qué sigue 
el segundo de ellos, que más que un informe 
son manifestaciones de uno de los facultativos 
implicados en el tratamiento y asistencia del 
reclamante. Es contrario a las reglas de la sana 
crítica que reduzca todas las afirmaciones téc-
nicas contenidas en aquél a una "mera coinci-
dencia cronológica". No motiva tampoco por 
qué convierte lo que es una simple posibilidad 
de desarrollar una enfermedad de hombro dia-
bético en una verdadera causa de las secuelas 
actuales del reclamante. También es contrario 
a dichas reglas no explicar por qué el agrava-
miento sucesivo de la lesión es, como dice, fruto 
de la casualidad o de la mera coincidencia, sien-
do así que lo que queda acreditado es que todo 
él tiene como nexo común la asistencia médica 
que se estaba dando desde los servicios de la 
Mutua.

El cuarto denuncia error y motivación in-
suficiente de la valoración de la prueba y vul-
neración del art. 217 de la LEC sobre la carga 
de la prueba, pues corresponde a la demanda-
da la de probar que las secuelas del paciente 
son, como dice la sentencia, consecuencia de 
una patología anterior del mismo. Se traslada 
al actor la carga de probar un hecho negativo, 
como es que no tenía esa patología anterior, lo 
que le crea una evidente indefensión. No pue-
den ser tenidas en cuenta las meras alegacio-
nes de parte, como son las de aquel facultativo. 
Fuera de ellas, no existe en los autos prueba al-
guna de antecedente de patología en los hom-
bros del paciente. Se llega así a una conclusión 
desacertada, ilógica e irracional, puesto que sin 
prueba alguna se concluye que las secuelas son 
consecuencia de un cuadro degenerativo an-
terior, cuando lo cierto y probado es que éste 

la sentencia no se pronuncia sobre la falta de 
competencia para conocer de la reclamación, 
alegada por todas las Administraciones Públi-
cas ante las cuales se fue presentando. No acla-
ra ante qué organismo público ha de hacerse 
una reclamación de responsabilidad patrimonial 
por deficiente asistencia sanitaria prestada por 
una Mutua de Accidentes de Trabajo. Omite, así, 
emitir un pronunciamiento que dé solución a 
este conflicto, lo que causa inseguridad jurídica 
e indefensión, ya que si se planteara un supues-
to similar volvería a correrse el riesgo de dilacio-
nes indebidas y de peregrinaje entre Adminis-
traciones, sin que el administrado pudiera hacer 
nada por evitarlo. Y otro, pues tampoco aborda 
la cuestión referida a que al actor no se le pres-
cribió la baja laboral hasta pasado un mes del 
accidente, pautándose un tratamiento contrain-
dicado, puesto que en lugar de reposo y rela-
jantes musculares, se le indicó que debía seguir 
trabajando y además realizar rehabilitación, lo 
que sobrecargó el hombro agravando la lesión y 
dando lugar a un daño desproporcionado, cuya 
consideración omite también aquella sentencia. 
El segundo, formulado, como todos los demás, 
al amparo del art. 88.1.d) de la LJ, denuncia la 
infracción de los principios de valoración de la 
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no existía. El quinto denuncia de nuevo error y 
motivación insuficiente de la valoración de la 
prueba. Primero, cuando la sentencia concluye, 
en el párrafo penúltimo del tercer fundamento 
de derecho, que los síntomas presentados por 
el recurrente no precisaban de ninguna prueba 
complementaria o adicional más, pues lo acre-
ditado es que se omitieron medios y pruebas 
necesarios que la sanidad tenía a su alcance de 
acuerdo con el estado de la ciencia. Y, también, 
cuando concluye que no consta que el diagnós-
tico fuera erróneo; que no se ha acreditado que 
la lesión del hombro derecho traiga causa del 
proceso rehabilitador; y que, por el contrario, 
aparece vinculada más propiamente al cuadro 
degenerativo que padecía, pues existen pruebas 
para tener por acreditada una relación de causa 
a efecto entre la rehabilitación, las infiltraciones 
y la intervención quirúrgica con las secuelas de 
síndrome subacromial bilateral en ambos hom-
bros. El sexto denuncia la vulneración del art. 
10.5, entonces vigente, de la Ley General de Sa-
nidad, por no apreciar infracción de la lex artis 
a pesar de no recabar el debido consentimiento 
informado. En esa cuestión, los términos de la 
sentencia son poco claros y en absoluto debi-
damente razonados. El tratamiento que reali-
za de ella es ilógico, arbitrario e irracional. Y el 
séptimo, último del que hemos de dar cuenta, 
denuncia la infracción de los artículos 139 de la 
Ley 30/1992 y 106 de la Constitución, pues a 
pesar de que concurren los requisitos exigidos 
para declarar la responsabilidad patrimonial de 
la Administración sanitaria demandada y el de-
recho del actor a ser indemnizado por los daños 
y perjuicios sufridos, se desestimó el recurso 
contencioso-administrativo.

CUARTO.- No concurre el primero de los vicios 
de incongruencia omisiva que se denuncian, 
pues la Sala de instancia, con un razonamiento 
lógico, advierte en el inciso final del primero de 
los fundamentos jurídicos de su sentencia, an-
tes trascrito, que analiza "las razones de fondo 
y en el caso de estimarse procedente la recla-
mación, se determinaría cual sea el organismo o 
Administración responsable de hacerle frente".

En este punto debemos señalar que el de-
ber de congruencia sólo obliga a tratar las 
cuestiones que, planteadas por las partes, sean 
presupuesto jurídico del fallo al que se llegue y, 
además, aquellas otras que pudieran constituir 
un obstáculo jurídico para alcanzarlo. Y, tam-
bién, que la respuesta al interrogante al que se 
refiere la parte al argumentar sobre aquel pri-
mer vicio está dada en el ordenamiento jurídico 
y en la jurisprudencia, siendo la labor exigible a 
los órganos judiciales la de resolver el litigio, y 

no la de informar o ilustrar sobre el sentido de 
uno u otra para hipotéticos litigios posteriores.

QUINTO.- Tampoco concurre el segundo de 
aquellos vicios. De entrada, porque el estudio 
del escrito de demanda pone de relieve que, 
aunque sí se mencionó en él la circunstancia de 
que al actor no se le prescribiera la baja laboral 
desde el día siguiente al del accidente, no lo fue 
para otorgarle, al menos de modo inequívoco 
o con claridad bastante, la naturaleza jurídica 
de concausa de las secuelas finales. No hay en 
ese escrito un tratamiento separado de ella, 
sino, más bien, uno global de la totalidad de las 
acaecidas desde el accidente hasta que el ac-
tor recibió el alta médica. Y de ahí que proceda 
recordar aquí que la jurisprudencia distingue al 
analizar el vicio de incongruencia omisiva tres 
conceptos separables, que denomina "argu-
mentos", "cuestiones" y "pretensiones". Que lo 
hace para afirmar que el deber de congruen-
cia exige del juzgador que se pronuncie sobre 
las pretensiones y que analice las cuestiones. 
Y para matizar que, en cambio, no sucede lo 
mismo, o con la misma intensidad, con los ar-
gumentos, que sólo constituyen el discurrir 
lógico-jurídico de la parte y no imponen al juz-
gador el deber de responder a través de un dis-
curso propio necesariamente paralelo, bastan-
do con que el suyo sea adecuado y suficiente 
para resolver las cuestiones y decidir sobre las 
pretensiones (entre otras, tal distinción puede 
verse en las sentencias de 25 de junio de 2008 
y 29 de abril y 7 de octubre de 2009, dictadas 
respectivamente en los recursos de casación 
números 4027/2005, 5124/2006 y 2416/2006). 
Además, porque el estudio de la sentencia re-
currida acredita que la Sala de instancia no deja 
de tomar en consideración aquel momento y 
periodo inicial en que el actor fue tratado en 
la Clínica Antares (un mes). Se desprende del 
conjunto de sus razonamientos y, en especial, 
de lo que afirma al inicio del penúltimo párrafo 
de aquel fundamento de derecho tercero. Y, en 
fin, en el ánimo de no dejar sin respuesta ningu-
no de los argumentos que vimos en aquel mo-
tivo, porque una vez alcanzada la conclusión 
de que la causa probable de las secuelas fue 
la activación por el accidente de un cuadro de-
generativo preexistente y asintomático, es éste 
y aquéllas, no ellas y la lesión inicial, los esta-
dos que han de compararse para aplicar aque-
lla doctrina del daño desproporcionado, con la 
consecuencia, en lo que ahora importa, de que 
a ella no tenía que referirse de modo necesa-
rio la sentencia de instancia para satisfacer el 
deber de congruencia, pues no fue la compa-
ración entre esos estados la que sirvió de base 
para invocar la citada doctrina.
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SEXTO.- El segundo de los motivos de casación 
debe, como el primero, ser desestimado. Pres-
cindiendo de todo aquello que se dice en su pá-
rrafo inicial que por aludir a supuestas (y en rea-
lidad inexistentes) infracciones de las normas 
reguladoras de la sentencia o de las que rigen 
los actos y garantías procesalestenía como cau-
ce adecuado para su denuncia el del art. 88.1.c) 
LJ; y centrando la atención, por tanto, en lo que 
se imputa con correcto amparo en el elegido 
art. 88.1 .d) de ésta, consistente, en suma, en la 
vulneración de los principios que rigen la valo-
ración de la prueba; ese pronunciamiento que 
hemos anunciado se impone por lo siguiente:

Ante todo, porque el estudio por nosotros 
del informe que obra a los folios 43 a 46 del 
expediente no nos permite afirmar que sea ar-
bitraria, irracional, ilógica o inverosímil la valo-
ración que de él hace la Sala de instancia en el 
inicio del párrafo segundo del fundamento de 
derecho tercero de su sentencia, y, más en con-
creto, que lo sea su parecer de que dicho infor-
me sienta su conclusión en una mera coinciden-
cia cronológica. Se trata, al contrario, de una va-
loración que no deja de tener sustento en lo que 
el propio informe dice. Siendo de recordar aquí 
la reiterada jurisprudencia en la que afirmamos 
que el enjuiciamiento por este Tribunal de ca-
sación de la valoración que de la prueba haya 
hecho aquella Sala, queda ceñido o se limita a 
constatar, si así fuera, su carencia de lógica, su 
insuficiente motivación o la arbitrariedad en que 

haya podido incurrir; sin que a través de aquél 
pueda este Tribunal llegar a sustituir por la suya 
propia, incluso aunque la considere más verosí-
mil que la de la Sala, una valoración, la de ésta, 
también posible y no incursa en esos concretos 
vicios (así, entre otras muchas, en las sentencias 
de 23 de junio de 2010 y 29 de marzo y 11 de 
octubre de 2011, dictadas, respectivamente, en 
los recursos de casación números 4854/2008, 
2794/2009 y 4305/200).

También, porque el motivo descansa en bue-
na medida en una tesis errónea que no pode-
mos compartir. Como hemos dicho, entre otras, 
en la sentencia de 11 de octubre de 2011, dictada 
en el recurso de casación núm. 3664/2007, los 
informes obrantes en el expediente administra-
tivo o en los autos, aunque hayan sido emitidos 
por facultativos que intervinieron en la atención 
médica prestada al paciente, o por el personal 
integrado en los servicios del Centro en que se 
prestó, o por técnicos ligados a la Administra-
ción demandada por una relación funcionarial, 
no dejan por ello de ser también "pruebas" in-
corporadas al proceso y utilizables, por ende, 
para formar, fundadamente, la convicción judi-
cial sobre los hechos acaecidos o sobre el su-
puesto objeto de enjuiciamiento. Una cosa es la 
mayor o menor prevención con que hayan de 
ser valorados esos informes, y otra, distinta, es 
su naturaleza procesal de medios de prueba en 
sentido jurídico, hábiles por tanto para que un 
pronunciamiento judicial, siempre que esté ra-
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zonado, se sustente en ellos. Y, en fin, porque 
el desarrollo argumental del motivo de casación 
no llega a identificar elementos de juicio o de 
prueba que, siendo relevantes, hayan dejado de 
ser tomados en consideración en aquella labor 
jurisdiccional de valoración de la prueba. Ni lle-
ga en definitiva a aportar razonamientos que 
acrediten, no ya como evidente, sino ni tan si-
quiera como meramente probable, que la valo-
ración que se exterioriza a lo largo de los párra-
fos segundo y siguientes del citado fundamente 
de derecho tercero incurra en aquellos vicios de 
ser arbitraria, irracional, ilógica o inverosímil. A 
nuestro juicio, está fundada y es, desde luego, 
una de las posibles.

SÉPTIMO.- Ha de correr la misma suerte el cuar-
to de aquellos motivos, pues dando por repro-
ducidos los razonamientos expresados en el an-
terior fundamento de derecho en la medida en 
que también son aplicables a distintos extremos 
de lo que en aquél se dice o argumenta, el mis-
mo tiene como nuevo o distinto la denuncia de 
infracción del art. 217 de la LEC, referido a la car-
ga de la prueba. Infracción que, sin embargo, no 
vemos. De un lado, porque la sentencia de ins-
tancia no descansa en una situación de duda o 
incertidumbre sobre hechos relevantes para la 
decisión, sino en la consideración razonada de 
que las secuelas están vinculadas más propia-
mente a un cuadro degenerativo previo, con la 
consecuencia, derivada de la propia razón de ser 
del establecimiento de unas reglas atinentes a la 
carga de la prueba y de lo que dispone el núm. 
1 de aquel artículo, de que las mismas no hayan 
de entrar en juego cuando no es esa situación de 
duda o incertidumbre la asentada en el ánimo del 
Juzgador. Y, de otro, porque la doctrina general 
que expresa sobre las reglas de distribución de la 
carga de la prueba en el párrafo primero del re-
petido fundamento de derecho tercero, también 
trascrito, ni es errónea, ni ha sido incorrectamen-
te aplicada en el caso de autos.

OCTAVO.- También el quinto, pues todo lo que 
argumenta muestra, eso sí, un encomiable es-
fuerzo en extraer y resaltar detalles y deducir 
de ellos opiniones que están en línea o favore-
cen la tesis del recurrente. Pero no muestra, a 
nuestro juicio, un análisis completo de todo lo 
acontecido que sea apto para tachar de arbitra-
ria, ilógica, irracional o inverosímil la valoración 
global hecha por la Sala de instancia.

NOVENO.- Y el sexto, pues la sentencia recurri-
da descansa en la idea o conclusión, que consi-
dera más segura, de que no existe relación de 
causa a efecto entre la asistencia médica pres-
tada y las secuelas finales, con la consecuencia, 

en lo que hace a la infracción que denuncia ese 
motivo, relativa al deber de obtener el consenti-
miento informado del paciente, de que haya de 
entrar en juego una reiterada jurisprudencia que 
afirma que el incumplimiento de esos deberes 
de información deviene irrelevante y no da por 
tanto derecho a indemnización cuando el resul-
tado dañoso o perjudicial no tiene su causa en 
el acto médico o asistencia sanitaria (sentencias 
de este Tribunal Supremo, entre otras, de 26 de 
marzo y 14 de octubre de 2002, 26 de febrero 
de 2004, 14 de diciembre de 2005, 23 de febre-
ro y 10 de octubre de 2007, 1 de febrero y 19 de 
junio de 2008, 30 de septiembre de 2009 y 16 
de marzo, 19 y 25 de mayo y 4 de octubre de 
2011).

DÉCIMO.- Por fin, el séptimo motivo de casa-
ción, último al que hemos de prestar atención 
según dijimos, denuncia la infracción de los ar-
tículos 139 de la ley 30/1992 y 106 de la Consti-
tución sobre la base o presupuesto, negada en 
la sentencia de instancia y no apreciada en este 
grado, de que sí concurren los requisitos exigi-
dos para declarar la responsabilidad patrimonial 
de la Administración sanitaria. De ahí que pro-
ceda igualmente su desestimación.

UNDÉCIMO.- De conformidad con lo dispuesto 
en el art. 139.2 de la LJ, procede imponer las cos-
tas de este recurso de casación a la parte recu-
rrente, si bien, en uso de la facultad que confiere 
el núm. 3 de ese mismo precepto, que no exclu-
ye la toma en consideración de circunstancia al-
guna ni, por ende, la ponderación de la equidad 
a la que se refiere el art. 3.2 del Código Civil, el 
importe de los honorarios del Letrado defensor 
de cada una de las tres partes recurridas no po-
drá exceder de 600 euros. Por lo expuesto, en 
nombre de su Majestad el Rey, y en ejercicio de 
la potestad de juzgar que emanada del pueblo 
español, nos confiere la Constitución,

FALLAMOS

NO HA LUGAR al recurso de casación que la 
representación procesal de D. Florentino inter-
pone contra la sentencia de fecha 14 de junio de 
2007, dictada por la Sección Segunda de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Valencia-
na en el recurso núm. 1793/2004.

Con imposición a la parte recurrente de las 
costas de este recurso de casación, con el límite 
que para los honorarios del Letrado defensor de 
cada una de las partes recurridas se fija en el 
último de los fundamentos de derecho de esta 
sentencia.
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ComenTario
Por Gregorio Martínez Tello

Abogado

L
a sentencia objeto de 
comentario resuelve 
un recurso de casa-
ción interpuesto con-

tra una sentencia de la Sala 
de lo contencioso administra-
tivo del TSJ de la Comunidad 
valenciana por D. Florentino, 
albañil de profesión, quien 
sufrió un accidente laboral el 
23/05/2001. Tras el accidente 
es la mutua Fremap la que le 
presta la asistencia sanitaria 
correspondiente en la cual 
interviene también un centro 
sanitario concertado. Aunque 
la lesión inicial directamente 
causada por el siniestro afectaba en exclusiva al hombro izquierdo, durante las sesiones de 
rehabilitación aparecen en el otro hombro del actor patologías que terminan determinando 
secuelas bilaterales con una importante limitación de la movilidad de ambas extremidades 
superiores que determinaron una incapacidad permanente absoluta para todo trabajo. El ac-
tor reclama la suma de 402.289,94 euros por entender que hay error en el diagnóstico y en 
el tratamiento rehabilitador prescrito y lo hace demandando tanto a la administración publica 
sanitaria de la comunidad valenciana, como la Mutua Fremap y al centro de rehabilitación. El 
Tribunal Supremo desestima todos y cada uno de los muchos motivos de recurso planteados 
por el recurrente y confirma la sentencia recurrida y la absolución de todos los demandados 
al entender acertada la valoración probatoria realizada por el tribunal de instancia según la 
cual no existía relación de causalidad entre las secuelas del actor y la atención médica pres-
tada al derivar aquéllas de patologías previas al siniestro.

La sentencia es interesante pues aborda y resuelve cuestiones de diversa índole. Hemos 
destacado especialmente las siguientes: 

1º. Consideraciones respecto del deber de congruencia de las resoluciones judiciales. Se-
gún el Alto Tribunal dicho deber solo obliga al juzgador a tratar las cuestiones que, plantea-
das por las partes, sean presupuesto jurídico del fallo y además aquellas otras que pudieran 
suponer un obstáculo jurídico para alcanzarlo. En estos términos, se pide al juzgador que se 
pronuncie sobre las pretensiones y que analice las cuestiones pero no sucede lo mismo con 

Aunque la lesión inicial directamente causada 
por el siniestro afectaba en exclusiva al hombro 
izquierdo, durante las sesiones de rehabilitación 

aparecen en el otro hombro  
del actor patologías que terminan 

determinando secuelas bilaterales con una 
importante limitación de la movilidad de  

ambas extremidades superiores que 
determinaron una incapacidad permanente 

absoluta para todo trabajo

Consideraciones respecto del deber de congruencia de las 
resoluciones judiciales. Según el Alto Tribunal dicho deber solo obliga 

al juzgador a tratar las cuestiones que, planteadas por las partes, 
sean presupuesto jurídico del fallo y además aquellas otras que 

pudieran suponer un obstáculo jurídico para alcanzarlo
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ComenTario

los argumentos de las partes, pues éstos sólo suponen el discurrir lógico-jurídico de las mis-
mas y no imponen obligación alguna de respuesta al tribunal.

2º. Consideraciones sobre si pueden considerarse auténticos medios de prueba los 
informes médicos que acceden a las actuaciones como integrantes del expediente admi-
nistrativo.

Al responder a alguno de los motivos de recurso basados en pretendido error en la valo-
ración de la prueba, el TS afirma que la única obligación que tiene al respecto es comprobar 
que la valoración realizada por el tribunal de instancia no sea arbitraria, irracional, carente de 
lógica o insuficientemente motivada, lo que no ocurre en este caso al ofrecer el tribunal de 
instancia razonamientos suficientes y lógicos a pesar de basarse en informes médicos que 
obran en el expediente administrativo y que fueran emitidos por personal que presta sus 
servicios en el centro medico demandado o por técnicos ligados a la administración publica 
igualmente demandada. No hay problema en ello porque tal y como afirmó esta misma Sala 
en sentencia reciente de 11/10/2011 esos informes, aunque puedan ser valorados con mayor 
o menor prevención por el tribunal, no dejan de tener naturaleza procesal de auténticos me-
dios de prueba y pueden servir por si solos de base aun fallo sin que por ese mero hecho éste 
pueda calificarse de arbitrario, irracional, etc.

3º. Consideraciones sobre el consentimiento informado. Por ultimo, se hace una referen-
cia a los efectos jurídicos del incumplimiento de los deberes de información que se concretan 
en la no obtención del consentimiento informado. Considera el Tribunal que dicho incumpli-
miento es irrelevante y no da derecho a indemnización cuando el daño no trae causa del acto 
medico o asistencia sanitaria, reiterando así doctrina jurisprudencial consolidada.

Al responder a alguno de los motivos de recurso basados en pretendido 
error en la valoración de la prueba, el TS afirma que la única obligación que 
tiene al respecto es comprobar que la valoración realizada por el tribunal de 
instancia no sea arbitraria, irracional, carente de lógica o insuficientemente 
motivada, lo que no ocurre en este caso al ofrecer el tribunal de instancia 

razonamientos suficientes y lógicos a pesar de basarse en informes médicos 
que obran en el expediente administrativo y que fueran emitidos por 

personal que presta sus servicios en el centro medico demandado o por 
técnicos ligados a la administración publica igualmente demandada

Por último, se hace una referencia a los efectos jurídicos del incumplimiento 
de los deberes de información que se concretan en la no obtención del 

consentimiento informado. Considera el Tribunal que dicho incumplimiento 
es irrelevante y no da derecho a indemnización cuando el daño no trae 

causa del acto medico o asistencia sanitaria
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Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- Resumen de antecedentes. 1. El 20 
de enero de 1999 D. Pedro Antonio sufrió un ac-
cidente de circulación al colisionar la moto que 
el mismo conducía contra un bordillo de ce-
mento que obstaculizaba la calzada. El siniestro 
le produjo importantes daños personales. 2. En 
las actuaciones penales seguidas por estos he-
chos ante el Juzgado de Instrucción n.º 5 de Cá-
ceres (Diligencias Previas 146/99, transformado 
en Juicio de Faltas 103/2000) –concluidas con 
sentencia absolutoria de 3 de abril de 2001– la 
defensa del Sr. Pedro Antonio corrió a cargo del 

Responsabilidad profesional del letrado del 
perjudicado por un accidente de circulación al 

prescribir la acción de responsabilidad patrimonial 
de la Administración por importe de 259.641,60 
euros, condenándose al letrado demandado y a 

su aseguradora al pago de 1.700 euros por daño 
moral ligado a la pérdida de oportunidad procesal, 

sin considerar otro daño patrimonial resarcible 
debido a la contribución del lesionado en el 

resultado del accidente. No se aprecia notoria 
desproporcionalidad entre el daño patrimonial 

sufrido y la indemnización fijada.
Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª),

de 27 de octubre de 2011.
Ponente: Excmo. Sr. D. Juan Antonio Xiol Ríos

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL
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letrado D. Marcial, quien se encargó de deducir 
demanda de responsabilidad patrimonial con-
tra el Ayuntamiento de Cáceres. A tal efecto, el 
citado profesional formuló reclamación previa 
en vía administrativa, presentando su escrito en 
el Registro General del Ayuntamiento con fe-
cha 29 de julio de 2002. 3. Interpuesto recurso 
contencioso-administrativo contra la resolución 
desestimatoria de la referida reclamación, la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ 
de Extremadura dictó sentencia de 31 de octu-
bre de 2005 por la que acordó su desestima-
ción al entender que la acción ejercitada se en-
contraba prescrita por el transcurso de un año 
establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/92 
(contado desde el 6 de abril de 2001, fecha de 
notificación de la sentencia absolutoria penal 
que determinó el alcance de las lesiones). 4. Al 
considerar imputable la prescripción a la negli-
gencia del letrado, D. Pedro Antonio formuló 
demanda de responsabilidad civil contra él, en 
reclamación de una indemnización por impor-
te de 259.641,60 euros, mismo valor económico 
de la indemnización reclamada a la Administra-
ción, que no pudo ser atendida. 5. La demanda 
fue parcialmente estimada en primera instancia, 
donde se condenó al letrado demandado y a su 
aseguradora únicamente al pago de 1.700 euros 
por el daño moral ligado a la pérdida de opor-
tunidad procesal –imposibilidad de obtener una 
resolución de fondo– tras declararse prescrita la 
acción.

En síntesis, el Juzgado consideró que no 
había lugar a identificar el daño resarcible con 
el menoscabo, de naturaleza patrimonial, que 
derivaba para el actor de la imposibilidad de ver 
satisfecha su reclamación, equivalente al valor 
económico de esta, pues la estimación de la in-
demnización solicitada era algo meramente hi-
potético y además, bastante improbable dadas 
las circunstancias concurrentes –en especial, el 
exceso de velocidad con el que circulaba el con-
ductor de la moto, constatado en el atestado 
policial, y el hecho de que el obstáculo había 
sido puesto en la calzada a resultas de un acto 
vandálico de terceros–. 6. El demandante re-
currió la sentencia en apelación y la Audiencia 
confirmó el fallo del Juzgado en su integridad. 
En síntesis, sus razonamientos más destacables 
fueron los siguientes: a) queda probada la negli-
gencia del letrado, determinante del retraso que 
dio lugar a que se declarara prescrita la acción, 
impidiendo analizar el fondo del recurso; b) di-
cho actuar negligente del letrado ocasionó al 
actor un daño moral vinculado a la pérdida de la 
oportunidad de obtener una resolución sobre el 
fondo, que no cabe identificar con el valor de la 
eventual indemnización que podría haberse ob-

Al considerar imputable la prescripción a la negligencia del letrado, D. Pedro Antonio formuló 
demanda de responsabilidad civil contra él, en reclamación de una indemnización por importe 

de 259.641,60 euros, mismo valor económico de la indemnización reclamada a la Administración, 
que no pudo ser atendida

tenido de prosperar la reclamación en vía con-
tenciosa ya que la obligación del letrado con el 
cliente no es de resultado sino de medios, sien-
do objeto de indemnización la infracción de la 
lex artis [ley del oficio] y no el hipotético resul-
tado favorable del recurso; c) para la cuantifi-
cación de ese daño moral, habida cuenta de las 
circunstancias concurrentes, demostrativas de 
la culpa exclusiva de la víctima –que circulaba 
a una velocidad excesiva y había realizado una 
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Al considerar imputable la prescripción a la negligencia del letrado, D. Pedro Antonio formuló 
demanda de responsabilidad civil contra él, en reclamación de una indemnización por importe 

de 259.641,60 euros, mismo valor económico de la indemnización reclamada a la Administración, 
que no pudo ser atendida

SEGUNDO.- Enunciación de los motivos prime-
ro y segundo de casación.

El primer motivo del recurso se introduce 
con la fórmula: «Primero. Al amparo de lo dis-
puesto en el art. 477.1 de la LEC, por infracción 
de las normas aplicables al supuesto objeto del 
procedimiento, concretamente, los artículos 1101, 
1104, 1106 y 1107 del Código Civil, en relación con 
el artículo 78.2 del Estatuto General de la Abo-
gacía y la jurisprudencia que viene interpretando 
dichos preceptos en relación con los servicios 
profesionales del abogado». El segundo motivo 
del recurso se introduce con la fórmula: «Segun-
do. Error en la determinación del alcance y sig-
nificado jurídico de los hechos probados, lo que 
se traduce en la necesidad de que por el Tribunal 
Supremo se revise el juicio jurídico al que llega 
la sentencia de instancia». Los dos motivos, ínti-
mamente vinculados entre sí, centran la contro-
versia en la cuantía de la indemnización derivada 
de probada actuación negligente del abogado 
demandado, la cual se impugna desde distintas 
perspectivas. Esencialmente, el primer motivo 
cuestiona que la indemnización concedida se 

maniobra de giro antirreglamentaria– y de la ac-
tuación de un tercero –por lo que se refiere a la 
colocación del bordillo de cemento en la calza-
da–, se estima proporcional la suma concedida 
en primera instancia. 7. Contra esta sentencia in-
terpone recurso de casación la representación 
procesal de la parte actora y apelante, al am-
paro del artículo 477.2.2º LEC, por razón de la 
cuantía. El recurso consta de 2 motivos.
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haya limitado a resarcir el daño moral ligado a 
la pérdida de la oportunidad procesal, al consi-
derar que también debió ser objeto de resarci-
miento el daño material o patrimonial vinculado 
a la no obtención de la indemnización solicita-
da, siendo así que el valor de aquel debía estar 
en directa relación con el importe de esta. Solo 
para el caso de que se considerara acertada la 
decisión de indemnizar tan solo el daño moral li-
gado a la pérdida de la oportunidad procesal, se 
denuncia su incorrecta cuantificación, aduciendo 
el carácter ilógico, irracional y desproporcionado 
de la indemnización concedida. En línea con este 
último argumento, dedica el segundo motivo a 
reprochar a la AP el error cometido a la hora de 
valorar la prueba, por atender de forma exclusiva 
a las conclusiones del atestado de la policía local 
y prescindir del resto de pruebas obrantes, con-
ducentes, siempre según su criterio, a considerar 
que la pretensión tenía visos de poder prosperar 
dado que ni la culpa de la víctima ni la interven-
ción de un tercero habían concurrido como cau-
sas únicas y determinantes del resultado, por ser 
causa de este, ya única o a lo sumo concurren-
te con las expuestas, la actuación negligente de 
la Administración (Ayuntamiento demandado), 
que no cumplió con el deber de mantener en 
buen estado de conservación la calzada. Ambos 
motivos deben ser desestimados.

TERCERO.- La determinación del importe de la 
indemnización por perjuicios causados por ne-
gligencia del abogado. Control en casación. A) 
Como declara, entre las más recientes, la STS 
de 9 de marzo de 2011, RC n.º 1021/2007, esta 
Sala viene reiterando que la fijación de la cuan-
tía de las indemnizaciones por resarcimiento de 
daños materiales o por compensación de daños 
morales –en el caso examinado–, por responsa-
bilidad, por daños y perjuicios imputable a un 
abogado respecto de su cliente por negligente 
cumplimiento de sus obligaciones contractua-
lesno tiene acceso a la casación, pues corres-
ponde a la función soberana de los tribunales de 
instancia sobre apreciación de la prueba (SSTS 
de 19 de octubre de 1990, 18 de julio de 1996, 14 
de julio de 2000, 15 de marzo de 2001, 30 de 
julio de 2008, RC n.º 616/2002, 1 de diciembre 
de 2008, RC n.º 4120/2001), solo susceptible de 
revisión por error notorio o arbitrariedad, cuan-
do existe una notoria desproporción (SSTS de 
20 de octubre de 1988, 19 de febrero de 1990, 19 
de diciembre de 1991, 25 de febrero de 1992, 15 
de diciembre de 1994, 24 de marzo de 1998, 23 
de noviembre de 1999, 5 de diciembre de 2000, 
31 de enero de 2001, 25 de enero de 2002, 10 
de junio de 2002, 3 de febrero de 2004, 28 de 
marzo de 2005, RC n.º 4185/989, 21 de abril de 
2005, 17 de enero de 2006, 27 de febrero de 
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2006, 5 de abril de 2006, 9 de junio de 2006, 
13 de junio de 2006, 16 de noviembre de 2006 , 
31 de octubre de 2007, RC n.º 3537/2000, 30 de 
julio de 2008, RC n.º 616/2002, 23 de octubre 
de 2008, RC n.º 1687/2003, 12 de mayo de 2009, 
RC n.º 1141/2004, 14 de octubre de 2009, RC n.º 
461/2006, 30 de abril de 2010, RC n.º 1165/2005 
y 16 de diciembre de 2010, RC n.º 179/2008) o 
se comete una infracción del ordenamiento en 
la determinación de las bases tomadas para la 
determinación del quantum [cuantía] (SSTS de 
15 de febrero de 1994, 18 de mayo de 1994, 21 
de diciembre de 2006, 30 de julio de 2008, RC 
n.º 616/2002 y 1 de diciembre de 2008, RC n.º 
4120/2001). Cuando el daño consiste en la frus-
tración de una acción judicial, el carácter instru-
mental que tiene el derecho a la tutela judicial 
efectiva determina que, en un contexto valora-
tivo, el daño deba calificarse como patrimonial 
si el objeto de la acción frustrada, como sucede 
en la mayoría de las ocasiones –y, desde luego, 
en el caso enjuiciado– tiene como finalidad la 
obtención de una ventaja de contenido econó-
mico. No puede, en este supuesto, confundirse 
la valoración discrecional de la compensación 
(que corresponde al daño moral) con el deber 
de urdir un cálculo prospectivo de oportunida-
des de buen éxito de la acción (que correspon-
de al daño patrimonial incierto por pérdida de 

oportunidades, que puede ser el originado por 
la frustración de acciones procesales: SSTS de 
20 de mayo de 1996, RC n.º 3091/1992, 26 de 
enero de 1999, 8 de febrero de 2000, 8 de abril 
de 2003, 30 de mayo de 2006, 28 de febrero de 
2008, RC n.º 110/2002, 3 de julio de 2008 RC n.º 
98/2002, 23 de octubre de 2008, RC n.º 1687/03 
y 12 de mayo de 2009, RC n.º 1141/2004). Aun-
que ambos procedimientos resultan indispensa-
bles, dentro de las posibilidades humanas, para 
atender al principio restitutio in integrum [re-
paración integral] que constituye el quicio del 
derecho de daños, sus consecuencias pueden 
ser distintas, especialmente en la aplicación del 
principio de proporcionalidad que debe presi-
dir la relación entre la importancia del daño pa-
decido y la cuantía de la indemnización para 
repararlo. Mientras todo daño moral efectivo, 
siempre que deba imputarse jurídicamente a 
su causante, debe ser objeto de compensación, 
aunque sea en una cuantía mínima, la valoración 
de la pérdida de oportunidades de carácter pe-
cuniario abre un abanico que abarca desde la 
fijación de una indemnización equivalente al im-
porte económico del bien o derecho reclama-
do, en el caso de que hubiera sido razonable-
mente segura la estimación de la acción, hasta 
la negación de toda indemnización en el caso 
de que un juicio razonable incline a pensar que 
la acción era manifiestamente infundada o pre-
sentaba obstáculos imposibles de superar y, en 
consecuencia, nunca hubiera podido prosperar 
en condiciones de normal previsibilidad, pues 
en este caso el daño patrimonial debe consi-
derarse inexistente. B) El régimen de recursos 
extraordinarios establecido en los artículos 468 
y 469 y DF 16 .ª LEC establece la separación en-
tre las cuestiones procesales y las sustantivas 
(por todas, SSTS 16-3-2010, RC n.º 504/2006, 
22-3-2010, RC n.º 364/2007, 5-5-2010, RC n.º 
556/2006; 5-5-2010, RC n.º 699/2005) de ma-
nera que estas, consistentes en la infracción de 
las normas civiles y mercantiles, son las únicas 
que se pueden plantear en el recurso de casa-
ción, cuya función se contrae a contrastar la co-
rrecta aplicación de dicha norma sustantiva al 
supuesto fáctico declarado probado (STS de 4 
de noviembre de 2010, RC n.º 2051/2006, con 
cita de AATS de 31 de marzo de 2009, 23 de 
junio de 2009 y 12 de enero de 2010, y SSTS de 
28 de julio de 2010, RC n.º 1688/2006, y de 29 
de junio de 2010, RC n.º 871/2006). No pueden 
combatirse en casación los hechos fijados por 
el tribunal de instancia en su función de valo-
ración de la prueba, por estar esto reservado al 
recurso extraordinario por infracción procesal 
poniendo de manifiesto la infracción de alguna 
regla legal o la concurrencia de arbitrariedad o 
de una manifiesta falta de racionabilidad en la 
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valoración que se ha llevado a cabo (SSTS 20 
de mayo de 2008, RC n.º 1394/2001, 6 de no-
viembre de 2008, RC n.º 332/2004, ambas ci-
tadas por la STS 25 de marzo de 2010 RC n.º 
1262/2004).

En suma, dado que la casación no es una 
tercera instancia, no es posible plantear me-
diante el recurso de casación temas relativos 
al juicio de hecho, como son los errores en la 
valoración de la prueba, siendo también inacep-
tables todas las apreciaciones de la parte re-
currente que directa o indirectamente cuestio-
nen o se aparten de las declaraciones de hecho 
efectuadas en la resolución recurrida (SSTS 18 
de junio de 2009 RC n.º 2775/2004, 5 de mayo 
de 2010, RC n.º 556/2006 y STS 11 de noviem-
bre de 2010, RC n.º 2048/2006, entre otras mu-
chas). C) En aplicación de esta doctrina, la con-
troversia aquí suscitada debe resolverse en los 
términos en que lo hizo en un caso semejante la 
antes invocada STS de 9 de marzo de 2011. En 
efecto, ahora, como entonces, resultaría aten-
dible en abstracto la afirmación del recurrente 
en el sentido de que la sentencia de apelación 
limita –indebidamente– la indemnización por 
la negligencia profesional del abogado al daño 
moral cuando la jurisprudencia reconoce la in-
demnización del daño moral –solo cuando este 
resulta acreditado de modo específico, y no por 
la simple frustración de una acción judicial– y 
del daño material con base en la doctrina de la 
posibilidad de éxito de la acción frustrada. 

Sin embargo esta circunstancia no es bastan-
te para estimar el recurso, ni para atender la pe-
tición de que la indemnización resulte incremen-
tada pues, como acontecía en el supuesto anali-
zado por la mencionada sentencia, aunque la de 
apelación califica como daño moral el perjuicio 
padecido por D. Pedro Antonio, no puede acep-
tarse que la AP no haya tenido en cuenta la pér-
dida de oportunidades de obtener un beneficio 
patrimonial. Antes bien, la sentencia de apelación 
sigue los criterios de la sentencia de primera ins-
tancia y valora, entre otros extremos, la inciden-
cia causal del propio comportamiento negligente 
de la víctima, que según el atestado policial cir-
culaba a una velocidad excesiva y además se dis-
ponía a realizar un giro en dirección contraria, así 
como la circunstancia de que el obstáculo en la 
calzada había sido colocado por un tercero.

Estos hechos integran el conjunto de los 
declarados probados por la sentencia recurrida 
y vinculan al tribunal de casación en tanto que 
no han podido ser desvirtuados por el cauce 
legalmente establecido a tal fin, constituyendo 
la base fáctica en que se sustentó el juicio de 

probabilidad realizado por la AP, que permitió 
alcanzar razonablemente la convicción de la es-
casa probabilidad de éxito de la acción ejerci-
tada.

En consecuencia, aunque sean discutibles 
los argumentos utilizados por la sentencia so-
bre la calificación del daño, no se advierte que 
se haya incurrido en una notoria desproporción 
entre el daño patrimonial sufrido por el recu-
rrente y la indemnización fijada con arreglo a las 
circunstancias del caso que se han tenido por 
acreditadas, valorando esencialmente, bajo la 
vestidura de unos y otros conceptos, las posi-
bilidades de éxito de las actuaciones frustradas 
por la negligencia del abogado.

CUARTO.- Desestimación del recurso y costas. 
No estimándose fundado el recurso, procede 
su desestimación con imposición de costas a 
la parte recurrente, por aplicación del artículo 
398, en relación con el artículo 394, ambos de 
la LEC.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

1. Se desestima el recurso de casación inter-
puesto por la representación procesal de D. Pe-
dro Antonio, contra la sentencia de 5 de junio 
de 2008, dictada en grado de apelación por la 
Sección 1ª de la Audiencia Provincial de Cáce-
res, en el rollo n.º 110/08, dimanante del juicio 
ordinario n.º 789/06, del Juzgado de Primera 
Instancia n.º 3 de Cáceres, cuyo fallo dice: «Fa-
llamos:» Que desestimando el recurso de apela-
ción interpuesto por la representación procesal 
de don Pedro Antonio, frente a la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nú-
mero 3 de Cáceres, de fecha 19 de noviembre 
de 2007, y desestimando las impugnaciones 
contra la referida sentencia, formuladas por la 
representación procesal del demandado don 
Marcial y compañía aseguradora "Houston Ca-
sualty Company Europe de Seguros y Reasegu-
ros, S.A.", debemos de confirmar y confirmamos 
íntegramente la sentencia de instancia, con im-
posición al recurrente de las costas del presente 
recurso y a los impugnantes de las derivadas de 
su impugnación».

2. No ha lugar a casar por los motivos for-
mulados la sentencia recurrida, que resulta con-
firmada con este alcance.

3. Se imponen las costas de este recurso a 
la parte recurrente.
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ComenTario
Por Mª del Carmen Ruiz-Matas Roldán

Abogada

E
s frecuente que en 
materia de respon-
sabilidad profesional 
por negligencia en la 

actuación de los abogados, 
surja la discusión acerca de 
cuál debe ser la forma en la 
que valorar el daño causa-
do al cliente. En este sentido 
la confusión nace en el mo-
mento de determinar si el 
daño objeto de indemniza-
ción es un daño moral o un 
daño material, o si concurren 
ambos daños como objeto 
de la indemnización.

Nuestras Audiencias Provinciales suelen confundir, por omisión en su argumentación, 
el motivo por el que justifican la cuantía a indemnizar en estos supuestos, tal y como al 
parecer ocurre en este caso, pues hablan tan sólo de un daño moral causado como conse-
cuencia de la mala praxis del abogado, daño que se refleja en la pérdida de oportunidad 
del cliente, quien se ve privado de obtener una resolución judicial una vez analizadas sus 
pretensiones, siendo este daño el que declaran objeto de indemnización en la Sentencia. 
En este sentido, olvidan hacer mención a que con esa indemnización también se está in-
demnizando el daño material causado por la actuación del letrado, por cuanto ese daño 
material viene identificado con la ya citada pérdida de oportunidad sufrida por el perju-
dicado. 

Por tanto, dado que el criterio tenido en cuenta de forma general por nuestros Juzga-
dos y Audiencias a la hora de cuantificar el daño a indemnizar, es precisamente el porcen-
taje de éxito que hubiera tenido la pretensión del cliente cuyo ejercicio finalmente se vio 
frustrado, queda claro que con ello se está atendiendo tanto al daño moral como al daño 
material susceptibles de indemnización en materia de responsabilidad extracontractual 
en atención a la Jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo.

Así, éstos son los criterios tenidos en cuenta por la Sala Primera del Tribunal Supremo 
en ésta y en otras recientes Sentencias como la de 9 de marzo de 2011 que aquí también 
refiere, donde se deja claro que aunque en segunda instancia se haya podido cometer 

un error a la hora de funda-
mentar los motivos en los 
que se basa la cuantificación 
del daño realizada, lo cierto 
es que atendiendo al princi-
pio de proporcionalidad que 
debe presidir entre el daño 
causado y la indemnización a 
recibir, resulta correcta la so-
lución adoptada. 

Y ello por cuanto del 
análisis de la sentencia de se-
gunda instancia, se despren-
de que el fundamento tenido 

En este sentido, las AP también olvidan hacer 
mención a que con esa indemnización también 
se está indemnizando el daño material causado 

por la actuación del letrado, por cuanto ese 
daño material viene identificado con la ya 

citada pérdida de oportunidad sufrida por el 
perjudicado

Nuestras Audiencias Provinciales suelen 
confundir, por omisión en su argumentación, 

el motivo por el que justifican la cuantía a 
indemnizar en estos supuestos, tal y como al 

parecer ocurre en este caso, pues hablan tan sólo 
de un daño moral causado como consecuencia 

de la mala praxis del abogado
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ComenTario

en cuenta para realizar el cál-
culo de probabilidad del éxi-
to de la acción, que determi-
na la cuantificación de la pér-
dida de la expectativa como 
daño, cual es en síntesis ob-
jeto de indemnización, son 
las pruebas existentes en el 
pleito sobre la viabilidad ac-
ción de la que en su caso no 
llegó a ejercitarse o no obtu-
vo la tramitación adecuada. 
Así, tal y como establece la 
Sala Primera, son sobre esas 
pruebas sobre las que se de-
termina la probabilidad de 
éxito de las pretensiones del 
perjudicado, y es esta proba-

bilidad de éxito la que determina el alance de la indemnización tanto del daño moral 
como material causado.

En este sentido nuestro Tribunal Supremo nos aclara la situación, en el sentido de 
determinar la llamada pérdida de expectativas o pérdida de oportunidad como el daño 
fundamental objeto de indemnización en los supuestos de responsabilidad por negligen-
cia profesional. Así, para la cuantificación de la indemnización que el perjudicado puede 
recibir por tales reclamaciones deberá acudirse a un preceptivo cálculo de probabilidad 
del éxito que en su caso hubiera tenido la acción que finalmente no llegó a ejercitarse, 
ello sin llegar al prohibido llamado juicio dentro del juicio, pero sí atendiendo a la prueba 
aportada. 

Con ello, cobra especial importancia la carga de la prueba del demandante sobre los 
hechos en los que basa el éxito de sus prensiones, pues será en atención a tales hechos 
probados sobre los que el juez pueda resolver sobre la cuantificación del daño causado.

En este sentido, la sentencia que nos ocupa se pronuncia también sobre su vincula-
ción sobre los hechos declarados como probados en la Sentencia de segunda instancia, y 
ello por cuanto el demandante 
no interpuso contra aquella Re-
curso Extraordinario por infrac-
ción procesal, estando vetada a 
la Casación la nueva valoración 
de la prueba. La consecuencia 
de ello es que la Sala debe ajus-
tarse a las mismas pruebas teni-
das en cuenta por la Audiencia 
Provincial a la hora de cuantifi-
car el daño causado, pues es en 
atención a las mismas sobre las 
que el Tribunal puede realizar el 
ya tan citado cálculo prospecti-
vo de oportunidades, de ahí la 
importancia de la prueba apor-
tada.

Del análisis de la sentencia de segunda instancia, 
se desprende que el fundamento tenido en 

cuenta para realizar el cálculo de probabilidad 
del éxito de la acción, que determina la 

cuantificación de la pérdida de la expectativa 
como daño, cual es en síntesis objeto de 

indemnización, son las pruebas existentes en 
el pleito sobre la viabilidad acción de la que en 

su caso no llegó a ejercitarse o no obtuvo la 
tramitación adecuada

La sentencia que nos ocupa se pronuncia 
también sobre su vinculación sobre los hechos 

declarados como probados en la Sentencia 
de segunda instancia, y ello por cuanto el 
demandante no interpuso contra aquella 

Recurso Extraordinario por infracción procesal, 
estando vetada a la Casación la nueva valoración 

de la prueba
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Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- Resumen de antecedentes.

1. D. Victoriano presentó demanda de protección 
del derecho al honor, a la intimidad personal y 
la propia imagen frente a Banco Bilbao Vizcaya 
Argentaria, S.A., derivada del hecho de que la 
entidad demandada promovió la inclusión du-
rante largo tiempo del nombre del demandante 
en diferentes registros de solvencia patrimonial  
–los llamados «registros de morosos» (Asnef-
Equifax, Badex y Badexcug)– de forma totalmen-
te injustificada e indebida, por ser inexistente la 
deuda, lo que además de atentar contra su honor, 
dado el desmerecimiento y descrédito en la con-
sideración ajena que la inclusión en este tipo de 

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL

Acción de tutela del derecho al honor, como 
consecuencia de la inclusión del perjudicado en los 

denominados “registros de morosos”, apreciándose 
caducidad de la acción, al considerarse como día a 

quo el momento en el que se notifica al perjudicado 
la inclusión en dichos registros. Resuelve nuestro Alto 

Tribunal, casando la sentencia recurrida, al entender 
que el inicio del cómputo se hará desde que concurran 
los dos requisitos para considerar que se ha producido 

un ataque contra el honor, esto es, la inclusión en 
el registro y que se pruebe que dicha inclusión es 

errónea, coincidiendo el inicio del plazo para reclamar 
con la producción del resultado definitivo.

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª),
de 30 de noviembre de 2011.

Ponente: Excmo. Sr. D. Juan Antonio Xiol Ríos
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registros comporta le ha causado considerables 
perjuicios económicos derivados de la pérdida 
de credibilidad y buena reputación en el ámbito 
de las operaciones financieras y ha afectado se-
riamente a su salud, reclamando como indem-
nización por los daños y perjuicios causados, la 
suma total de 15.000 euros. 2. La sentencia de 
primera instancia desestimó la demanda al con-
siderar caducada la acción ejercitada por haber 
transcurrido el plazo de cuatro años legalmente 
establecido, absolviendo a la entidad demandada 
de todas las pretensiones en ella formuladas, sin 
entrar en el fondo del asunto. Para ello consideró 
acreditado que el demandante tuvo conocimien-
to de su inclusión en un fichero de morosos en el 
año 2001 no interponiéndose la demanda hasta el 
día 29 de mayo de 2008, esto es, ya transcurrido 
el plazo de cuatro años que dispone la ley, enten-
diendo que el plazo empieza a contarse desde el 
momento en que el interesado tuvo conocimiento 
de la intromisión y no cuando esta cesa. 3. La sen-
tencia de segunda instancia desestimó el recur-
so de apelación interpuesto por el demandante y 
confirmó la resolución apelada. Determinó que el 
día del inicio del cómputo se produce no el día de 
la inclusión en el citado fichero sino el día en que 
el demandante tuvo conocimiento de la intromi-
sión en el derecho al honor en que tal inclusión 
consiste, con independencia de que los efectos 
de la misma se desplieguen en el tiempo. En el 
presente caso, de la prueba documental apor-
tada por el demandante, relativa a las diferentes 
comunicaciones de las entidades por las que se 
pone en su conocimiento su inclusión en los co-
rrespondientes ficheros, realizadas desde febrero 
de 2001 hasta junio de 2002, se desprende que 
el demandante tuvo conocimiento de las mismas 
por esas fechas, al no haber alegado lo contrario, 
de manera que estando fechada la demanda el 28 
de mayo de 2008, ha transcurrido con exceso el 
plazo de cuatro años establecido en la ley. 4. Con-
tra esta sentencia interpuso recurso de casación 
el demandante D. Victoriano, el cual ha sido ad-
mitido al amparo del artículo 477.1.1 LEC, por refe-
rirse el procedimiento a derechos fundamentales.

SEGUNDO.- Enunciación del motivo primero y 
único de casación. El motivo primero se intro-
duce con la siguiente fórmula: «Por infracción, 
en concepto de errónea aplicación del artícu-
lo 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, 
de Protección Civil del Derecho al Honor, a la 
Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Ima-
gen, en cuanto que no ha transcurrido el plazo 
de caducidad previsto en el citado artículo». En 
este motivo la parte recurrente ataca la aprecia-
ción de caducidad de la acción de la sentencia 
recurrida que fija como dies a quo la fecha en 
que el demandante recibió las comunicaciones 

que ponen en su conocimiento la inclusión en 
un fichero de morosos, lo que se sitúa en fe-
brero de 2001 hasta junio de 2002, por lo que 
habiéndose presentado la demanda con fecha 
29 de mayo de 2008, el plazo de cuatro años 
habría excedido con creces. Como argumentos 
que avalan su postura, razona el recurrente que, 
si se tiene en cuenta que tuvo conocimiento de 
las comunicaciones fechadas en julio, octubre, 
noviembre y diciembre de 2006, remitidas por 
la empresa Multigestión Iberia, S.A., con poste-
rioridad a las fechas que aparecen en las mis-
mas, al tiempo de interposición de la demanda 
no habían transcurrido los cuatro años de cadu-
cidad previstos legalmente para el ejercicio de 
la acción. Añade que, en contra de lo afirmado 
por la sentencia recurrida, no tuvo conocimiento 
de las comunicaciones de fechas febrero 2001 
a junio de 2002 hasta el año 2006, poco antes 
de que la demandada interpusiese en su contra 
en octubre de 2006 dos procedimientos moni-
torios. Además la entidad demandada ha me-
noscabado su honor y buen nombre de manera 
continuada hasta el año 2007, en el que me-
diante sendas resoluciones judiciales de fechas 
31 de mayo de 2007 y 19 de octubre de 2007 
quedó demostrado en los dos procedimientos 
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su inclusión en los correspondientes ficheros. 
Por el contrario, entiende el recurrente que la 
intromisión consistente en la inclusión errónea 
e injustificada en los diferentes registros de mo-
rosos no es un hecho puntual que se agote en sí 
mismo, sino un hecho continuado y de efectos 
permanentes, que permanecen vivos mientras 
la incidencia no sea cancelada, siendo aplicable 
la doctrina del Tribunal Supremo sobre los da-
ños continuados, de manera que el cómputo del 
plazo para poder ejercitar las acciones corres-
pondientes no comienza hasta la producción 
del resultado definitivo. Así en el caso que nos 
ocupa, se alega que el demandante permane-
ció de alta en tales registros desde su inclusión 
en el año 2001 hasta que se resolvieron en fe-
chas 31 de mayo y 19 de octubre de 2007 y de 
manera favorable para él los procedimientos 
monitorios que se le interpusieron, momento 
en el que se dieron las instrucciones pertinen-
tes para darlo de baja y a partir del cual debería 
iniciarse el cómputo del plazo de caducidad. A 
este respecto es pertinente hacer una distinción 
entre el daño continuado y el daño duradero o 
permanente, que es aquel que se produce en 
un momento determinado por la conducta del 
demandado pero persiste a lo largo del tiempo 
con la posibilidad, incluso, de agravarse por fac-
tores ya del todo ajenos a la acción u omisión 
del demandado. En este caso de daño duradero 
o permanente el plazo de prescripción comen-
zará a correr «desde que lo supo el agraviado», 
como dispone el artículo 1968.2.º CC, es decir 
desde que tuvo cabal conocimiento del mismo 
y pudo medir su trascendencia mediante un 
pronóstico razonable, porque de otro modo se 
daría la hipótesis de absoluta imprescriptibili-
dad de la acción hasta la muerte del perjudica-
do, en el caso de daños personales, o la total 
pérdida de la cosa, en caso de daños materia-
les, vulnerándose así la seguridad jurídica ga-
rantizada por el artículo 9.3 de la Constitución 
y fundamento, a su vez, de la prescripción. En 
cambio, en los casos de daños continuados o 
de producción sucesiva no se inicia el cómputo 
del plazo de prescripción, hasta la producción 
del definitivo resultado (STS 28 de octubre de 
2009 y 14 de julio de 2010), si bien matizando 
que esto es así «cuando no es posible fraccionar 
en etapas diferentes o hechos diferenciados la 
serie proseguida» (SSTS 24 de mayo de 1993 , 5 
de junio de 2003, 14 de marzo de 2007 y 20 de 
noviembre de 2007).

En el presente caso, de acuerdo con la ante-
rior distinción, consideramos que los daños pro-
ducidos por la inclusión indebida en uno de es-
tos registros o ficheros de solvencia patrimonial 
tienen naturaleza de daños continuados, como lo 

monitorios que se le interpusieron que no debía 
cantidad alguna, permaneciendo dado de alta 
en los registros de morosos hasta las fechas re-
señadas, por lo que, haciéndose aplicación de la 
doctrina de los daños continuados, la acción no 
habría caducado, debiendo computarse como 
dies a quo en el inicio de la caducidad el instan-
te en que quedó demostrado judicialmente que 
tal inclusión era errónea e injustificada.

El motivo debe ser estimado.

TERCERO.- Daños continuados y daños per-
manentes. La sentencia recurrida estima que 
tanto el artículo 9.5 de la LPDH, como el artículo 
1969 del Código Civil son claros en cuanto al ini-
cio del cómputo para la prescripción o la cadu-
cidad al disponer que comenzará el día en que 
pudieron ejercitarse, lo que en el presente caso 
no cabe duda que se produce no el día de la in-
clusión en el correspondiente fichero sino el día 
en que el demandante tuvo conocimiento de la 
intromisión en el derecho al honor en que tal in-
clusión consiste, lo que sitúa, según la prueba 
practicada, en febrero de 2001 a junio de 2002, 
según la fecha de las comunicaciones dirigidas 
al demandante poniendo en su conocimiento 
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demuestra el hecho de que la causa que origina 
la intromisión en el derecho al honor (la imputa-
ción de ser moroso) persista durante el tiempo 
en su eficacia potencialmente lesiva del honor 
ajeno hasta que no se cancela o se produce la 
baja del demandante en los citados registros, al 
margen de que el registro haya sido o no consul-
tado por terceras personas, ya que basta la po-
sibilidad de conocimiento por un público, sea o 
no restringido y que esta falsa morosidad haya 
salido de la esfera interna del conocimiento de 
los supuestos acreedor y deudor, para pasar a 
ser de una proyección pública (STS 24 de abril 
de 2009). De esta forma y de conformidad con 
lo alegado por el Ministerio Fiscal, si bien el de-
mandante tuvo conocimiento de su inclusión por 
parte de la entidad demandada en uno de estos 
registros de morosos desde el mes de febrero de 
2001, lo cierto es que esta inclusión se prolongó 
en el tiempo, al menos hasta la finalización de 
los procedimientos monitorios de reclamación 
de cantidad que se interpusieron en su contra y 
que concluyeron con sendas resoluciones abso-
lutorias de fechas 31 de mayo y 19 de octubre de 
2007, consumándose la intromisión o atentado 
al derecho al honor al constatarse la inexistencia 
de la deuda, momento a partir del cual se inicia 
el plazo para poder ejercitar las acciones corres-
pondientes. Consecuentemente, esta Sala consi-
dera que no ha transcurrido el plazo de caduci-
dad previsto en el artículo 9.5 de LPDH, por lo 
que al haberlo apreciado así la sentencia recurri-
da incurre en la infracción denunciada.

CUARTO.- Estimación del recurso. Según el ar-
tículo 487.2.º LEC, si se tratare de los recursos 
de casación previstos en los números 1.º y 2.º 
del apartado 2 del artículo 477, la sentencia que 
ponga fin al recurso de casación confirmará o 
casará, en todo o en parte, la sentencia recurri-
da. Estimándose fundado el recurso, procede, en 
consecuencia, casar la sentencia recurrida. Ahora 
bien la estimación del recurso y consiguiente ca-
sación de la sentencia impugnada no determina 
en este caso que la Sala resuelva sobre el fon-
do de la reclamación planteada en la demanda. 
Al apreciar la caducidad de la acción ejercitada 
en la demanda, ni la sentencia de primera instan-
cia ni la de apelación valoraron la prueba sobre 
el fondo de la cuestión litigiosa y, lógicamente, 
tampoco la han enjuiciado en derecho. Falta por 
tanto, y de un modo absoluto, el juicio de hecho 
y de derecho sobre la materia objeto del proce-
so. De ahí que, no siendo en absoluto la casación 
un nuevo juicio que, como la apelación, permita 
una cognición plena sobre todas las cuestiones 
de fondo de hecho y de derecho sometidas a 
debate, y no habiendo sido estas enjuiciadas, en 
puridad, por ninguna instancia, el pronunciamien-

to de esta Sala deba limitarse, como autoriza el 
artículo 487.2 LEC , a casar la sentencia recurrida 
para que el tribunal de apelación, como órgano 
de instancia plenamente facultado para conocer 
de todas las cuestiones de hecho y de derecho 
objeto del proceso, las resuelva en sentencia que 
no podrá ya apreciar la caducidad de la acción 
ejercitada en la demanda, solución ya adoptada 
por la STS del Pleno de los magistrados de esta 
Sala de 29 de abril de 2009 (RC n.º 325/06) y en 
STS de 7 de octubre de 2009 (RC. n.º 1207/2005) 
en sendos casos de apreciación de caducidad y 
de prescripción de la acción por el tribunal de se-
gunda instancia. En todo caso, tanto la apelación 
como el eventual recurso de casación que se in-
terponga contra la nueva sentencia de la Audien-
cia Provincial, serán de tramitación preferente.

QUINTO.- Costas. La estimación del recurso de 
casación supone la no condena en costas de 
este recurso de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 398.2 de la LEC.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español. 

FALLAMOS

1. Declaramos haber lugar al recurso de casación 
interpuesto por la representación procesal de D. 
Victoriano contra la sentencia de 12 de julio de 
2010, dictada por la Sección 1.ª de la Audiencia 
Provincial de santa Cruz de Tenerife en el rollo 
de apelación n.º 791/2009, cuyo fallo dice: «Fa-
llamos.» Desestimar el recurso de apelación in-
terpuesto por la representación procesal de don 
Victoriano , contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia n.º 3 de Santa Cruz de 
Tenerife en los autos n.º 685/2008; confirmando 
dicha resolución, con expresa imposición de las 
costas de esta alzada a la parte apelante.

2. Declaramos haber lugar a casar por el motivo 
formulado la sentencia recurrida, que declara-
mos sin valor ni efecto alguno.

3. Acordamos devolver las actuaciones al referi-
do tribunal de apelación para que, no pudiendo 
apreciar ya la caducidad de la acción fundada 
en la LPDH, dicte nueva sentencia pronuncián-
dose sobre todas las demás cuestiones plantea-
das en el recurso de apelación del demandante. 
La apelación y el eventual recurso de casación 
que se interponga contra la nueva sentencia de 
la Audiencia Provincial, será de tramitación pre-
ferente.

4. No se imponen las costas del recurso de ca-
sación interpuesto.
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ComenTario
Por Diana Martín Fernández

Abogada

L
os hechos que dan 
lugar a esta resolu-
ción, son cada vez 
más comunes en la 

situación económica en el 
que vivimos, y ello porque 
en el momento en el que una 
persona, ya sea física o jurí-
dica, contrae una deuda con 
un tercero, es incluido en los 
famosos registros de mo-
rosos. No es la primera vez 
que nos encontramos con un 
caso así, es habitual que las personas afectadas se defiendan de los abusos cometidos 
por estos registros o por las entidades que comunican las deudas para que se proceda al 
alta, ante los Tribunales. Ciertamente, son prácticas abusivas por parte de las entidades 
de crédito o acreedores, y ello porque no en todos los casos esas comunicaciones son 
reales o de serlo no siempre son impagos injustificados.

En el caso que nos ocupa, la victima de la intromisión ilegitima en el registro de mo-
rosos Asnef-Equifax, demandó a la entidad financiera que introdujo sus datos en el cita-
do registro, obteniendo un resultado negativo tanto en la primera instancia como en la 
segunda, llegando los dos Tribunales a la misma conclusión, la acción ejercitada basada 
en el art. 7.7 de la Ley Orgánica de Protección de Derecho al Honor y 18.1 de la Constitu-
ción, había caducado. El art. 9.4 de la citada Ley Orgánica, establece un plazo de cuatro 
años para el ejercicio de la acción, transcurrido el mismo se produce la caducidad, en-
tendiendo los Tribunales de primera y segunda instancia que el demandante/recurrente 
había tenido conocimiento en el año 2001 y no es hasta el año 2008 cuando interpone 
la demanda. Sin embargo, el actor no ceso en su empeño de demostrar que lo ocurrido 
debían considerarse daños continuados y procedió a presentar el recurso de casación 
cuya resolución nos ocupa, basándose en que según la doctrina del Tribunal Supremo no 
es hasta el año 2007 cuando comienza el computo del plazo, por ser en ese momento 
cuando son resueltos los procedimientos judiciales contra él interpuestos por la entidad 
demandada/recurrida, siendo estos desestimados en su integridad, demostrándose que 
la intromisión fue ilegitima, al haber quedado acreditado que no debía cantidad alguna. 
Por lo tanto, mantiene que es en ese momento cuando nace el derecho a reclamar los 
daños y perjuicios causados por la actuación negligente del demandado, y ello por ser el 
instante en el que ciertamente se conoce el alcance de lo sucedido.

El Tribunal Supremo, acoge la teoría del actor/recurrente, haciendo una aclaración 
entre los daños continuados y el daño duradero, llegando a la conclusión de que en este 
caso nos encontramos ante un daño continuado, y ello porque la causa que origina la 
intromisión en el derecho al honor (la imputación de ser moroso), persiste durante el 
tiempo en su eficacia potencialmente lesiva del honor ajeno hasta que no se cancela o 
se produce la baja del demandante en los citados registros, que no se produce hasta 
la finalización de los procedimientos monitorios de reclamación de cantidad, en el año 
2007, momento pues, en el que se consumo la intromisión o atentado al derecho de ho-
nor al constatarse la inexistencia de la deuda, y el Tribunal Supremo, entiende que es el 
momento en el que debe de iniciarse el computo para poder ejercitar las acciones co-
rrespondientes.

Por las razones expuestas, el Tribunal Supremo casa la Sentencia de la Audiencia 
Provincial y devuelve los autos al tribunal de apelación, como órgano de instancia plena-

La víctima de la intromisión ilegitima en el registro 
de morosos Asnef-Equifax, demandó a la entidad 

financiera que introdujo sus datos en el citado 
registro, obteniendo un resultado negativo tanto 

en la primera instancia como en la segunda, 
llegando los dos Tribunales a la misma conclusión, 
la acción ejercitada basada en el art. 7.7 de la Ley 
Orgánica de Protección de Derecho al Honor y 

18.1 de la Constitución, había caducado
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mente facultado para conocer de todas las cuestiones de hecho y de derecho objeto del 
proceso, que no fueron valoradas por ningunos de los Tribunales al apreciar directamen-
te la caducidad de la acción sin entrar a debatir sobre el fondo del asunto.

Este caso es más que interesante en su aspecto practico, ya que nos viene a disipar 
cualquier duda que nos pudiera surgir para el computo del plazo para el ejercicio de los 
derechos de protección al honor, que tantas veces son lesionados con la intromisión de 
datos en los llamados registros de morosos. Debemos tener en cuenta, que el hecho de 
que se introduzcan datos en estos registros, puede traer consecuencias muy desagra-
dables, tales como no obtener financiación de las entidades de crédito o no poder dar 
de alta determinados contratos de suministro, entre otras, algo que realmente llega a 
menoscabar los derechos de una persona y que ciertamente en muchas ocasiones no 
pueden ser rectificados hasta que no se obtiene la pertinente resolución judicial que de-
clare el error cometido.

Aunque en el caso que nos ocupa el Tribunal Supremo no entra a valorar si se come-
tió o no la intromisión ilegitima alegada por el actor/recurrente nuestro Alto Tribunal ya 
se ha pronunciado en repetidas ocasiones sobre la cuestión de fondo de este caso, y ha 
prohibido a las entidades financieras y empresas incluir a un cliente en los registros de 
morosos sin verificar la veracidad de los impagos. El motivo que aduce para garantizar 
nuestros derechos es que ello supone una intromisión ilegítima en el derecho al honor. Es 
más, en el Tribunal Supremo en la Sentencia de Plenaria nº 284/09 de 24 de abril, ya dejo 
muy clara su posición ante tales intromisiones, señalando en la misma:

“Con lo cual se reitera la doctrina que ya sentó la sentencia de 5 de julio de 2004   
que contempló el caso de la inclusión de una persona en el "Registro de aceptaciones im-
pagadas" conocido por RAI por impago de unas letras de cambio cuya firma en la acep-
tación era falsa y dice, respecto a tales registros que "es práctica bancaria que exige una 
correcta utilización, por lo que ha de rechazarse cuando se presenta abusiva y arbitraria 
como aquí sucede, ya que evidentemente la inclusión en el RAI resulta notoriamente in-
debida y no precisamente por error cuando era conocido que no se trataba de persona 
morosa". Y respecto a la vulneración del derecho al honor, concluye que "lo conforma el 
hecho probado de la inclusión indebida en el registro de morosos, por deuda inexistente, 
lo que indudablemente, sobre todo tratándose de una persona no comerciante, supo-
ne desmerecimiento y descrédito en la consideración ajena (artículo 7-7º Ley Orgánica 
1/82), pues esta clase de registros suele incluir a personas valoradas socialmente en 
forma negativa o al menos con recelos y reparos, sobre todo cuando se trata de llevar a 

cabo relaciones contractua-
les con las mismas.

Esta Sala en pleno, ha 
resuelto como doctrina juris-
prudencial que, como princi-
pio, la inclusión en un registro 
de morosos, erróneamente, 
sin que concurra veracidad, 
es una intromisión ilegítima 
en el derecho al honor, por 
cuanto es una imputación, la 
de ser moroso, que lesiona la 
dignidad de la persona y me-
noscaba su fama y atenta a 
su propia estimación”.

La sentencia recoge sobre los citados 
registros que "es una práctica bancaria 

que exige una correcta utilización, por lo 
que ha de rechazarse cuando se presenta 

abusiva y arbitraria como aquí sucede, ya que 
evidentemente la inclusión en el RAI resulta 

notoriamente indebida y no precisamente por 
error cuando era conocido que no se trataba de 

persona morosa"
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Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL

Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- La Sala de instancia, tras rechazar 
que la alegada interposición prematura del re-
curso contencioso-administrativo constituya 
causa de inadmisión, y después de apreciar que 
la acción de reclamación de responsabilidad 
patrimonial no había prescrito, considera que 
el accidente sufrido por la actora al caer del ci-
clomotor en que circulaba por la carretera GI-I 
(Puerto del Musel-Aboño), de la que es titular la 
Autoridad Portuaria de Gijón, tuvo su causa en 
el mal estado de la vía, deslizante por el agua, 
barro y polvo de carbón o Cook existente. En 
consecuencia, tras concretar el título de impu-
tación en la falta de mantenimiento de la citada 
vía en las condiciones de seguridad necesarias, 
y después de cuantificar los daños, estima en 
parte aquel recurso, anula la resolución desesti-

Responsabilidad de las administraciones públicas 
por accidente de tráfico al caer la conductora de 

un ciclomotor por la carretera que circulaba, como 
consecuencia del mal estado de la vía, deslizante 

por el agua, barro y polvo. Se condena a la 
Administración titular de la vía y a su aseguradora 

a abonar a la actora la suma de 204.900 euros. 
Compatibilidad de dicha indemnización con las 

cantidades percibidas por la Seguridad Social en 
concepto de invalidez permanente absoluta, así 

como por su compañía aseguradora, en concepto de 
invalidez permanente derivada de accidente.

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª),
de 7 de diciembre de 2011.

Ponente: Excmo. Sr. D. Segundo Menéndez Pérez
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matoria presunta de aquella reclamación, y con-
dena con carácter solidario a esa Autoridad y 
a su entidad aseguradora a abonar a la actora 
la suma de 204.900 euros. E incluye un segun-
do pronunciamiento de condena a favor de otra 
entidad aseguradora, cuya cuantía, 1.711,85 eu-
ros, impide de raíz que pueda ser revisado en 
este grado de casación. 

SEGUNDO.- Contra esa sentencia recurre en 
casación sólo aquella entidad aseguradora so-
lidariamente condenada, formulando, tras la 
inadmisión del quinto por auto de la Sección 
Primera de esta Sala de fecha 22 de abril de 
2010, los siguientes cuatro motivos de casa-
ción: El primero denuncia la infracción de los 
artículos 46, 70 y 71 de la ley 30/1992 "y sus 
concordantes" (así, literalmente, en su enuncia-
do), en relación con los artículos 6 y 13 del Real 
Decreto 429/1993, de 26 de abril, pues, dicho 
aquí en síntesis, en el procedimiento intervie-
ne como posible responsable un contratista de 
la Administración, encargado de mantener la 
limpieza de la vía en el lugar del accidente, de 
suerte que la resolución que pusiera fin a aquél 
habría de recoger la responsabilidad de éste so 
pena de no poder alegarla en vía jurisdiccional. 
En consecuencia, un recurso que se interpo-
ne de modo anticipado, prematuro, contra la 
desestimación presunta de la reclamación de 
responsabilidad patrimonial impide, al acarrear 
la incompetencia de la Administración, aquella 
resolución expresa y, de facto, imputar la res-
ponsabilidad a dicho contratista. El segundo 
denuncia la infracción de los artículos 97, 132 y 
186 de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, pues si la causa del accidente 
fue la falta de limpieza de la vía, como alega 
la actora, y si ese servicio para los viales del 
Puerto había sido adjudicado a aquel contra-
tista, sólo a él corresponde la responsabilidad 
por dicho accidente. Además, esta interven-
ción de un tercero rompe el nexo causal. El ter-
cero, la infracción de los artículos 139.1 de la ley 
30/1992 y 106.2 CE, así como de la jurispruden-
cia relativa al principio de reparación integral, 
pues si la sentencia recurrida valora las secue-
las en una cantidad concreta que representa, 
por tanto, el daño que ha sufrido la actora, ese 
principio exige que de ella se deduzcan las que 
ésta ha recibido como consecuencia del acci-
dente, como son las de 22.790,94 euros, pago 
derivado de la declaración de invalidez per-
manente absoluta, 23.000,00 euros, pago de 
la aseguradora Ocaso, cuyo seguro incluía la 
cobertura de la contingencia de que el asegu-
rado resultase afectado de una invalidez per-
manente derivada de accidente, y la pensión, 
cuya cuantía se desconoce, que recibe como 
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consecuencia de éste. Y, el cuarto, el incumpli-
miento de los preceptos de la ley 30/1995, así 
como sus actualizaciones, pues si el accidente 
lo es de circulación, el Baremo publicado por la 
Dirección General de Seguros correspondien-
te al año de la sanidad deja de tener carácter 
orientativo y pasa a obligar al Juzgador. Mo-
tivos, todos ellos, que denuncian infracciones 
inexistentes y que, por ello, deben ser desesti-
mados.

TERCERO.- El primero, porque descansa en 
esencia en la idea errónea de que la interpo-
sición de un recurso jurisdiccional contra la 
desestimación presunta de lo pedido o recla-
mado a la Administración, produce el efec-
to jurídico de impedir a ésta la continuación 
del procedimiento administrativo, privándole, 
por tanto, de la facultad de dictar una reso-
lución expresa que le ponga fin. Nuestro or-
denamiento jurídico no proclama ese efecto o 
consecuencia, sino, al contrario, la subsisten-
cia, pese a aquella interposición, del deber de 
la Administración de resolver de modo expre-
so, tal y como resulta del conjunto normativo 
formado por los artículos 42.1, 43.3, párrafo 
segundo, 43.4.b) y 44, párrafo primero y nú-
mero 1, todos de la ley 30/1992. De ahí deriva 
que la circunstancia que trae a colación el mo-
tivo, referida a la posible responsabilidad del 
contratista de la Administración encargado 
de mantener la limpieza de la vía en el lugar 
del accidente, no altere ni obstaculice la juris-
prudencia reiterada de este Tribunal que afir-
ma, en síntesis, y como recuerda la sentencia 
aquí recurrida, que la interposición anticipada 
o prematura del recurso jurisdiccional contra 
la desestimación presunta es, en una interpre-
tación conforme a la Constitución de las cau-
sas de inadmisión, un defecto subsanable, que 
queda subsanado si en el curso del proceso 
trascurre el plazo en que la Administración de-
bía resolver o dicta resolución expresa igual-
mente desestimatoria (en este sentido puede 
verse el auto de 1 de julio de 1998, dictado en 
el recurso de apelación núm. 6915/1992, y, en-
tre otras, las sentencias de 9 de mayo y 19 de 
diciembre de 2001, 14 de noviembre de 2003, 
22 de diciembre de 2005 y 21 de junio de 2007, 
dictadas, respectivamente, en los recursos 
de casación números 6222/1996, 3348/1995, 
7634/2000, 3794/2003 y 9288/2003).

CUARTO.- El segundo, porque en los términos 
en que se formula se limita, en realidad, a hacer 
supuesto de una cuestión que no queda jurídi-
camente definida en la sentencia recurrida, a la 
que no se imputa previamente, como hubiera 
sido obligado, un vicio de incongruencia omisi-
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va. Esa cuestión, referida a si recae sólo sobre el 
contratista o la Administración, o sobre ambos, 
la obligación de indemnizar los daños y perjui-
cios derivados de aquel accidente, en tanto se 
mantenga indefinida no impide al tercero perju-
dicado, ajeno a esa relación contractual, dirigir 
su acción contra la segunda, sin perjuicio de los 
derechos y obligaciones de los contratantes en-
tre sí.

QUINTO.- El tercero, porque da por supuesto, 
sin que ello se desprenda del modo en que ra-
zona la Sala de instancia, que la indemnización 
que fija su sentencia cubre los daños y perjui-
cios hasta el punto de que la adición de otra 
u otras sumas indemnizatorias determinaría 
como consecuencia un enriquecimiento injus-
to. Pero además y sobre todo, porque la com-
patibilidad entre aquélla y esas otras sumas re-
sulta evidente cuando éstas son prestaciones 
contributivas derivadas del sistema público 
de Seguridad Social, u obligaciones dinera-
rias pactadas en un contrato de seguro priva-
do, pues tanto unas como otras constituyen 
la contraprestación por lo cotizado o pagado 
para asegurar los riesgos. En este sentido, por 
todas, puede verse la sentencia de este Tribu-
nal de fecha 3 de noviembre de 2008, dictada 
en el recurso de casación núm. 5803/2004, y 
las que en ella se citan.

SEXTO.- Y el cuarto, porque nuestra jurispru-
dencia afirma que el sistema legal de valora-
ción de los daños y perjuicios causados a las 
personas en accidentes de circulación, que 
introdujo la Disposición adicional octava de 
la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Orde-
nación y Supervisión de los Seguros Privados, 
que cita el motivo, no es de aplicación obli-
gada a los que dimanan del funcionamiento 
normal o anormal de los servicios públicos, 
de suerte que sus criterios tienen valor orien-
tativo y no vinculante en los procesos de re-
clamación de responsabilidad patrimonial de 
las Administraciones públicas (así, con ese ca-
rácter general, puede verse esa afirmación en 
las sentencias, entre otras, de 16 de diciembre 
de 1997 y 17 de noviembre de 2003, dictadas, 
respectivamente, en los recursos de casación 
4853/1993 y 4683/1999). Afirmación que se 
mantiene y no cambia cuando la causa o con-
causa del accidente de circulación y del daño 
sufrido en él es, precisamente, el anormal 
funcionamiento del servicio público de seña-
lización, conservación y mantenimiento de 
las vías abiertas al tráfico (así, por todas, en 
la sentencia de 23 de enero de 2008, dictada 
en el recurso contencioso administrativo núm. 
137/2006).

SÉPTIMO.- La desestimación de todos los moti-
vos de casación alegados comporta la declara-
ción de no haber lugar al recurso interpuesto y 
la imposición de las costas procesales a la parte 
recurrente, según establece el artículo 139.2 de 
la Ley Jurisdiccional, si bien, como permite el 
apartado tercero del mismo precepto, procede 
limitar su cuantía, por el concepto de honorarios 
de Abogado de la parte actora y aquí recurri-
da, a la cifra de tres mil euros, dada la actividad 
desplegada por aquél al oponerse al indicado 
recurso. Añadiendo que ese pronunciamiento 
de imposición de costas no incluye los derechos 
ni los honorarios derivados de la intervención 
en el recurso de casación de la representación 
y dirección letrada de la Autoridad Portuaria de 
Gijón, dado que ésta ha manifestado no opo-
nerse al citado recurso.

Por lo expuesto, en nombre de su Majestad 
el Rey, y en ejercicio de la potestad de juzgar 
que emanada del pueblo español, nos confiere 
la Constitución.

FALLAMOS

NO HA LUGAR al recurso de casación 
que la representación procesal de la mercantil 
"THROUGH TRANSPOT MUTUAL INSURANCE 
ASSOCIATION (EURASIA) LIMITED" interpone 
contra la sentencia de fecha 14 de septiembre 
de 2009, dictada por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
del Principado de Asturias en el recurso núm. 
239/2007. Con imposición a la parte recurrente 
de las costas de este recurso de casación, con 
los límites fijados en el fundamento de derecho 
séptimo de esta sentencia. Así por esta nuestra 
sentencia, que deberá insertarse por el Conse-
jo General del Poder Judicial en la publicación 
oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supre-
mo, definitivamente juzgando lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

El tercero, porque da por supuesto, 
sin que ello se desprenda del modo 
en que razona la Sala de instancia, 
que la indemnización que fija su 

sentencia cubre los daños y perjuicios 
hasta el punto de que la adición de 
otra u otras sumas indemnizatorias 
determinaría como consecuencia un 

enriquecimiento injusto
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ComenTario
Por Mariano Medina Crespo

Abogado y Doctor en Derecho

L
a lectura de esta sen-
tencia pone de mani-
fiesto que en España 
no hay un Derecho de 

la Responsabilidad Civil, sino, 
por lo menos, tantos Derechos 
como órdenes jurisdiccionales 
conocen de ella. Las divergen-
cias existentes entre las diver-
sas Salas del TS para resolver 
cuestiones idénticas pone de 
manifiesto este aserto. Sin 
agotar la rica problemática 
que encara la sentencia co-
mentada mediante una funda-
mentación bastante sinóptica, 
me centro exclusivamente en la cuestión atinente al rehúse de la propuesta de la aseguradora 
demandada de que se aplicara un criterio de compensatio lucri cum damno, que constituye 
exigencia del principio institucional de la reparación completa, así como que se adoptara un 
criterio de actualización valorista distinto del que había adoptado la sentencia de instancia. 

Respecto de la primera cuestión, la recurrente aspiraba a que, cuantificada la indemni-
zación que se reconoció al lesionado de acuerdo con las reglas del sistema legal valorativo 
(establecido para los daños corporales causados en accidentes de circulación) se descontara 
del importe establecido ascendente a 204.900 euros) la suma percibida por el lesionado en 
virtud de su invalidez permanente absoluta (sin que se aclare la procedencia de esta percep-
ción), la cobrada en virtud de una póliza de seguro de accidentes concertada con una ase-
guradora para el caso de siniestro generador de una invalidez permanente y la cuantía de la 
pensión social (se supone que el capital-coste) reconocida como consecuencia de esa invali-
dez (aunque ni se concretaba su importe ni el de su capitalización). El TS resuelve el motivo 
ateniéndose al viejo criterio de la compatibilidad absoluta de las diversas fuentes resarcito-
rias, declarando, en definitiva, que son perfectamente acumulables las sumas indemnizato-
rias por responsabilidad patrimonial (civil) y las percibidas por el perjudicado en virtud de 
cualquier seguro social o privado, por razón de las lesiones padecidas. La respuesta desesti-
matoria dada por la Sala es distinta de la que habría proporcionado la Sala 4ª del TS, que se 
atiene al criterio de la compensatio lucri cum damno, aunque con compensación sólo de con-
ceptos dañosos homogéneos (doctrina consolidada a partir de las sentencias plenarias de 17 
de julio de 2007), y muy posiblemente sería la misma respuesta que habría proporcionado 

la Sala 1ª, donde todavía no ha 
madurado el estricto criterio 
computador, por convivir en 
ella resoluciones disonantes 
(sentencias de 21 de julio de 
2000, 8 de octubre de 2001, 
18 de mayo de 2006, 21 de 
junio de 2006 y 25 de octu-
bre de 2001). En todo caso, la 
drasticidad con que expresa 
su postura la Sala impide pe-
netrar en la procedencia de 
que las cantidades señaladas 
por la aseguradora deman-
dada fueran objeto de com-

La lectura de esta sentencia pone de 
manifiesto que en España no hay un Derecho 

de la Responsabilidad Civil, sino, por lo 
menos, tantos Derechos como órdenes 

jurisdiccionales conocen de ella. Las 
divergencias existentes entre las diversas 

Salas del TS para resolver cuestiones idénticas 
pone de manifiesto este aserto

El TS resuelve el motivo ateniéndose al viejo 
criterio de la compatibilidad absoluta de las 
diversas fuentes resarcitorias, declarando, en 

definitiva, que son perfectamente acumulables 
las sumas indemnizatorias por responsabilidad 

patrimonial (civil) y las percibidas por el 
perjudicado en virtud de cualquier seguro social 
o privado, por razón de las lesiones padecidas
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pensación o no, con distinción 
entre lo que es un seguro so-
cial y un seguro privado, sobre 
la base de que éste constituye 
un seguro de accidentes que 
proporciona una abstracta co-
bertura de necesidad y que, 
por tanto, el capital asegurado 
es totalmente compatible con 
la responsabilidad civil, sin que 
sirva para que el importe perci-
bido por él pueda compensarse 
en el trance de cuantificarla, a diferencia de lo que acontece con una pensión social que sirve 
para evitar o paliar el lucro cesante que genera la situación de invalidez permanente absoluta 
y que debe compensarse con la suma en que, en su caso, se haya valorado en su totalidad el 
lucro cesante, para entonces reconocer la diferencia entre ese total y el importe del capital 
coste de la pensión social, aunque puede asegurarse que, en el concreto caso que nos ocupa, 
como sucede siempre, no se habría efectuado ese cálculo de lucro cesante, dado que, en el 
caso, se aplicaron las reglas tabulares del sistema legal valorativo, donde no se contempla 
en absoluto, o, desde luego, en su integridad. Por ello considero que esa sentencia brindó al 
caso una correcta solución, pero a virtud de una defectuosa doctrina.

En lo que refiere a la actualización valorista de la cuantía resarcitoria, dado que las lesio-
nes se produjeron como consecuencia de un accidente de circulación (al perder el motorista 
demandante el equilibrio como consecuencia del mal estado de la vía pública), la asegu-
radora quería hacer valer la doctrina fijada por la Sala 1ª del Tribunal Supremo, contraída a 
que la actualización valorista del crédito se detenga en el año de la fijación de la sanidad del 
lesionado, olvidando que este criterio no puede aplicarse en el orden contencioso adminis-
trativo, donde de forma imperativa se establece que el daño se ha de valorar con referencia al 
momento de su producción, pero con actualización valorista del crédito hasta el momento de 
ponerse término al procedimiento. De cualquier forma, el planteamiento de la aseguradora 
era sofístico pues, aunque pueda parecer extraño, no se estaba ante un accidente de circu-
lación a los efectos de la aplicación imperativa del sistema legal valorativo, pues éste sólo 
es obligatorio para los accidentes de circulación producidos por conductores de vehículos, 
pero no para cualquier accidente de circulación que sea imputable a un sujeto distinto, como 
es, en este caso, una Administración Pública. Por ello, acierta la Sala cuando dice que, para 
el caso resuelto, el sistema legal valorativo tiene un carácter orientativo y no preceptivo. De 
todas formas, aun cuando fuera preceptiva la aplicación del sistema legal valorativo, su pre-
ceptividad no podría evitar la aplicación de la explícita y estupenda previsión actualizadora 
que contempla la LRJAP y PAC (art. 141.3).

ComenTario

La drasticidad con que expresa su postura la 
Sala impide penetrar en la procedencia de que 

las cantidades señaladas por la aseguradora 
demandada fueran objeto de compensación 

o no, con distinción entre lo que es un seguro 
social y un seguro privado

La aseguradora quería hacer valer la doctrina fijada por la Sala 1ª del 
Tribunal Supremo, contraída a que la actualización valorista del crédito se 
detenga en el año de la fijación de la sanidad del lesionado, olvidando que 

este criterio no puede aplicarse en el orden contencioso administrativo, 
donde de forma imperativa se establece que el daño se ha de valorar con 
referencia al momento de su producción, pero con actualización valorista 

del crédito hasta el momento de ponerse término al procedimiento



perlas cultivadas
por José María Hernández-Carrillo Fuentes

ción alguna prestación asis-
tencial económica reciben y 
si no acreditan que sus ingre-
sos se encuentran en alguno 
de los restantes tramos pre-
vistos en las tablas II, IV y V 
por perjuicios económicos 
derivados de ingresos ne-
tos anuales de la víctima por 
trabajo personal, deberá in-
cluírseles al menos en el pri-
mero, que establece perjuicio 
en cuantía de hasta el 10 por 
ciento.

También en estos criterios 
se recoge que tal factor de 
corrección no sólo opera en 
las tablas II y IV sino también 
respecto a la tabla V aplicán-
dose analógicamente con lo 
previsto en las anteriormente 
citadas”.

Es criterio mantenido por 
las Secciones Civiles y Pena-
les de esta Audiencia Provin-
cial, en relación a la aplicación 
de los Baremos de la Ley de 
Ordenación del Seguro Priva-
do, que la “edad laboral”, a la 
que se refiere el factor de co-
rrección de las tablas II y IV, 
comienza a los 16 años pero 
no tiene límite superior. No 
hay tope máximo de edad la-
boral, que no puede confun-
dirse con la edad de jubila-
ción establecida teniendo en 
cuenta sólo criterios de políti-
ca asistencial.

Los jubilados gozan de la 
presunción del mínimo (has-
ta el 10 por ciento) aunque 
no acrediten ingresos, pues si 
están en situación de jubila-

¿En el enjuiciamiento de unos hechos derivados de la circu-
lación es factible la aplicación del factor de corrección por 
perjuicio economico, si el fallecido tenía 69 años cuando 
sucedieron los hechos y se hallaba jubilado, o sería nece-
sario que la víctima se encuentre en edad laboral? Depen-
diendo de donde pongamos el énfasis en esas expresiones, 
podríamos concluir que el legislador ha querido abonar tal 
factor a aquellas víctimas que se hallen en edad laboral o a 
aquéllas que tengan ingresos anuales por trabajo personal, 
lo que a su vez nos puede conducir a dudar si esos ingresos 
por trabajo personal han de ser por una actividad laboral 
presente o pueden derivar de un trabajo personal pasado, 
en este sentido es interesante la sentencia de 14-4-2011 de 
la Sección 2ª de la Audiencia Provincial de Álava.

“Por ello, dada la posibilidad 
de esa exégesis, teniendo en 
cuenta que el Baremo se ha de 
interpretar “a favor del perjudi-
cado”, entendemos que es po-
sible que los apelantes perci-
ban el factor de corrección re-
clamado, puesto que acreditan 
que la víctima tenía ingresos 
derivados de un trabajo perso-
nal pasado.

En tal sentido se pronuncia 
la AP de Valladolid, sec. 2ª, que 
en la sentencia de 22-1-2010, nº 
14/2010, rec. 703/2009 indica 
que “Ciertamente se trata de 
una personal de 80 años en 
el momento del siniestro, que 
era pensionista del Régimen 
General de la Seguridad Social 
con ingresos fijos mensuales 
por tal condición. 
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“La doctrina del TS puede ser 
aplicable a la Tabla II, pudiendo 
producirse supuestos en que 
efectivamente las cantidades 
establecidas en la Tabla I, aún 
modificadas por los factores 
de corrección previstos en la 
Tabla II, no lleguen a cubrir el 
lucro cesante, y tiene razón la 
parte recurrente cuando seña-
la que existe una analogía en-
tre ambas.

Más precisamente para 
sostener tal analogía puede 
servir la sentencia del TS, Sala 
2ª, S 20-12-2000, nº 2011/2000 
que sienta que “es de obligado 
cumplimiento por parte de los 
Tribunales de justicia (el Bare-
mo). En el supuesto que nos 
ocupa, por muy difícil que re-
sulte cuantificar y poner precio 
a una vida humana, y al lucro 
cesante que ha generado tal 
pérdida, como sucede asimis-
mo en los casos de incapaci-
dad permanente, hay que par-
tir de la premisa de que el ba-
remo de valoración de daños 
de la Ley sobre responsabili-
dad civil y Seguros en la Cir-
culación de Vehículos a motor 
resulta obligatorio…” y añade 
en la misma línea que la argu-
mentación podría extenderse 
a “otros daños corporales pre-
vistos en la Ley como sería el 
de cuantificación del lucro ce-
sante en casos de muerte o le-
sión permanente”.

Por ello, valorando los da-
tos o bases económicas que el 
informe pericial toma en con-
sideración, probados por otras 
pruebas documentales, la me-
todología utilizada; la edad to-
mada en consideración para 
fijar el tiempo límite (78 años), 
se puede considerar justificada 
la cantidad de 68.863,95 euros 
que propone la parte apelante 
como lucro cesante.

La parte apelante propone 
un 50% de incremento sobre 
la indemnización básica con-
cedida a la viuda y redondea 

la cantidad en 40.000 euros, 
en el entendimiento de que las 
sentencias del TS en un caso 
han fijado un 40 por ciento, en 
otra un 50% y en la última en 
el 60% de incremento. Com-
partimos por su razonabilidad 
la propuesta de ese aumento 
del 50%, pero no admitimos el 
redondeo, porque el Baremo, 
interpretado a la luz de la doc-
trina del TS, no autoriza el mis-
mo, por lo que es de conceder 
la cantidad de 39.314,07 euros, 
con los intereses solicitados 
del art. 576 LEC, desde la fe-
cha de esta sentencia”.

En orden a la proyección de sentencias como las de 25 de Marzo de 2010 –y las que en ella se 
apoyan– de la Sala 1ª del Tribunal Supremo, que (a juicio de la sentencia nº 180/11, de 12 de abril, 
de la Sección 2ª de la Audiencia Provincial de Álava). “... son un signo evidente de la insatisfac-
ción que en el mundo jurídico-social y especialmente en las víctimas de accidentes de tráfico 
produce la aplicación estricta del Baremo, existiendo verdaderas injusticias, máxime cuando las 
cuantías prevista en las diferentes Tablas no se han actualizado en los últimos años a los crite-
rios marcados por la normativa europea, hasta el punto de que los medios de comunicación re-
cientemente se han hecho eco de la posibilidad de que sean cambiadas diferentes normas del 
Baremo, existiendo a tal fin reuniones entre el Gobierno, las Aseguradoras y las víctimas”, esta 
considera “… que en esta materia las sentencias de la Sala Primera del TS pueden alumbrar o 
servir de orientación interpretativa para la aplicación del baremo al caso concreto que enjuicia-
mos, porque es claro que no resuelven un supuesto igual al que examinamos, porque se refiere 
a las lesiones permanentes, pero sus criterios son extensibles al fallecimiento de una víctima 
porque existe una diáfana analogía entre las Tablas II y IV, como expondremos”.
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Aunque es muy difícil cuantificar el daño moral, existe indu-
dablemente, en supuestos como en el del fallecimiento de 
Marta del Castillo que supuso un inmenso dolor en sus padres 
y hermanas, enjuiciado en la sentencia nº 1/2012, de 13 de 
enero, por la Sección 7ª de la Audiencia Provincial de Sevilla, 
cuyo análisis de los efectos que, además, provoca la desapa-
rición del cadáver merece destacarse:

“El dolor por la muerte de un 
ser querido salvo en el su-
puesto de ruptura acreditada 
y ex ante de toda relación de 
afectividad, se presume siem-
pre. 

En el presente supuesto, 
los Médicos Forenses ya cita-
dos emitieron informe el 11 de 
marzo de 2010 (folios 5384 a 
5889) que decía: 

“El fallecimiento de cual-
quier persona conlleva la ela-

boración de un "duelo" por 
parte de sus seres queridos. El 
duelo es el sentimiento subjeti-
vo provocado por la muerte de 
ese ser querido. Se trata de una 
respuesta normal, teniendo en 
cuenta el carácter predecible 
de sus síntomas y de su desa-
rrollo. Al principio, el duelo se 
manifiesta como un estado de 
"shock" que se acompaña de 
aturdimiento y sentimiento de 

perplejidad. Esta aparente di-
ficultad para captar el alcance 
de lo ocurrido suele ser breve 
e ir seguida de expresiones de 
dolor y malestar como el llanto 
y los suspiros; en las culturas 
occidentales, este tipo de com-
portamiento es más frecuente 
en las mujeres que en los hom-
bres. También suele presen-
tarse sensación de debilidad, 
pérdida de apetito, pérdida de 
peso y dificultad para concen-
trarse, para respirar y para ha-
blar. Los problemas del sueño 

suelen consistir en dificultad 
en conciliar el sueño, desper-
tarse por la noche y desper-
tarse temprano. También son 
frecuentes los sueños sobre la 
persona fallecida. 

Es frecuente el autorrepro-
che. Pueden existir sensación 
de presencia del fallecido pu-
diendo provocar alucinaciones 
o ilusiones aunque en el duelo 

normal, sabe el superviviente 
que no es real. 

Todo este proceso se pre-
senta en cuatro fases: 

-Fase I: es la fase temprana 
de intensa desesperación que 
se caracteriza por el aturdi-
miento y la queja. 

-Fase II: período de inten-
sa añoranza y búsqueda de la 
persona fallecida. Se caracteri-
za por la inquietud física y los 
pensamientos permanentes 
sobre el fallecido. 

-Fase III: es una fase de 
desorganización y desespera-
ción en la que la realidad de la 
pérdida comienza a estable-
cerse. 

-Fase IV es la etapa de 
reorganización. 

Este duelo, tanto en Doña 
Eva como en D. Antonio Abad, 
ha sido imposible llevarlo a cabo 
de forma normal lo que ha dado 
lugar a sintomatologia psíquica. 

De dicho informe no solo 
se acredita el daño moral cau-
sado a los padres de Dª Mar-
ta del Castillo con los hechos 
enjuiciados, sino la necesidad 
de tratamiento que, como de-
cíamos, pudiera constituir “per 
se” un delito de lesiones síqui-
cas, por las que no se acusa.

De igual modo las herma-
nas de Dª Marta del Castillo, 
Lorena y Mónica del Castillo 
requirieron tratamiento psico-
lógico a causa de la muerte y 
desaparición de su hermana, 
si bien su afectación ha sido 
menor, como es lógico, que la 
sufrida por sus padres. 

Así las cosas, entendemos 
que procede conceder a cada 
una de las hermanas de Dª 
Marta del Castillo la cantidad 
de 30.000 euros, como solicita 
el Ministerio Fiscal en concep-
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to de daño moral por la muerte 
y desaparición de su hermana. 

Como se observa el dolor 
y la imposibilidad de cerrar el 
duelo ha supuesto y supone un 
gran sufrimiento en los padres 
de Dª Marta del Castillo, por lo 
que entendemos que procede 
conceder a cada uno de ellos 
la cantidad de 140.000 euros. 

Las cantidades concedidas 
en concepto de daño moral, 
son superiores a las estableci-
das en el baremo del sistema 
de indemnizaciones para las 
víctimas en accidentes de cir-
culación para el año 2011, en 
atención al índice corrector al 
alza que merecen esas canti-
dades para los delitos dolosos 
que solemos cifrar en un 25%, 

que en este caso se eleva al 
50% en atención a la desapa-
rición del cadáver de la menor 
con las consecuencias antedi-
chas para su familia nuclear, y 
no en el aumento de dicho do-
lor a causa del gran eco mediá-
tico de la presente causa, en el 
que no ha tenido participación 
alguna el acusado D. Miguel 
Carcaño”.

Sin duda si la justicia tiene un talón de Aquiles, sobre el que en tiempos de crisis le cuesta es-
pecialmente mantenerse y apoyarse, este es su escalón más pequeño y difuso, los Juzgados de 
Paz; en ellos se nota especialmente la penuria imposibilitando que los procesos progresen en el 
diligenciado, de un exhorto, o Auxilio Judicial Nacional:

“JUZGADO DE PAZ DE R DE 
LA V

DILIGENCIA.- En R de la V 
a 30 de Enero de 2012.

La extiendo yo el Secreta-
rio para hacer constar que no 

se ha podido practicar la dili-
gencia interesada en el exhor-
to al no haber comparecido el 
destinatario ante este Juzgado 
de Paz, a pesar de haberse ci-
tado por MRW; no disponien-
do este Juzgado de personal 
suficiente para realizar saludos 

de calle debido a la carga de 
trabajo que está soportando 
este Juzgado, extremo que ya 
ha sido puesto en conocimien-
to del Ilustrísimo Sr. Magistra-
do-Juez Decano de Málaga y 
de la Ilustrísima Sra. Delegada 
de Justicia de Málaga; doy fe”.

Importante, respecto de la inaplicabilidad del conocido como 
canon digital, es la sentencia nº 516/11 de la Audiencia Provin-
cial de Barcelona de veintidós de diciembre de dos mil once.

“3. En la actualidad, las enti-
dades de gestión disponen de 
un instrumento procesal ade-
cuado, como son las diligen-
cias preliminares, para averi-
guar la información contable 

necesaria para poder 
conocer las opera-
ciones gravadas por 
el canon. La actora, a 
través de una entidad 
de auditoría, tuvo 
acceso de la infor-
mación contable de 
la demandada para 
conocer qué material 
podía ser gravado. El 
problema radica en 
que, guiado por una 
aplicación indiscrimi-
nada del canon, optó 
por fijarse en las fac-
turas de compra de 
este material, que im-
pide discriminar si, en 
atención al destinata-
rio, ese material pre-
sumiblemente será 
empleado para copia 
privada de obras pro-
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“… es criterio de esta Sala con-
siderar no indemnizable el gas-
to de personal dedicado a la 
reparación de los daños causa-
dos en autopista por acciden-
te, cuando el personal que rea-
liza la reparación es personal 
contratado de forma habitual 
por la empresa concesiona-
ria, teniendo asignadas entre 
sus tareas la de conservación 
y reparación de los elementos 
que la misma componen. No 
se acredita que la prestación 
de tales servicios haya incre-
mentado los gastos ordinarios 
de la demandante. El impedi-
mento para la denegación de 
la indemnización radica pues 
en que, de los tres elementos 
necesarios para que aquélla 
sea procedente, la conducta, 
el nexo causal y el daño, no 
concurre la prueba de daño o 
perjuicio alguno en la medida 
en que, como igualmente se 
señala en las Sentencias dic-
tadas por esta Sala de fecha 
26 de julio y 11 de octubre de 
2002, no se aprecia que la ac-
tora haya tenido que desem-
bolsar como consecuencia de 
los daños causados por el ve-
hículo importe alguno supleto-
rio al que habitualmente abona 
a sus trabajadores, en cuanto 
que conforman un equipo con 
cuya dotación debe contar ne-
cesariamente la actora…”.

Esta Sala igualmente esti-
ma que no se ofrece con sufi-
ciente fehaciencia la realidad 
del quebranto económico de-

tegidas por propiedad inte-
lectual.

De este modo, es el mé-
todo empleado por la actora, 
que no permite discriminar 
qué material o soporte irá 
destinado al consumo de par-
ticulares y respecto del que 
podemos presumir su empleo 
para hacer uso de la copia 
privada, de aquél destinado 
a la actividad propia de una 

entidad pública, empresarial 
o profesional, sobre el que no 
cabe presumir con carácter 
general su uso para la copia 
privada, el que nos lleva a ad-
vertir una aplicación indiscri-
minada, y por ende injustifica-
da, del canon digital. Por ello, 
sin perjuicio de que, como 
ya hicimos en nuestro prece-
dente más próximo, reconoz-
camos a la SGAE el derecho 
a reclamar el canon respecto 

de los soportes digitales des-
tinados a particulares, como 
no podemos distinguir cuán-
tos de cada clase lo fueron, 
no estamos en condiciones de 
aplicar el canon, ni tampoco 
es posible dejar su determi-
nación a la fase de ejecución, 
a la vista de los prescrito en 
el art. 219 LEC, pues superaría 
la mera operación aritmética 
y requeriría de un pronuncia-
miento declarativo”.

Un aspecto habitualmente considerado como colateral, y no 
discutido, es el de los daños infligidos por quien causa un 
accidente –o sus víctimas– en las vías por las que circulaban, 
o sus instalaciones accesorias –medianas, biondas etc.-, sin 
embargo, no es pacifica ni su existencia, ni su cuantificación, 
sirva como muestra la sentencia nº 437/11 de 7 de octubre, de 
la Audiencia Provincial de Vizcaya.

nunciado, más allá de la deter-
minación de las funciones pro-
pias o supletorio al que habi-
tualmente se realiza, no solo de 
forma rutinaria, ni desde luego 
se ha acreditado la existencia 
de la necesaria contratación de 
operarios, ni que ello más allá 
del salario que los operarios 

ordinariamente perciban haya 
visto reducido el lucro direc-
to la entidad demandante por 
unos mayores costes laborales 
o ni como señala la resolución 
recurrida hayan realizado fun-
ciones extraordinarias ajenas a 
las propias de conservación y 
mantenimiento.



104 105

p

e

R

l

a

s

c

u

l

t

i

v

a

d

a

s

Revista de Responsabilidad Civil y seguRo

“La cuestión, desde luego, no 
es pacífica en la jurispruden-
cia de las distintas Audiencias 
Provinciales, sin embargo, este 
Tribunal entiende que si de-
ben ser incluidos puesto que 
el artículo 1, en su actual re-
dacción, de la Ley sobre Res-
ponsabilidad Civil y Seguro en 
la Circulación de Vehículos a 
Motor, atribuye al conductor 
la obligación de resarcir tanto 
los daños a las personas como 
los causados en las cosas, in-
cluyendo la responsabilidad 
por todos ellos, precisamente 
para adaptar nuestra legisla-

ción al ordenamiento jurídico 
comunitario, que comprende 
en la cobertura todo tipo de 
daños. El párrafo tercero del 
artículo 1 no limita la responsa-
bilidad por daños materiales a 
lo previsto en los preceptos de 
los Códigos Civil y Penal que 
cita, sino que a ellos añade y 
“lo dispuesto en esta ley”. Por 
su parte, el artículo 7 atribuye 
al asegurador la obligación de 
satisfacer al perjudicado “el 
importe de los daños sufridos 
en su persona y en sus bienes”. 
Se debe tener en cuenta tam-
bién que el artículo 13 estable-

ce que en el título se consigna 
la cantidad que podrá recla-
mar “por daños y perjuicios su-
fridos…” amparados por dicho 
seguro obligatorio, y en el que 
están comprendidos los daños 
a las cosas. 

En el orden ya estricta-
mente procesal, la postura ne-
gativa obliga al perjudicado 
acudir a dos juicios distintos o 
renunciar siempre al privilegio 
ejecutivo para ir directamente 
al declarativo verbal de la Dis-
posición Adicional LO 3/1989, 
21 de junio”.

¿Es correcta, la petición, –e inclusión– de conceptos como daños materiales, o gastos, en el 
título ejecutivo del Art. 13 de la LRC y SCVM? Dada la frecuencia con que se trata casi de iletra-
dos a quien lo solicita en la comparecencia previa, destacar, en apoyo, el auto nº 615 de 27 de 
octubre de 2011, de la Sección 1ª de la Audiencia Provincial de Granada:

Una sentencia que el ingenio espontáneo conoce ya como 
de “Los reyes de Cádiz” se constituye en ejemplo de la estafa 
procesal que alrededor de los hechos derivados de tráfico 
viene produciéndose hace años, y que la crisis ha avivado, y 
de cómo la acción conjunta y decidida, de las aseguradoras y 
la justicia intenta si no erradicar, si reducir –sentencia 2/2012, 
de 13 de Enero, de la Sección 1ª de la Audiencia Provincial de 
Cádiz-.

“Ambos profesionales han 
coincidido en que el llamado 
esguince cervical, o latigazo 
cervical, se caracteriza por pre-
sentar una sintomatología de 
carácter subjetivo, dependiente 
de las simples manifestaciones 
del paciente (dolores cervica-
les, náuseas, mareos y hormi-
gueos, básicamente) y que, ya 
en el campo de la medicina le-
gal, la aplicación de protocolos 
para detectar una posible si-
mulación por parte del pacien-
te es de difícil y siempre incier-
tos resultados de forma que 
no puede afirmarse que tales 
protocolos puedan considerar-
se hoy en día fiables. El único 
síntoma objetivo, palpable del 

esguince cervical, que además 
no tiene por que estar presente 
en todos los casos, es la con-
tractura muscular o cervical 
pero, aún en estos casos, como 
bien explicó el doctor S. A., la 
vinculación de esta sintomato-
logía a un esguince cervical es 
incierta porque aunque las con-
tracturas son incontrolables y 
de cierta persistencia, también 
pueden obedecer a una multi-
plicidad de causas de origen no 
traumático como el propio es-
trés laboral, al ansiedad e, inclu-
so, es sabido que está de ordi-
nario vinculada a determinadas 
profesiones como la de oficinis-
ta, administrativo o conductor 
profesional, que obligan a man-

tener de forma prolongada una 
determinada posición de cuello 
o de cabeza.

Ello pone de manifiesto la 
seria dificultad que entraña, 
aún para los profesionales del 
ramo, la detección de posi-
bles fraudes o simulaciones en 
esta materia. A ello hemos de 
sumar que nos siniestros que 
aquí se analizan se produjeron 
en el año 2005, fechas en las 
cuales no era práctica común, 
ni siquiera habitual, por parte 
de los señores Forenses el soli-
citar información sobre la me-
cánica de los accidentes en or-
den a informar de la etiología 
de las lesiones (y aún hoy en 
día, tampoco se hace con ge-
neralidad, como explicó el fo-
rense señor Villarejo, pues sus 
resultados no son absolutos), 
que no siempre se puede con-
sultar las bases de datos para 
detectar sospechosas reitera-
ciones de un mismo paciente 
en la consulta clínica del fo-
rense o de determinado trau-
matólogo público o privado, 
y menos aún hace casi siente 
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años, y que la cuestión aún 
se dificulta más si considera-
mos que, por convenios entre 
compañías de seguros, como 
bien explicó el letrado señor 
M. A., ciertamente la asegura-
dora del propio asegurado es 
la que se hace cargo de los 
gastos sanitarios independien-
temente de quien haya tenido 
la culpa, lo que ha favorecido, 
cuando de periodos cortos 
de rehabilitación, poco llama-
tivos, estamos hablando, una 
cierta relajación en el control 
de posibles fraudes, cuando 
no decir también que las clíni-
cas que firman los convenios 
con las aseguradores y que 
efectúan las sesiones de re-
habilitación de los pacientes 
no es esperable de ellas que 
extremen el celo en evitar la 
prescripción de dichos trata-
mientos pues, por qué no de-
cirlo, su viabilidad económica 
depende en gran parte de este 
tipo de actuaciones, como lo 
demuestra el que, por ejem-

plo, en el Centro Médico de 
Chiclana, tal y como aclaró en 
el juicio oral el traumatólogo 
señor S. A., él está en exclusiva 
dedicado a accidentes de trá-
fico, lo que demuestra que los 
siniestros circulatorios copan 
en exclusiva una parte de los 
recursos de este tipo de cen-
tros sanitarios privados.

Y si esto es válido para el 
siniestro de 16/09/2005, del 
que consideramos no ha habi-
do prueba suficiente de haber 
sido provocado o buscado de 
propósito, aunque si aprove-
chado para fingir unas lesiones 
inexistentes, con más razón lo 
será en los otros tres siniestros 
que, como veremos y por las 
razones que se dirán, han sido 
provocados deliberadamente 
con fines espurios.

Este número inusitado de 
accidentes de tráfico es, sen-
cillamente, incompatible con 
la experiencia humana, por 

más que en uno de ellos, el de 
16/06/2006, el vehículo de J. 
R. es el que recibe el impacto 
por detrás del otro vehículo, 
de forma que en este caso no 
parece lógico y coherente en-
tender que haya podido haber 
algún tipo de simulación o pro-
vocación. Pero, por ejemplo, 
encontramos otros casos sen-
cillamente “abracadabrantes”, 
como el de 24/09/2005 en re-
lación al cual ha testificado el 
señor Luis C. C., quien nos ha 
explicado que dejó estaciona-
do su coche en frente del par-
king de una pollería y fue avi-
sado de que su vehículo, que 
reconoce que tenía un proble-
ma con el freno de mano, le ha-
bía golpeado al otro vehículo, 
comprobando el testigo que 
su vehículo sólo se había des-
plazado, a lo sumo, un metro y 
que el parking en cuestión era 
prácticamente plano y su vehí-
culo no había sufrido daño al-
guno, habiéndose simplemente 
rozado ambos vehículos”.

Es imposible plasmar aquí el análisis de los 70 folios de la 
sentencia nº 79/2012 de la Sala 2ª de lo Penal del Tribunal Su-
premo, que acaba de hacerse pública, en la que se condena a 
D. Baltasar Garzón Real, pero si extraer algunas de sus claves:

“Alega el acusado que adop-
tó la medida porque no había 
otra solución para impedir que 
siguieran delinquiendo. Tam-
poco puede ser aceptado. Ni 
como expresión de un error, ni 
como afirmación de un estado 
de necesidad.

En primer lugar, porque la 
investigación criminal no jus-
tifica por sí misma cualquier 
clase de actuación, y con ma-
yor razón si implica, como se 
ha dicho en numerosas oca-
siones, la verdad no puede 
alcanzarse a cualquier precio.

De otro lado, porque una 
argumentación de esta clase, 

así planteada en abstracto, 
en tanto justifica la restric-
ción de derechos fundamen-
tales sobre la base de una 
consideración absolutamen-
te inmotivada respecto de su 
necesidad, conduce a la des-
aparición de la posibilidad 
de controles efectivos sobre 
el ejercicio del poder, lo que 
afectaría a la misma esencia 
del Estado democrático de 
Derecho.

En este sentido no puede 
aceptarse como motivación la 
simple suposición de que los 
sospechosos continuaban co-
metiendo delitos. O la mera 
posibilidad de que lo hicieran.

Bastaría entonces para 
justificar la supresión de la 
confidencialidad en las co-
municaciones del imputado 
con su letrado defensor con 
basar la prisión provisional en 
el apartado 2 del artículo 503 
de la LECrim (evitar el riesgo 
de que el imputado cometa 
otros hechos delictivos). Esta 
forma de actuar causaría una 
destrucción generalizada del 
derecho de defensa, que no 
tiene cabida en la Constitu-
ción.

Situando la concreta ac-
tuación jurisdiccional que pro-
tagonizó, y si se admitiera si-
quiera como discutible, colo-
cando a todo el proceso penal 
español, teóricamente dotado 
de las garantías constitucio-
nales y legales propias de un 
Estado de Derecho contem-
poráneo, al nivel de sistemas 
políticos y procesales carac-
terísticos de tiempos ya supe-
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a una subsunción contraria al 
tenor literal del precepto, ni 
puede considerarse contrario 
a las pautas de razonamiento 
comúnmente aceptadas sobre 
los criterios de imputación de-
lictiva a título de culpa cons-
ciente, ni es ajena a las pautas 
valorativas conformes con los 
valores constitucionales.

La aducida vulneración 
del derecho a la presunción de 
inocencia se hace descansar 
en la falta de prueba acerca de 
sí el demandante conocía o no 
la modificación de la obra ini-
cialmente proyectada. Ahora 
bien, la conducta imprudente 
del demandante por la que se 
formula el reproche penal no 

“En efecto, tal como hemos 
expuesto con anterioridad la 
condena del demandante se 
sustenta en la consideración 
de que el demandante de am-
paro y el otro concejal con-
denado por la misma falta de 
homicidio imprudente eran los 
garantes del cumplimiento de 
las formalidades propias de la 
contratación de una obra de 
la naturaleza de la ejecutada 
en el paso de peatones en el 
que se produjo el acciden-
te mortal, y que fue el total 
abandono de sus obligacio-
nes al respecto lo que propi-
ció que la modificación de la 
obra en relación a como había 
sido proyectada inicialmente 
quedase en manos inexpertas, 

En Ferrol, cuando M.R.C. conducía el ciclomotor colisionó con el resalte de un paso de pea-
tones, falleciendo, seguido juicio de faltas resultó condenado el contratista del Ayuntamien-
to; La Sentencia de apelación extendió la condena al concejal de seguridad y tráfico como 
autores de una falta de imprudencia leve con resultado de homicidio se afirma que actuó 
de forma negligente en los siguientes términos. “Hubo irregularidades en la tramitación ad-
ministrativa de la autorización de las obras, irregularidades que pese a ser apreciadas en el 
ámbito de la propia Administración no fueron corregidas. La contratación de las obras se 
produjo en una mera reunión de pasillo de forma verbal y en un contexto de pseudo con-
fianza inaceptable en lo que debe ser la actuación de la Administración. El nombramiento 
del técnico, por fin, se produjo de palabra y recayó sobre persona no especializada sin nom-
bramiento oficial. ... el demandante tenía el dominio funcional del hecho, dominio que aban-
donó de forma irresponsable en manos inexpertas, sin ninguna clase de control ni garantía”. 
Formulado amparo ante el Tribunal Constitucional, este dicta la Sentencia 153/2011, de 17 de 
octubre de 2011:

rados desde la consagración 
y aceptación generalizada del 
proceso penal liberal moder-
no, admitiendo prácticas que 
en los tiempos actuales solo 
se encuentran en los regí-
menes totalitarios en los que 
todo se considera válido para 
obtener la información que 
interesa, o se supone que in-
teresa, al Estado, prescindien-
do de las mínimas garantías 
efectivas para los ciudadanos 
y convirtiendo de esta forma 
las previsiones constituciona-
les y legales sobre el particu-
lar en meras proclamaciones 
vacías de contenido”.

imprudentes y audaces, omi-
tiendo todo género de pro-
cedimiento regular de contra-
tación y, consecuentemente, 
de control de la adecuación 
a las exigencias de la segu-
ridad vial y de control de la 
ejecución de la modificación 
de la obra, y a la postre, que 
fuese determinante de que las 
condiciones en las que quedó 
el paso de peatones fuesen 
peligrosas para la seguridad 
vial, como así quedó consta-
tado con el accidente mortal 
de un motorista al pasar por 
el paso de peatones que era 
previsible y evitable mediante 
el desenvolvimiento de la dili-
gencia exigible. Pues bien, tal 
modo de razonar ni conduce 
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“Partiendo del principio da 
mihi Facttum dabo tibi ius, y 
por lo sostenido por esta mis-
ma Sala en otras Resoluciones 
(Sentencia de 24 de julio de 
2008, en el Rollo nº 211/2008), 
entendemos que la acción no 
está prescrita y ello, como di-
jimos en la meritada Senten-
cia, “porque no nos hallamos 
en este caso ante una recla-
mación fundada en el artícu-
lo 1902 del Código Civil ni en 
el 1 de la Ley de Circulación y 
seguro de vehículos a motor, 
que llevará implícita la desapa-
rición de la acción por el trans-
curso de un año desde el he-
cho que la hace nacer, confor-
me al artículo 1968 del Código, 
sino ante el ejercicio de una 
acción de reembolso fundada 
en el artículo 1158 del mismo 
texto legal, y en la estipula-
ción sétima (posteriormente 
la 2.4-2º) del Convenio Marco 
de Asistencia Sanitaria deri-
vada de accidentes de tráfico 
para, esto es, una norma con-
tractual, contrato normativo y 
de adhesión suscrito por las 
compañías de seguros más re-
levantes integradas en UNES-
PA y del que forman parte las 
dos aseguradoras en litigio, a 
las cuales obliga, y cuya cláu-
sula titulada de “no repetición” 
es suficientemente expresiva 
para dilucidar cual es la natu-
raleza de esta acción, como 
basada en el artículo 1158 cita-
do, de resarcimiento del pago 
hecho por otro en virtud en 
este caso de una obligación 
contractual. Este derecho a 

repetir se conserva en concre-
to por la actora toda vez que 
el accidentado conducía en la 
ocasión de autos un ciclomo-
tor, lo que según la normativa 
convencional citada le exime 
de la no repetición establecida 

Cuestión aún no pacífica, en debate, es la que afronta la Sentencia nº 340/11 de 27 de di-
ciembre de la Sección 2ª de la Audiencia Provincial de Cádiz, sobre el plazo de prescripción 
de la acción de reclamación -en repetición- de los gastos médicos abonados por una enti-
dad aseguradora:

fue ordenar la modificación de 
la obra respecto del proyecto 
inicial, sino su conducta omi-
siva de todo el control que le 

correspondía efectuar sobre la 
contratación y ejecución de la 
obra. De ahí que, al referirse la 
queja constitucional a aspec-

tos que no sustentaron la con-
dena, ha de descartarse la le-
sión del derecho fundamental 
aducido”.

como normal en los supuestos 
a que se refiere, y por el térmi-
no de quince años, que es el de 
las acciones personales que no 
tienen señalado otro especial 
de extinción, a tenor del artícu-
lo 1964 del tan citado Código”.
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Resulta orientadora, en orden a la doctrina en la concreción 
de los daños, la Sentencia nº 663/2011, de 11 de octubre de la 
Sala 1ª del Tribunal Supremo, dictada en un proceso relativo 
a “las Ketchup”:

“Al abono de daños y perjui-
cios, y presenta tres facetas 
diversas que se resumen en: 
existencia del daño o perjuicio, 
criterio para la determinación 
del "quantum", y procedimien-
to a seguir para la concreción 
o especificación de la cuantía 
indemnizatoria.

El primer tema –existencia 
o realidad del daño o perjui-
cio– no ofrece duda. No solo 
es una evidencia "in se" –"in 
re ipsa"–, sino que además la 
apreciación de tal realidad se 
razona de modo convincente 
en el fundamento de derecho 
octavo de la resolución recu-
rrida. Es más, ninguna de las 
infracciones legales objeto de 
denuncia permite cobijar la 
disconformidad expresada en 
las alegaciones de la parte re-
currente, pues la realidad de 

un daño es fundamentalmen-
te fáctica y, por consiguiente, 
solo cuestionable generalmen-
te en el ámbito de la prueba  
–carga o valoración–.

El segundo tema hace re-
ferencia al criterio que estable-
ce la resolución recurrida para 
la baremización del daño. En 
primer lugar debe señalarse 
que el Tribunal no está limita-
do por el principio de la con-
gruencia en la determinación 
de las bases con arreglo a las 
cuales se ha de cuantificar la 
indemnización, siempre que 
no se altere el sistema legal 
indemnizatorio pedido, o re-
base la cuantía postulada. La 
pretensión de que el juzgador 
queda circunscrito a acoger 
las pautas que indique el per-
judicado, o en otro caso a dic-
tar sentencia absolutoria para 

quien causó el daño, es irrazo-
nable y contraria a la doctri-
na constitucional del TC y ju-
risprudencia de este Tribunal. 
Además, en el caso, el criterio 
fijado por la sentencia, tanto 
en la perspectiva de la realidad 
del daño, como, todavía más, 
en el de la regalía hipotética, 
no solo no es irrazonable, sino 
incluso beneficioso para Sony. 
Al establecer que «para las di-
versas versiones la base será 
la misma que se utiliza en el 
contrato para calcular los de-
rechos del actor, y que para 
las mezclas y remixes se hará 
por los mismos criterios que se 
utilizan con carácter principal 
para la remuneración del actor, 
pero en función del número de 
canciones del fonograma "Las 
hijas del Tomate", y en propor-
ción al número total de cancio-
nes que contenga cada disco» 
no impone ningún recargo gra-
voso por el incumplimiento, y 
no resulta conforme al ordena-
miento jurídico, ni es justo, que 
la entidad incumplidora y cau-
sante del perjuicio pretenda 
salir indemne de la utilización 
de un derecho patrimonial aje-
no, para lo que sabía que no 
contaba con autorización.

La tercera faceta de la 
cuestión indemnizatoria hace 
referencia al problema del 
procedimiento a seguir para 
la definitiva fijación judicial de 
"cuantum" indemnizatorio. La 
parte recurrente tiene razón al 
sostener que el procedimiento 
de ejecución no es idóneo en 
el caso porque, efectivamen-
te, la concreción de la base 
consistente en el número de 
infracciones cometidas –tema 
complejo– aleja la aplicación 
de tal trámite, por mucho que 
se trate de flexibilizar el pre-
cepto del art. 219 LEC, y que 
requiera una interpretación 
acorde con el derecho a la tu-
tela judicial efectiva ex art. 24.1 
CE. Pero nada obsta a remitir 
la cuantificación al plantea-
miento en otro proceso "ad 
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hoc". Tal posibilidad de remi-
sión no requiere petición de la 
demandante, como parece en-
tender la Sentencia recurrida, 
y así en repetidas ocasiones 
lo tiene acordado esta Sala, y 
aunque no se puede convertir 
en un subterfugio para salvar 
lo que debe tener lugar en el 

proceso, porque se volvería, 
agravados, a los males que 
producía la aplicación [que no 
el contenido] del art. 360 LEC 
1881, y que, manera en exce-
so rigurosa, trató de evitar el 
art. 219 LEC 2000 , sin embar-
go en casos como el de autos  
–pluralidad de incumplimien-

tos y dificultad de individua-
lización cuantitativa, y de fi-
jación inicial– es procedente 
acordar la remisión en aras 
del principio de la tutela judi-
cial efectiva y que no resulten 
faltos de protección judicial 
legítimos intereses vulnerados 
(art. 24.1 CE)”.

“SÉPTIMO.- … procede final-
mente analizar la responsa-
bilidad de los demandados 
como responsabilidad extra-
contractual si bien, como que-
dó determinado no como tal 
propiamente dicha, sino como 
elemento integrador de las 
acciones anteriormente ana-
lizadas y ejercitadas por la 
parte actora, considerándose 
en la demanda la responsabi-
lidad de los demandados en 
cuanto existe infracción daño-
sa cometida por los usuarios 
de redes P2P, equiparándola 
a coautoría siendo que ya a 
través de lo visto y analiza-
do anteriormente, de ahí que 
este Juzgador haya preferido 
el tratamiento del supuesto de 
responsabilidad con posterio-
ridad a los anteriores, las ac-
tuaciones de los demandados 
son actuaciones lícitas que en 
ningún caso pueden conside-
rarse suficientes para producir 
dicho daño, siendo como argu-
menta la parte demandada en 
todo caso un supuesto de res-
ponsabilidad del art. 1903 CC, 
esto es responsabilidad por 
actos de personas de quien se 
debe responder, siendo que la 
aplicación de dicho artículo al 
presente caso no es posible 

por diferentes razones, ya que 
en primer lugar ninguna rela-
ción de dependencia o control 
puede vislumbrarse entre los 
demandados y los usuarios de 
los productos, y porque los su-
puestos de este artículo tienen 

Prácticamente un año hubieron de esperar las partes, (Warner, Universal, Emi, Sony, con-
tra Pablo Soto y sus creaciones, –Blubster, Manolito, Piolet– de P2P) para que recayese la 
Sentencia nº 244/11 del el Juzgado de lo Mercantil nº 4 de Madrid, el 25 de noviembre de 
2011; en ella, además de considerar que no es responsable el prestador de servicios de in-
termediación de intercambio de archivos de audio entre usuarios que los almacenan en sus 
discos duros, entiende que el desarrollador de programas de ordenador tampoco infringe 
la propiedad intelectual, ni la Ley de competencia desleal –no coopera con los usuarios, y la 
actividad de estos es privada-:

carácter tasado no siendo sus-
ceptible de interposición ex-
tensiva analógica por lo que 
dicha responsabilidad aunque 
no ejercitada como tal por la 
parte actora debe ser igual-
mente desestimada”.
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“(i) Esta Sala ha reiterado la di-
ferencia existente entre plazos 
procesales y sustantivos al se-
ñalar que únicamente ofrecen 
carácter procesal los que ten-
gan su origen o punto de par-
tida de una actuación de igual 
clase (notificación, citación, 
emplazamiento o requerimien-
to), entre los que no están 
aquellos a los que se asigna 
un determinado plazo para el 
ejercicio de una acción (SSTS 
1 de febrero 1982; 22 de enero 
de 2009).

(ii) El artículo 135 de la LEC 
permite la presentación de es-
critos sujetos a plazo hasta las 
quince horas del día siguiente 
hábil al del vencimiento, regla 
prevista para plazos procesa-
les y no para los sustantivos, 
en los que se atiende al hecho 
objetivo de la falta de ejercicio 
de la acción a la que se vincula 
dentro del plazo prefijado.

(iii) La acción judicial que 
pone en movimiento el dere-
cho se materializa a través de 
la presentación de una deman-
da, que es un acto procesal 
sujeto a normativa procesal. El 
problema no es tanto de pla-
zos, pues su computación no 
se ve alterada, ni se prolongan 
los días de los que dispone el 
interesado sino de permitir 
al titular de un derecho, cuyo 
ejercicio se encuentra someti-
do a plazo de caducidad, dis-
poner del mismo en su integri-
dad, con perfecto ajuste a lo 
dispuesto en el artículo 5 del 
CC, que, aunque no menciona 
si el día final del cómputo ha 
de transcurrir por entero habrá 
de entenderse que es así, pues 
no excluye aquel precepto en 
su texto el día de su venci-
miento a diferencia de lo que 
dispone sobre el día inicial.

(iv) Una interpretación ra-
zonable de la norma y de los 
intereses en juego no puede 
originar como resultado final 
un efecto contrario al derecho 
fundamental a obtener la tute-
la judicial efectiva de los Jue-
ces y Tribunales en el ejercicio 
de los derechos e intereses 
legítimos, desde el momen-
to en que se privaría al titular 
del derecho a disponer de la 
totalidad del plazo concedido 
por la Ley, incluso aunque se 
arbitraran mecanismos orga-
nizativos distintos de acceso a 

los órganos judiciales (inexis-
tentes en la actualidad, pues-
to que los juzgados no per-
manecen abiertos durante las 
veinticuatro horas del día, y no 
es posible la presentación de 
escritos ante el Juzgado que 
presta servicio de guardia), 
pues siempre dispondría de 
la facultad de agotarlo en su 
integridad, y de esta facultad 
no puede ser privado por las 
normas procesales u orgáni-
cas que imposibilitan el pleno 
ejercicio de la acción ante los 
órganos judiciales”.

Extracto de gran utilidad, de la doctrina de la Sala 1ª del Tribunal Supremo acerca de los plazos 
procesales es la St. Nº 740/2011 del 20 de octubre:
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por Mª Carmen Ruiz-Matas Roldán

manuel estRella Ruiz

En esta ocasión contamos con la colaboración de D. Manuel Estrella Ruiz, actual 
Presidente de la Audiencia Provincial de Cadiz. De su amplio currículum podemos 
destacar que es Magistrado de Red Judicial Europea por designación del CGPJ, 
posee la Cruz de San Raimundo de Peñafort y cuenta con experiencia como consultor 
internacional en Honduras, Panama, Rep. Dominicana, Colombia y Mozambique. 
También ejerce como profesor de la Escuela de Práctica Jurídica y es autor de diversas 
publicaciones y habitual ponente en cursos de formación en España y en el extranjero. 
Además debemos destacar que es una persona muy vinculada a nuestra Asociación.

Como en ocasiones anteriores me gustaría 
conocer cual es su opinión acerca de nuestra 
Asociación Española de Abogados Especia-
lizados en Responsabilidad Civil y Seguro, la 
cual me consta que conoce.

Como sabe, mi relación con la asociación es 
tan estrecha, que casi debería abstenerme de 
responder, pues mi opinión se aleja de cual-
quier objetividad. No obstante, debo decir que 
es una asociación muy activa, que organiza 
con esmero congresos de alto nivel técnico y 
que publica esta revista que es un ejemplo de 
buen hacer.

La profesionalidad de sus miembros, exige 
que el nivel técnico del análisis de la jurispru-
dencia y doctrina que se debate sea muy alto, 
pues hay una especialización enorme. Estos 
encuentros, son imprescindibles para estar al 
día de una materia tan compleja y en constan-
te evolución.
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Siempre que he tenido oportunidad de 
acudir a actividades organizadas por la asocia-
ción, me ha llamado positivamente la atención 
el extraordinario ambiente y clima de compa-
ñerismo que hay entre sus miembros.

Aprovechando el tema sobre el que versa su 
ponencia con la que intervendrá en nuestro 
próximo Congreso Nacional, a celebrar en el 
mes de junio en Cádiz, ¿podría destacar cuales 
son las novedades más importantes que se han 
producido ante la jurisdicción penal en materia 
de accidentes de circulación?

La Ley Orgánica 5/2010 ha incorporado un 
nuevo artículo 385 bis, en el que se establece 
(reubicando la previsión del hasta ahora artícu-
lo 381.3º) que el vehículo a motor o ciclomotor 
utilizado en los hechos delictivos previstos en 
ese capitulo se considera instrumento de delito 
para posibilitar su comiso, me parece que ello 
no puede nunca traducirse en automatismo, 
hay que hacer un uso exquisito de dicha po-
sibilidad, y siempre desde la perspectiva de la 
proporcionalidad del art. 128 C.P.

Se añade también un nuevo artículo 385 
ter, para facultar en un grado de las penas de 
prisión que correspondan conforme a los artí-
culos 379, 383, 384 y 385 del Código, en aten-
ción a la menor entidad del riesgo causado y a 
las demás circunstancias del hecho.

Y se convierte en alternativa la pena cumu-
lativa de multa y trabajos en beneficio de la co-
munidad que hasta ahora establecía el artículo 
379.1 del Código. Esta última pena, da lugar a 
muchos problemas que hemos de abordar, así 
como todas las cuestiones derivadas de la re-
forma por todos conocida de la L.O. 15/2007.

Siguiendo con los asuntos de tráfico, en cuan-
to al papel de las aseguradoras en el procedi-
miento penal ¿cree que se va a ampliar su ám-
bito de intervención como parte legitimada en 
el mismo?

Según el anteproyecto para la intervención de 
las compañías aseguradoras respecto a la co-
bertura por seguro voluntario de las responsa-
bilidades civiles, el régimen al que se someten 
es el de los terceros responsables civiles. Por 
tanto, no podrán intervenir en el procedimiento 
de investigación salvo cuando se haya solicita-
do la adopción de una medida cautelar que les 
afecte, podrán presentar escrito de defensa y 
participar en el juicio oral de conformidad con 
lo establecido en la ley cuando en los escritos 
de acusación se haya solicitado su responsabi-

La Ley Orgánica 5/2010 ha incorporado un nuevo artículo 385 bis, en el que se establece 
(reubicando la previsión del hasta ahora artículo 381.3º) que el vehículo a motor o ciclomotor 
utilizado en los hechos delictivos previstos en ese capitulo se considera instrumento de delito 

para posibilitar su comiso; se añade también un nuevo artículo 385 ter, para facultar en un 
grado de las penas de prisión que correspondan conforme a los artículos 379, 383, 384 y 385 
del Código, en atención a la menor entidad del riesgo causado y a las demás circunstancias 

del hecho y se convierte en alternativa la pena cumulativa de multa y trabajos en beneficio de 
la comunidad que hasta ahora establecía el artículo 379.1 del Código
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La Ley Orgánica 5/2010 ha incorporado un nuevo artículo 385 bis, en el que se establece 
(reubicando la previsión del hasta ahora artículo 381.3º) que el vehículo a motor o ciclomotor 
utilizado en los hechos delictivos previstos en ese capitulo se considera instrumento de delito 

para posibilitar su comiso; se añade también un nuevo artículo 385 ter, para facultar en un 
grado de las penas de prisión que correspondan conforme a los artículos 379, 383, 384 y 385 
del Código, en atención a la menor entidad del riesgo causado y a las demás circunstancias 

del hecho y se convierte en alternativa la pena cumulativa de multa y trabajos en beneficio de 
la comunidad que hasta ahora establecía el artículo 379.1 del Código

lidad civil y en ningún caso podrán personarse 
en las actuaciones como parte acusadora.

Para el caso de Seguro obligatorio, el Art. 
97.2 dispone que la entidad responsable del 
seguro obligatorio no podrá, en tal concepto 
ser parte en el proceso sin perjuicio de su de-
recho de defensa en relación con la obligación 
de prestar caución, sobre lo que se resolverá 
en pieza separada.

Y en cuanto al auto de cuantía máxima del artí-
culo 13 de la Ley de Responsabilidad Civil y Se-
guro (LRCSCVM), ¿cree que es necesario am-
pliar o puntualizar en su caso el contenido del 
mismo? ¿cree que el procedimiento civil pre-
visto para la ejecución del mismo prevé las ga-
rantías suficientes para este tipo de asuntos?

La mayor polémica en los últimos tiempos ra-
dica en la inclusión o no de los daños materia-
les. En realidad, tampoco tiene tanta impor-
tancia siempre que el Juez Civil tenga claro 
el doble régimen del artículo 1 de dicha Ley, 
pues la Jurisprudencia viene admitiendo que 
bajo el artículo 557.3 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, esto es, por Pluspetición, pueda 
alegarse que en el caso de daños materia-
les solo se responderá frente al perjudicado 
cuando resulte civilmente responsable según 
lo establecido en los artículos 1.902 y siguien-
tes del Código Civil.

Es mas, cabría plantearse en un futuro si 
realmente tiene razón de ser el Título Ejecuti-
vo, pues un Verbal, y especialmente un Ordina-
rio, en reclamación de lesiones y dejando bien 
claro que se apoya en el artículo 1.1 de la reite-
rada Ley, tiene las mismas garantías que el pro-
cedimiento de Ejecución de Títulos Judiciales, 
mas aún cuando en las reclamaciones contra 
las aseguradoras no existe el problema de la 
posible insolvencia.

En el tema de la oferta motivada prevista en la 
Ley de Responsabilidad Civil y Seguro (LRC-
SCVM), ¿cree que el devengo de intereses mo-
ratorios queda interrumpido si el lesionado no 
da respuesta de forma fehaciente ante la ofer-
ta recibida de la aseguradora?

Conforme a la actual regulación del artículo 7 
de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro, 
entiendo que el lesionado debe afrontar tan-
to las consecuencias de no dar respuesta de 
forma fehaciente a la oferta motivada, siempre 
que esta cumpla los requisitos de tiempo y for-
ma, como incluso las derivadas de la falta de la 
inicial reclamación.
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Entrando un poco en valoración del daño 
corporal, y en atención a la reciente jurispru-
dencia en torno a la indemnización del factor 
corrector por incapacidad permanente, ¿cree 
que actualmente la mayoría de los juzgados de 
instancia o instrucción son conscientes de la 
procedencia de dicho factor, aún ante la exis-
tencia de secuelas de poca entidad como por 
ejemplo puede ser un latigazo cervical, siem-
pre que quede demostrada la pérdida de fun-
cionalidad en el lesionado? ¿qué opinión tiene 
al respecto?

Hasta la presente fecha, son pocos los Juz-
gados y Audiencias que vienen concediendo 
tal factor corrector en ese tipo de supuestos, 
aunque tengo conocimiento de Sentencias en 
apoyo de lo contrario, como la famosa reso-
lución de la Audiencia Provincial de Granada 
respecto al esguince sufrido por un prestigio-
so y querido Letrado. En mi opinión, habrá 
que ver caso por caso, pero, en principio, no 
soy partidario de tal tesis con carácter gene-
ral, pues una interpretación generosa daría 
lugar a que prácticamente no existiera ningún 
accidente de circulación sin la correspondien-
te Incapacidad Permanente Parcial, lo cual 
entiendo que no es razonable ni coherente 
con el sistema legal existente y puede dar lu-
gar a un encarecimiento de las primas que, al 
fin y al cabo, pagamos todos los propietarios 
de un vehículo.

Y en el ámbito de la indemnización por lucro 
cesante en accidentes de circulación ¿cuál es 
su opinión en base a la última Jurisprudencia 
del Tribunal Supremo?

Me parece digno de elogio el extraordinario es-
fuerzo que, bajo la presidencia de don Juan An-
tonio Xiol Ríos, está realizando la Sala Primera del 
Tribunal Supremo en la materia relativa al Siste-
ma de Valoración de daños corporales, aclarando 
múltiples cuestiones al respecto (momento de 
determinación del importe de la indemnización, 
perjuicios morales de familiares, progenitor único 
en caso de fallecimiento, aplicación del sistema 
en otros supuestos de responsabilidad civil, etc.).

En cuanto a la indemnización por lucro ce-
sante, es lo cierto que aún hay escasas resolu-
ciones al respecto, entre otros motivos, porque 
los Letrados, salvo contadas excepciones, no 
tienen aún asumidas las pautas marcadas por 
el Alto Tribunal a partir de la famosa Senten-
cia de 25 de marzo de 2010 (seguida por otras 
en igual sentido, como las de 29 de marzo, 5 
de mayo o 31 de Mayo del mismo año). Como 
bien dice tan importante Sentencia, hoy por 
hoy no es susceptible el Lucro Cesante de ser 
resarcido íntegramente con arreglo al Sistema 
de Valoración, pero si de ser compensado pro-
porcionalmente, por lo que se antoja como la 
mejor de las soluciones en tanto no llegue la 
esperada reforma legislativa.



legislación

Acuerdo sobre criterios de admisión de los 
recursos de casación y extraordinario por 

infracción procesal

sala PriMera del tribunal suPreMo

PREáMBULO

1. La Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medidas 
de Agilización Procesal, ha modificado de ma-
nera sustancial la regulación en la LEC de los 
recursos de casación y extraordinario por in-
fracción procesal.

El eje de la reforma radica en la universali-
zación del recurso de casación por razón de in-
terés casacional, que es la modalidad que mejor 
permite al TS, en palabras del Preámbulo de la 
Ley 37/2011, «cumplir de forma más eficaz los 
fines legalmente establecidos». Estos fines son 
los de unificación de la aplicación de la ley civil 
y mercantil y corresponden a la Sala Primera del 
TS como órgano jurisdiccional superior en el or-
den civil. Se reduce de este modo el recurso de 
casación por razón de la cuantía a una modali-
dad excepcional y se garantiza la igualdad entre 
todos los litigantes, cualquiera que sea el nivel 
económico del asunto.

El recurso de casación por razón de interés 
casacional, en efecto, estaba hasta ahora limita-
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do a los asuntos que se tramitan específicamente 
por razón de la materia –son los asuntos que la 
LEC ordena dirimir en un procedimiento determi-
nado al margen de las normas generales de fija-
ción de la clase de procedimiento, que atienden 
a la cuantía: artículo 248.3 LEC–. La Ley 37/2011 
establece con carácter general la existencia de un 
interés casacional –que consiste, en síntesis, en la 
necesidad de unificación o fijación de la interpre-
tación de la ley– como presupuesto que da lugar 
a la admisibilidad del recurso, cualquiera que sea 
la forma de tramitación y la cuantía del asunto. Se 
exceptúan los asuntos que no se tramitan por ra-
zón de la materia y que tienen una cuantía supe-
rior a 600.000 euros, en los cuales el recurso es 
admisible sin que concurra aquel presupuesto. En 
suma, la baja cuantía del asunto no opera a partir 
de la reforma como impedimento para la admi-
sibilidad del recurso de casación. Paralelamente, 
el carácter excepcional del recurso de casación 
por razón de la cuantía comporta la necesidad 
de una interpretación rigurosa de esta modalidad 
para que mantenga su finalidad de unificación de 
la aplicación de la ley civil y mercantil, y no se 
convierta en una vía de acceso al TS carente de 
justificación institucional.

2. La nueva regulación exige desarrollar una la-
bor procesal más compleja para dirimir la admi-
sibilidad de los recursos discerniendo la existen-
cia de un interés casacional frente al carácter 
más objetivo que revestía –y seguirá revistien-
do excepcionalmente- el criterio de la cuantía 
como modalidad de acceso al recurso. A su vez, 
esta labor puede resultar afectada por la unifi-
cación de los trámites de preparación y de inter-
posición llevada a cabo por la Ley 37/2011, y por 
la intervención de los secretarios judiciales en la 
fase de interposición ante la AP (artículos 470.2 
y 479.2 LEC, tras su reforma por la Ley 37/2011). 
La decisión de inadmisión del recurso se reser-
va a la AP, por exigencia constitucional, como 
propia del ejercicio de la potestad jurisdiccional. 
Esta decisión puede ser revisada en queja por 
la Sala Primera del TS, la cual, a su vez, puede, 
en el caso de ser admitido el recurso por la AP, 
examinar de nuevo su admisibilidad.

3. Todas estas circunstancias han hecho acon-
sejable que la Sala Primera del TS elabore con 
una razonable urgencia los criterios que se con-
sideran precisos para la aplicación de las refor-
mas introducidas por la Ley 37/2011, para lo cual 
se ha hecho uso de la potestad que otorga a las 
salas de justicia en pleno el artículo 264.1 LOPJ. 
El ejercicio de esta potestad conlleva, a su vez, 
la modificación del Acuerdo dictado con una fi-
nalidad análoga el 12 de diciembre de 2000 por 
la Sala Primera del TS a raíz de la promulgación 

de la LEC (Ley 1/2000, de 7 de enero). Aquel 
Acuerdo debe entenderse sustituido por este.

Este nuevo Acuerdo es expresión del pare-
cer unánime de la Sala Primera del TS y tiene ca-
rácter orientador para la unificación de las prác-
ticas procesales. Responde a una interpretación 
de la Ley 37/2011 tendente a conseguir que el 
recurso de casación cumpla sus fines constitu-
cionales y no se transforme, como lo fue hace 
algunos años, en un instrumento de dilación 
indebida del proceso civil –con efectos negati-
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vos para la seguridad jurídica y la vida social y 
económica–. Se encamina no solo a la organiza-
ción del trabajo interno del propio TS –que se 
desarrolla en la actualidad mediante una previa 
labor de equipo, ajustada a pautas de gestión, 
para el apoyo a la decisión de la Sala Primera 
del TS sobre la admisibilidad de los recursos in-
terpuestos–, sino también al conocimiento por 
las AAPP, última instancia en el orden civil, de 
los criterios aplicados por la Sala Primera del 
TS y a facilitar la debida información a los pro-
fesionales jurídicos. El procedimiento utilizado 

comporta que este Acuerdo no tiene carácter 
vinculante ni valor jurisprudencial, pues solo lo 
adquirirá en la medida en que sus soluciones se 
vean reflejadas en las resoluciones jurisdiccio-
nales dictadas por la Sala Primera del TS.

4. La parte principal de este Acuerdo se con-
tiene en su primer epígrafe («I. Enumeración de 
las causas de inadmisión de los recursos»), en el 
que se enumeran, desarrolladas y debidamente 
sistematizadas, las causas que determinan la in-
admisión del recurso de casación y del recurso 
extraordinario por infracción procesal.

En los tres siguientes epígrafes se exponen 
y se justifican los criterios que la Sala Primera 
del TS considera aplicables, de acuerdo con la 
LEC, para sustentar las causas de inadmisión 
que han sido enumeradas en el epígrafe ante-
rior («II. Resoluciones recurribles», «III. Interés 
casacional», «IV. Motivos de recurso»).

En el último epígrafe («V. Derecho transi-
torio») se expone el criterio de la Sala Primera 
del TS sobre la aplicación temporal de la mo-
dificación introducida en la LEC en el régimen 
de los recursos de casación y extraordinario por 
infracción procesal.

I. Enumeración de las causas de inadmisión de 
los recursos

Recurso de casación

Son causas de inadmisión del recurso de 
casación o de alguno de sus motivos las si-
guientes:

1. La interposición de un recurso de casación 
contra la misma sentencia ante un TSJ (artículo 
478.2 LEC).

2. La falta de legitimación de la parte recurrente 
para la interposición del recurso por no afectar-
le desfavorablemente la resolución que se re-
curre (artículo 483.2.1.º LEC, en relación con el 
artículo 448.1 LEC).

3. La formulación del recurso con manifiesto 
abuso de derecho o cuando entrañe fraude de 
ley o procesal (artículo 11.2 LOPJ).

4. La concurrencia de defectos de forma (artículo 
483.2.1.º LEC, en relación con los preceptos que se 
indican en cada caso) no subsanables –o no sub-
sanado en el caso que se indica– consistentes en: 

-  La falta de indicación de la modalidad del 
recurso de casación por razón de la cual se 
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interpone o la indicación en un mismo re-
curso de dos o más modalidades (artículo 
481.1 y 477.2 LEC).

-  La falta de representación por procurador 
(artículo 23.1 LEC).

-  La falta de asistencia de abogado (artículo 
31.1 LEC).

-  La interposición del recurso fuera de plazo 
–20 días desde el siguiente a la notificación 
de la sentencia (artículo 479.1 LEC)–.

-  La falta de constitución del depósito para 
recurrir o de la debida subsanación de tal 
omisión (DA 15.ª LOPJ).

-  La falta de cumplimiento de los presupues-
tos para recurrir en los casos especiales 
previstos en el artículo 449 LEC.

-  La falta de aportación de la certificación 
de la sentencia impugnada (artículo 481.2 
LEC).

5. La falta de concurrencia de presupuestos para 
que la resolución sea recurrible (artículo 483.2.1.º 
LEC). Esto es, cuando: (a) no sea una sentencia 
de apelación que ponga fin a la segunda instan-
cia (artículo 477.2 I LEC); (b) sea una sentencia 
dictada en un asunto tramitado por razón de la 
cuantía en el que el recurso de apelación no de-
bió ser admitido por no superar los 3.000 eu-
ros (artículo 455.1 LEC); (c) se trate de un auto, 
una resolución que no revista forma de senten-
cia, una sentencia que debió adoptar forma de 
auto o una sentencia que resuelva una cuestión 
incidental. Son recurribles los autos dictados en 
procesos sobre reconocimiento y ejecución de 
sentencias extranjeras resueltos al amparo del 
Convenio de Bruselas de 27 de diciembre de 
1968 y del Convenio de Lugano de 16 de sep-
tiembre de 1988 (artículos 37.2 y 41), de los Re-
glamentos CE n.º 1347/2000 y n.º 44/2001, y de 
cualesquiera otras normas de similar naturaleza, 
cuando la facultad de recurrir se reconozca en el 
instrumento de ratificación internacional o en el 
Reglamento (artículo 477.2 LEC, en relación con 
la norma aplicable en cada caso).

6. La falta de cumplimiento en el escrito de inter-
posición del recurso de los requisitos establecidos 
para los distintos casos (artículo 483.2.2.º LEC, en 
relación con los preceptos que se indican):

- La falta de justificación de los supuestos 
que determinan la admisibilidad de las dis-
tintas modalidades del recurso de casación 
(artículo 481.1 LEC).

- La falta de indicación en el escrito de inter-
posición del recurso de la norma sustantiva, 
la jurisprudencia de la Sala Primera del TS o 
el principio general del Derecho infringidos 
–que ha de hacerse en el encabezamiento 

o formulación de cada uno de los motivos 
en los que se funde el recurso o deducirse 
claramente de su formulación sin necesidad 
de acudir al estudio de su fundamentación– 
o la indicación de norma, jurisprudencia o 
principio general del Derecho que no sea 
aplicable al fondo del asunto, a tenor de 
la ratio decidendi de la sentencia recurrida 
(artículo 481.1 LEC y 487.3 LEC).

-  La acumulación de infracciones, la cita de 
preceptos genéricos o la cita de preceptos 
heterogéneos en un mismo motivo que ge-
neren la existencia de ambigüedad o inde-
finición sobre la infracción alegada (artículo 
481.1 LEC).

-  La falta en el escrito de interposición del 
recurso de la razonable claridad expositiva 
para permitir la individualización del pro-
blema jurídico planteado (artículo 481.1 y 3 
LEC).

-  La falta de fundamentación suficiente so-
bre la infracción del ordenamiento jurídico 
alegada, en relación con el derecho funda-
mental cuya vulneración se invoque o con 
la norma, jurisprudencia o principio general 
del Derecho aplicable al caso que se denun-
cie como infringido (artículo 481.1 LEC).

-  La falta de respeto a la valoración de la 
prueba efectuada en la sentencia recurrida 
o al ámbito de la discusión jurídica habida 
en la instancia (artículos 477.1 LEC), cuando 
en el escrito de interposición del recurso: (a) 
se pretenda una revisión de los hechos pro-
bados o una valoración global de la prueba; 
(b) se funden los motivos de casación im-
plícita o explícitamente en hechos distintos 
a los declarados probados en la sentencia 
recurrida o en la omisión total o parcial de 
los hechos que la AP considere acreditados; 
(c) se aleguen cuestiones nuevas o que no 
afecten a la ratio decidendi de la sentencia. 
En el recurso de casación para la tutela judi-

cial civil de derechos fundamentales la Sala Pri-
mera del TS debe realizar, asumiendo una tarea  
de calificación jurídica, una valoración de los 
hechos en todos aquellos extremos relevantes 
para apreciar la posible infracción de los dere-
chos fundamentales alegados.

-  En el recurso de casación por razón de interés 
casacional: la falta de indicación en el encabe-
zamiento o formulación del motivo de la juris-
prudencia que se solicita de la Sala Primera del 
TS que se fije o se declare infringida o desco-
nocida, salvo cuando se deduzca claramente de 
su formulación sin necesidad de acudir al estu-
dio de su fundamentación (artículo 481.1 LEC). 

-  En el recurso de casación por razón de interés 
casacional: la falta de expresión por la parte 
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recurrente en el encabezamiento o formula-
ción del motivo de cuál es el elemento, entre 
los que pueden integrar el interés casacional, 
en el que se funda la admisibilidad del recur-
so, salvo cuando se deduzca claramente de su 
formulación sin necesidad de acudir al estudio 
de su fundamentación (artículo 481.1 LEC).

-  En el recurso de casación por razón de interés 
casacional fundado en la oposición a la doctri-
na jurisprudencial del TS o en la existencia de 
jurisprudencia contradictoria de las AAPP: la 
falta de aportación del texto de las sentencias 
en las que se pretenda apoyar la existencia de 
un interés casacional (artículo 481.2 LEC).

-  En el recurso de casación por razón de interés 
casacional fundado en la aplicación de una 
norma de menos de cinco años de vigencia: 
la falta de indicación del problema jurídico 
sobre el que no existe jurisprudencia, que ha 
sido resuelto o debió haberlo sido mediante la 
aplicación de una norma de menos de cinco 
años de vigencia (artículo 481.3 LEC).

7. La falta de concurrencia de los supuestos 
que determinan la admisibilidad de las distintas 
modalidades del recurso de casación (artículos 
477.2 y 483.2.3.º LEC, en relación con los artícu-
los que se indican):
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-  En el recurso de casación para la tutela judi-
cial civil de los derechos fundamentales: no 
haberse tramitado para la tutela judicial civil 
de los derechos fundamentales el proceso 
en el que se dictó la sentencia recurrida (ar-
tículo 477.2.1.º LEC).

-  En el recurso de casación por razón de la 
cuantía: la insuficiencia de la cuantía del 
asunto, por no ser superior a 600.000 eu-
ros, ser indeterminada o inestimable, o ha-
ber aceptado las partes implícita o explí-
citamente que la cuantía del asunto haya 
permanecido como indeterminada o inesti-
mable sin que exista resolución en contrario 
(artículo 477.2.2.º LEC).

-  En el recurso de casación por razón de in-
terés casacional: la inexistencia de este en 
la resolución del recurso, según el elemen-
to invocado respectivamente para justifi-
car la admisibilidad del recurso: (a) porque 
la sentencia impugnada no se oponga a la 
jurisprudencia de la Sala Primera del TS, 
en los términos expuestos en el apartado 
III.1 de este Acuerdo; (b) porque no exista 
jurisprudencia contradictoria de las AAPP, 
en los términos expuestos en el apartado 
III.2 de este Acuerdo; o (c) porque hayan 
transcurrido cinco años o más desde la en-
trada en vigor de la norma aplicada, en los 
términos expuestos en el apartado III.3 de 
este Acuerdo, o exista jurisprudencia en el 
momento de dictarse la sentencia recurri-
da sobre el problema jurídico planteado o 
sobre normas de igual o similar contenido 
que determine la inexistencia de interés 
casacional en la resolución del recurso (ar-
tículo 477.2.3 LEC).

-  En el recurso de casación por razón de in-
terés casacional fundado en la contradic-
ción de jurisprudencia entre las AAPP o en 
la aplicación de norma con menos de cinco 
años de vigencia: la desaparición sobreve-
nida del interés casacional en la resolución 
del recurso, por haberse resuelto por la ju-
risprudencia después de la fecha de la sen-
tencia recurrida el problema jurídico plan-
teado en contra del criterio propugnado 
por la parte recurrente (por analogía con lo 
dispuesto en el artículo 22.1 LEC).

El carácter sobrevenido de la desaparición 
del interés casacional se tomará en considera-
ción para resolver sobre las costas.

Recurso extraordinario por infracción procesal

Concurre una causa de inadmisión del re-
curso extraordinario por infracción procesal o 
de alguno de sus motivos:

1. Cuando el recurso extraordinario por infrac-
ción procesal interpuesto contra una sentencia 
de la AP dictada a consecuencia de haberse es-
timado un recurso extraordinario por infracción 
procesal no se funde en infracciones y cuestio-
nes diferentes de las que fueron objeto del pri-
mer recurso (artículo 467 LEC).

2. Cuando en el escrito de interposición del re-
curso extraordinario por infracción procesal no 
se justifique si la sentencia recurrida es suscep-
tible de recurso de casación para la tutela ju-
dicial civil de los derechos fundamentales, por 
razón de la cuantía o por razón de interés casa-
cional en los términos previstos para cada una 
de estas modalidades.

3. Cuando se interponga recurso extraordina-
rio por infracción procesal contra una sentencia 
con fundamento en que cabe contra ella recur-
so de casación para la tutela judicial civil de los 
derechos fundamentales y la sentencia no sea 
susceptible de un recurso de casación para la 
tutela judicial civil de los derechos fundamenta-
les (DF 16.1.2.ª LEC).

4. Cuando se interponga recurso extraordina-
rio por infracción procesal contra una sentencia 
con fundamento en que cabe contra ella recur-
so de casación por razón de la cuantía y la sen-
tencia no sea recurrible en casación por razón 
de la cuantía (DF 16.1.2.ª LEC).

5. Cuando se interponga recurso extraordina-
rio por infracción procesal contra una sentencia 
con fundamento en que cabe contra ella recur-
so de casación por razón de interés casacional 
y no se formule conjuntamente un recurso de 
casación por razón de interés casacional (DF 
16.ª.1.2.ª LEC).

6. Cuando se interponga recurso extraordina-
rio por infracción procesal contra una sentencia 
con fundamento en que cabe contra ella recur-
so de casación por razón de interés casacional 
y la sentencia no sea recurrible en casación por 
razón de interés casacional (DF 16.1.5.ª II LEC).

7. Cuando se interponga recurso extraordinario 
por infracción procesal contra una sentencia 
con fundamento en que cabe contra ella recur-
so de casación por razón de interés casacional 
y el recurso de casación presentado conjunta-
mente no sea admitido (DF 16.1.5.ª II LEC).

8. Cuando, fuera de los casos anteriores, se in-
terponga un recurso extraordinario por infrac-
ción procesal y un recurso de casación contra 
una misma resolución y, tramitándose conjun-
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tamente, la resolución recurrida no sea suscep-
tible de recurso de casación (DF 16.1.5.ª I LEC).

9. Cuando la parte recurrente no se halle legiti-
mada para interponer el recurso por no afectar-
le desfavorablemente la resolución que se recu-
rre (artículo 473.2.1.º, en relación con el artículo 
448.1 LEC).

10. Cuando concurran defectos de forma no 
subsanables -o no subsanado en el caso que se 
indica-, consistentes en:

-  La falta de representación por procurador 
(artículo 23.1 LEC).

-  La falta de asistencia de abogado (artículo 
31.1 LEC).

-  La interposición del recurso fuera de plazo 
-20 días desde el siguiente a la notificación 
de la sentencia- (artículo 470.1 LEC).

-  La falta de constitución del depósito para 
recurrir, o de la debida subsanación de tal 
omisión (DA 15.ª LOPJ).

-  La falta de cumplimiento de los presupues-
tos para recurrir en los casos especiales 
previstos en el artículo 449 LEC.

-  La falta de identificación en el escrito de in-
terposición de cuál es la sentencia impug-
nada o su identificación de manera que dé 
lugar a confusión (artículo 470.1 LEC).

11. Cuando no se alegue ninguno de los moti-
vos en los que puede basarse el recurso (artí-
culo 470.2 LEC, en relación con el artículo 469.1 
LEC).

12. Cuando se haya omitido el deber de agotar 
todos los medios posibles para la denuncia o 
subsanación de la infracción o el defecto proce-
sal (artículo 470.2 LEC, en relación con el artícu-
lo 469.2 LEC).

En esta causa de inadmisión se incluye la 
alegación de falta de motivación (artículo 469.2 
LEC), de la vulneración del principio de con-
gruencia y de otros vicios in iudicando o in pro-
cedendo de la sentencia recurrida si no se ha so-
licitado la aclaración, corrección, subsanación o 
complemento de la sentencia (artículos 214 y 215 
LEC).

13. Cuando no se exponga razonadamente la 
infracción o vulneración cometida o no se ex-
prese de qué manera influyó en el resultado del 
proceso (artículo 471 LEC).

Se estima comprendida en esta causa de 
inadmisión la alegación en el escrito de inter-
posición del recurso de infracciones procesales 

respecto de las cuales no se justifique que com-
portan una efectiva indefensión para la parte.

14. Cuando, a criterio de la Sala Primera del TS, 
el contenido del recurso carezca manifiesta-
mente de fundamento (artículo 473.2.2.º LEC).

En esta causa de inadmisión se incluyen los 
motivos de recurso mediante los que se comba-
te la valoración de la prueba hecha por la sen-
tencia recurrida.

La errónea valoración de la prueba no pue-
de ser planteada en este recurso, salvo cuando, 
al amparo del artículo 469.1.4.º LEC, se demues-
tre que la valoración probatoria efectuada en la 
sentencia recurrida es arbitraria, ilógica o absur-
da, en forma suficiente para estimar vulnerado 
el derecho a la tutela judicial efectiva, o inválida 
por vulnerar un derecho fundamental.

En esta causa de inadmisión se incluye la ale-
gación de falta de motivación, de la vulneración 
del principio de congruencia y de otros vicios in 
iudicando o in procedendo de la sentencia recu-
rrida cuando lo que realmente se evidencie sea 
una disconformidad de la parte recurrente con 
los razonamientos de la sentencia impugnada.

15. Cuando se planteen cuestiones sustantivas  
–no procesales– propias del recurso de casación 
(artículo 473.2.1.º LEC, en relación con el artículo 
469.1 LEC).

II. Resoluciones recurribles 

Recurso de casación 

Para que una resolución sea recurrible en 
casación ante la Sala Primera del TS deben con-
currir los dos siguientes presupuestos:

1. Que se trate de una sentencia dictada en se-
gunda instancia por una AP (artículo 477.2 LEC) 
–por ello, al escrito de interposición del recurso 
debe acompañarse certificación de la sentencia 
impugnada (artículo 481.2 LEC)–.

Están excluidos del recurso de casación los 
autos, las demás resoluciones que no revisten 
forma de sentencia, las sentencias que debieron 
adoptar forma de auto y las sentencias que re-
suelvan cuestiones incidentales.

Son recurribles en casación los autos dicta-
dos en procesos sobre reconocimiento y ejecu-
ción de sentencias extranjeras resueltos al ampa-
ro del Convenio de Bruselas de 27 de diciembre 
de 1968 y del Convenio de Lugano de 16 de sep-
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tiembre de 1988 (artículos 37.2 y 41), de los Re-
glamentos CE n.º 1347/2000 y n.º 44/2001, y de 
cualesquiera otras normas de similar naturaleza, 
cuando la facultad de recurrir se reconozca en el 
instrumento de ratificación internacional o en el 
Reglamento.

2. Que concurran los supuestos propios de una 
de las tres modalidades del recurso de casación 
por razón de la cual se interponga este.

La parte recurrente debe indicar necesaria-
mente en el escrito de interposición la modali-
dad de recurso por razón de la cual se formu-
la. Por razones de congruencia y contradicción 
procesal no cabe indicar más de una modalidad 
en un mismo recurso.

Estas modalidades son las siguientes: 

(i) Recurso de casación para la tutela judicial 
civil de derechos fundamentales. Concurre 
el supuesto propio de esta modalidad de 
recurso de casación cuando el proceso en 
que se dicte la sentencia se haya seguido 
para la tutela judicial civil de derechos fun-
damentales, excepto los que reconoce el ar-
tículo 24 CE (artículo 477.2.1.º LEC).

(ii) Recurso de casación por razón de la cuan-
tía. Concurre el supuesto propio de esta 
modalidad de recurso de casación cuando 
la sentencia se haya dictado en un proceso 
cuya cuantía exceda de 600.000 euros (ar-
tículo 477.2.2.º LEC).

Se excluyen de esta modalidad de recurso 
de casación las siguientes resoluciones:

- Las dictadas en procesos cuya cuantía sea 
indeterminada o inestimable.

- Las dictadas en procesos en que las partes 
hayan aceptado implícita o explícitamente 
que la cuantía del asunto haya permanecido 
como indeterminada o inestimable sin que 
exista resolución en contrario.

- Las dictadas en los procesos que se hayan 
tramitado para la tutela judicial civil de dere-
chos fundamentales o por razón de la materia. 

Están excluidas del recurso de casación las 
sentencias dictadas en asuntos tramitados por 
razón de la cuantía en los que el recurso de ape-
lación no debió ser admitido por no superar los 
3.000 euros.

En los casos en que la cuantía discutida en 
apelación sea más reducida que la discutida en 
primera instancia, esta debe tomarse en cuen-
ta, en igualdad para ambas partes, de tal ma-

nera que el recurso de casación por razón de la 
cuantía no es admisible en los procesos tramita-
dos por esta vía si el objeto litigioso se redujo a 
una cifra que no exceda de 600.000 euros.

No cabe otra modalidad de recurso de ca-
sación cuando la cuantía del proceso tramitado 
por razón de la cuantía exceda de 600.000 eu-
ros, salvo que sea indeterminada o inestimable, 
o las partes hayan aceptado implícita o explíci-
tamente que la cuantía del asunto haya perma-
necido como indeterminada o inestimable sin 
que exista resolución en contrario.

(iii) Recurso de casación por razón de interés 
casacional. Concurre el supuesto de esta 
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modalidad de recurso cuando la resolución 
del recurso de casación presente interés 
casacional. Es necesario que la cuantía del 
proceso no exceda de 600.000 euros o sea 
indeterminada o inestimable o que aquel se 
haya tramitado por razón de la materia (ar-
tículo 477.2.3.º LEC) y no para la tutela judi-
cial civil de derechos fundamentales.

En el apartado III de este Acuerdo se examina 
el concepto de interés casacional, cuya concurren-
cia es necesaria para integrar el supuesto propio 
de esta modalidad de recurso de casación.

El recurso por razón de interés casacional 
cabe no solo cuando se interponga contra sen-

tencias dictadas en los asuntos tramitados por 
razón de la cuantía –si esta no excede de la que 
fija la LEC o si es indeterminada o inestimable–, 
sino también contra resoluciones dictadas en 
procesos seguidos por razón de la materia, en-
tre las cuales –además de las dictadas en los 
procesos a que se refieren los artículos 249.1 y 
250.1 LEC– figuran las siguientes: (a) las sen-
tencias que pongan fin a la segunda instancia 
en los procesos especiales del Libro IV de la 
LEC; (b) las sentencias que, con arreglo a la 
Ley Concursal, tengan acceso al recurso de 
casación; (c) los autos dictados en procesos 
sobre reconocimiento y ejecución de senten-
cias extranjeras resueltos al amparo del Con-
venio de Bruselas de 27 de diciembre de 1968 
y del Convenio de Lugano de 16 de septiembre 
de 1988 (artículos 37.2 y 41), de los Reglamen-
tos CE n.º 1347/2000 y n.º 44/2001, y de cua-
lesquiera otras normas de similar naturaleza, 
cuando la facultad de recurrir se reconozca en 
el instrumento de ratificación internacional o 
en el Reglamento.

Recurso extraordinario por infracción procesal

Para que una resolución sea susceptible de 
recurso extraordinario por infracción procesal 
ante la Sala Primera del TS deben concurrir los 
dos siguientes presupuestos:

1. Que se trate de una sentencia dictada en se-
gunda instancia por las AAPP en cualquier tipo 
de procedimiento civil (artículo 477.2 LEC) –por 
ello, en el escrito de interposición debe identifi-
carse cuál es la sentencia impugnada (artículo 
470.1 LEC)–.

Están excluidos del recurso extraordinario 
por infracción procesal los autos, las demás re-
soluciones que no revisten forma de sentencia, 
las sentencias que debieron adoptar forma de 
auto y las sentencias que resuelvan cuestiones 
incidentales.

2. Que se dé uno de estos tres supuestos:

(i) Que se trate de una de las sentencias a que 
se refiere el artículo 477.2.1.º LEC –tutela ju-
dicial civil de derechos fundamentales, ex-
cepto los que reconoce el artículo 24 CE– 
(DF 16.ª.1.2.ª II LEC).

(ii) Que se trate de una de las sentencias a que 
se refiere el artículo 477.1.2.º LEC –cuantía 
del asunto superior a 600.000 euros– (DF 
16.ª.1.2.ª LEC).

(iii) Que se trate de una sentencia comprendi-
da en el artículo 477.1.3.º LEC –interés casa-
cional– y se admita un recurso de casación 
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interpuesto conjuntamente contra ella (DF 
16.ª.1.5.ª II LEC).

III. Interés casacional

El Acuerdo de la Sala Primera del TS de 12 
de diciembre de 2000 desarrolló el concepto de 
interés casacional tipificado en el artículo 477.3 
LEC. Este precepto permanece en vigor tras la 
Ley 37/2011. En el presente Acuerdo se desarro-
lla este concepto y se exponen los elementos 
que pueden integrarlo conforme al Acuerdo de 
la Sala Primera del TS de 12 de diciembre de 
2000 y con arreglo a la experiencia en su apli-
cación con el fin de lograr la máxima claridad 
en el conocimiento de los criterios seguidos por 
esta Sala.

El recurso de casación por razón de inte-
rés casacional va encaminado a la fijación de la 
doctrina que se estima correcta en contra del 
criterio seguido en la sentencia recurrida fren-
te a otras sentencias de AAPP o en contra del 
criterio de la jurisprudencia, o cuando no existe 
jurisprudencia sobre una ley que lleva menos de 
cinco años en vigor (artículo 487.3 LEC). Como 
consecuencia de ello, como requisito general, el 
escrito de interposición del recurso de casación 
por razón de interés casacional debe expresar 
con claridad en el encabezamiento o formula-
ción del motivo la jurisprudencia que se solicita 
de la Sala Primera del TS que se fije o se declare 
infringida o desconocida.

Además de este requisito general, de carác-
ter formal, para que el recurso de casación por 
razón de interés casacional sea admisible debe 
concurrir alguno de los elementos que pueden 
integrarlo. Por razones de congruencia y con-
tradicción procesal la parte recurrente debe 
indicar claramente en el encabezamiento o for-
mulación del motivo en cuál de ellos se funda 
la admisibilidad del recurso interpuesto. Estos 
elementos son los siguientes:

1. La oposición o desconocimiento en la senten-
cia recurrida de la doctrina jurisprudencial del 
TS.

La justificación, con la necesaria claridad, 
de la concurrencia de este elemento correspon-
de a la parte recurrente.

El concepto de jurisprudencia comporta, en 
principio, reiteración en la doctrina de la Sala 
Primera del TS. Es necesario, en consecuencia, 
que en el escrito de interposición se citen dos 
o más sentencias de la Sala Primera del TS, y 
que se razone cómo, cuándo y en qué sentido 

la sentencia recurrida ha vulnerado o descono-
cido la jurisprudencia que se establece en ellas. 

La doctrina mantenida en las sentencias de 
la Sala Primera del TS invocadas en el escrito 
de interposición del recurso de casación no tie-
ne carácter jurisprudencial cuando exista otra 
formulada en sentencias más recientes que se 
alejen de ella.

No obstante, no es necesario que las sen-
tencias invocadas se refieran a un supuesto 
fáctico idéntico al resuelto en la sentencia re-
currida. En todo caso, la parte recurrente debe 
justificar que la resolución del problema jurídico 
planteado en el recurso se opone al criterio se-
guido por la jurisprudencia.

No es admisible esta modalidad de recurso 
cuando: (a) la alegación de oposición a la ju-
risprudencia de la Sala Primera del TS carezca 
de consecuencias para la decisión del conflicto, 
atendida la ratio decidendi de la sentencia recu-
rrida; (b) el criterio aplicable para la resolución 
del problema jurídico planteado dependa de las 
circunstancias fácticas de cada caso, salvo que 
estas sean idénticas o existan solo diferencias 
irrelevantes; (c) la aplicación de la jurispruden-
cia de la Sala Primera del TS invocada solo pue-
da llevar a una modificación del fallo recurrido 
mediante la omisión total o parcial de los he-
chos que la AP considere probados; (e) concu-
rra cualquier otra circunstancia análoga que im-
plique la inexistencia de interés casacional.

Las reglas anteriores sufren dos excepciones: 

(i) Cuando se trate de sentencias del Pleno de 
la Sala Primera del TS o de sentencias dic-
tadas fijando doctrina por razón de interés 
casacional. En estos casos basta la cita de 
una sola sentencia invocando su jurispru-
dencia, siempre que no exista ninguna sen-
tencia posterior que haya modificado el cri-
terio seguido.

(ii) Cuando, a criterio de la Sala Primera del TS, 
la parte recurrente justifique debidamente 
la necesidad de modificar la jurisprudencia 
en relación con el problema jurídico plan-
teado porque haya evolucionado la realidad 
social o la común opinión de la comunidad 
jurídica sobre una determinada materia.

Esta última excepción tiene el carácter ex-
traordinario que se desprende de su naturale-
za. Por ello, el recurso no es admisible cuando 
la Sala Primera del TS no aprecie la posibilidad 
razonable de que deba ser modificada la juris-
prudencia.
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El interés casacional en el supuesto de este 
apartado 1 es independiente del tiempo de vi-
gencia de la norma aplicada por la sentencia 
recurrida.

Los criterios contenidos en este apartado 1 
son aplicables al recurso de casación por razón 
de la cuantía en lo que resulte procedente en 
relación con la infracción de norma legal o ju-
risprudencia aplicable según su respectiva na-
turaleza.

2. La existencia de jurisprudencia contradictoria 
de las AAPP sobre alguno de los puntos o cues-
tiones resueltos por la sentencia recurrida.

La justificación de la concurrencia de este 
elemento corresponde a la parte recurrente.

El concepto de jurisprudencia contradicto-
ria de las AAPP comporta la existencia de crite-
rios dispares entre secciones de AAPP manteni-
dos cada uno con la suficiente extensión e igual 
nivel de trascendencia, de modo que puedan 
calificarse como jurisprudencia operativa en el 
grado jurisdiccional correspondiente a estos tri-
bunales. En consecuencia, este elemento exige 
que sobre un problema jurídico relevante para 
el fallo de la sentencia recurrida se invoquen 
dos sentencias firmes de una misma sección de 
una AP que decidan en sentido contrario al se-
guido en otras dos sentencias, también firmes, 
de una misma sección. Esta última ha de ser dis-
tinta, pertenezca o no a la misma AP. Las sen-
tencias han de haber sido dictadas con carácter 
colegiado. Una de las sentencias invocadas ha 
de ser la recurrida. Con el fin de evitar toda con-
fusión, por razones de congruencia y contradic-
ción procesal, cuando se cite un número eleva-
do de sentencias en cada grupo solo pueden 
tenerse en cuenta, además de la recurrida, las 
que la parte recurrente destaque expresamente 
o, en su defecto, la más reciente o las dos más 
recientes.

El problema jurídico resuelto debe ser el 
mismo. En consecuencia, la parte recurrente 
debe expresar el problema jurídico sobre el 
que existe la contradicción que alega, indicar 
de qué modo se produce esta y exponer la 
identidad de razón entre cada punto del pro-
blema jurídico resuelto en la sentencia recurri-
da y aquel sobre el que versa la jurisprudencia 
contradictoria invocada.

No es admisible el recurso en el que se in-
voque este elemento cuando: (a) exista juris-
prudencia de la Sala Primera del TS sobre el 
problema jurídico planteado; (b) se invoquen 

menos de dos sentencias firmes dictadas por 
una misma sección de una AP en las que se de-
cida colegiadamente en un sentido; (c) se invo-
quen menos de dos sentencias firmes dictadas 
por una misma sección de una AP, diferente de 
la primera, en las que se decida colegiadamente 
en sentido contrario; (d) en el primer grupo o 
en el segundo no figure la sentencia recurrida; 
(e) la contradicción entre las sentencias invoca-
das carezca de consecuencias para la decisión 
del conflicto, atendida la ratio decidendi de la 
sentencia recurrida; (f) el criterio aplicable para 
la resolución del problema jurídico planteado 
dependa de las circunstancias fácticas de cada 
caso, salvo que estas sean idénticas o existan 
solo diferencias irrelevantes; (g) la aplicación de 
la jurisprudencia invocada como contradictoria 
solo pueda llevar a una modificación del fallo re-
currido mediante la omisión total o parcial de 
los hechos que la AP considere probados en la 
sentencia recurrida; (h) concurra cualquier otra 
circunstancia análoga que implique la inexisten-
cia de interés casacional.

Las reglas anteriores sufren una excepción: 

- Es admisible el recurso de casación cuando, 
a criterio de la Sala Primera del TS, conste 
de manera notoria la existencia de jurispru-
dencia contradictoria de las AAPP sobre 
el problema jurídico planteado. Para ello 
es necesario que el problema jurídico haya 
sido debidamente puntualizado por la parte 
recurrente y se haya justificado la existencia 
de un criterio dispar entre AAPP mediante 
la cita de sentencias contrapuestas.

3. La aplicación por la sentencia recurrida de 
normas que no lleven más de cinco años en vi-
gor, siempre que, en este último caso, no exis-
tiese doctrina jurisprudencial del TS relativa a 
normas anteriores de igual o similar contenido.

Para justificar la concurrencia de este ele-
mento la parte recurrente debe identificar con 
claridad cuál es el problema jurídico sobre el 
que no existe jurisprudencia y que ha sido re-
suelto o debió serlo mediante la aplicación de 
una norma de menos de cinco años de vigencia.

El cómputo de los cinco años de vigencia 
de la norma aplicable debe efectuarse toman-
do como dies a quo la fecha de su entrada en 
vigor y como dies ad quem aquella en que se 
dictó la sentencia recurrida. Si la parte recu-
rrente justifica con claridad que fue anterior, se 
tomará como dies ad quem la fecha en que la 
norma fue invocada por primera vez en el pro-
cedimiento.
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No concurre este elemento de interés ca-
sacional cuando en el momento de dictarse la 
sentencia recurrida exista ya jurisprudencia so-
bre el problema jurídico planteado.

IV. Motivos de recurso

Recurso de casación

El recurso de casación ha de fundarse en 
la infracción de normas aplicables para resolver 
las cuestiones objeto del proceso (artículo 477.1 
LEC). Este motivo es único o exclusivo, en el 
sentido de que el recurso de casación, en cual-
quiera de sus modalidades, no puede amparar-
se en causas ajenas a la infracción de aquellas 
normas. No debe confundirse, sin embargo, el 
carácter único del motivo con la imposibilidad 
de alegar diversas infracciones en un mismo re-
curso. Por ello, para lograr la debida claridad, 
por razones de congruencia y contradicción 
procesal, debe citarse con claridad y precisión 
la norma, jurisprudencia o principio general del 
Derecho que se consideren infringidos. Cuando 
se alegue más de una infracción, cada una de 
ellas debe ser formulada en un motivo distinto 
y todos ellos deben ser numerados correlativa-
mente. Por la misma razón, cuando comporte 
ambigüedad o indefinición, no cabe la cita de 
un precepto seguido de fórmulas tales como 
«y siguientes», «concordantes» o similares para 
señalar la infracción legal que se considere co-
metida.

Tampoco cabe la cita de preceptos hetero-
géneos en un mismo motivo, ni la cita de pre-
ceptos de carácter genérico que pueda com-
portar ambigüedad o indefinición.

La infracción invocada de norma, jurispru-
dencia o principio general del Derecho apli-
cable al caso debe ser relevante para el fallo, 
atendida la ratio decidendi de la sentencia re-
currida.

Recurso extraordinario por infracción procesal 

El recurso extraordinario por infracción pro-
cesal, según el artículo 469.1 LEC, solo puede 
fundarse en los siguientes motivos:

1.º Infracción de normas sobre jurisdicción y 
competencia objetiva o funcional.

2.º Infracción de normas procesales reguladoras 
de la sentencia.

3.º Infracción de normas legales que rigen los 
actos y garantías del proceso cuando la infrac-

ción determinare la nulidad conforme a la ley o 
hubiere podido causar indefensión.

4.º Vulneración, en el proceso civil, de dere-
chos fundamentales reconocidos en el artículo 
24 CE. 

Estos motivos son exclusivos, en el sentido 
de que el recurso extraordinario por infracción 
procesal no puede fundarse en causas distin-
tas, tal como las describe la LEC –en síntesis, 
infracción de normas procesales y derechos 
reconocidos en el artículo 24 CE–. Cabe, sin 
embargo, alegar diversas infracciones o vulne-
raciones que tengan la misma naturaleza. Por 
ello, para lograr la debida claridad, por razones 
de congruencia y contradicción procesal, tan-
to si se alega más de una infracción o vulne-
ración de la misma naturaleza, como si se ale-
gan varias de distinta naturaleza, cada una de 
ellas debe ser formulada en un motivo distinto 
y todos ellos deben ser numerados correlativa-
mente. No cabe la cita de preceptos heterogé-
neos en un mismo motivo, ni la cita de precep-
tos de carácter genérico que pueda comportar 
ambigüedad o indefinición.

Solo es admisible el recurso cuando la in-
fracción procesal o la vulneración del artículo 
24 CE se haya denunciado en la instancia en 
que se produjo y se haya reproducido la de-
nuncia en segunda instancia, si hubo lugar a 
ello. Si la infracción es subsanable, o si se ale-
ga la falta de motivación (artículo 469.2 LEC), 
la vulneración del principio de congruencia u 
otros vicios in iudicando o in procedendo de la 
sentencia recurrida es necesario que se haya 
pedido la subsanación en la instancia o instan-
cias oportunas o la aclaración, corrección, o 
complemento de la sentencia (artículos 214 y 
215 LEC).

V. Derecho transitorio

La Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medi-
das de Agilización Procesal, ha entrado en vigor 
el día 31 de octubre de 2011. Los recursos que se 
interpongan frente a las sentencias de segunda 
instancia que se hayan dictado a partir de esa 
fecha se rigen por los preceptos de la LEC mo-
dificados por la Ley 37/2011. En consecuencia, 
deben entenderse aplicables respecto de ellos 
los criterios de admisión que se contienen en 
este Acuerdo.

Madrid, a 30 de diciembre de 2011.



www.asociacionabogadosrcs.org

l

e

g

i

s

l

a

c

i

ó

n

127

Última hora legislativa*

Baremo 2012

* Dada la importancia de este documento, lo incluimos en la presente edición de nuestra revista, aunque debería ir, por su 
fecha, en la correspondiente al primer trimestre de 2012.
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noticias y actividades

➝ JoRnadas sobRe valoRación del daño. Últimas tendencias. conmemoRación X 
aniveRsaRio de la asociación. madRid, 17 y 18 noviembRe 2011

Tribunal Supremo, José Ma-
nuel López y García de la Se-
rrana.

La tercera de las ponencias 
de la sesión fue: La aplicación 
del sistema legal. Valoración 
fuera del tránsito motoriza-
do, que expuso el abogado y 
presidente de esta Asociación, 
Mariano Medina Crespo.

Esa misma noche se ce-
lebró la cena conmemorativa 
del X Aniversario de la Asocia-
ción Española de Abogados 
Especializados en RC y Segu-
ro, en la que se rindió home-
naje a los miembros de nues-
tra Asociación que cumplie-
ron 10 años de pertenencia a 
la misma.

La segunda jornada se ini-
ció con la exposición Perjuicios 
económicos por la paralización 
del vehículo siniestrado, que 
estuvo expuesta por el magis-

Inese, junto con la revista de 
Responsabilidad Civil, Circula-
ción y Seguros, y la Asociación 
Española de Abogados Espe-
cializados en Responsabilidad 
Civil y Seguro, con motivo del 
X Aniversario de nuestra Aso-
ciación, organizaron, los pa-
sados días 17 y 18 de noviem-
bre, la Jornada denominada: 
Valoración del daño. Últimas 
tendencias. La misma estuvo 
dirigida a los profesionales del 
sector asegurador, directa o 
indirectamente vinculados a la 
problemática del Derecho de 
la Circulación en general y, en 
particular, a la valoración del 
daño corporal: directores de 
siniestros, responsables de da-
ños personales, directores de 
asesoría jurídica, abogados y 
estudiantes de Derecho.

Las sesiones se iniciaron 
la tarde del día 17 de noviem-
bre, con la recepción y entre-
ga de documentación a los 

asistentes, para continuar con 
la apertura de la jornada, que 
correspondió a la directora de 
Inese, Susana Pérez Sánchez-
Romate, el director de la revis-
ta RC, José A. Badillo Arias, y 
el secretario de la Asociación 
Español de Abogados Espe-
cializados en Responsabilidad 
Civil y Seguro, Javier López y 
García de la Serrana.

En la sesión de tarde se 
desarrolló la conferencia de 
apertura con el título: El lucro 
cesante causado por la inca-
pacidad permanente y por la 
muerte, que fue expuesta por 
el magistrado y presidente de 
la Sala 1ª del Tribunal Supremo, 
Juan Antonio Xiol Ríos.

La segunda exposición lle-
vó por título La valoración del 
daño corporal en la respon-
sabilidad civil empresarial o 
patronal, y fue expuesta por 
el magistrado de la Sala IV del 
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trado de lo Mercantil de la Au-
diencia Provincial de Barcelona, 
Juan Francisco Garnica Martín.

Tras el receso, la segunda 
ponencia de la jornada versó 
sobre El protocolo integrado 
en la valoración del daño cor-
poral como medio para dismi-
nuir el fraude en seguros, que 
se encargó de desgranar el 
médico especialista en Medici-
na Legal y forense en exceden-
cia, Santiago Delgado Bueno.

Un nuevo coloquio dio 
paso a la mesa redonda: El fu-
turo de la valoración del daño 
corporal, que presentaron el 
delegado regional en Madrid 
del Consorcio de Compensa-
ción de Seguros, José A. Ba-
dillo Arias, el subdirector de la 
asesoría jurídica consultiva de 
Mapfre familiar, Carlos Nagore 
Archilla, y el abogado de aso-
ciaciones de víctimas de acci-
dentes de tráfico, José Pérez 
Tirado.

La clausura de la Jornada, 
que tuvo como moderador 
al secretario general de esta 
Asociación, correspondió a 
la subdirectora general de 
Política Legislativa (DGSFP), 
Ruth Duque Santamaría.

El aspecto lúdico del 
evento se reservó para la tar-
de del viernes día 17 de no-
viembre con una visita guiada 
al estadio Santiago Berna-
béu.

El congreso en imágenes: Primer día de la Jornada

Juan Antonio Xiol Ríos, 
presidente de la Sala 1ª 
del Tribunal Supremo, 
en un momento de su 
intervención, que llevó 
como título 'El lucro ce-
sante causado por la in-
capacidad permanente 
y por la muerte'.

Susana Pérez Sánchez-Romate, directora de Inese, José Antonio Badillo Arias, director de la revista RC, y Javier López 
y García de la Serrana, secretario general de nuestra Asociación, fueron los encargados de realizar la apertura de la 
Jornada organizada en Madrid el pasado mes de noviembre.
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José Manuel 
López y García 
de la Serrana, 
magistrado de 
la Sala 4ª del 
Tribunal Supremo, 
durante su 
disertación sobre 
'La valoración del 
daño corporal en 
la responsabilidad 
civil empresarial o 
patronal'.

De izda. a dcha., José Manuel López y García de la Serrana, Mariano Medina Crespo, presidente de la Asociación, 
Javier López y García de la Serrana, Susana Pérez Sánchez-Romate y José Antonio Badillo Arias.

Aspecto que presentó 
el salón de actos del 
hotel Puerta América 
de Madrid durante 
las ponencias que se 
desarrollaron en las 
diferentes jornadas de 
trabajo.
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Mari Carmen Ruiz-Matas 
Roldán, subdirectora de esta 

revista, posa sonriente tras 
recibir el diploma que acredita 
su pertenencia a la Asociación 

durante diez años.

Andrés Cid Luque, 
vicepresidente de la 
Asociación, recogió su 
diploma acreditativo, 
al igual que más de un 
centenar de asociados.

Susuna Sucunza 
Totoricagüena, vocal 
de la Asociación en 
Euskadi, recibe su 
diploma de manos de 
Javier López.

Pedro Torrecillas, vocal 
de la Asociación en 
Andalucía Oriental, 
fue otro de los que 

recibieron el diploma 
conmemorativo.

Entrega de diplomas acreditativos de 10 años 
de pertenencia a la Asociación 
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Entrega de diplomas acreditativos de 10 años 
de pertenencia a la Asociación 

Fernando Estrella Ruiz, 
vocal de la Asociación 
en Andalucía Occidental, 
sonriente tras recibir el 
diploma de manos de la 
directora de Inese.

La directora de Inese y el 
secretario general de la 

Asociación celebran con un 
brindis el X aniversario de 
la misma,dando comienzo 
con ello a la cena de gala 

conmemorativa.

Celestino Barros Pena, 
vocal de nuestra Asociación 
en Galicia, muestra su 
mención en presencia de 
Susana Pérez, Javier López 
y Mariano Crespo.

Guillermo Muzás 
Rota, vocal de nuestra 
Asociación en Aragón, 

en el momento de 
recibir el diploma.
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La clausura de la jornada correspondió a Ruth Duque Santamaría, subdirectora 
general de Política Legislativa de la Dirección General de Seguros.

Santiago Delgado Bueno, médico 
especialista en Medicina Legal 
y Forense en excedencia, en un 
momento de su intervención 
que abordó el tema 'El protocolo 
integrado en la valoración del 
daño corporal como medio para 
disminuir el fraude en seguros'.

José PérezTirado, 
abogado de asociaciones 
de víctimas de accidentes 
de tráfico (izda.) y Carlos 
Nagore Archilla (dcha.), 

subdirector de la asesoría 
jurídica de Mapfre familiar, 
en la mesa redonda que 

se celebró bajo el título 'El 
futuro de la valoración del 

daño corporal'.

El congreso en imágenes: Jornada de Clausura
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RECIBA TODA LA INFORMACIÓN SOBRE LA ESPECIALIDAD 
INSCRIBIÉNDOSE EN LA

ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ABOGADOS ESPECIALIZADOS
EN RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO

Solicita: su admisión como socio en la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y 
Seguro, declarando no estar incurso/a en ninguna de las prohíbiciones e incompatibilidades establecidas en el Estatuto 
General de la Abogacía o en los Estatutos de la Asociación, comprometiéndose a satisfacer la cuota anual que fije la 
Asamblea General, así como a respetar en su integridad las normas reguladoras de la Asociación.

Domiciliación Bancaria

Por Banco/Caja

DATOS BANCARIOS (les ruego se sirvan atender los recibos presentados para su cobro por Asociación 
Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro).

Fecha de nacimiento

Colegio ejerciente nº año del Ilustre Colegio de Abogados de 

Con domicilio en 

C.P.Calle/Plaza nº

D.

N.I.F.:

Teléfono Fax e-mail

Provincia

CUOTA DE INSCRIPCIÓN (sólo una vez): 90,15 €; CUOTA TRIMESTRAL: 39,00 €

1.  Inclusión en el Listado Provincial de Asociados que se publica en la web.
2.  Accseso ilimitado y gratuito a la mayor Base de Datos de Jurisprudencia en materia 

de Responsabilidad Civil y Seguro a través de acceso on-line o CD interactivo. 
3.  Suscripción gratuita trimestral a esta Revista.
4.  Consultas especializadas en el Foro de Debate abierto en la web.
5.  Dto. 25% en el Congreso Nacional anual.
6.  Dtos. del 5% en distintas Editoriales.

VENTAJAS PARA LOS ASOCIADOS

aEn de de 20

Fdo.:

Banco o Caja

Dirección

C.P.

Titular de la cuenta

Población

Cuenta Corriente / Libreta de Ahorro:

Fecha:

Firma (imprescindible):

Remitir este boletín de inscripción al nº de Fax: 958 201 697 de la Asociación Española de Abogados Especializados en 
Responsabilidad Civil y Seguro. Asimismo puede inscribirse llamando al teléfono 902 361 350 o a través de la página web
www.asociacionabogadosrcs.org

De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, se informa que sus datos personales se incorporaran en una base de 
datos informatizada de la que es responsable la ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ABOGADOS ESPECIALIZADOS EN RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO con el fin de mantener un listado de sus socios.

Ud. como titular podrá ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición ante la ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ABOGADOS ESPECIALIZADOS EN RESPONSABILIDAD CIVIL Y 
SEGURO a través del correo postal a, C/. Trajano, no 8 – 1a Planta - 18002 Granada, indicando como referencia Protección de Datos. En dicho correo deberá especificar qué derecho o derechos desea 
ejercitar y adjuntar una fotocopia del DNI para comprobar que es el propio interesado quien ejercita el derecho.








